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PRÓLOGO





El 30 de septiembre de 2024, la Junta Directiva decidió, en colaboración 
con los anfitriones del XXXV Congreso de la AEDTSS, el Departamento 
de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad de 
Valencia, que el tema al que se dedicaría el principal encuentro científico 
del iuslaboralismo en España sería el “tiempo de trabajo”. A pesar de que 
el debate para la fijación de este tema fue, como es habitual, arduo, va-
rios argumentos terminaron por inclinar la balanza de este particular lado. 

Para empezar, el Gobierno había venido manteniendo con los agentes socia-
les un largo proceso de diálogo social con el objetivo de reducir la jornada 
máxima legal hasta las treinta y siete horas y media, un límite máximo le-
gal que no se tocaba desde principios de la década de los ochenta del siglo 
pasado. Aunque este diálogo culminó con un acuerdo parcial, sólo con los 
sindicatos, lo cierto es que su magnitud y trascendencia social se ha mante-
nido a la espera de que, eventualmente, termine por plasmarse en una ley. 
Asimismo, la digitalización ha hecho borrar, además de los límites del espa-
cio, también los del tiempo. Las reflexiones y acciones normativas sobre el 
trabajo a distancia, el registro de jornada o el derecho a la desconexión son 
claros ejemplos del impacto que la transformación digital está teniendo en 
la gestión del tiempo de trabajo. Finalmente, de forma habitual se dice que 
esta materia es, junto a la remuneración, las dos condiciones de trabajo prin-
cipales desde el plano práctico, cuya regulación, ya sea legal, ya sea conven-
cional, marca de forma notable en qué medida puede mejorar el bienestar 
general de las personas trabajadoras, lo que conectado con el hecho de que 
también determina de forma destacada los costes de las empresas, aboca a la 
eterna discusión acerca de cómo alcanzar un adecuado equilibrio entre uno 
y otro ámbitos. Teniendo en cuenta todos estos elementos, no había duda 
de que este tema, en el seno del XXXV Congreso, podría propiciar el sufi-
ciente interés científico entre los asistentes, además de relevantes debates.

Sin embargo, un evento desgraciado posterior, cuando los trabajos pre-
parativos estaban bastante avanzados, terminó por hacernos repensar el 
entero esquema organizativo, desde el tema hasta la sede. Como es sabi-
do, Valencia sufrió unas horribles inundaciones el 29 de octubre de 2024. 
Aunque el terrible evento meteorológico también afectó a otras zonas 
próximas, lo cierto Valencia se llevó la peor parte. De los 233 fallecidos 
por la DANA, 227 lo fueron en esta provincia. Las personas afectadas se 
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cuentan por cientos de miles y la reconstrucción se antoja larga, costosa 
y complicada. Según los datos de las propias autoridades implicadas, las 
ayudas para la reconstrucción suman, por el momento, 17.000 millones de 
euros de fondos del Gobierno de España y casi 1.324 millones aportados 
por parte de la Generalitat Valenciana.

Superado el duro golpe inicial, la pregunta inmediata que nos hicimos fue cla-
ra: ¿debíamos mantener la sede del XXXV Congreso y solicitar apoyo a unas 
administraciones, empresas y entidades que tenían que centrar ahora todos 
sus esfuerzos en su propia tierra? Sea cual fuere la respuesta, lo que también 
quedaba al margen de toda duda es que cualquier decisión debía tomarse con-
juntamente también con los anfitriones. La contestación que recibimos, tras 
un cierto tiempo de reflexión y debate, fue tan valiente como rotunda: la me-
jor forma de ayudar a Valencia era mantenerla como sede del congreso. Ante 
tales argumentos, no cabía otra alternativa que seguir adelante. El XXXV 
Congreso se convertía así en el congreso de la solidaridad con Valencia.

Ahora bien, todo había cambiado, nada era igual, por lo que esto tenía que 
reflejarse también, de alguna manera, en el propio devenir de nuestro prin-
cipal evento científico, incluso en su corazón mismo, su tema central. De 
ahí que, teniendo en cuenta que este tipo de fenómenos meteorológicos, 
frecuentes en la zona levantina, se están volviendo cada vez más frecuen-
tes y virulentos debido al cambio climático, se decidiera incorporar, junto 
al tiempo de trabajo, este otro elemento de reflexión. Somos conscientes 
de que la conjunción no es sencilla en determinadas vertientes del tema 
original, lo que explica que, según se hizo constar en el reglamento, la 
Junta Directiva animara a que las comunicaciones hicieran referencia al 
cambio climático como elemento transversal.

Junto a lo anterior y de forma excepcional, el Consejo Económico y So-
cial de España (CES), con su presidente a la cabeza, Antón Costas Co-
mesaña, quiso mostrar también su apoyo solidario con Valencia, no solo 
como entidad colaboradora de nuestro congreso, sino incluyendo una 
mesa redonda dedicada precisamente a “trabajo y cambio climático”. De 
esta forma, tuvimos el inmenso honor y el privilegio, no solamente de 
incorporar al máximo órgano consultivo en materia económica y social 
de nuestro país, sino las aportaciones y puntos de vista de los tres grupos 
que lo integran, organizaciones empresariales, sindicales y sectoriales.

Esa llamada general a integrar el cambio climático en el debate sobre el 
tiempo de trabajo ha sido también respondida por ponentes e interlocuto-
res. Ya en la ponencia general, dedicada a “El trabajo y su tiempo”, el pro-
fesor José María Goerlich señala, entre los fenómenos que rodean y con-
dicionan el desarrollo de las relaciones laborales, incluida la organización 
del tiempo de trabajo, los distintos tipos de transiciones que marcan nues-
tro tiempo, a saber, las transiciones energética, ambiental, digital y justa. 
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A partir de ahí, nos invita a reflexionar acerca de cómo ha de configurarse 
la “estructura normativa compleja” del tiempo de trabajo, un entramado 
multinivel de difícil encaje. También apunta a lo que son los grandes retos 
de su regulación: su delimitación en un contexto en el que, como se indicó 
anteriormente, tiempo y lugar de trabajo se difuminan; la consiguiente ne-
cesidad de establecer garantías de aplicación de las normas que delimitan 
el binomio trabajo-descanso; la reducción de la jornada máxima y la pre-
visión de los consiguientes efectos adversos que de ello se pudiera derivar, 
de tal suerte que puedan ser compensados; y su distribución en los tiempos 
de la hiperflexibilidad, pero también de la flexibilidad “bidireccional”, de 
forma que de lo que se trata es de no solamente de limitar la flexibilidad 
excesiva del lado empresarial, sino también de garantizar la del lado de la 
persona trabajadora. 

También se transformó el primer panel, que pasó a referirse, además 
de al tiempo de trabajo, al cambio climático. En él, el profesor Rojo 
Torrecilla aborda la relación entre el cambio climático, el empleo y el 
tiempo de trabajo, entendiendo este último desde la perspectiva de la 
ocupación, es decir, desde el prisma que permite ver el empleo no so-
lamente como el número de personas que trabajan, sino también como 
el número de horas que se trabajan. Éste el “pegamento”, utilizando su 
terminología, que uniría estos tres elementos, para el que se tienen en 
cuenta importantes referencias internacionales, de la Unión Europea y 
España. A partir de ahí, se aborda la duración del tiempo de trabajo en 
algunos sectores afectados por el cambio climático en el marco del de-
bate sobre su duración y del proyecto normativo relativo a su reducción. 
Finalmente, se formula una recapitulación que sintetiza la exposición 
realizada con anterioridad y que deja abiertas cuestiones no menores 
para continuar el debate: ¿puede o debe influir el cambio climático en la 
reordenación de las condiciones de trabajo?; ¿puede o debe influir en la 
reducción del tiempo de trabajo?

Atajado el flanco más cuantitativo de la discusión por el profesor Rojo, la 
profesora Álvarez Cuesta se encarga de la más cualitativa, redondeando el 
panel. Así, bajo el título “Formas de trabajo, distribución de su tiempo y 
cambio climático”, se aborda diligentemente cómo las formas de trabajo 
distintas y/o nuevas distribuyen el tiempo de trabajo y cómo esta distri-
bución puede impactar en la lucha contra el cambio climático, de forma 
positiva o negativa, contribuyendo a su afianzamiento o como resultado de 
la propia crisis climática. En relación con lo primero, se reflexiona sobre 
cómo el renovado teletrabajo puede tener un efecto ambivalente sobre la 
soberanía del tiempo de trabajo y la lucha contra el cambio climático; y 
cómo el nuevo trabajo en plataformas ha supuesto construir una “dispo-
nibilidad perpetua” asentada sobre la base de microjornadas de escasa o, 
incluso, ridícula duración. Por lo que respecta al segundo, el estudio se 
centra en sectores clave desde la perspectiva del cambio climático y las 
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transiciones ecológica y justa, como son el agropecuario, el de cuidados, 
además de los relacionados con el transporte y las energías renovables.   

En el segundo panel, las ponencias no cambiaron su título, lo que no 
quiere decir que no fueran sensibles al cambio climático. Así, en la del 
profesor Sempere Navarro, titulada “Tiempo de trabajo, corresponsabi-
lidad y formación”, se nos advierte que ésta se enmarca plenamente en 
la temática del congreso, que él subdivide en tres ejes vertebradores: 
tiempo y Derecho del Trabajo, tiempo y relaciones laborales y tiempo 
y cambio climático. A partir de ahí, se efectúa un análisis ordenado y 
preciso de lo que él denomina “un abanico heterogéneo de ejemplos”, 
pero que son más bien el compendio de todas las novedades legislati-
vas acaecidas en los últimos años y que ponen de relieve la actualidad 
y relevancia de lo que el título de la ponencia sugiere: modulando los 
factores temporales de la prestación laboral es posible mejorar la corres-
ponsabilidad (social, familiar) y, desde luego, el perfil profesional de las 
personas trabajadoras, por no mencionar la productividad empresarial y 
la sostenibilidad social.

Completa el panel la aportación de la profesora Ferradans Caramés sobre 
“El trabajo a tiempo parcial: nuevos retos y nuevos desafíos bajo el prisma 
de la transferencia y la previsibilidad”. El esquema de análisis del que parte 
es ciertamente sugerente: dados los importantísimos efectos de la reforma 
laboral de 2021 sobre nuestro mercado de trabajo y, en particular, sobre la 
contratación temporal, ¿no sería necesario abordar una reforma en profun-
didad del trabajo a tiempo parcial dados los vasos comunicantes entre una 
y otra? Pero éste no es el único argumento a favor de una reforma más que 
necesaria. La propia ponencia lo expresa con claridad meridiana: “en lo que 
se refiere al régimen jurídico del contrato a tiempo parcial, aun cuando va-
rios aspectos de la reforma laboral de 2021 repercuten sobre el mismo, por 
ejemplo al implementarse limitaciones a la contratación fija discontinua a 
tiempo parcial, no se enfrentan los desafíos preexistentes, y no se han rea-
lizado una serie de cambios sustanciales que actualmente son requeridos 
tanto por la normativa comunitaria como por la evolución, al hilo de la tran-
sición digital y ecológica, de la economía, los nuevos modelos de negocio, 
las nuevas formas de organizar el trabajo, y las inquietudes de las personas 
trabajadoras”. Sobre esta base, la ponencia delinea las vías de actuación para 
la transformación del trabajo a tiempo parcial en cada uno de estos ámbitos.

Los paneles tercero y cuarto son los que se dedican a la interlocución en-
tre sus participantes. El primero de ellos articuló el diálogo entre los pro-
fesores Basterra Hernández y Morato García sobre el tema “Control del 
tiempo de trabajo, desconexión y digitalización”. Ambos parten de unas 
premisas idénticas: la digitalización implica la difuminación de la fronte-
ra entre lo que es trabajo y lo que es tiempo de descanso y vida personal.  
Ambos también observan núcleos de impacto idénticos: la noción misma de 
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tiempo de trabajo, el registro y control del tiempo de trabajo y el derecho a 
la desconexión. Y, aunque también existen, lógicamente, puntos en común 
en el análisis que, de estas tres grandes áreas, ambos realizan, lo cierto es 
que probablemente al lector lo que más le interese, pues es ahí donde ésta el 
debate, sean las zonas en que ambas investigaciones se complementan, así 
como las divergencias o matices diferenciales. 

Así, en plano conceptual, aunque los dos comparten que el marco normati-
vo está desfasado, pues se refiere a un modelo productivo presencial asen-
tado sobre la dicotomía cada vez menos clara entre trabajo y descanso, el 
profesor Basterra apuesta por una tercera categoría entre tiempo de trabajo 
y tiempo de espera como posible solución; mientras que la profesora Mo-
rato apunta a la jurisprudencia de Luxemburgo, en el sentido de tener en 
cuenta el impacto en la vida personal y familiar para poder clasificar los 
distintos tipos de “tiempos”. En el ámbito de la desconexión, mientras que 
Basterra aborda principalmente los intrincados contornos de la legislación 
vigente, Morato se detiene complementariamente en rol de la negociación 
colectiva y en el potencial del proyecto de ley sobre reducción de la du-
ración máxima de la jornada, registro y derecho a la desconexión. Final-
mente, también se observa una clara complementariedad en el último de 
los núcleos de análisis, el del registro, pues mientras que aquél lo analiza 
más desde la perspectiva del control de la jornada, esto es, como deber em-
presarial; ésta lo hace desde un enfoque más institucional, es decir, como 
herramienta delimitadora de lo que es y no es tiempo de trabajo. 

Por lo que respecta al último panel, dedicado a la “Reducción del tiempo de 
trabajo”, los profesores Argüelles Blanco y Gómez Abelleira han logrado al-
canzar el sentido máximo de lo que es una interlocución, si bien es cierto que 
el tema facilitaba sobremanera el intercambio de argumentos contrapuestos. 
A favor, la profesora Argüelles entrelaza, bajo el hilo conductor de la mejora 
de las condiciones de vida de la población, un importante arsenal de razones 
que arrancan en la propia evolución histórica de la institución, apenas tocada 
por el legislador frente a otros ámbitos ultrareformados dentro del tiempo 
de trabajo, y en la garantía de la mejora de la salud y también de la seguri-
dad en el trabajo en un contexto de emergencia de los riesgos psicosociales 
vinculados al estrés y el tecnoestrés; pasando por las teorías relacionadas 
con el reparto de trabajo, sin olvidar los posibles efectos sobre la calidad del 
empleo; para terminar con las razones argüidas a favor de garantizar la sobe-
ranía de la persona sobre su propio tiempo, sobre el tiempo libre o de ocio, 
apuntando incluso a éste último como un importante sector en lo que hace a 
la promoción del empleo. Habría aquí, de esta forma, un doble beneficio en 
la reducción del tiempo que se dedica a trabajar. 

Por su parte, el profesor Gómez Abelleira parte la premisa contraria al negar 
el antagonismo entre “trabajo” y “libertad”, tan propio de la lógica marxista y, 
por ello, tan vinculado a la reflexión iuslaboralista. Al contrario, en la sociedad 
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de nuestros días, sostiene, de forma opuesta a lo que ocurría en la revolución 
industrial, no es que no existan entornos laborales odiosos, los hay, pero no 
son los mayoritarios o prevalentes. De aceptarse esta tesis, una sociedad or-
ganizada en torno al valor supremo que es la libertad debería permitir, como 
línea de principio, que sean los individuos quienes respondan a la pregunta de 
cuánto desean trabajar. Desde este punto, el salto al siguiente paso lógico es 
bastante sencillo: “la combinación de decisiones individuales y de decisiones 
colectivas en concretos sectores y empresas responde mejor que la ley a la 
enorme diversidad de situaciones que han de ser contempladas por la regula-
ción”. Lo anterior se complementa con otros argumentos de índole económico 
que giran en torno una especie de efecto bumerán en el que los supuestos 
efectos beneficiosos de la medida se tornarían perjudiciales, afectando además 
a las personas más desfavorecidas desde un punto de vista económico y social.

En suma, de lo dicho hasta aquí se desprende que los estudios que contiene 
este libro y que son el soporte del trabajo y debate sostenidos en el XXXV 
Congreso, no solamente han sido capaces de abordar de forma solvente los 
que son los puntos clave en las muy diversas y difíciles aristas del tiempo de 
trabajo, si no que han sabido incorporar un elemento nuevo, el del cambio cli-
mático, que, aunque imprevisto e incluido a modo de homenaje, ha terminado 
por enriquecer sobremanera los trabajos derivados de nuestro encuentro anual. 

Con ello se pone de manifiesto la que probablemente es la función esencial 
de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, 
la de servir a la sociedad. La redacción de estas líneas coincide con declara-
ción de la AEDTSS como asociación de utilidad pública. Con esta mención, 
los poderes públicos reconocen que nuestra labor, incluido nuestro congreso, 
sirven al interés general. El estudio y reflexión científica que este volumen 
encierra, así como las propuestas contenidas en la Declaración de Valencia, 
tienen como fin último, como lo han tenido otros en ediciones anteriores, el 
de servir a la sociedad, el de procurar unos marcos regulatorios, en este caso 
del tiempo de trabajo, más estables y eficientes, el de contribuir a la mejora 
de las condiciones de trabajo y de protección social en nuestro país.

Junto a esto y como se dijo al comienzo de este prólogo, la edición valencia-
na del Congreso de la AEDTSS pasará a la historia como el congreso de la 
solidaridad con Valencia. Sirvan estas últimas líneas para recordar a las per-
sonas que perdieron su vida en tan trágico acontecimiento, para transmitir 
el abrazo fraternal de los y las iuslaboralistas de todo el país a sus familiares 
y amigos y a cuantas personas sufrieron y sufren las duras consecuencias 
de la DANA y para compartir con el conjunto de la sociedad valenciana que 
con nuestro trabajo hemos querido también contribuir a la reconstrucción.

DANIEL PÉREZ DEL PRADO
Presidente del Comité Científico de XXXV Congreso  

y vocal de comunicaciones y redes sociales de la Junta Directiva de la AEDTSS.



EL TRABAJO Y SU TIEMPO

JOSÉ MARÍA GOERLICH PESET 
Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social 

Universitat de València

SUMARIO

1. Tiempo y obligaciones: la singularidad del contrato de trabajo.  
2. Tiempo de trabajo y nacimiento del derecho del trabajo. 3. Las fun-
ciones de la ordenación del tiempo de trabajo. 3.1. La protección de la 
persona y sus diferentes significados. 3.2. Tiempo de trabajo y empleo. 
3.3. Tiempo de trabajo y organización empresarial. 4. La regulación de 
la jornada en su tiempo. 4.1. El impacto de las transiciones energética, 
ambiental y digital. 4.2. El paradigma del trabajo decente: hacia una tran-
sición justa. 5. Una estructura normativa compleja. 5.1. La dimensión 
constitucional y su enriquecimiento: el espacio de la tutela multinivel. 5.2. 
Ley, negociación colectiva, contrato individual. 6. Un panorama abierto. 
6.1. Los confines del tiempo de trabajo. 6.2. Las garantías de los límites. 
6.3. La reducción del tiempo de trabajo. 6.4. La distribución del tiempo: 
más allá de la flexibilidad. 7. Síntesis para el debate. 8. Bibliografía.



1.  � TIEMPO Y OBLIGACIONES: LA SINGULARIDAD DEL 
CONTRATO DE TRABAJO

Es llamativo el diferente tratamiento que tiene el “tiempo” en el dere-
cho común y en el del contrato de trabajo. La dogmática común relega el 
“tiempo” a un papel secundario, de carácter circunstancial. Junto con el 
lugar, aparece como una de las “circunstancias de la relación obligatoria” 
(Díez-Picazo, 1979, p. 511). En cuanto tal, cumple dos funciones. De un 
lado, ubica la obligación en el flujo de los acontecimientos, concretando 
los momentos de su nacimiento y de su extinción; y, de otro, determina el 
momento en que debe producirse su cumplimiento (Cardenal Fernández, 
1979, p. 38 ss.). La disciplina normativa de estos dos aspectos es desigual. 
Se ha señalado en este sentido que solo esta última dimensión tiene un tra-
tamiento sistemático en el Código Civil (arts. 1125 ss.) (Clemente Meoro, 
2016, p. 235). La otra, que conduce a la diferenciación entre obligaciones 
de tracto único y de tracto sucesivo, aparece esporádicamente, al hilo de 
la regulación de determinados contratos que generan obligaciones de este 
último tipo (Díez-Picazo, 1979, pp. 512 y 513). 

Cualquiera de estas dos dimensiones está presente, por supuesto, en la 
regulación del contrato de trabajo. Puesto que parte de una prestación de 
servicios continuada, la disciplina de la “duración del contrato” mira, por 
una parte, a la determinación de los momentos inicial y final de la relación 
jurídica laboral. Por otra, las reglas sobre “tiempo de trabajo” en sentido 
estricto determinan los momentos en que ha de producirse el cumplimien-
to de la obligación de trabajar (Alarcón Caracuel, 1988, p. 14). Su objeto 
es, desde luego, la aportación del esfuerzo en que consiste el trabajo con-
tratado (arg. ex. arts. 5.a] y 20.1 y 2 ET; Barreiro González, 1981, p. 229 
ss.; Gárate Castro, 1984, p. 71 ss.), de modo que cuando se despliega de 
forma insuficiente se rompe el sinalagma contractual (arg. ex art. 54.2.e] 
ET). En este contexto, las reglas sobre tiempo de trabajo determinan los 
momentos inicial y final de cada uno los momentos en los que debe pro-
ducirse el cumplimiento de la obligación de trabajar. Es verdad que tam-
bién la falta de atención a aquellas despliega el mismo efecto sobre las 
obligaciones recíprocas puesto que “las faltas repetidas e injustificadas de 
asistencia o puntualidad al trabajo” (art. 54.2.a] ET) permiten igualmente 
resolverlo. Pero seguramente ello no altera la conclusión anterior: únicamente 
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facilita la tarea de dar solución a los problemas que se plantean en el de-
recho común respecto a la gradación del incumplimiento y, en concreto, a 
su complejísima y nunca bien resuelta diferenciación con la mora; en el 
contrato de trabajo, el tiempo de cumplimiento sería, por ministerio de la 
ley y con carácter general, un término esencial.

En todo caso, lo que interesa destacar es que la especialización del derecho 
del trabajo desborda este estrecho marco conceptual. No resulta posible, 
en efecto, confinar el tiempo de trabajo a la condición de circunstancia de 
la relación obligacional a la que el contrato de trabajo da vida o de la pres-
tación debida por una de las partes. De entrada, incluso cuando desarrolla 
estas funciones, el tiempo de trabajo tiene implicaciones que lo superan: la 
imposibilidad de separar el cumplimiento de la persona que lo desarrolla 
hace que su disciplina tenga una significación muy superior a la que le 
corresponde como mera circunstancia de la obligación. Pero, además, a 
lo largo del período más que secular de existencia del tipo contractual, el 
factor tiempo ha ido asumiendo funciones adicionales de trascendencia no 
menor en el marco de las relaciones laborales y en el conjunto del sistema 
económico y social.

En efecto, por un lado, el tiempo asume además, de alguna manera, una 
función definitoria del propio contrato de trabajo. La idea más arriba 
apuntada de su esencialidad en la valoración de retrasos o ausencias se 
ha de poner en relación, con toda probabilidad, con la inserción de la 
prestación de servicios en la organización empresarial. Por supuesto, 
esta segunda aproximación explica una dimensión diferente de su or-
denación: la que posibilita la atención a las necesidades empresariales y 
la adaptación de la organización a las exigencias del mercado. Estamos 
desde luego ante temas vinculados a la distribución del tiempo y su va-
riabilidad; pero también ante cuestiones relacionadas con la diversifica-
ción de modalidades del contrato de trabajo. Aún más, la sujeción de la 
persona al cumplimiento y el control empresarial del tiempo de trabajo 
hacen que este trascienda su condición de circunstancia y se aproxime al 
núcleo de la noción de contrato de trabajo. No se olvide, en este sentido, 
el relevante papel que juegan los factores temporales en la concreción de 
la aplicación de la noción de subordinación mediante indicios. Así vie-
ne acreditado por la tradición interpretativa o, en una formulación más 
abstracta, por el elenco de indicios específicos que pueden ser utilizados 
para “determinar la existencia de una relación de trabajo” según la reco-
mendación 198 sobre la relación de trabajo de la OIT, aprobada en 2006. 
Por otro, el tiempo de prestación se acumula y, con ello, se convierte en 
parámetro que condiciona el disfrute de otros derechos. Esto ocurre en el 
corto plazo con carácter general, pero también, y con particular intensidad, 
en determinadas modalidades contractuales cuya especificidad se vincula 
aquel. Pero también a largo plazo: la historia de la prestación produce la 
maduración de derechos, tanto en el ámbito del contrato como en el de la 
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protección social relacionada con él. De alguna manera, pues, resulta ser un 
valor que se incorpora al patrimonio jurídico de quien presta sus servicios. 

De este modo, con independencia del papel que le corresponde en la re-
construcción estructural del contrato de trabajo, el tiempo aparece como 
institución nuclear del ordenamiento laboral pues su regulación se sitúa en 
el centro del conflicto entre los contrapuestos intereses de las personas que 
trabajan y las organizaciones que reciben sus servicios, tanto si las consi-
deramos de forma individual como si lo hacemos en términos colectivos. 
Como lógica consecuencia de ello, es objeto de un detallado entramado 
normativo, una extensa aplicación jurisprudencial y un permanente e ina-
barcable análisis doctrinal. En este último sentido, destaca la enorme rele-
vancia que tiene el análisis jurídico-laboral en relación con él, en términos 
absolutos y en comparación con el que se dedica a la cuestión en la 
doctrina del derecho común. En la elaboración de esta ponencia he podido 
constatar, en efecto, que, a 10 de enero de 2025, la expresión “tiempo de 
trabajo” devuelve en Dialnet 6970 entradas correspondientes a “ciencias 
jurídicas”; y cabe pensar que en su mayor parte pertenecen a nuestro 
ámbito. De hecho, las entradas que resultan de consultas que podrían 
dar lugar a publicaciones tanto en derecho privado como en derecho del 
trabajo (por ejemplo, “tiempo contrato”) devuelven una proporción de casi 
10 a 1 a favor de este. 

En este contexto, afrontar la redacción de esta ponencia inaugural es un 
reto descomunal. En el espacio y con el tiempo disponibles no es posible 
afrontar el tema, dando cuenta de la riqueza de matices y de la totalidad de 
cuestiones que abre la ordenación del tiempo de trabajo. Por ello, mi plan 
es afrontar de forma muy general algunos aspectos clave con la esperanza 
de poder enmarcar los debates posteriores. En primer lugar, haré una breve 
reflexión de carácter histórico que determine las funciones que cumple 
la disciplina. Después, intentaré poner sobre la mesa las exigencias 
y expectativas que le abren los cambios estructurales que estamos 
atravesando. Y finalmente abordaré las cuestiones, tanto de orden formal 
como material, en las que seguramente debe centrarse nuestra atención en 
el futuro inmediato.

2.  � TIEMPO DE TRABAJO Y NACIMIENTO DEL DERECHO 
DEL TRABAJO

El papel central del tiempo en el contrato de trabajo y, más en general, 
en el derecho del trabajo viene acreditado por la evolución histórica. De 
ella se desprende como el nacimiento de aquel y la separación de éste 
del tronco común del derecho de contratos viene marcado de forma de-
cisiva por el conflicto social abierto en torno a la duración de la jornada 
y, desde una perspectiva normativa, por la aparición de las normas sobre 
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su limitación. Se ha señalado en este último terreno que su promulgación 
constituye la “fase más importante de la intervención estatal” en las re-
laciones de trabajo (Ramm, 1986, p. 134).

Por lo que se refiere a lo primero, se ha afirmado que “la consecución 
de la jornada laboral de ocho horas se convirtió en uno de los grandes 
valores simbólicos en los tiempos del nacimiento del movimiento obre-
ro internacional” (Ramm, 1986, p. 136). Como es sabido, había sido 
una de las aspiraciones de los primeros socialistas utópicos y, desde 
su constitución en 1866, fue una en una de las principales reivindica-
ciones de la Asociación Internacional de los Trabajadores. La primera 
convocatoria internacional del 1º de mayo (1890) giró igualmente en 
torno a ella.

Mirando el tema desde la perspectiva formal, cabe indicar que, en 
nuestro sistema jurídico, como en otros de nuestro entorno (Ramm, 
1986, p. 113 ss.), es este el tema del que se ocupan las primeras nor-
mas laborales, inicialmente en relación con las entonces consideradas 
capas débiles del mercado de trabajo o, con posterioridad, para deter-
minados sectores. Estos antecedentes de la aparición de lo que hoy 
denominamos derecho del trabajo han sido suficientemente estudiados, 
por lo que no vale la pena insistir en ellos. Basta indicar que “las le-
yes y reglamentos especiales” cuya observancia reclamaba en 1889  
el art. 1585 CC estaban constituidos fundamentalmente por la legisla-
ción de protección de los menores, que incluía, aparte la prohibición de 
admisión de trabajo de los menores de 10 años, diferentes limitaciones 
de la duración de la jornada en función de la edad y la prohibición de 
determinados trabajos nocturnos (Ley de 26 de julio de 1873, conocida 
como Ley Benot). Después, ya en el siglo XX, la intervención norma-
tiva inicialmente confinada a la previsión de condiciones de trabajos 
de mujeres y niños (Ley de 13 de marzo de 1900) fue extendiéndose 
para determinadas áreas de actividad (García Ninet, 1975a, p. 95 ss., 
y 1975b).

En todo caso, la indisoluble relación entre limitación de la jornada 
laboral y nacimiento del derecho del trabajo se advierte con total 
nitidez en 1919, año que convencionalmente se ha señalado como 
el momento fundacional de nuestra disciplina (por ejemplo, Borrajo 
Dacruz, 1988, pp. 98 y 99). Si bien los factores políticos y normativos 
que convergen en esta fecha son variados y más amplios, hay dos que 
visibilizan fácilmente tal conexión. De entrada, es preciso recordar 
la aprobación del Real Decreto de 3 de abril de 1919, que fijó “en 
ocho horas al día o cuarenta y ocho semanales la jornada máxima 
legal en todos los trabajos”, con efectos del 1º de octubre siguiente. 
Se relaciona esta norma con los conflictos colectivos previos en rela-
ción con el tema, especialmente los abiertos en el primer trimestre de 
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este año (García Ninet, 1975b, p. 93 ss.); y la propia Exposición que 
la encabeza confirma implícitamente esta idea al enlazar la medida 
con “la unánime aspiración de los trabajadores que de esta reforma 
hicieron siempre cuestión fundamental y esencialísima de sus rei-
vindicaciones”. De otro lado, se alude también en ella al “ideal de 
concertar bases de carácter internacional que establezcan un régimen 
de coordinación entre las economías de los pueblos”, lo que pone el 
Decreto de 1919 en relación con otro fenómeno significativo de ese 
año: el nacimiento de la OIT, en el marco de las negociaciones de paz 
posteriores a la I Guerra Mundial. 

El Tratado de Versalles, firmado a finales de junio de 1919, al constituir 
la Organización Internacional del Trabajo (parte XIII, preámbulo de 
la sección I), partía de la existencia de “condiciones de trabajo” que 
producían “injusticia, … miseria y … privaciones” y que provocaban 
“un tal descontento que la paz y la armonía universales son puestas en 
peligro”. Se imponía con ello la urgente tarea de “mejorar esas con-
diciones”, mediante, entre otras medidas, “la fijación de una duración 
máxima de la jornada y de la semana de trabajo”. De hecho, tras reco-
nocer que “el bienestar físico, moral e intelectual de los trabajadores 
asalariados es de una importancia esencial desde el punto de vista in-
ternacional”, el art. 427 listaba varios “métodos y principios de regla-
mentación de las condiciones de trabajo… de importancia particular 
y urgentes”, entre los que se encontraba “la adopción de la jornada 
de ocho horas o de la semana de cuarenta y ocho horas” y el descanso 
semanal de veinticuatro. En Anexo se programaba la primera sesión de 
la nueva conferencia internacional del trabajo, cuyo primer punto del 
orden del día era precisamente la “aplicación del principio de la jorna-
da de 8 horas o de la semana de 48 horas”. 

Efectivamente, en su primera reunión, celebrada en Washington en octu-
bre de 1919, se produjo la aprobación de su primer convenio: el convenio 
sobre las horas de trabajo (industria), 1919, núm. 1. La misma conferencia 
aprobó igualmente dos convenios, el 4 y el 6, sobre el trabajo nocturno de 
mujeres y menores en el mismo ámbito –si bien el primero fue derogado por 
la propia organización en 2017–. En los años inmediatamente posteriores, 
la OIT se ocupó de forma recurrente de la cuestión del tiempo de trabajo 
(como se advierte en García Ninet, 2020), lo que produjo, por lo demás, 
una rápida expansión a nivel comparado. Cabe pensar, en este sentido, en 
una mutua retroalimentación entre la generación de normas sobre limita-
ción de jornada en el ámbito internacional y la que se producía en los de-
rechos internos. En efecto, tras la finalización de la guerra, la limitación de 
jornada se extendió en un arco temporal muy breve en la mayor parte de es-
tados europeos, sin perjuicio de que se produjeran retrocesos poco después 
como consecuencia de la importante crisis abierta en 1929 (Ramm, 1986,  
pp. 137 y 138).
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3.  � LAS FUNCIONES DE LA ORDENACIÓN DEL TIEMPO DE 
TRABAJO

La historia posterior no ha hecho sino complicar el panorama originario. 
Interesa destacar, en este sentido, como, desde entonces, se han ido incre-
mentando las funciones que desarrolla la regulación del tiempo de traba-
jo. Este fenómeno afecta, por supuesto, a las diferentes dimensiones que 
despliega en la peculiar estructura del contrato de trabajo. Pero, además, 
dentro de cada una de ellas, desborda los aspectos estrictamente indivi-
duales. Dado que la mayor parte de la población activa tiene la condición 
de asalariada, el tiempo de trabajo adquiere una dimensión social y econó-
mica que desborda el marco del contrato. Por último, aunque no por ello 
menos importante, las funciones de la normativa sobre tiempo no siempre 
reman en la misma dirección.

3.1. La protección de la persona y sus diferentes significados

Por supuesto, las normas originarias en relación con el tiempo de tra-
bajo miran fundamentalmente a la protección de la persona del traba-
jador. La propia OIT, revisando su experiencia centenaria en relación 
con aquellas en el informe “Garantizar un tiempo de trabajo decente 
para el futuro”, lo ha puesto en relación con el principio contenido en 
sus declaraciones fundacionales de 1919 y 1944 “en virtud del cual el 
trabajo no debe ser considerado simplemente como una mercancía o 
un artículo para el comercio” (Conferencia Internacional del Trabajo, 
2018, p. 2). Como hemos visto, en el derecho de contratos, el tiempo 
delimita el momento de cumplimiento de las obligaciones. Pero, dado 
que el de la obligación de trabajar implica necesariamente la puesta a 
disposición de la persona (art. 20.1 ET), su determinación tiene una 
repercusión directa sobre ella. El escueto tratamiento normativo del de-
recho común, que reenvía estos aspectos esencialmente a la autonomía 
privada, resulta inadecuado. De esta manera, la protección de la per-
sona que trabaja hace que la determinación de los límites temporales 
de la prestación, tanto en términos de cantidad como en relación con 
su distribución, se convierta en un elemento esencial de la ordenación 
del contrato de trabajo, por mucho que vaya referida a lo que, desde 
la perspectiva abstracta del derecho de los contratos, es una mera cir-
cunstancia.

Esta dimensión vital del tiempo de trabajo tiene, a su vez, dos distin-
tas manifestaciones. La primera, y más evidente históricamente, se en-
cuentra en su clara conexión con la protección de la persona en térmi-
nos físicos. La limitación de la jornada, como hemos visto, se vincula 
originalmente con la necesidad de garantizar un descanso adecuado a 
quienes prestan sus servicios por cuenta ajena. Esta finalidad original 
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no ha sido nunca abandonada en la evolución normativa como demues-
tra la experiencia normativa europea. Las limitaciones a la intervención 
de la Unión sobre las relaciones laborales no han impedido, en efecto, 
la promulgación de una normativa detallada sobre tiempo de trabajo, a 
pesar de que este no estaba expresamente contemplado en el listado de 
materias de competencia comunitaria; y sigue sin estarlo (cfr. art. 153 
TFUE). Se ha aprovechado la presencia de la materia preventiva entre 
las abiertas a su acción –inicialmente solo mediante el protagonismo 
en la coordinación y la posible emisión de dictámenes (art. 118 Tratado 
de Roma, 1957), pero luego accesible también a la de carácter norma-
tivo (art. 118 A, introducido por el Acta Única Europea, 1986)– para 
incidir intensamente en la ordenación del tiempo de trabajo. Y es que, 
como se señala en las consideraciones previas de la Directiva 93/104/
CE del Consejo, de 23 de noviembre de 1993, relativa a determinados 
aspectos de la ordenación del tiempo de trabajo, “para garantizar la sa-
lud y la seguridad de los trabajadores de la Comunidad, éstos deberán 
poder disfrutar de períodos mínimos de descanso -diario, semanal y 
anual- y de períodos de pausa adecuados… (y) es conveniente estable-
cer, asimismo, un límite máximo de duración de la semana de trabajo”. 

La dimensión vital del tiempo de trabajo se relaciona, en segundo lugar, 
con las necesidades personales y sociales de las personas que trabajan. 
Más allá del descanso físico, la regulación de la jornada garantiza para 
ellas la existencia de un espacio de libertad para la atención de sus rela-
ciones sociales, especialmente las de carácter familiar, y, en todo caso, 
de libre configuración del ocio. Esta relevancia social del tiempo pone 
en conexión su regulación con las “responsabilidades familiares” que, 
“en la medida de lo posible”, no deberían entrar en “conflicto” con las 
“profesionales” (art. 3.1 Convenio OIT núm 156 sobre los trabajadores 
con responsabilidades familiares, 1981). Desde antiguo, la forma de 
evitarlo se ha encontrado, aparte de en la garantía de los tiempos de 
descanso diario, semanal y anual, en el reconocimiento de intervalos 
en la prestación laboral, en forma de permisos y suspensiones que, en 
España, están presentes desde la primera normativa laboral (art. 80.1ª 
LCT-1931). Mas es claro que no es esta la única vía: la recomenda-
ción OIT núm. 165 (1981), al indicar las posibles medidas para su-
perar el “conflicto” entre responsabilidades laborales y familiares por 
lo que se refiere a las “condiciones de empleo”, considera permisos y 
suspensiones (§§ 22 y 23), pero también la reducción del tiempo de 
trabajo y la introducción de “más flexibilidad” en su organización (§§ 
18 a 20). Por lo demás, esta segunda perspectiva desborda el marco 
del contrato. Es claro al respecto que la forma en que se regulan estos 
aspectos condiciona o, como mínimo, guarda intensas relaciones con 
la manera de afrontar determinadas necesidades sociales o el modo 
en que deben ser instrumentadas las políticas u organizados los ser-
vicios públicos (Conferencia Internacional del Trabajo, 2018, p. 3). 
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3.2. Tiempo de trabajo y empleo

En otro orden de consideraciones, sabemos que existe una obvia cone-
xión entre la ordenación del tiempo de trabajo y la defensa del empleo. 
El descubrimiento formal de esta dimensión puede remontarse a la Gran 
Depresión que cerró el primer tercio del siglo XX, cuyos efectos sobre el 
empleo fueron devastadores. A pesar del escaso tiempo transcurrido desde 
la aprobación de la de 48 horas, la OIT patrocinó en 1935 la introducción 
“del principio de la semana de cuarenta horas, aplicado en forma tal que 
no implique una disminución del nivel de vida de los trabajadores”. Esta 
previsión, contenida en el art. 1.a) del convenio sobre las cuarenta horas, 
núm. 47, se relacionaba, como se desprende expresamente de su Preám-
bulo, con la situación de desempleo que “se ha extendido tanto y se ha 
hecho tan persistente que en la actualidad millones de trabajadores, sin 
ser responsables de su situación, están en la miseria y sufren privaciones 
de las que legítimamente tienen derecho a ser aliviados”. Con posteriori-
dad, la idea de que la reducción del tiempo de trabajo puede contribuir a 
la solución de los problemas del empleo se ha proyectado también sobre 
otros aspectos vinculados a la duración del contrato y de la vida activa. 

De la posible utilización de la disciplina del tiempo de trabajo, y en con-
creto, de su reducción, para combatir el desempleo suele hablarse en mo-
mentos de crisis, cuando este aumenta de forma significativa y preocupan-
te. Y no es infrecuente que se introduzcan medidas normativas vinculadas 
a aquel y dirigidas a solventar los problemas de este. De hecho, es una 
cuestión que nunca pierde actualidad (cfr. Martín Rodríguez, 2023, p. 168 
ss., para una recopilación de experiencias recientes). Lo que no es fácil, 
y desde luego me desborda, es valorar la efectividad de estas medidas 
desde el punto de vista de la finalidad perseguida. Normalmente apoya-
das desde el lado sindical (Ferrer Sais, 2018), suelen venir avaladas desde 
ciertas posiciones teóricas como alternativas a la cronificación del paro o 
al recurso al trabajo a tiempo parcial involuntario como mecanismos de 
reparto de un bien escaso cuyo impacto sobre la desigualdad es menor 
al incidir sobre la distribución global de la renta (Fuente Lavín & Zubiri 
Rey, 2016a, 2016b). Pero, en una aproximación diferente, se indica que 
no existen suficientes estudios empíricos sobre sus efectos reales sobre el 
empleo (Cette, 1996) o se discute la efectividad de las medidas exclusi-
vamente cuantitativas haciendo más bien hincapié en que se ofrezca a las 
empresas un marco flexible de utilización del tiempo (Bilbao Saralegui, 
1999). En este sentido, es probable que la mera reducción del tiempo de 
trabajo no tenga efectos sobre la del desempleo si no va acompañado de 
otras medidas que los faciliten (Medina Castillo & Monereo Pérez, 1999). 

Donde sí existe algo más de consenso es en una segunda dimensión de las 
relaciones entre tiempo de trabajo y empleo, más vinculada a la gestión 
de las relaciones laborales en el ámbito de la empresa. La adopción de 
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medidas de reducción del tiempo de trabajo como alternativa menos trau-
mática a la extinción de relaciones laborales ante las crisis empresariales es 
conocida desde antiguo. Fijándonos en la historia jurídica española, cabe 
observar que, aproximadamente de forma coetánea a la aprobación del con-
venio núm. 47 sobre las cuarenta horas (1935) y en el mismo contexto de 
la Gran Depresión, nuestro legislador arbitraba este tipo de medidas para 
afrontar el desempleo. La Ley de 25 de junio de 1935 dictaba, en este senti-
do, normas dirigidas a remediar el paro obrero, entre las que cabe destacar, 
a los efectos que aquí interesan, las previsiones del art. 12. De acuerdo con 
este precepto, “en aquellas industrias en que se justifique la necesidad del 
despido parcial de obreros por falta de trabajo, y también en las obras que 
estén incluidas en esta ley de Paro, se autoriza al Ministro del ramo para, 
oído el parecer del Jurado mixto que corresponda, establecer turnos de tra-
bajo o reducir el número de días semanales de labor, quedando facultadas 
las Empresas para elegir entre ambas medidas”.

En la medida en que, por vez primera, introdujo la intervención adminis-
trativa en la gestión de las crisis de empresa, este precepto suele conside-
rarse el precedente inmediato de los luego conocidos como expedientes de 
regulación de empleo. Pero, con independencia de ello, y en una aproxi-
mación más amplia, es posible conectarlo con otras experiencias existen-
tes en el derecho comparado o, sobre todo, con algunas de las que hemos 
vivido recientemente que demuestran que la actuación sobre el tiempo de 
trabajo, en forma de reducciones de jornada o de suspensiones, puede, en 
ciertas condiciones, actuar eficazmente como garantía de la conservación 
de los puestos de trabajo de modo que los efectos sobre el empleo de las 
crisis de actividad sean menos drásticos a largo plazo. La normativa la-
boral aprobada durante la pandemia, que guio a las empresas hacia este 
tipo de medidas mediante una combinación de incentivos de la regulación 
temporal de empleo y de prohibiciones de recurso a otras vías, narra desde 
luego una historia de éxito. Por ello, ha sido reiterada en otros episodios 
críticos posteriores; y, sobre todo, ha propiciado el establecimiento de una 
regulación estructural en la reforma de 2021 (cfr. arts. 47 y 47 bis ET, tras 
el RDLey 32/2021).

3.3. Tiempo de trabajo y organización empresarial

Tradicionalmente se ha hecho hincapié en las dos dimensiones expuestas 
(por ejemplo, García Ninet, 1977, p. 5). Incluso alguna aproximación más 
reciente, y que las expone en forma más articulada, parece moverse en esta 
línea (Nogler, 2021, Parte I). De este modo, los intereses empresariales 
en relación con la disciplina de la jornada serían exclusivamente reacti-
vos. Buscarían, esto es, evitar que las funciones que han penetrado en ella 
perjudiquen sus expectativas de lucro. Creo, sin embargo, que las cosas 
son algo más complicadas. Es cierto que, a estas alturas, la protección 
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de la persona y el adecuado reparto de tiempos entre profesión y ocio o 
vida personal y familiar constituyen “un modelo irreversible y socialmente 
consensuado, que refleja una determinada forma de vida de las poblacio-
nes” (Sala Franco & Lahera Forteza, 2022, p. 12). No es menos cierto, sin 
embargo, que hay más cosas detrás. De entrada, y desde una perspectiva 
general, la regulación de la jornada tiene una repercusión directa sobre el 
costo del trabajo en su condición de factor de producción. De algún modo, 
pues, repercute sobre las grandes variables macroeconómicas. Pero, sobre 
todo, desde un punto de vista microscópico, afecta directamente a la forma 
en que se organizan las empresas para las que tan o más importante que la 
cantidad de tiempo de trabajo a su disposición es el modo en el que pueden 
distribuirlo.

Esta segunda dimensión, relacionada con la flexible distribución de la 
jornada, ha estado presente desde los momentos iniciales de la interven-
ción normativa en el tiempo de trabajo, si bien ha ido adquiriendo im-
portancia creciente como consecuencia de la evolución de los sistemas 
económicos avanzados. Y ello, en un doble sentido: de un lado, mediante 
la aparición y expansión de especiales modalidades contractuales cuyas 
peculiaridades se encuentran directamente asociadas al tiempo de tra-
bajo; de otro, a través de la diversificación de las reglas en materia de 
jornada, al objeto de posibilitar su flexible adaptación a las necesidades 
organizativas de las empresas. 

Por lo que se refiere a las modalidades especializadas en función del 
tiempo de trabajo, aunque su presencia en nuestro debate teórico sea 
más antigua (por ejemplo, Borrajo Dacruz, 1978), la apertura del ordena-
miento a su reconocimiento formal con carácter general se remonta a los 
años 80. Aunque el de la contratación fija-discontinua es algo anterior 
(art. 16 LRL-1976), es el ET-1980 el que abre las posibilidades de recu-
rrir a la celebrada a tiempo parcial. Con posterioridad, ya en la década 
de los 90, se normaliza su utilización. Desde entonces hemos asistido 
a un sostenido crecimiento de la presencia de la contratación a tiempo 
parcial en nuestro mercado de trabajo, que se ha disparado, junto con 
la de la fija-discontinua, como consecuencia de la reforma de 2021. En 
otras experiencias de nuestro entorno, hemos visto además al reconoci-
miento de otras posibilidades (trabajo a llamada, trabajo “cero horas”) 
que se mueven también en esta línea (Esteve Segarra, 2021, ofrece una 
panorámica).

En cuanto a las posibilidades de adaptación de la jornada a las concretas 
situaciones, ha estado presente desde los primeros convenios de la OIT así 
como en la normativa española inicial. Por lo que se refiere a los primeros, 
ya el convenio núm. 1 OIT (1919) preveía excepciones al límite de “ocho 
horas por día y cuarenta y ocho por semana” establecido en su art. 2, por 
razón de las personas (art. 2.a]), de la forma de organización del trabajo 
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(arts. 2.b] y c] o 4) o de las necesidades específicas de las empresas (art. 6). 
Se admitía asimismo que los convenios pudieran fijar períodos de tiempo 
más largos para aplicarlos (art. 5). Y algo similar puede decirse de la regu-
lación establecida por el posterior convenio 30 (1930) sobre las horas de 
trabajo en comercio y oficinas en el que las reglas para atender situaciones 
especiales son aún más detalladas. En cuanto a los segundos, ya el Decreto 
de 1919 preveía la posibilidad de excepciones  a fijar por el Instituto de 
Reformas Sociales. La posterior regulación sistemática de los límites de la 
jornada (Decreto de 30 de junio de 1931, elevado a rango legal por la pos-
terior Ley de 9 de septiembre) se mueve en la misma línea. Su preámbulo 
la presenta, de hecho, como “una recopilación metódica de la multitud de 
Ordenanzas que desde el año 1920 acá habíanse dictado y hacían difícil el 
estudio de la legislación española sobre la jornada”.

Con el paso del tiempo, se aprecia un claro incremento de la necesidad 
de esta diversificación a través de la flexibilidad, seguramente relacio-
nada con la transformación del paradigma empresarial producida desde 
entonces. Así ha sido destacado en el ya citado informe elaborado en el 
marco de la Conferencia Internacional del Trabajo (2018, p. 3) o en el 
análisis doctrinal (por ejemplo, Fernández Márquez, 2018, p. 168 ss.). 
El ordenamiento laboral de la primera hora estaba pensado para estable-
cimientos industriales de tamaño medio grande. En este tipo de organi-
zaciones, las exigencias de la línea de producción condicionan una cierta 
disposición de la jornada, en la que tienen más importancia los aspectos 
cuantitativos que los vinculados a la distribución. A medida que este tipo 
de establecimientos ha ido perdiendo importancia y el sistema econó-
mico se ha ido terciarizando, la necesidad de tiempo ha dejado de venir 
condicionada por la organización y ha pasado a estarlo por la demanda 
de servicios. Lo importante es, pues, estar en condiciones de ofrecerlos 
cuando aquella se produce. Y, seguramente, este fenómeno todavía irá a 
mayores como consecuencia de la digitalización: volveré de inmediato 
sobre este particular.

Las diferentes reformas normativas que se han producido en nuestro Es-
tatuto desde los años 80 son una buena prueba de esta idea. Los suce-
sivos tratamientos monográficos desarrollados por nuestra doctrina han 
advertido que la flexibilidad en el tiempo de trabajo, como consecuencia 
de las reformas laborales desde 1994, “atraviesa todo nuestro régimen 
jurídico” (Sala Franco & Lahera Forteza, 2022, p. 13). Probablemente 
estos cambios comenzaron antes, con el desplazamiento de los límites 
de duración de la jornada, desde la unidad diaria hacia parámetros tem-
porales superiores, que ya se produjo en 1980 (Alarcón Caracuel, 1988, 
p. 86 ss.). Pero es la reforma estatutaria de 1994 la que propició definiti-
vamente la instauración del nuevo panorama (Rodríguez Pastor, 1999, p. 
32 ss.; con posterioridad, Monreal Bringsvaerd, 2005, p. 12 ss. o Trillo 
Párraga, 2010, p. 55 ss.).
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4. LA REGULACIÓN DE LA JORNADA EN SU TIEMPO

Son, pues, varias las funciones que desarrolla tradicionalmente la regula-
ción del tiempo de trabajo; y la interacción entre ellas, dados los distintos, 
y en ocasiones contrapuestos, intereses subyacentes a cada una, es com-
pleja. Nada indica, sin embargo, que este panorama vaya a hacerse más 
sencillo en el futuro inmediato. Antes al contrario, en la coyuntura que 
nos ha tocado vivir, cabe prever que la complejidad se incrementará. En 
este sentido, los fenómenos que rodean y condicionan el desarrollo de las 
relaciones laborales actúan sobre la forma en que se organiza el tiempo de 
trabajo y, como hasta ahora, continúan haciéndolo en sentido contradicto-
rio sobre la regulación.

4.1. El impacto de las transiciones energética, ambiental y digital

No hace falta insistir mucho en los retos que, desde la perspectiva del 
tiempo de trabajo, plantean las diferentes transiciones a las que el género 
humano se enfrenta en este siglo XXI. De entrada, estos afectan a la can-
tidad de trabajo que quedará a nuestra disposición. Las implicaciones del 
desarrollo tecnológico sobre el volumen de empleo, y, por tanto, sobre el 
del tiempo de trabajo, vienen siendo objeto de intensos debates. Digitali-
zación, inteligencia artificial y automatización apuntan hacia un horizonte 
en el que la aportación de las personas a la producción disminuirá, al me-
nos en las ocupaciones tradicionales. Queda por saber si ello vendrá com-
pensado por los nuevos yacimientos de empleo derivados del crecimiento 
que aquellas propicien. En esta misma línea, es sabido que el mundo se 
enfrenta al desafío de la sostenibilidad en el intento de revertir o, cuando 
menos, afrontar el cambio climático, cuya existencia ya no se puede poner 
en duda. Este reto demanda la adopción de políticas transversales, para 
las que se utiliza el término «transición» con el que se pretende aludir a la 
magnitud y profundidad de los cambios requeridos. En el marco de este 
término, se encuadran tanto la transición energética, orientada a la descar-
bonización, como la ambiental, que comprendería, entre otros aspectos, 
estrategias de urbanismo, edificación, economía circular y alimentación. 
Por lo que aquí interesa, estas transiciones ponen en cuestión el modelo 
de producción tradicional que nos ha conducido a superar los límites del 
crecimiento, e impulsan a sustituirlo por uno nuevo basado en estrategias 
no contaminantes y nuevos hábitos de consumo. De nuevo, surge el in-
terrogante de cómo afectará ello al volumen de empleo disponible y, por 
ende, al tiempo de trabajo que debe ser cubierto.

La transición digital, por otro lado, tiene repercusiones de otro tipo sobre él. 
Ya he aludido a cómo la sustitución de la empresa industrial por las del sector 
servicios como paradigma preponderante en el mercado de trabajo ha introdu-
cido sesgos de flexibilidad novedosos en la ordenación del tiempo de trabajo.  



30	 José María Goerlich Peset

Pero este fenómeno se incrementa como consecuencia de la digitalización. 
Las nuevas tecnologías de información y comunicación, así como el recur-
so a gestión algorítmica permiten deconstruir la organización productiva 
convirtiéndola en un conjunto de microprestaciones que pueden ser exi-
gidas de forma independiente y, a la postre, ser reconstruidas y dotadas 
de un sentido de conjunto para su inserción en aquella. De esta manera, 
se incrementa la posibilidad de diseñar prestaciones concretas y discon-
tinuas, tanto si se ofrecen por empresas externas como si las desarrollan 
las personas directamente contratadas. En definitiva, la nueva dirección 
algorítmica posibilita la extrema fragmentación de la jornada, con incre-
mento del tiempo real de disponibilidad (Todolí Signes, 2023, p. 41 ss.), 
cuando el trabajo se contrata mediante modalidades ordinarias, y facilita el 
recurso a nuevas modalidades contractuales caracterizadas por la discon-
tinuidad de la prestación. La importancia creciente del trabajo a tiempo 
parcial, algunas de las modalidades de contratación fija-discontinua así 
como la expansión del trabajo a llamada y el trabajo cero horas en el dere-
cho comparado, se relacionan, al menos en parte, con este fenómeno. Con 
independencia de que estas estén o no admitidas de iure, lo cierto es que 
las prestaciones que se desarrollan a través plataformas se sitúan de facto 
en este terreno. A la postre, como se ha puesto de manifiesto (por todos, 
Ginès Fabrellas, 2021; López Ahumada, 2023, p. 196 ss.), la digitalización 
reduce la jornada mínima garantizada, y con ello su retribución, y la hace 
insegura e imprevisible.

Extraños resultados a los que podría conducirnos el desarrollo, que solo 
tienen en común con el horizonte que Keynes ofrecía en 1930 para las 
“posibilidades económicas” de sus nietos la existencia de poco trabajo. En 
su pronóstico, los “turnos de tres horas o semana de quince horas” se re-
querirían únicamente para la satisfacción personal de las personas (1981, 
p. 359), pues se partía de que los resultados de innovación y crecimiento, 
correctamente redistribuidos llevarían a ello. El panorama real resulta más 
sombrío si los patrones de crecimiento siguen su rumbo actual y no van 
acompañados de medidas adecuadas para evitar desigualdad y exclusión.

4.2. El paradigma del trabajo decente: hacia una transición justa

La noción de trabajo decente, introducida en la memoria presentada por 
el director general a la 87ª Conferencia Internacional del Trabajo (1999), 
aparece como una reacción frente a este tipo de derivas. No es posible 
reconstruirla ahora con detalle; sería imposible hacerlo habida cuenta la 
abundantísima literatura que se ha elaborado sobre ella. A los efectos que 
aquí interesa, basta señalar como la noción se ha incorporado en 2015, a la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, que fija una serie de objetivos, 
uno de los cuales, en concreto el 8, es precisamente “promover el creci-
miento económico inclusivo y sostenible, el empleo y el trabajo decente 
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para todos”, estableciéndose una inescindible conexión entre el ambas no-
ciones. Ello implica la incorporación de dimensiones éticas y sociales a 
la gestión de las diferentes transiciones a las que se ha hecho referencia, 
ambiental, energética y digital. El consenso internacional y europeo coin-
cide, en este último sentido, en que su abordaje pasa por una gobernanza 
que asegure que nadie queda atrás. No se trata, en definitiva, de proceder a 
introducir simples cambios sino de desarrollar una «transición justa», que 
garantice también la sostenibilidad social. Ello vale, de acuerdo con la re-
construcción imperante, tanto para los cambios relacionados con las tran-
siciones climática y energética (Chacartegui Jávega, 2021; Cairós Barreto, 
2024) como para los relacionados con la digitalización (Álvarez Cuesta, 
2019; López Ahumada, 2023).

Los confines del trabajo decente, así como las exigencias de la transición 
justa, admiten muchas interpretaciones. Pero no cabe duda de que, de un 
modo u otro, las estrategias normativas vinculadas al tiempo de trabajo se 
integran en ellas. Más aún, son “un elemento clave del Programa de Tra-
bajo Decente de la OIT, en el marco más amplio de la Agenda 2030 para 
el Desarrollo Sostenible” (Conferencia Internacional del Trabajo, 2018, 
p. 4). Ello supone que pasen a primer plano las funciones tradicionales de 
la regulación de la jornada de trabajo en la protección integral de las per-
sonas; pero implica también que se incorporen a ellas nuevas exigencias. 

Son variadas las posibles aportaciones de la disciplina del tiempo de 
trabajo a la transición justa. Por un lado, cabe pensar en su aportación 
a la descarbonización. Los trabajos previos a la presentación del pro-
yecto de ley de reducción de jornada aluden a a ello: el borrador de 
anteproyecto contrapone en su preámbulo “la congelación que ha su-
frido la duración de la jornada” desde 1983 a “los compromisos ina-
plazables adquiridos por España en materia de descarbonización en 
el ámbito laboral”. Seguramente esta posible aportación no se ago-
ta exclusiva, ni fundamentalmente, en la reducción cuantitativa de la 
jornada, sino que podría considerar otros muchos aspectos relaciona-
dos con su distribución. Así lo pone de manifiesto el “Estudio de fun-
damentación para la Ley de Usos del Tiempo y Racionalización Ho-
raria” (2023, p. 23 ss.) encargado por el Gobierno en relación con 
los acuerdos alcanzados para constituir la coalición en 2019 y 2023.

Por otro lado, las nociones de trabajo decente y de transición justa apuntan 
a un cierto modo de acompañamiento de los cambios derivados del nuevo 
contexto energético, climático y digital. Las amenazas sobre los empleos 
actualmente existentes requieren, en este sentido, la adaptación de la po-
blación trabajadora al nuevo marco de referencia. Si se quiere minimizar 
sus impactos negativos, se impone utilizar los mecanismos de defensa del 
empleo tradicionales a los que he hecho referencia más arriba. En este 
sentido, contamos ya con experiencias concretas de su utilización, tanto 
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de reacción normativa urgente frente a determinados fenómenos natura-
les que impactan sobre el empleo (por ejemplo, RDLey 27/2022) como 
de utilización del nuevo sistema RED para adaptación de sectores a las 
transformaciones derivadas de digitalización o cambio climático (órdenes 
PCM/250/2022, de 31 de marzo y PJC/1472/2024, de 26 de diciembre).

En fin, desde una aproximación más estática, es seguramente necesario 
proceder a la revisión de la disciplina del tiempo de trabajo, entendida 
en sentido amplio, con el fin de que la misma se sitúe en la línea de al-
canzar los objetivos que persiguen aquellos conceptos. Los análisis de la 
noción de trabajo decente desde la perspectiva del tiempo de trabajo (Go-
relli Hernández, 2018; Charro Baena, 2021) indican que esta revisión se 
ha de mover, cuando menos, en tres dimensiones diferentes. La primera 
se relaciona con la duración del tiempo de trabajo. No se hace hincapié 
tanto en el máximo legalmente exigible, con independencia de que pueda 
seguirse avanzando en su reducción, sino sobre todo en los mínimos que 
garanticen condiciones retributivas adecuadas para que el trabajo pueda 
ser considerado digno. 

En segundo lugar, por más que se haya producido una disminución pro-
gresiva y persistente del máximo de la jornada, el incremento de las fa-
cultades empresariales respecto al modo de distribuirlo y el sentido ge-
neral de las prestaciones en el marco de la digitalización pueden poner 
en cuestión las finalidades tradicionalmente asignadas a los límites del 
tiempo. La ampliación de los márgenes de disponibilidad posibilita, de 
un lado, la concentración de un número elevado de horas de trabajo en 
determinados períodos, con los consiguientes problemas desde la perspec-
tiva de la salud de las personas que trabajan. De otro, la mayor facilidad 
de alternar los momentos de prestación y de no-prestación así como las 
capacidades invasivas de la tecnología pueden poner en riesgo la finalidad 
perseguida por la normativa sobre descanso, tanto desde la perspectiva 
preventiva como desde su condición de garantía de la libertad. La regula-
ción del tiempo para alcanzar el ideal del trabajo saludable (Igartua Miró, 
2024) debe, en otro orden de consideraciones considerar las necesidades 
específicas de los trabajadores de edad, cada día más presentes en el mer-
cado de trabajo como consecuencia de los efectos de otra transición que 
se superpone a las consideradas, la demográfica (Guindo Morales, 2019).

Por último, aunque no por ello menos importante, cabe apuntar que las 
exigencias de trabajo decente se refieren a «todos», lo que hace que la 
regulación del tiempo de trabajo haya de ser reevaluada tomando en con-
sideración la perspectiva de género. La mejora de los mecanismos de con-
ciliación de la vida laboral y familiar, así como de la corresponsabilidad 
en las actividades vinculadas a la atención de menores, mayores y de-
pendientes, forman así parte inseparable de la noción de trabajo decente 
(Rodríguez Escanciano, 2021; Rodríguez Rodríguez, 2021).
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5. UNA ESTRUCTURA NORMATIVA COMPLEJA

La diversidad de funciones que cumple la ordenación del tiempo de trabajo, 
su diferente orientación axiológica y su posible variación ante las exigen-
cias de las transiciones, explican de un lado, la complejidad estructural de 
las normas que la regulan, y, de otro, la permanente existencia de cuestiones 
sujetas a debate. La primera idea lleva la reflexión al terreno de las fuentes 
y, a su través, al protagonismo que corresponde a las diferentes entidades 
que participan en la creación del derecho; la segunda obliga a reflexionar 
sobre los principales puntos de fricción que genera la disciplina resultante.

5.1. La dimensión constitucional y su enriquecimiento: el espacio de 
la tutela multinivel

En el terreno de las fuentes, lo primero que conviene indicar que nues-
tra Constitución desarrolla una aproximación al tema en clave clásica y 
con un alcance formal muy limitado. El art. 40.2 contempla, en el primer 
sentido, la garantía del “descanso necesario, mediante la limitación de la 
jornada laboral (y) las vacaciones periódicas retribuidas” que se pone en 
conexión con la entonces denominada “seguridad e higiene en el trabajo. 
De forma mediata, cabe detectar asimismo una conexión entre las políticas 
públicas de tiempo de trabajo y las de empleo en la medida en que el conti-
guo apartado 1 contiene un encargo “especial”: el de realizar “una política 
orientada al pleno empleo”. Por lo que se refiere al segundo aspecto, el 
precepto se ubica en el capítulo III, del título I CE y, por tanto, entre “los 
principios rectores de la política social y económica”, cuya eficacia directa 
es muy limitada puesto que el art. 53.3 CE la confina a informar “la legis-
lación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos” 
de modo que solo pueden “ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de 
acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen”. La conclu-
sión aparente de todo ello habría de ser la afirmación del escaso papel que 
corresponde a la Norma Fundamental en el terreno del tiempo de trabajo 
(Molina Navarrete, 2002; López Balaguer, 2003) y, en paralelo, del muy 
relevante desarrollado por la ley, a través del Estatuto de los Trabajadores 
al que alude el art. 35.2 CE.

Sin embargo, las cosas son algo más complicadas por diferentes razones. 
En primer lugar, la inseparable unión entre los servicios y la persona que 
los presta proyecta el tiempo de trabajo sobre esta. Con ello, es posible que 
su regulación infraconstitucional (o la aplicación de esta) incida sobre as-
pectos que guardan relación directa con otros preceptos de la Constitución 
cuya eficacia es mucho más incisiva. Esto es lo que explica la existencia 
de una relativamente nutrida doctrina del Tribunal Constitucional que ha 
corregido y/o completado las aproximaciones legales y, sobre todo, de la 
jurisdicción ordinaria (detalles en Matía Prim et  al., 2018, p. 1307 ss.).  
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Es más, a través de esta doctrina se ha propugnado incluso la posible apa-
rición de nuevos derechos fundamentales, cuya vinculación al tiempo de 
trabajo es muy elevada. Se habla así de las facultades de conciliación de 
la vida laboral o familiar como objeto de un derecho fundamental (Lousa-
da Arochena, 2019); y lo mismo cabe decir de los derechos al descanso 
(Aguilar Gonzálvez, 2024) o a la desconexión digital (Ugarte Cataldo, 
2024). Ahora bien, sin desconocer las indudables dimensiones constitu-
cionales que tienen unas y otros, lo bien cierto es que la noción de derecho 
fundamental tiene una valencia muy estricta, en gran medida relacionada 
con la preservación de sus garantías, aunque también el correcto funciona-
miento del estado de derecho y los diferentes papeles que desempeñan los 
poderes que interactúan en él. 

Por otro lado, el derecho internacional garantiza igualmente los derechos 
que estamos considerando. Más allá de los convenios de la OIT a los que 
se ha hecho referencia más arriba, es necesario recordar que el tiempo de 
trabajo es objeto de uno de los derechos humanos. En el ámbito de Nacio-
nes Unidas, la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 
indica, en efecto, que “toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute 
del tiempo libre, a una limitación razonable de la duración del trabajo y 
a vacaciones periódicas pagadas” (art. 24). Del mismo modo, entre las 
“condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias” a las que se refiere 
uno de los derechos reconocidos por el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (1966) se incluye “el descanso, el dis-
frute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de trabajo y las 
vacaciones periódicas pagadas, así como la remuneración de los días festi-
vos” (art. 7.d]). A nivel regional europeo, si bien el Convenio Europeo de 
Derechos Humanos no incluye reglas parecidas, la Carta Social Europea 
ocupa este espacio. Tanto en su versión original (1961) como en la revisa-
da (1996), el núm. 2 de la Parte I reconoce el “derecho a unas condiciones 
de trabajo equitativas”. Y este derecho en su parte II, gira en torno a una 
serie de derechos que en la versión original se referían de forma exclusi-
va al tiempo de trabajo y que en la revisada lo hacen mayoritariamente. 
Asimismo, en el ámbito de la Unión Europea, la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea contiene un precepto, el art. 31, so-
bre “condiciones de trabajo justas y equitativas” cuyo apartado segundo 
reconoce el “derecho a la limitación de la duración máxima del trabajo 
y a períodos de descanso diarios y semanales, así como a un período de 
vacaciones anuales retribuidas”.

Por supuesto, esos textos tienen la eficacia que les corresponda como tra-
tados internacionales (art. 96 CE) así como el peculiar valor interpretativo 
que les reconoce el art. 10.2 CE, en el momento de abrir su Título I dedi-
cado a “los derechos y deberes fundamentales”. Aparentemente la elevada 
inconcreción de sus mandatos impide que desplieguen sus efectos en las 
normas internas. Sin embargo, en ciertos casos, el hecho de que se hayan 
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creado a la vez específicos mecanismos de garantía de cumplimiento de 
estas normas internacionales abre cuestiones de articulación entre ellas 
y las internas, o más correctamente, entre los criterios de los respectivos 
órganos de aplicación. Esto es lo que está empezando a ocurrir en relación 
con la Carta Social Europea. Si bien el conflicto no alcanza la intensi-
dad que tiene en otras materias como la extinción del contrato, el Comité 
Europeo de Derechos Sociales se ha pronunciado reiteradamente sobre 
cuestiones vinculadas con el tiempo de trabajo (Teixeira Alves, 2018, p. 
219 ss.); y estamos viendo como alguna de las indicaciones de su doctrina 
se está ofreciendo como posible alternativa a interpretaciones consolida-
das de nuestro Tribunal Supremo y del propio TJUE (Vila Tierno, 2023). 

En todo caso, es en las relaciones entre las interpretaciones emanadas 
entre nuestra jurisdicción nacional y la europea donde los conflictos de 
articulación se producen con mayor intensidad. Ello se debe, más que 
al reconocimiento en la CDFUE de derechos vinculados con el tiempo 
de trabajo a la existencia de la Directiva 2003/88/CE, que sustituyó a 
la anterior 93/104/CE. En las tres décadas de vigencia, el Tribunal de 
Justicia se ha pronunciado reiteradamente sobre cuestiones relacionadas 
con la jornada, generando una extensa jurisprudencia. No hace falta entrar 
en detalles por encontrarse recopilada en una Comunicación reciente 
de la comisión (2023) así como en el tratamiento doctrinal (Segoviano 
Astaburuaga, 2023; Cámara Botía, 2024); pero sí vale la pena destacar 
que algunos de sus pronunciamientos han tenido importancia capital en 
aspectos clave del tiempo de trabajo.

5.2. Ley, negociación colectiva, contrato individual

En un plano de reflexión más concreto, las fuentes principales de la regu-
lación del tiempo de trabajo son, por supuesto, la ley y los acuerdos deri-
vados del ejercicio de la autonomía privada, sean de carácter colectivo o 
individual. Por supuesto, la forma en la que se articulan estas diferentes 
“fuentes de la relación laboral” (art. 3 ET) no es en modo alguno irrele-
vante pues cada una de ellas toma en consideración intereses diferentes, 
generales o particulares, y lo hace en función de equilibrios de poder 
igualmente diversos.

El principio de jerarquía normativa garantiza la prevalencia de la primera 
sobre los restantes. Esta idea esté presente en la jurisprudencia constitu-
cional desde antiguo; y precisamente en relación con la regulación legal 
de la jornada de trabajo. La STC 210/1990, de 20 de diciembre, se ocupó 
en efecto de la constitucionalidad de la Ley 4/1983, de 29 de junio, de 
reforma del Estatuto de los Trabajadores en materia de jornada máxima 
legal y de vacaciones mínimas. Cuestionada la entrada en vigor inmediata 
de la nueva duración máxima de la jornada (“cuarenta horas semanales 
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de trabajo efectivo”), el Tribunal excluyó la existencia de inconstitucio-
nalidad. Indicó, de un lado, que, a la vista del mandato al legislador con-
tenido en el art. 40.2 CE, no podía cuestionarse “ni la competencia de la 
Ley en esta materia, ni que esa intervención de la Ley permite, e incluso 
impone, la sujeción del convenio colectivo al máximo de jornada legal-
mente establecido”; y descartó, de otro, que el derecho constitucional a la 
negociación colectiva implicara “la inmutabilidad del convenio colectivo 
frente a la norma legal sobrevenida hasta que aquél agotara su vigencia 
temporal”. La preservación del equilibrio interno de la norma colectiva 
puede o no ser valorada por el legislador a la hora de concretar el momen-
to de la entrada en vigor de la ley que le afecte; pero su decisión a favor de 
su aplicación inmediata no infringe el art. 37.1 CE, pues, como el propio 
Tribunal ha señalado con posterioridad, en relación con las medidas de 
recorte del gasto público de personal a raíz de la crisis de 2007/2008, de él 
“no emana ni deriva la supuesta intangibilidad o inalterabilidad del con-
venio colectivo frente a la norma legal, aunque se trate de una norma 
sobrevenida” (ATC 205/2012, 30 octubre, con cita de otros anteriores). 

Ahora bien, este papel central de la ley no implica en modo alguno que 
le corresponda agotar la totalidad de las cuestiones. Desde luego, los 
preceptos estatutarios no aspiran a hacerlo: ni siquiera contando con las 
normas reglamentarias a las que se remite el art. 34.7 ET (fundamental-
mente las contenidas en el RD 1561/1995), cabe pensar que la regulación 
abarca toda la gama de matices que se desprenden de la regulación del 
tiempo en la Directiva 2003/88/CE. Pero, sobre todo, existe una clara 
opción legislativa a favor de reconducir a la autonomía colectiva una 
parte sustancial de la regulación del tiempo de trabajo. El legislador se 
reserva la determinación de la jornada máxima anual (art. 34.1 ET) y 
algunas reglas imperativas que condicionan su distribución, pero le deja 
importantes márgenes en la concreción de la forma en que se distribuye 
y en la caracterización de las circunstancias en que se presta. La evo-
lución normativa los ha ido ampliando, como se advierte en una rápida 
comparación de la redacción de los arts. 34 ss. de la versión original del 
ET y la actual. Esta aproximación comparativa muestra, en primer lugar, 
el aumento de las posibilidades de actuación sobre la jornada máxima, 
a través del reconocimiento del carácter dispositivo de determinadas re-
glas clave que afectan a su distribución: si bien ya en 1980 se había 
admitido la distribución anual de la jornada, esta quedaba condicionada 
por la fuente que podía introducirla (los “convenios colectivos”) y por 
la rigidez del límite máximo de prestación diaria fijado en 9 horas (art. 
34.2 ET-1980); la redacción vigente aumenta las posibles fuentes que 
pueden afectar a esta materia, pues en defecto de convenio, pueden en-
trar los acuerdos de empresa, y ello tanto para concretar la distribución 
irregular a lo largo del año (art. 34.2), como para alterar los límites de 
la prestación diaria (art. 34.3). Han aparecido, por otro lado, normas 
legales de textura abierta, que requieren el complemento de convenios o 
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acuerdos de empresa para su plena operatividad. Y ello en muy diferen-
tes temas, desde la determinación del carácter retribuido o no del descan-
so intrajornada (art. 34.4) o la modalidad de compensación de las horas 
extraordinarias (art. 35.1 ET) hasta la concreción del sistema de registro 
horario (art. 34.9), pasando por la determinación de los trabajos noc-
turnos que comporten riesgos para la seguridad y salud de las personas 
que los prestan (art. 36.1.IV ET, en relación con art. 33 RD 1561/1995). 

De este modo, la historia reciente de la regulación del tiempo de trabajo 
es la de la ampliación de los márgenes de los que dispone la negociación 
colectiva para organizarlos. Y ello en la línea de la flexibilidad, que es la 
que ha inspirado las reformas estatutarias de las últimas décadas, funda-
mentalmente la de 1994 (Alarcón Caracuel, 1994; Escudero Rodríguez, 
1999), con el “golpe de tuerca” de 2012/2013 (Sanguineti Raymond, 
2020). La disciplina resultante garantiza la adaptabilidad de las reglas 
generales a las diferentes situaciones en las que pueden encontrarse las 
empresas. Desde este punto de vista, la negociación colectiva, como se 
ha puesto de manifiesto recientemente, se convierte en garantía de la di-
versidad necesaria habida cuenta la complejidad del sistema productivo 
(Sala Franco & Lahera Forteza, 2022, p. 81 ss.). 

Nuestro legislador incide también, aunque no de forma decisiva, sobre el 
nivel adecuado de negociación para afrontar la regulación del tiempo de 
trabajo. En relación con su distribución, existe una clara opción a favor 
de la negociación empresarial. Por un lado, se garantiza la prioridad del 
contrato a nivel empresarial (artículo 84.2 ET), tanto con carácter general 
(letra b]) como con relación a la adaptación de las reglas en materia de 
conciliación de la vida laboral, familiar y personal (letra d]), de creciente 
importancia en la gestión del tiempo de trabajo. En esta misma línea, es de 
resaltar la permanente presencia de los acuerdos de empresa en las diferen-
tes reglas establecidas en el art. 34, que garantizan, al menos, su viabilidad 
“en defecto” de previsiones en el convenio aplicable. Por el contrario, para 
la determinación cuantitativa, se advierte cierta predilección por el nivel 
sectorial. A pesar de la falta de definición de los arts. 34 ss. ET, las reglas 
generales en materia de relaciones entre convenios conducen a tal con-
clusión. Sin perjuicio de las posibilidades de la inaplicación de convenios 
(art. 82.3 ET), la determinación de la jornada nunca ha estado entre las ma-
terias de preferencia aplicativa incondicional de los convenios de empresa. 
El modelo parece incluso decantarse por el nivel estatal pues “la jornada 
máxima anual de trabajo” es incluida por el art. 84.5 ET entre las materias 
no negociables por los convenios concurrentes de ámbito sectorial infe-
rior, a los que se refieren los apartados 3 y 4 del precepto.

Seguramente se trata de una opción razonable, habida cuenta la signifi-
cación que tiene esta cuestión tanto en términos de tutela del conjunto 
del personal como desde la perspectiva de la garantía de igualdad en la 
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competencia entre las empresas. Sin embargo, tras la reforma del art. 84 
por el RDLey 2/2024, podrían existir deslizamientos hasta alcanzar nive-
les territoriales inferiores como consecuencia del reconocimiento del cri-
terio de la favorabilidad que podría posibilitar la negociación de mejoras 
a nivel autonómico o provincial. Desde la perspectiva de las empresas 
que operan en ámbitos territoriales amplios, esta posibilidad abre delica-
dos problemas desde el punto de vista organizativo, en la medida en que 
puede obligar a organizar los diferentes centros con criterios diferentes; 
Y lo mismo puede ocurrir en sectores en los que no exista negociación 
estatal o esta no articule adecuadamente los ámbitos territoriales inferio-
res (por ejemplo, STS 940/2016, 10 noviembre).

Por último, en relación con la contratación individual, podría alcan-
zarse la conclusión de que no ocupa un gran espacio en el terreno que 
nos ocupa. Desde luego, si la miramos desde la función reguladora del 
contrato, se mueve fundamentalmente en el terreno de la mejora de las 
previsiones convencionales (cfr. arts. 34.1 y 34.4 ET). Pero, en este pla-
no, el del tradicionalmente conocido como principio de condición más 
beneficiosa, desarrolla un papel muy inferior al de la otra gran condición 
de trabajo, el salario. Ello se explica por la dimensión necesariamente 
colectiva que cómo regla general tiene el tiempo de trabajo que hace que 
las condiciones de carácter estrictamente individual no tengan mucho 
sentido; y, sobre todo, los intentos de atribuírselo mediante su utilización 
en masa han sido detenidos por vía interpretativa. Los acuerdos indivi-
duales masivos han sido, en efecto, rechazados por los tribunales bien 
por su falta de adecuación a las exigencias de la libertad sindical (véase 
ya STC 105/1992, 1 julio) o bien por la fraudulenta huida que implican 
del régimen de modificaciones del art. 41 ET (STS 7 noviembre 2008, 
rec. 37/2008). 

Con todo, no debe desdeñarse el papel que corresponde a la autonomía 
individual, y en último término, habida cuenta la desigual posición de 
las partes, a la determinación unilateral por la empresarial, en dos te-
rrenos de suma importancia desde la perspectiva de la flexibilidad. De 
un lado, es decisiva en la selección de modalidades contractuales espe-
cíficamente caracterizadas por la conformación del factor tiempo, cuya 
conexión con aquella es muy intensa, tanto si consideramos el trabajo 
a tiempo parcial, tras las sucesivas reformas de las horas complementa-
rias (Martínez Yáñez, 2014), como si pensamos en el fijo-discontinuo, 
tras la última reforma (Duque González, 2023). De otro lado, abre la 
puerta a la realización de horas de trabajo adicionales, sean estas com-
plementarias o extraordinarias. En cuanto a estas, puede influir en la 
determinación de su compensación, en defecto de convenio (art. 35.1 
ET), y, sobre todo, puede obligar a su prestación (art. 35.4 ET). Y algo 
parecido cabe decir de las horas complementarias en el trabajo a tiem-
po parcial (art. 12.5 ET).
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6. UN PANORAMA ABIERTO

Por lo que se refiere, en segundo lugar, a las complejidades de carácter 
sustantivo que afectan a la regulación de la jornada son muy variadas. 
No es fácil, en este sentido, ocuparse de todas ellas en una contribución 
limitada como esta. Me centraré en las que, desde mi perspectiva, son 
las más importantes a la vista del debate actual. Diría al respecto que 
se mueven en dos ejes diferentes, el primero, relacionado con la deter-
minación de los confines del tiempo de trabajo y sus relaciones con los 
descansos, que tiene la derivada formal de su control efectivo, y el otro, 
vinculado a la determinación de la jornada máxima y a los criterios para 
su distribución.

6.1. Los confines del tiempo de trabajo

El modelo tradicional de regulación de la jornada contrapone los tiempos 
de trabajo a los de descanso. No se trata solo de que se limite la duración 
máxima de los primeros; además, se establece una cierta secuencia que 
los alterna con períodos mínimos en los que no es posible trabajar. Los 
diferentes descansos, dentro y entre jornadas, semanal y anual, forman 
parte de la disciplina del tiempo  tanto en las normas internacionales y, 
más recientemente, europeas como, por supuesto, en nuestro Estatuto. 
Todas ellas se ocupan de la separación entre trabajo y descanso. Desde 
muy antiguo existe una regla al respecto en el convenio núm. 30 OIT 
sobre las horas de trabajo (comercio y oficinas), 1930, cuyo art. 2 indica 
que “la expresión  horas de trabajo  significa el tiempo durante el cual 
el personal esté a disposición del empleador”. En una línea similar, la 
Directiva 2003/88/CE incluye en la noción “tiempo de trabajo” los pe-
ríodos en que se “permanezca en el trabajo, a disposición del empresario 
y en ejercicio de su actividad o de sus funciones” (art. 2.1)). Finalmente, 
el art. 34.5 ET indica que “se computará de modo que tanto al comienzo 
como al final de la jornada diaria el trabajador se encuentre en su puesto 
de trabajo”.

La aplicación de estos criterios es muy sencilla en el modelo tradicio-
nal de empresa y de trabajo, caracterizado por un lugar y un tiempo 
común. La presencia en el puesto de trabajo adquiere en ese contexto 
una trascendencia decisiva. Sin embargo, este parámetro resulta muy 
poco adecuado en un nuevo contexto digitalizado (por todos, San Mar-
tín Mazzucconi, 2023, p. 36 ss.). Como ya se ha indicado, la digitaliza-
ción permite un control diferente de las personas que prestan sus ser-
vicios en la empresa que, aun desarrollado en tiempo real, se produce 
a distancia. Es por ello por lo que alrededor de la aplicación de estos 
preceptos han surgido diferentes cuestiones que en modo alguno se en-
cuentran bien resueltas en la actualidad. Una parte de ellas se relaciona 
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con la propia delimitación de los confines del trabajo efectivo y otros 
con sus garantías de efectividad.

Las del primer tipo se relacionan, de un lado, con la determinación de 
inicio y finalización de la jornada, y, de otro, con el tratamiento de las 
situaciones en las que no existe prestación de servicios pero se mantiene 
algún tipo de disponibilidad para desarrollarla. Ambas han dado lugar a 
múltiples pronunciamientos, bien estudiados (Basterra Hernández, 2017, 
p. 41 ss., 2023; Llorens Espada, 2020), que no siempre son fáciles de 
aplicar a las realidades concretas. Por lo que se refiere al primer aspecto, 
está siendo objeto de discusión cuándo empieza o termina efectivamente 
la prestación cuando la empresa designa al efecto un lugar diferente y 
variable en función de la organización de su oferta de servicios. Se trata 
de cuestión de la que se han ocupado diferentes pronunciamientos del 
TJUE y del TS que no suministran un criterio enteramente seguro. De 
ellos parece desprenderse, en efecto, que es posible iniciar el cómputo 
en el lugar indicado por la empresa, pero solo si ello se ajusta a un pará-
metro de razonabilidad en relación con el desplazamiento que debe hacer 
el prestador de servicios. Por supuesto, determinar la razonabilidad no 
siempre será fácil y nos sitúa en un horizonte de tratamiento casuístico 
de las situaciones.

Por otro, es igualmente inseguro y casuístico el tratamiento de las situa-
ciones de disponibilidad que se prolongan continuadamente en el tiempo, 
combinando momentos de prestación efectiva con otros en los que no se 
produce. Es el caso de las guardias u otros sistemas de atención continua-
da. A estas alturas, ya es claro que, si este tipo de disponibilidad obliga 
a la presencia efectiva de las personas en el lugar de trabajo, con inde-
pendencia de que presten servicios efectivos o no, se considera tiempo 
de trabajo a todos los efectos. Queda abierto, sin embargo, y de nuevo 
sujeto a una valoración de razonabilidad de cada situación, aquellos casos 
en los que la persona mantiene un margen de libertad y, por tanto, puede 
disfrutar su descanso: se admite entonces que solo existe trabajo efectivo 
en el momento de la llamada; y, por tanto, se puede modular la retribución 
de estos períodos sobre base de criterios diferentes a la asimilación de su 
duración completa al trabajo efectivo. De nuevo, aquí contamos con dife-
rentes pronunciamientos de TJUE y TS que conducen a esta conclusión 
general, que abre el paso a un tratamiento casuístico de cada situación.

Dotar de certeza a estos importantes aspectos pasa por superar la tradi-
cional bipartición trabajo/descanso, dando espacio a un terreno inter-
medio, que se ha denominado de stand by o “apoyo al trabajo” (Durán 
López et  al., 2025, pp. 69 y 70; Rodríguez Rodríguez, 2024; Velasco 
Fernández, 2024). Sería preciso, en concreto, delimitar su noción y cla-
rificar sus efectos, seguramente mediante la llamada a la negociación 
colectiva para hacerlo.
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6.2. Las garantías de los límites

Por lo que se refiere a las garantías de los límites del trabajo efectivo, la 
digitalización los ha puesto en una seria crisis. El desarrollo de la tecno-
logía y el aumento de la conectividad, que posibilitan que todos llevemos 
un dispositivo en el bolsillo que nos conecta en tiempo real con el resto 
del mundo, abre la posibilidad de que las empresas se dirijan en todo mo-
mento a las personas que trabajan, desconociendo con ello los límites de su 
jornada y la libertad que debería caracterizar los tiempos de descanso. En 
el debate reciente, esta cuestión se encuentra en primer plano. Es verdad 
que la irregularidad de este tipo de actuaciones empresariales no admite 
dudas: la vieja LCT-1931 ya tenía una regla en relación con la inviabilidad 
de las órdenes que afecten a la vida privada (art. 81.III); y, en ausencia de 
otra similar en la actualidad, la cuestión puede reconducirse a la exigen-
cia general de regularidad del ejercicio del poder directivo (art. 20.2 ET). 
Pero el extraordinario aumento de la capacidad de injerencia en el disfrute 
del descanso derivada de la conectividad universal, que, incluso siendo de 
bajo perfil por su duración, puede ser pertinaz y permanente, hacía necesa-
ria la creación interpretativa, primero, y normativa, después, del derecho 
a la desconexión digital. En la actualidad, este derecho ha sido reconoci-
do, aparte de otros instrumentos como el Acuerdo Marco de Digitaliza-
ción alcanzado a nivel europeo en junio de 2020, en el art. 88 LO 3/2018

En íntima conexión con lo anterior, se viene planteando la cuestión de las 
garantías formales del binomio trabajo/descanso. Históricamente, se había 
visto exclusivamente desde la perspectiva de los intereses empresariales 
en el correcto cumplimiento de la obligación de trabajar (arts. 20.2 y 54.2 
a] ET). Sin embargo, la experiencia muestra cómo puede verse también 
desde otro punto de vista. Además del citado interés empresarial, existe el 
de la contraparte en que se respeten los límites legales y convencionales 
de la jornada, evitando su prolongación y, en su caso, forzando la efecti-
vidad de las compensaciones establecidas si se produce. Adicionalmente, 
esto último es objeto de un interés público, vinculado a la garantía de la 
efectividad de las normas laborales y a los efectos recaudatorios de su 
incumplimiento. En este segundo plano, la exigencia del registro horario 
se relaciona con la superación de las dificultades de prueba para acredi-
tar la extralimitación empresarial de los límites del tiempo de trabajo que 
posibilita eludir las específicas reglas que rigen su prolongación, tanto en 
términos de compensación como de cotizaciones sociales. 

En este contexto, hemos asistido en la última década a diferentes episodios 
judiciales, administrativos y, en último término, normativos dirigidos a im-
poner forzosamente a las empresas un sistema de control formal de la presta-
ción. Se ha intentado, primero, el reconocimiento judicial de esta obligación 
empresarial; y, si bien la pretensión fracasó en las instancias internas (STS 
246/2017, 23 marzo), el criterio acabó siendo revisado por el Tribunal de 
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Justicia (sentencia 14 mayo 2019, C-55/18). Simultáneamente, la Inspección 
de Trabajo había puesto en marcha específicas actuaciones en este terreno 
(Instrucción 3/2016, sobre intensificación del control en materia de tiempo 
de trabajo y de horas extraordinarias). En fin, poco antes del fallo del TJUE, 
el RDLey 8/2019 añadió un art. 34.9 al Estatuto imponiendo a las empre-
sas la obligación de garantizar “el registro diario de jornada, que deberá 
incluir el horario concreto de inicio y finalización de la jornada de trabajo”.

Desde mi punto de vista, ambas intervenciones normativas contienen un 
modelo ponderado de respuesta a los problemas planteados, que combina 
razonablemente el aseguramiento de las expectativas de las personas que 
trabajan con la atención a las múltiples situaciones diferentes que pueden 
plantearse en las empresas. Por lo que se refiere a la desconexión, su re-
conocimiento general por el art. 88.1 LO 3/2018, no obsta a su posible 
concreción a la negociación colectiva o, en último término, a los protoco-
los elaborados por la empresa, que, aparte otras cuestiones, pueden definir 
“las modalidades de ejercicio”, en función de las necesidades de la empre-
sa y del tipo de trabajador –para cuyo análisis me remito, por ejemplo, a 
Gil Plana (2022)–. En este mismo sentido, el vigente art. 34.9 ET establece 
una adecuada interacción entre la obligación legal de tener un registro 
horario que permita verificar el cumplimiento de los límites del tiempo de 
trabajo y el papel que se reconoce a la negociación colectiva, y subsidia-
riamente, a falta de acuerdo, a la decisión empresarial en la determinación 
del modo de cumplirla. La aplicación jurisprudencial de estas reglas, por 
otra parte, ha sido prudente, dando prevalencia a las previsiones pactadas e 
interviniendo únicamente en casos excepcionales (para una síntesis, véan-
se, por ejemplo, Rabassó Rodríguez, 2023, o Aguilera Izquierdo, 2024). 

A pesar de ello, la idea de que el modelo no garantiza suficientemente las 
expectativas de la parte laboral se ha ido abriendo terreno: partiendo de 
que la actual regulación del tiempo de trabajo abre excesivos espacios de 
flexibilidad, se sostiene que solo mediante el incremento de las garantías 
de los dos aspectos considerados pueden hacerse verdaderamente efec-
tivas las garantías a favor de los trabajadores. (Álvarez Cuesta, 2024, p. 
50; Trillo Párraga, 2024, p. 181 ss.). El reciente acuerdo alcanzado entre 
Gobierno y organizaciones sindicales más representativas se mueve cla-
ramente en esta línea, si bien cabe pensar que no ha ponderado suficien-
temente las circunstancias, como se advierte en el informe emitido por el 
CES sobre el anteproyecto pactado (2025). 

6.3. La reducción del tiempo de trabajo

El citado acuerdo, así como los anuncios lanzados al principio de la le-
gislatura por el Gobierno de coalición, han hecho pasar a primer plano 
el debate sobre la revisión legal de la duración máxima de la jornada.  
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No es mi intención terciar en él sino únicamente hacer algunas reflexiones 
de carácter general. De entrada, no es posible negar la conveniencia de 
limitar progresivamente las horas de trabajo. Esta aspiración forma parte 
de la genética del derecho del trabajo y no cabe duda de que tiene efectos 
beneficiosos. Una mayor limitación de las horas de trabajo implica clara-
mente ganancias en términos de vida y libertad. No en vano, el acuerdo 
alcanzado entre el gobierno y las organizaciones sindicales más represen-
tativas lleva como título «Trabajar menos, vivir mejor». Adicionalmente, 
ya hemos visto que puede tener efectos en relación con otros aspectos, 
señaladamente los de carácter medioambiental. A la postre, es difícilmente 
discutible que trabajar menos horas es algo bienvenido por el conjunto de 
la ciudadanía. 

En realidad, la cuestión no es tanto esta sino otra diferente. Lo que se ha 
discutido entre los agentes sociales y el Gobierno en el largo, pero fallido, 
proceso de diálogo social no es tanto si hay que reducir la jornada, ni si-
quiera cuánto hay que reducirla, sino más bien la de determinar quién debe 
protagonizar el proceso, si la ley o la negociación colectiva. Y este es tam-
bién el debate que se desarrolla en el plano teórico, donde se encuentran 
partidarios decididos de la intervención legal (entre otros, Álvarez Cuesta, 
2024; Rodríguez Rodríguez, 2024; Trillo Párraga, 2024), otros que la recha-
zan (Monreal Bringsvaerd, 2024, p. 30 ss.) y finalmente quienes proponen 
sistemas de interacción complejos, en los que la ley abra camino pero depo-
site en la autonomía colectiva el peso de las concretas decisiones, al menos 
a corto y medio plazo (Sala Franco & Lahera Forteza, 2022, p. 182 ss.). 

Por supuesto, es indiscutible, como hemos visto, la facultad del legislador 
de intervenir en estas cuestiones. Aceptarla no es solo una exigencia del 
método positivista al que me adhiero, sino también una muestra de respeto 
al funcionamiento democrático del estado de derecho. Parece razonable, 
eso sí, que se desarrolle una estricta valoración de los efectos macroeco-
nómicos de la intervención legal que quizá, como ha se ha puesto de mani-
fiesto en el dictamen previo del CES (2025, p. 10), no se ha llevado a cabo 
en los trabajos previos. Por otro lado, sería interesante que las medidas 
de intervención general en la duración de la jornada de trabajo no tengan 
un carácter aislado e independiente del resto del ordenamiento. Y ello en 
diferentes sentidos. De un lado, el tiempo de trabajo tiene una dimensión 
notablemente más amplia que la fijación del máximo de horas semanales 
en cómputo anual. Hay que considerar también otros aspectos. De hecho, 
hemos asistido en los últimos tiempos a sucesivas modificaciones del ré-
gimen de los permisos retribuidos, cuyos efectos sobre aquel pueden no 
ser desdeñables. No estoy seguro que las nuevas intervenciones legales, 
ampliadoras de los supuestos o del alcance de los preexistentes, valoren 
las tendencias interpretativas preexistentes y el impacto real de las modi-
ficaciones. De otro, aunque no sea necesario hacerlo, parece conveniente 
proteger el equilibrio interno de los convenios vigentes. A diferencia de 
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lo que ocurría en los años 80, cuando la duración anual era corriente en 
la negociación colectiva, en la actualidad se pactan períodos bastante más 
largos lo que hace que una modificación legal sobrevenida no tenga ahora 
la misma trascendencia que entonces. 

En una perspectiva algo más amplia, es obvio que la intervención legal tiene 
un componente general que dificulta la atención a las diferentes realidades 
que puedan existir en el sistema productivo y, por consiguiente, abre mu-
chos interrogantes en relación con la puesta en marcha de la medida. Se ha 
previsto, en efecto, una entrada en vigor lo suficientemente abrupta como 
para dificultar la adaptación de las empresas a la nueva norma. Reducir la 
jornada puede implicar cambios grandes en los modos de organización y, 
por eso, tradicionalmente, desde 1919, siempre se han admitido salvedades 
y ritmos diferentes en la puesta en marcha de las normas en materia de jor-
nada máxima. El informe del CES sobre el anteproyecto insiste en esta idea, 
que vale por supuesto para las realidades vinculadas por convenio colectivo, 
pero también para aquellas que no lo están; y que habría de tomar en consi-
deración otros aspectos –por ejemplo, la inmodificabilidad de los contratos 
de los que dependen las empresas contratistas– (2025, p. 16).

A ello hay que añadir, en fin, los posibles efectos adversos que pueda tener 
una intervención legislativa incondicionada. Cabe pensar en el recurso a 
modalidades contractuales precarias para cubrir los huecos que produzca 
la reducción de jornada (Durán López et al., 2025, p. 68). Deberíamos 
saber si no van a existir efectos sobre el aumento del trabajo a tiempo par-
cial. Por eso, en el curso de las negociaciones fallidas del diálogo social, 
se habló de la posibilidad de introducir apoyos suplementarios a determi-
nados tipos de empresas, así como ha ocurrido en las experiencias piloto 
alentadas desde el estado y de algunas comunidades autónomas en relación 
con la implementación de la jornada semanal de cuatro días. Al límite, no 
puede descartarse que se produzca un aumento de la economía sumergida, 
bien en forma de perseverancia de problemas tradicionales como es el de 
las horas extraordinarias no retribuidas, bien en forma de recurso directo 
al trabajo irregular en determinados sectores que puedan estar afectados 
por la combinación del incremento del salario mínimo interprofesional y 
la reducción de la jornada. Un ejemplo bastante probable en este sentido 
podría ser el sector del cuidado, pero no cabe descartar que se extienda 
también a otros como el agrario o la hostelería.

6.4. La distribución del tiempo: más allá de la flexibilidad

En todo caso, en un horizonte más amplio, la duración del tiempo no es 
el mayor problema al que se enfrenta la regulación del tiempo de trabajo; 
seguramente no es siquiera el principal. Ha ido disminuyendo histórica-
mente de forma sostenida y es seguro que seguirá haciéndolo en el futuro.  
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Es probable, sin embargo, que las ventajas derivadas de ello para las per-
sonas que trabajan sean marginales pues el proceso es lento. Por el con-
trario, el amplio margen de flexibilidad que se ha generado en punto a 
distribución sigue condicionando decisivamente su posición general ante 
la vida. La ampliación de los períodos de referencia para valorar los lími-
tes “puede conducir a unas horas de trabajo sumamente variables durante 
largos períodos, a largas jornadas laborales y a la ausencia de compen-
sación” (Conferencia Internacional del Trabajo, 2018, p. 29). Incluso en 
un horizonte de limitación paulatina de la cantidad de prestación, pueden 
estar en riesgo, en definitiva, los valores originalmente protegidos por la 
normativa sobre jornada.

La flexibilidad del tiempo es, desde luego, una exigencia para el funcio-
namiento de la empresa y tiene, de algún modo, un componente también 
de seguridad pues garantiza su pervivencia (Fernández Márquez, 2018, 
p. 162 ss.). Es posible, incluso, que en el nuevo paradigma productivo la 
transformación digital haga necesario reconocer nuevos espacios: existen 
de hecho algunas propuestas concretas en este sentido, que, sin duda, han 
de integrarse en el debate (Durán López et  al., 2025, pp. 70 y 71). Sin 
embargo, acaso haya que considerar también que son muchas las vías que 
se acumulan para adaptar flexiblemente el tiempo de trabajo a las necesi-
dades de la empresa (entre otros, Flor Fernández, 2018; Álvarez Cuesta, 
2024). Es verdad que muchas veces se ubican en el terreno del llamado 
garantismo colectivo, pues la autonomía colectiva tiene un papel esencial. 
Pero cabe pensar también que el marco de conjunto produce cierto “arrin-
conamiento de la capacidad de intervención de la negociación colectiva” 
(Trillo Párraga, 2024, p. 173; con anterioridad, 2021). En pocas palabras, 
los márgenes de flexibilidad se escoran claramente del lado de la empresa: 
el equilibrio de las normas dispositivas favorece normalmente a la empre-
sa por el juego del régimen supletorio que condiciona el convenio de los 
pactos colectivos y le asigna ventaja en los silencios.

Si nuestro objetivo es la garantía del trabajo decente, parece razonable abrir 
un debate en torno a la forma en que actualmente se distribuye el tiempo 
de trabajo y los límites de la flexibilidad. Al margen el posible repaso de 
nuestro marco normativo —en el que acaso existan aspectos poco claros 
a la vista del europeo (Monreal Bringsvaerd, 2024, p. 395 ss.)—, creo que 
es necesario moverse en dos sentidos diferentes: el primero es el de ga-
rantizar una prestación previsible que no invada completamente el tiempo 
vital. Desde este punto de vista, un desafío inmediato es el de la previsibili-
dad de la prestación. En este terreno juega un importante papel la Directiva 
2019/1152, relativa a unas condiciones laborales transparentes y previsibles 
en la Unión Europea. Se ha señalado al respecto la importancia que puede 
tener su transposición, tanto en relación con el funcionamiento de las mo-
dalidades contractuales vinculadas al tiempo, sobre todo, aunque no solo, 
el trabajo a tiempo parcial (Fotinopoulou Basurko, 2021) como, más en 
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general, en relación con la entera disciplina de la jornada (Terradillos Or-
maechea, 2024, p. 45 ss.). En este contexto, no se entiende muy bien por 
qué, en el momento de escribir estas líneas, y desde hace casi un año, el 
proyecto de ley de transposición duerme el sueño de los justos en su trami-
tación parlamentaria.

Por otro lado, se ha de considerar la introducción de una flexibilidad de 
nuevo cuño por ser de sentido contrario a la tradicional. Se ha hablado en 
este sentido de flexibilidad “bidireccional” (Igartua Miró, 2021) o incluso 
de “soberanía del tiempo de trabajo” (Vega Ruiz, 2020) para referirse a 
esta evolución. El art. 34.8 ET se mueve ya en esta línea, pero seguramente 
es posible llevarla a otros terrenos, señaladamente a la consideración de 
los intereses laborales en el momento de las compensaciones de irregu-
laridades y prolongaciones de jornada. Alguna experiencia convencional 
comienza a moverse en este terreno. Desde mi punto de vista, no se trata 
de sustituir la actual inclinación hacia los intereses empresariales por otro 
equilibrio decantado en sentido contrario, como se ha planteado de forma 
algo simplista en alguno de los borradores de transposición de la Directiva 
2019/1152: si ahora la primera pone en riesgo los intereses de la persona, 
la segunda pondría en riesgo los intereses de la organización productiva. 
Desde mi punto de vista, el papel clave debería ser jugado por la negocia-
ción colectiva, sin perjuicio de que quepa pensar en remover los inconve-
nientes legales que ahora dificultan que cumpla su papel.

Esta flexibilidad de nuevo cuño, en fin, parece más adecuada para la 
defensa de los intereses de quienes trabajan que la más tradicional, 
basada en decisiones que afectan a la cantidad de trabajo (permisos, 
reducciones de jornada, suspensiones), que, en muchos casos, contri-
buyen al mantenimiento de la brecha de género (Rodríguez Rodríguez, 
2024, p. 99 ss.). Adaptar el tiempo a las necesidades personales de 
los trabajadores, sin que ello tenga efectos negativos a corto o a largo 
plazo, es desde este punto de vista un reto de nuestra época. Pero no es 
fácil afrontarlo puesto que nos pone frente a conflictos diferentes a los 
que tradicionalmente ha afrontado el ordenamiento laboral. Como se 
ha señalado (por ejemplo, López Balaguer, 2024, p. 104 ss.), ya no se 
trata solo de hallar el equilibrio en el conflicto entre capital y trabajo, 
sino que es preciso encontrarlo en situaciones que no enfrentan tanto 
al empresario con las personas que trabajan para él, sino a estas entre 
sí. El ejercicio de determinados derechos formativos (art. 23.1 ET) o, 
sobre todo, en el terreno de la conciliación de la vida laboral y familiar 
(arts. 34.8 y 37. 4, 5 y 6 ET) no son solo cargas que la empresa debe 
afrontar sino que, en muchas ocasiones, despliegan efectos que recaen 
sobre el resto del personal. No parece fácil afrontarlos de forma gene-
ral y en el marco de la relación individual. No es por ello de extrañar 
que estos derechos llamen a la negociación colectiva para la concre-
ción de los términos de su ejercicio, sea por las vías tradicionales o,  
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al menos cuando se afrontan aspectos vinculados a la conciliación co-
rresponsable, por la más reciente de los planes de igualdad (López Ba-
laguer, 2024, p. 118 ss.). 

7. SÍNTESIS PARA EL DEBATE

Creo que las conclusiones que se pueden extraer de todo lo anterior son 
las siguientes. De entrada, es claro que el tiempo de trabajo es y seguirá 
siendo un punto crucial en el estudio del derecho del trabajo. Las funcio-
nes que su regulación ha desarrollado históricamente las tendrá que seguir 
cumpliendo en el futuro; y, si se me apura, incorporando en ellas nuevas 
y mayores exigencias. Habida cuenta de lo anterior, si hemos de hablar de 
un nuevo Estatuto para el siglo XXI, es seguro que habremos de hablar 
extensamente del tiempo de trabajo.

Creo, en otro orden de consideraciones, que es bastante posible que el 
vigente marco normativo no cubra las nuevas necesidades. Quizá está pen-
sado, de un lado,  para un paradigma productivo que se encuentra superado 
y, por tanto, ha quedado algo anquilosado. Ello podría generar dificultades 
para dar cabida a las nuevas necesidades y abre márgenes a la inseguridad 
jurídica. Es claro, de otro, que la revisión normativa que se requiere no 
puede limitarse a dar cabida en aquél a las nuevas exigencias organiza-
tivas. La regulación del tiempo de trabajo es un componente clave del 
trabajo decente y, desde ese punto de vista, su revisión requiere la de las 
garantías vinculadas a esta idea. Como hemos visto, no se trata solo, ni 
fundamentalmente, de la duración máxima, sino más bien de asegurar una 
duración mínima y una adecuada ponderación de las distintas necesidades 
de la persona, tanto en el trabajo (prevención) como fuera de él (libertad, 
conciliación y cuidados).

Resulta imprescindible, por último, remarcar el importante papel que 
ha de jugar el diálogo social y la negociación colectiva. Es posible que 
sea necesaria una revisión de las normas legales, que debería intentar 
satisfacer ponderadamente todos los intereses en juego y, para ello, ha-
bría de gestarse en el seno de aquél. Pero creo que su papel ha de ser 
forzosamente limitado. Las enseñanzas de los últimos tiempos en re-
lación con el papel de las fuentes de derecho parecen apuntar en este 
sentido a una dificultad de las de carácter general para dar respuesta a 
situaciones cada vez más variadas y que cambian a mayor velocidad. 
La negociación colectiva, entendida en sentido amplio, permite obviar 
estas dificultades, adaptando las soluciones legales a las peculiaridades 
de aquellas. Por supuesto, ello requiere trazar con claridad las reglas del 
juego, adecuándolas a las nuevas funciones exigidas a la ordenación del 
tiempo de trabajo; y la efectiva asunción de sus funciones por parte de 
los convenios colectivos.
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1. INTRODUCCIÓN

La ponencia se presenta en el marco del XXXV Congreso de nuestra 
Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, 
que lleva por título “Tiempo de trabajo y cambio climático”, con cuatro 
paneles en los que se abordará la relación entre ambos, desde diversas 
perspectivas, y que además contará con una mesa redonda en la que las 
organizaciones presentes en el Consejo Económico y Social de España 
(CES) expondrán sus pareceres sobre la misma temática. 

Sin duda, así lo creo, la selección final del tema central del Congreso ha 
venido condicionado por los graves acontecimientos producidos en va-
rias localidades de la Comunidad Valenciana a finales de octubre y que 
provocaron la suficientemente conocida DANA, que vista desde la pers-
pectiva laboral y de protección social ha incidido de manera intensa en 
los derechos y obligaciones en las relaciones contractuales y en el trabajo 
autónomo, así como también en la regulación extraordinaria de medidas 
de protección social, sin olvidar, ni mucho menos, el impacto en la vida de 
las personas trabajadoras extranjeras y de sus familiares. Ejemplos claros e 
indubitados de aquello que acabo de señalar son los tres Reales Decretos-
Ley, núms. 6, 7 y 8, de 6, 11 y 28 de noviembre de 2024, respectivamente, 
adoptando medidas en el marco del “Plan de respuesta inmediata, recons-
trucción y relanzamiento frente a los daños causados por la Depresión 
Aislada en Niveles Altos (DANA) en diferentes municipios entre el 28 de 
octubre y el 4 de noviembre de 2024”. 

La pregunta que cabe formularse por quien, como es mi caso, presenta 
una ponencia que une en el título al tiempo de trabajo, más exactamen-
te su duración, con el cambio climático, es cómo unir ambas de manera 
adecuada, plantearse cuál es el pegamento que pueda juntarlas de forma 
correcta para demostrar que ambas están interrelacionadas. El pegamento 
es además, del todo punto necesario en la realidad actual económica y 
social, ya que, tal como ha expuesto muy acertadamente la coponente del 
panel, la profesora Henar Álvarez, es cada vez más necesario y acuciante 
diseñar herramientas para alcanzar la tan deseada y pretendida transición 
justa, ya que “cerrar los ojos a las implicaciones laborales que conllevan 
no van a hacer que desaparezcan, pero estudiar el impacto que presentan 
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en cada sector o industria (señalados y conocidos los objetivos de reduc-
ción y eliminación a alcanzar) va a permitir anticipar la medida adecuada 
en cada caso” (Álvarez Cuesta, 2020, 95).

¿He encontrado la respuesta mágica, la piedra filosofal a la cuestión 
anteriormente planteada? Soy muchísimo más modesto. Creo que un buen 
engarce entre ambas pasa, primeramente por intentar delimitar cuáles son 
algunos de los sectores de actividad en los que es, y será en el inmediato 
futuro, más perceptible la influencia del cambio climático, y a continua-
ción acudir a los datos estadísticos sobre convenios colectivos del Minis-
terio de Trabajo y Seguridad Social (MITES) para conocer cuál es la du-
ración de la jornada máxima de trabajo en tales sectores, distinguiendo, en 
atención a como lo permiten tales estadísticas, entre convenios de ámbito 
sectorial y de empresa, así como también teniendo como referencia el nú-
mero de personas trabajadoras afectadas. Con todas las limitaciones exis-
tentes en este análisis, me parece, insisto, el más adecuado para abordar 
adecuadamente la petición formulada por la Junta Directiva al encargarme 
la presentación de esta ponencia. Cambio climático, que al relacionarse 
con el debate sobre la duración del tiempo de trabajo, y más exactamente 
de su reducción, plantea, así se ha subrayado en sede doctrinal y con cita 
de la doctrina económica, “un cambio de paradigma, una economía que no 
busca el crecimiento y el aumento de la productividad debe desarrollar una 
regulación jurídica propia, dependiente de sus características, porque va 
mucho más allá de la superación del capitalismo y de la propiedad privada 
como medio para lograr una sociedad mejor y más justa” (Cairós Barreto, 
2021, 67). La estrecha relación entre el cambio climático y la política eco-
nómica también ha sido puesta de manifiesto con toda claridad por la Mi-
nistra para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, Sara Aagesen, 
en su primera comparecencia ante la Comisión de Transición Ecológica y 
reto demográfico del Congreso de los Diputados el 27 de enero1, exponien-
do que entre las ideas fundamentales que iba a desarrollar se encontraba 
en primer lugar que “es falsa cualquier dicotomía que pretenda dividir la 
transición ecológica y la política económica. Las políticas económicas y 
ambientales están íntimamente relacionadas, y unidas generan un impacto 
positivo, mucho más positivo, en la sociedad”, y la segunda que “debemos 
seguir acelerando con anticipación la mitigación y la adaptación como esa 
estrategia fundamental para absorber los impactos del cambio climático y 
minimizar sus efectos”.

¿Cuál es el itinerario elegido por mi parte para llevar a cabo dicha 
explicación? En primer lugar, y de forma necesariamente obligada, una 
breve conceptuación de la importancia que tiene tanto el tiempo de trabajo 
como el cambio climático en la actualidad, con muy distintas, encontradas 

1	  https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/DS/CO/DSCD-15-CO-259.
PDF (consulta: 28 de febrero)

https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/DS/CO/DSCD-15-CO-259.PDF
https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/DS/CO/DSCD-15-CO-259.PDF
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y en ocasiones virulentamente enfrentadas tesis sobre sus bondades y (pre-
tendidas) maldades. A continuación, y desde una perspectiva lógicamen-
te generalista, trataré de poner de manifiesto la estrecha relación entre el 
cambio climático y el empleo, en la que obviamente entra la problemática 
de la duración del tiempo de trabajo, con el examen de diversos documen-
tos de ámbito internacional, comunitario y español. 

En este análisis de la relación entre el cambio climático, el empleo y la 
toma en consideración de la duración del tiempo de trabajo, la atención 
debe centrarse en gran medida, ya que el cambio climático, a diferencia 
de la duración del tiempo de trabajo, no conoce fronteras geográficas, 
aunque sí influyen, y mucho, decisiones adoptadas por los Estados más 
influyentes a escala internacional, en documentos de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) y de la Unión Europea (UE), siendo 
así que hay que poner el acento, a mi parecer, en el tiempo de trabajo 
como una condición de la actividad, ya sea asalariada o autónoma, que 
influye en gran medida sobre la seguridad y salud de las personas tra-
bajadoras, como a buen seguro se analizará con mucho más detalle en 
otras ponencias y comunicaciones de nuestro Congreso. 

Y aquí surge la primera problemática temporal que es obligatoria apun-
tar y que puede marcar el devenir de las políticas sobre el cambio cli-
mático en los próximos tiempos, es decir el impacto de las decisiones 
adoptadas por la presidencia norteamericana2 y cómo van a influir, o 
más exactamente que están influyendo ya, en las que se adopten a esca-
la internacional y en el ámbito de la UE (las anunciadas sobre revisión 
de la política industrial europea y la necesidad de revisar, a la baja, las 
medidas regulatorias, son un claro ejemplo de ello). No es un congreso 
laboralista el lugar adecuado para dedicar su atención a las medidas 
políticas, pero sí lo es, en atención a la temática elegida, para debatir 
cuáles pueden ser sus consecuencias para las empresas y las personas 
trabajadoras, y en esta ocasión pueden ser, sin duda, muchas.  

Aunque, para ser jurídicamente optimistas frente a las medidas anun-
ciadas de retroceso en la protección del medio ambiente y su impacto 
negativo en el cambio climático, podemos acudir a la jurisprudencia del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH). En su fundamental 
sentencia dictada por la Gran Sala el 9 de abril de 2004 (“Verein Kli-
maSeniorinnen Schweiz y Otros c. Switzerland”) , que fue calificada 
como “la primera sentencia del TEDH sobre los impactos del cambio 
climático sobre los derechos humanos protegidos por el Convenio Eu-
ropeo de Derechos Humanos” (Doreste Hernández y Moreno-Cervera 

2	  “Declaring national energy emergency” https://www.whitehouse.gov/presidential-ac-
tions/2025/01/declaring-a-national-energy-emergency/ y “Putting America first in international 
environmental agreements” https://www.whitehouse.gov/presidential-actions/2025/01/put-
ting-america-first-in-international-environmental-agreements/, 2025. (consulta: 3 de marzo)

https://www.whitehouse.gov/presidential-actions/2025/01/declaring-a-national-energy-emergency/
https://www.whitehouse.gov/presidential-actions/2025/01/declaring-a-national-energy-emergency/
https://www.whitehouse.gov/presidential-actions/2025/01/putting-america-first-in-international-environmental-agreements/
https://www.whitehouse.gov/presidential-actions/2025/01/putting-america-first-in-international-environmental-agreements/
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de la Cuesta, 2024) , el TEDH concluyó que “... teniendo en cuenta la 
relación causal entre las acciones y/u omisiones del Estado relativas 
al cambio climático y el daño, o riesgo de daño, que afecta a las per-
sonas..., debe considerarse que el artículo 8 engloba el derecho de las 
personas a una protección eficaz por parte de las autoridades del Estado 
frente a los efectos adversos graves del cambio climático sobre su vida, 
salud, bienestar y calidad de vida”.

La primera parte del título de la ponencia es “la duración del tiempo de tra-
bajo”. Pues bien, si hemos dedicado la atención con anterioridad al cambio 
climático y su impacto sobre las condiciones laborales, y no únicamente 
sobre el tiempo de trabajo, deberemos prestar atención, como ya he apun-
tado, a conocer cuál es su duración en los convenios sectoriales y de em-
presa en los sectores de actividad en los que se concentra mayormente el 
impacto del cambio climático, en el bien entendido que la conexión entre 
ambas partes de la ponencia queda en ocasiones limitada, por una parte 
por ser distinta la amplitud de los sectores en los que se manifiesta aquel, 
y por otra la concreción del ámbito funcional de los distintos convenios 
colectivos aplicables. 

Aquí, surge otra cuestión de indudable importancia, y actualidad, que no 
puede dejar de señalarse en esta ponencia, en el bien entendido que será 
examinada con mucha mayor atención en otros paneles y por supuesto en 
la ponencia inaugural del Congreso, cuál es la decisión política, convertida 
en proyecto de ley, de reducción de la jornada máxima de trabajo, que va 
acompañado de medidas sobre la desconexión digital y el registro de la 
jornada de trabajo. Subrayo la importancia del proyecto de ley ya que, de 
ser aprobado, condicionará sin duda todos los convenios colectivos apli-
cables, siendo cuestión distinta, y muy pendiente de su concreción en sede 
parlamentaria y de posibles modificaciones sobre el texto aprobado por el 
Consejo de Ministros, los plazos de adaptación al nuevo marco legal. En 
cualquier caso, y como este cambio normativo no estará operativo cuando 
se celebre el Congreso, la razón de ser de este apartado de la ponencia es 
la de poner de manifiesto cuál es la duración del tiempo de trabajo y cómo 
puede afectarles la reducción de la jornada de trabajo a 37,5 horas sema-
nales, en cómputo anual, que es la planteada por el gobierno en el citado 
Proyecto de Ley. Un tiempo de trabajo, pues, cuya vertiente cuantitativa 
desde hace 40 años no ha experimentado cambios, a diferencia de los pro-
cesos productivos, en los que, como ha señalado acertadamente la doctrina 
laboralista (Miñarro Yanini, 2024, 8) “la evolución ha sido drástica”, y que 
ha puesto de relieve igualmente cómo ha evolucionado el fundamento de 
la limitación del tiempo de trabajo, que se ha ido dirigiendo “hacia recla-
maciones vinculadas con la valoración del tiempo más allá del trabajo y la 
pluralidad de facetas de quienes, al margen de su condición trabajadora, 
son personas con circunstancias e intereses propios que necesitan atender 
o, simplemente, quieren cultivar”. 
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2	 DELIMITACIÓN DE LA TEMÁTICA ABORDADA  
EN LA PONENCIA

2.1 Tiempo de trabajo 

Tenemos ante nosotros dos ámbitos de estudio, el tiempo de trabajo, o más 
exactamente su duración, y el cambio climático. 

Sobre el primero, si lo abordamos desde la perspectiva de la relación con-
tractual asalariada, cabe decir que es el que no está a nuestra disposición, 
ya que en virtud del contrato de trabajo que hemos suscrito lo ponemos a 
disposición del sujeto empleador, con independencia de la mayor o menor 
autonomía que podamos tener en la organización de nuestra prestación 
de servicios. Si lo enfocamos desde el trabajo autónomo, es obvio que no 
existe la nota de subordinación tal como se da en la relación asalariada, 
pero no es menos cierto que también queda condicionado ese tiempo de 
trabajo por las reglas de juego, o más correctamente, por el contrato sus-
crito con el sujeto, persona física o jurídica, para la que se va a llevar a 
cabo la prestación. 

Por consiguiente, y ahora ya me centro en el trabajo asalariado, la duración 
del tiempo de trabajo, aquel que no es mi “tiempo libre” si me permiten 
utilizar una expresión coloquial suficientemente conocida, es aquella que 
viene marcada por la normativa legal, si existe, y en su caso desarrollada y 
concretada por la vía convencional de los convenios colectivos y acuerdos 
de empresa. 

Normativa legal, que no es solo de ámbito nacional, en nuestro caso la Ley 
del Estatuto de los trabajadores (LET) que ahora se pretende modificar, y 
la regulación más específica para quienes prestan servicios en ámbitos de 
mayor penosidad y peligrosidad. 

Es también de ámbito comunitario, como la Carta de derechos fundamen-
tales de la Unión Europea (CDFUE) y la Directiva 2003/88/CE del Parla-
mento Europeo y del Consejo, de 4 de noviembre de 2003 y su interpreta-
ción por un amplio número de sentencias del Tribunal de Justicia (TJUE)3. 

Sin olvidar, la regulación internacional como son los Convenios de la OIT, 
y la Carta Social Europea revisada (CSEr) y su interpretación por el Co-
mité Europeo de Derechos Sociales (CEDS). 

3	  Véase Rojo Torrecilla, E. “El tiempo de trabajo en la jurisprudencia del Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea. Importante Comunicación de la Comisión Europea de 24 de 
marzo de 2023, y un apunte a las Conclusiones del Comité Europeo de Derechos Sociales” 
http://www.eduardorojotorrecilla.es/2023/03/el-tiempo-de-trabajo-en-la.html (consulta: 26 
de febrero) 

http://www.eduardorojotorrecilla.es/2023/03/el-tiempo-de-trabajo-en-la.html
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Normativa convencional, que es decidida por los agentes sociales, que son 
los que seleccionan el ámbito funcional de cada convenio, en el bien en-
tendido que quienes negocian debe tener la suficiente representatividad 
para que el acuerdo pueda alcanzar el efecto normativo que le reconoce el 
marco normativo vigente, es decir tratarse de un convenio colectivo esta-
tutario, o bien ser un acuerdo interconfederal por el que las organizaciones 
empresariales y sindicales firmantes se obligan a trasladarlo a los diferen-
tes ámbitos sectoriales de negociación y que por ello requiere que sean 
los sujetos negociadores de estos los que lo incorporen. En definitiva, el 
tiempo de trabajo, “se presenta como una de las vertientes más clásicas en 
el surgimiento de la legislación laboral, con la técnica de intervención más 
tradicional de establecimiento desde la norma estatal de reglas de derecho 
necesario, orientadas al establecimiento de límites en la intensidad de los 
deberes de los trabajadores” (Cruz Villalón, 2024, 118)

Por todo ello, el debate actual en España sobre la duración del tiempo de 
trabajo, o más exactamente sobre las propuestas gubernamentales de re-
ducción de la jornada máxima de trabajo, adquieren especial importancia 
por cuando el art. 34.1 de la LET fija la jornada máxima de trabajo, que 
puede por consiguiente ser reducida en vía convencional, y de ahí que la 
duración legal tenga especial trascendencia para la mejora de la duración 
pactada. 

No obstante, no conviene olvidar que la segunda vía va mucho más rápida 
que la primera, y que hay sectores y empresas en las que el cambio anun-
ciado a 37,5 horas semanales va a tener poca importancia por cuanto ya 
disponen de esta, o mejor, regulación, por vía negociadora. Es necesario 
subrayar que desde 1983, y fue la primera medida de gran importancia 
laboral adoptada por el gobierno socialista que surgió de las elecciones 
generales celebradas el 28 de octubre de 1982, no se ha modificado la 
regulación legal de la jornada máxima legal de trabajo, fijada en 40 horas 
semanales en cómputo anual (1826 horas y 27 minutos, si bien en las esta-
dísticas del MITES que utilizaré más adelante se sitúa en 1825) por la Ley 
4/1983, de 29 de junio, que además fijó las vacaciones anuales mínimas en 
treinta días naturales. 

2.2. Cambio climático

¿Cómo podemos definir el cambio climático y la importancia de las 
medidas que se adopten, sabiendo además que quienes han sufrido sus 
efectos negativos ya han constatado el impacto en sus vidas laborales y 
familiares? Tomaré como referencia al objeto de mi explicación poste-
rior, lógicamente más centrada en el impacto sobre el empleo, la defini-
ción dada por las Naciones Unidas (ONU)), que se refiere a los cambios 
a largo plazo de las temperaturas y los patrones climáticos, que cierta-
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mente pueden ser naturales (es obligado, así me lo parece, recordar la 
erupción del volcán de la isla canaria de La Palma y sus consecuencias 
en el ámbito laboral y en el de la protección social que aún se arrastran), 
pero que desde el siglo XIX han sido las actividades humanas el princi-
pal motor de dicho cambio, poniendo el acento la ONU en que ello ha 
sido debido “principalmente a la quema de combustibles fósiles como 
el carbón, el petróleo y el gas”, y cuyas consecuencias “incluyen ahora, 
entre otras, sequías intensas, escasez de agua, incendios graves, aumento 
del nivel del mar, inundaciones, deshielo de los polos, tormentas catas-
tróficas y disminución de la biodiversidad”. Es obligado, por supuesto, 
recordar una de las normas fundamentales de referencia, la Convención 
marco de las UN sobre cambio climático, adoptada en 1992, uno de cu-
yos principios, que sigue teniendo rabiosa importancia en la actualidad, 
es el de precaución, definido en estos términos: “las Partes deben tomar 
medidas de precaución para prever, prevenir o reducir al mínimo las cau-
sas del cambio climático y mitigar sus efectos adversos. Es decir, la in-
certidumbre científica no es razón para posponer esas medidas que ade-
más deben desarrollarse de manera que sean costo-eficientes (asegurar 
beneficios globales al menor coste posible). Además, las medidas deben 
tener en cuenta los distintos contextos socio-económicos, ser comprensi-
vas, cubrir todas las fuentes, sumideros y depósitos pertinentes de gases 
de efecto invernadero y abarcar todos los sectores económicos”. 

Pongo un ejemplo práctico de cómo este cambio puede afectar a la 
actividad laboral, y más concretamente en la duración del tiempo de 
trabajo, pensemos en cómo el aumento de la temperatura media tiene 
especial afectación en un sector de primerísima importancia en Es-
paña, como es el turístico, por lo que supone de readecuación de su 
actividad y no centrada sólo en épocas veraniegas, y como ese incre-
mento tiene especial importancia para la salud de las personas traba-
jadoras que realizan su actividad al aire libre y que por consiguiente 
están más expuestas a los riesgos que puede suponer el incremento del 
calor o el frio, algo que ha requerido la intervención estatal, además 
de la ya existente en algunos convenios colectivos, para establecer 
medidas preventivas para garantizar la salud laboral, por una parte, 
y para regular los llamados permisos climáticos, tras los trágicos su-
cesos de la DANA, por otra. Me permito destacar que a escala in-
ternacional la OIT calculaba, con datos de 2020 que probablemente 
se hayan incrementado en la actualidad, que más de 2.400 millones 
de personas trabajadoras, de una población activa de 3.400 millones 
“pueden verse expuestas a un calor excesivo en algún momento de 
su trabajo”, habiendo aumentado el porcentaje de exposición desde 
el 65,5 % en el año 2000 al 70,9 % en 2020, llamándose por dicha 
organización internacional a los gobiernos de los Estados miembros 
a la adopción de normas “en las que se establezcan las temperaturas 
máximas a las que pueden estar expuestos los trabajadores en su trabajo 
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y establecer medidas específicas para proteger a los trabajadores de las 
altas temperaturas”4. 

Y, en fin, sin que debamos dejar de poner de manifiesto que la transición 
ecológica, en la que se inscriben las medidas que deben adoptarse para 
encarar el cambio climático, va de la mano con otra de trascendental im-
portancia y que afecta a toda la ciudadanía, y con especial intensidad al 
mundo del trabajo, cuál es la tecnológica o digital, con la cada vez mayor 
presencia de la Inteligencia Artificial en todos los ámbitos de las relaciones 
de trabajo, lo que ha llevado a subrayar a la doctrina laboralista, de forma 
plenamente acertada a mi parecer, que ambas “han introducido elementos 
de discontinuidad sin precedentes en nuestros sistemas, porque a diferen-
cia de las transformaciones anteriores han alterado no sólo elementos con-
cretos del contexto, sino los propios objetivos fijados al sistema económi-
co y social y, por tanto, las estructuras y condiciones de actividad de sus 
actores, en particular las empresas” (Treu, 2024), y que los cambios en las 
políticas económicas y sociales que afectan a las vidas laborales “deben 
afectar al conjunto de las estrategias y estructuras empresariales, desde la 
ecologización de los procesos productivos, pasando por la modificación 
del tiempo de trabajo y de los lugares de trabajo como consecuencia de la 
desmaterialización de la economía hasta las principales instituciones de 
las relaciones laborales individuales y colectivas”

3.  � LA ESTRECHA RELACIÓN ENTRE EL CAMBIO 
CLIMÁTICO Y EL EMPLEO (Y POR CONSIGUIENTE  
SOBRE LA DURACIÓN DEL TIEMPO DE TRABAJO) 

3.1 Aportaciones y consideraciones generales

No nos faltan aportaciones generales, y otras más específicamente cen-
tradas en el ámbito laboral, que subrayan la estrecha relación entre las 
dos partes del título de la ponencia. Sin pretender agotar, ni muchísimos 
menos, el ámbito de conocimiento de tales aportaciones, me centraré en 
algunas de las que considero más relevantes, para poner de relieve cómo 
abordan la relación entre ambas, relación que , como ya he apuntado, es 
innegable en cuanto que hay amplios sectores de actividad condicionadas 
por dicho cambio (energía, productos químicos, actividades relacionadas 
con el turismo, construcción, sectores relacionados con la agricultura, 
transporte, envases y plásticos,...), y que en más de una ocasión plantean 
dificultades de adaptación a las personas trabajadoras. 

4	  Heat at work. Implications for safety and health (2024) https://www.ilo.org/sites/
default/files/2024-07/ILO_OSH_Heatstress-R16.pdf  (consulta: 26 de febrero) 

https://www.ilo.org/sites/default/files/2024-07/ILO_OSH_Heatstress-R16.pdf
https://www.ilo.org/sites/default/files/2024-07/ILO_OSH_Heatstress-R16.pdf
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Piénsese ya, por poner un ejemplo muy significativo, en el sector side-
rúrgico, del que un reciente y muy documentado estudio sobre la reali-
dad española ha concluido que en su proceso de descarbonización “el 
éxito en la transición hacia un modelo más sostenible dependerá en gran 
medida de la capacidad de la industria y de las políticas públicas para 
gestionar esta transformación de manera justa y equitativa, asegurando 
que las personas trabajadoras sean apoyadas y que se creen oportunida-
des de empleo en los sectores emergentes, al tiempo que se mantienen en 
el propio sector”, así como también que “Un aspecto crucial es que este 
proceso de recualificación y modernización del empleo debe inscribirse 
en el marco de una transición justa, que no solo busque minimizar los 
impactos negativos del cambio, sino también maximizar las oportunida-
des para las comunidades y territorios más dependientes de la siderur-
gia” (Fundación 1º de mayo, 2025, 7). 

Se trata, en suma, de apostar, y lograr, una transición justa, en la que 
la dimensión sociolaboral del cambio climático adquiere fundamen-
tal importancia (Nieto Sáinz, Belén Sánchez et altri, 2020, 117) que 
consiste, como acertadamente se ha puesto de manifiesto a mi parecer, 
“en actuar en los procesos transicionales facilitando iniciativas de de-
sarrollo y empleo para promover las oportunidades, y acompañando a 
las personas con protección social, formación y trabajo decente para 
mitigar los efectos adversos potenciales”. Dos ejemplos prácticos en 
España son el Acuerdo marco suscrito el 24 de octubre de 2028 “para 
una transición justa de la minería del carbón y desarrollo sostenible 
de las comarcas mineras para el período 2019-2027”5, y el Acuerdo 
firmado en abril de 2020 “por una transición energética justa para cen-
trales térmicas en cierre: el empleo, la industria y los territorios”6, si 
bien respecto a la aplicación del primero hay manifestaciones dispares 
sobre su eficacia en las zonas afectadas. 

Una transición justa que, como se recuerda en un documento elaborado al 
efecto por la OIT (2023) con referencia a su autor, “se acuñó en el seno del 
movimiento sindical norteamericano en la última década del siglo XX con 
el objetivo de enfatizar la necesidad de preservar los empleos y actualizar 
las competencias de los trabajadores en el marco de las crecientes regu-
laciones en materia ambiental... un proceso en el que se guarde especial 
cuidado por los puestos de trabajo, las condiciones laborales y el bienestar 
de las comunidades”.

5	 https://www.transicionjusta.gob.es/content/dam/itj/files-1/Documents/Noti-
cias/common/Acuerdo_Marco_para_una_transicion_justa_de_la_mineria_del_car-
bon_2019-2027.pdf (consulta: 26 de febrero) 

6	  https://www.transicionjusta.gob.es/content/dam/itj/files-1/Documents/acuerdopo-
runatransicionenergeticajustaparacentralestermicasencierrees.pdf (consulta: 26 de febrero) 

https://www.transicionjusta.gob.es/content/dam/itj/files-1/Documents/Noticias/common/Acuerdo_Marco_para_una_transicion_justa_de_la_mineria_del_carbon_2019-2027.pdf
https://www.transicionjusta.gob.es/content/dam/itj/files-1/Documents/Noticias/common/Acuerdo_Marco_para_una_transicion_justa_de_la_mineria_del_carbon_2019-2027.pdf
https://www.transicionjusta.gob.es/content/dam/itj/files-1/Documents/Noticias/common/Acuerdo_Marco_para_una_transicion_justa_de_la_mineria_del_carbon_2019-2027.pdf
https://www.transicionjusta.gob.es/content/dam/itj/files-1/Documents/acuerdoporunatransicionenergeticajustaparacentralestermicasencierrees.pdf
https://www.transicionjusta.gob.es/content/dam/itj/files-1/Documents/acuerdoporunatransicionenergeticajustaparacentralestermicasencierrees.pdf
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Un cambio climático que puede situarse a efectos conceptuales, y con espe-
cial trascendencia para su regulación, en el marco del llamado derecho del 
medio ambiente, o lo que es lo mismo de su protección. Si ya he apuntado 
con anterioridad como aquel ha sido conceptuado por la ONU, repárese 
ahora como la normativa comunitaria y nacional lo integran dentro de un 
marco regulador más amplio, el del medio ambiente. Sirva como ejem-
plo significativo el art. 37 de la CDFUE, en el que se dispone que en las 
políticas de la UE “se integrarán y garantizarán, conforme al principio de 
desarrollo sostenible, un nivel elevado de protección del medio ambiente 
y la mejora de su calidad”. 

Sin que sea el tema objeto de la ponencia, sí deseo apuntar que ya se ha 
pronunciado la doctrina laboralista sobre la importancia de este derecho 
y su impacto en las relaciones de trabajo. Ya hace varios años se subrayó 
como iba convergiendo la normativa sobre salud laboral con la del am-
biente de trabajo y del medio ambiente, poniendo de manifiesto “primero 
el cambio del contenido del bien protegido, es decir, de la protección de 
la seguridad e higiene en el trabajo en sentido histórico o clásico se ha 
pasado a cuidar de la salud laboral, para después hacerlo del ambiente 
en el trabajo; y segundo, el cambio del modelo de regulación de tal pro-
tección, dejando de confiar sólo la cuestión al intervencionismo público 
para dar también entrada a la participación de los propios interesados, 
empresarios y trabajadores, y por derivación a toda la ciudadanía”(Pérez 
Amorós, 2018). Mucho más recientemente, se ha reivindicado, en una 
cuidada y detallada exposición doctrinal, el acogimiento de la protección 
del medio ambiente por el Derecho del Trabajo como fin propio, “como 
un fin más entre los múltiples que se le predican”, en el bien entendido 
que la tesis defendida va más allá de la protección de las personas traba-
jadoras por ser posible, al parecer del autor, que algunas medidas no la 
favorezcan, y también porque se parte de la evidencia de que “una mejo-
ra en el ecosistema global repercutirá positivamente sobre el conjunto de 
miembros de una sociedad, con independencia del rol que desempeñen 
en el proceso de producción económica” (Vigo Serralvo, 2024, 40), así 
como igualmente se ha destacado como el medio ambiente es un bien 
jurídico de especial protección y que se integra también en la regulación 
laboral (Lahera Forteza, 20247)  

3.2. Sectores afectados

Volvamos en nuestro estudio al acercamiento, o mejor dicho a su bús-
queda, de los sectores en los que el cambio climático tiene especial im-
portancia y, por ello, incide de manera clara e indubitada en las condicio-

7	  https://www.ces.es/documents/10180/5319025/04_JESUS_LAHERA-CAMBIO_
CLIMATICO_Y_REGULACION_LABORAL.pdf (consulta: 1 de marzo) 

https://www.ces.es/documents/10180/5319025/04_JESUS_LAHERA-CAMBIO_CLIMATICO_Y_REGULACION_LABORAL.pdf
https://www.ces.es/documents/10180/5319025/04_JESUS_LAHERA-CAMBIO_CLIMATICO_Y_REGULACION_LABORAL.pdf
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nes de trabajo, en todo el proceso organizativo que incluye, por supuesto, 
la determinación de la duración del tiempo de prestación de servicio y la 
adopción de las medidas adecuadas para garantizar la seguridad y salud 
laboral. 

Quedándonos ahora en la realidad española, en el bien entendido, in-
sisto, que al cambio climático difícilmente pueden ponérsele barreras 
o fronteras territoriales, es importante referirse a la Ley 7/2021 de 20 
de mayo, de cambio climático y transición energética, en la que se hace 
hincapié en que nuestro país, por su situación geográfica y sus carac-
terísticas socioeconómicas, “se enfrenta a importantes riesgos deriva-
dos del cambio climático que inciden directa o indirectamente sobre un 
amplísimo conjunto de sectores económicos y sobre todos los sistemas 
ecológicos españoles, acelerando el deterioro de recursos esenciales para 
nuestro bienestar como el agua, el suelo fértil o la biodiversidad y ame-
nazando la calidad de vida y la salud de las personas”, poniendo especial 
atención en la elaboración de Planes Nacionales Integrados de Energía 
y Clima que “deben recoger los objetivos sectoriales y las políticas y 
medidas para alcanzarlos de los siguientes sectores: los sectores que 
participan en régimen de comercio de derechos de emisión, las grandes 
industrias y el sector eléctrico y los sectores difusos (agrario, forestal, 
transporte, residencial, institucional, comercial y de gases fluorados)”. 
Una norma, además, que contempla en su articulado la “integración de 
los riesgos derivados del cambio climático en la planificación y gestión 
de políticas sectoriales, como la hidrológica, la de costa, la territorial y 
urbanística, la de desarrollo urbano, la de edificación e infraestructuras 
del transporte, la de seguridad y dieta alimentarias, así como la de salud 
pública”. En un cuidado y riguroso estudio publicado recientemente (Es-
canciano Rodríguez y Álvarez Cuesta, 2024), se identifican los empleos 
verdes que permitirían avanzar “hacia una transición ecológica justa” y 
como “estrategia frente a la despoblación”, con especial atención a todo 
lo relacionado con el ámbito rural, transporte y movilidad e industria 
automotriz, y la construcción 

Desde el acercamiento al marco normativo convencional, es indudable 
la importancia del V Acuerdo para el empleo y la negociación colecti-
va, suscrito en 2023 por las organizaciones empresariales y sindicales 
más representativas, cuyo capítulo XVI está dedicado a la transición 
tecnológica, digital y ecológica, Se reconoce por ambas partes que “La 
transición ecológica, la descarbonización energética y la economía 
circular, junto con la digitalización, pueden alterar los procesos pro-
ductivos afectando a los puestos de trabajo, las tareas y competencias 
que desempeñan las personas trabajadoras. De hecho, puede suceder 
que surjan nuevas ocupaciones al tiempo que otras desaparecen o se 
transforman”, y se considera imprescindible, siendo el marco de la ne-
gociación colectiva donde deben adoptarse las medidas adecuadas al 
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efecto, “identificar nuevas necesidades de cualificación y mejora de 
las competencias, rediseño de los puestos de trabajo, organización de 
las transiciones entre empleos o mejoras en la organización del traba-
jo. Para la consecución de dicho objetivo, resulta prioritario impul-
sar líneas de formación e información a las personas trabajadoras para 
asegurar su implicación ante la adopción de medidas que reclama el 
cambio climático”. Añadamos aquí, a consecuencia justamente del 
cambio climático, que se están incorporando en sede negocial, como 
complemento de medidas recogidas en la normativa legal, cláusulas 
de distribución de la jornada laboral que tomen en consideración las 
distintas situaciones climáticas y su impacto sobre la seguridad y salud 
de las personas trabajadoras, así como diversas cláusulas sobre soste-
nibilidad medioambiental, que versan, como ha destacado la doctrina 
laboralista que ha estudiado esta temática, sobre la incorporación ex-
presa de los objetivos de desarrollo sostenible aprobados por las UN, 
la sensibilización medioambiental, condiciones de trabajo y movilidad 
sostenible, prevención de riesgos laborales, competencias en la mate-
ria de las representaciones del personal en las empresas, y evaluación, 
control y seguimiento de los resultados medioambientales (Chacarte-
gui, 2021,97). 

Es probablemente, a mi parecer, el Informe elaborado por el CES so-
bre trabajo y cambio climático8 el que precisa con mayor claridad los 
sectores de actividad afectados, tanto desde una perspectiva positiva 
como negativa si no se adoptan las medidas correctoras necesarias, 
con especial énfasis, ya lo he apuntado con anterioridad, en los secto-
res agroalimentario y turístico, por representar alrededor del 19 % del 
total del empleo en España y alcanzar el 30 % en algunas regiones. 
La menor disponibilidad de agua puede impactar negativamente en 
sectores que dependen con gran intensidad de esta, como “la mayo-
ría de tipos de generación de energía, así como diversos puestos de 
trabajo en las industrias manufactureras y de transformación, tales 
como la alimentaria, la farmacéutica y las textiles”, sin olvidar que 
“otros sectores que dependen fuertemente del agua incluyen puestos 
de trabajo en el cuidado de la salud y la gestión de los ecosistemas”. 
Por el contrario, hay sectores que se pueden beneficiar en términos 
de creación de empleo de las medidas que se adopten, como “va-
rias actividades del sector de la construcción, de la industria y en 
los denominados «sectores del agua», que son aquellos que sirven 
como cimientos para los empleos dependientes del agua del anterior 
párrafo”, especialmente en el sector de la construcción.

8	  Impacto socioeconómico y laboral del cambio climático (2024) https://www.ces.es/
documents/10180/5327928/DOCUMENTO_01_24_marcadores.pdf (consulta: 2 de marzo) 

https://www.ces.es/documents/10180/5327928/DOCUMENTO_01_24_marcadores.pdf
https://www.ces.es/documents/10180/5327928/DOCUMENTO_01_24_marcadores.pdf
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Desde la perspectiva sindical a escala internacional (Tasini, 2021,5) se 
defiende la puesta en marcha de todo tipo de medidas económica y so-
ciales que garanticen una transición justa, definida como “una vía justa 
y equitativa hacia un futuro sostenible. Una Transición Justa requiere un 
conjunto de programas que proporcionen un futuro optimista para todos 
los trabajadores, en particular para aquellos de industrias que puedan 
verse sacudidas por los esfuerzos por limitar los gases con efecto in-
vernadero o por la introducción de nuevas tecnologías. Un programa de 
Transición Justa debe tener un enfoque global, flexible e integrado para 
ayudar a los trabajadores, sus familias y sus comunidades. La Transi-
ción Justa requiere reinventar por completo el sistema económico, no 
solo darle las llaves de los esfuerzos por la descarbonización a las cor-
poraciones globales que buscan continuar maximizando sus beneficios 
por encima de los intereses de los trabajadores y sus comunidades”.

3.3. Cambio climático y empleo en los documentos de la OIT

Mi mirada se concentra ahora en algunos de los (muchos) estudios, in-
formes y declaraciones, elaborados por el máximo órgano internacional 
en materia sociolaboral, de carácter tripartito, con presencia de repre-
sentantes gubernamentales y de las organizaciones empresariales y sin-
dicales más representativas en los Estados que forman parte, recordando 
primeramente que hace ya varios años enfatizó, refiriéndose a la cuestión 
del tiempo de trabajo, que se había convertido “en un elemento clave del 
Programa de Trabajo Decente de la OIT, en el marco más amplio de la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y en particular del Objetivo 
de Desarrollo Sostenible (ODS) 8, para promover el crecimiento econó-
mico sostenido, inclusivo y sostenible, el empleo pleno y productivo y el 
trabajo decente para todos”. 

Y parto de la existencia de un Convenio sobre el medio ambiente de 
trabajo, núm. 148 de 1977, que versa sobre la contaminación del aire, 
ruido y vibraciones, definiendo las tres como “ el aire contaminado por 
substancias que, cualquiera que sea su estado físico, sean nocivas para 
la salud o entrañen cualquier otro tipo de peligro”, cualquier sonido que 
pueda provocar una pérdida de audición o ser nocivo para la salud o 
entrañar cualquier otro tipo de peligro”, y “toda vibración transmitida 
al organismo humano por estructuras sólidas que sea nociva para la sa-
lud o entrañe cualquier otro tipo de peligro”, respectivamente, debiendo 
disponer la legislación nacional de “la adopción de medidas en el lugar 
de trabajo para prevenir y limitar los riesgos profesionales debidos a la 
contaminación del aire, el ruido y las vibraciones y para proteger a los 
trabajadores contra tales riesgos”. Sin olvidar, por supuesto, la existencia 
de muchas otras normas internacionales del trabajo y repertorios de reco-
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mendaciones prácticas existentes relacionados con el cambio climático y 
la seguridad y salud en el trabajo. 

El documento político de mayor relevancia es la Declaración adoptada 
por la CIT de 2019 con ocasión del centenario de la OIT.9 En dicha 
Declaración, se manifiesta que la OIT debe orientar sus esfuerzos a: “i) 
asegurar una transición justa a un futuro del trabajo que contribuya al de-
sarrollo sostenible en sus dimensiones económica, social y ambiental”, y 
que el futuro del trabajo, centrado en las personas, debe llevar a los Es-
tados miembros a adoptar medidas, entre otras que persigan “el fomento 
del crecimiento económico sostenido, inclusivo y sostenible, el empleo 
pleno y productivo y el trabajo decente para todos a través de: i) polí-
ticas macroeconómicas orientadas al cumplimiento de ese objetivo; ii) 
políticas comerciales, industriales y sectoriales que favorezcan el trabajo 
decente y aumenten la productividad; iii) inversión en infraestructuras y 
en sectores estratégicos para abordar los factores que generan cambios 
transformadores en el mundo del trabajo”.

Con anterioridad a dicha magna Declaración, dos informes son de espe-
cial interés. En el preparado en 2017 para la Comisión Mundial sobre el 
futuro del trabajo10, la importancia del cambio climático a efectos labo-
rales era también enfatizada en el documento, insistiéndose en la impor-
tancia de reducir las emisiones y lograr una transición hacia una econo-
mía más ecológica que atenuara, por los menos, situaciones ya graves 
que se habían producido como “el desplome de la pesca, la degradación 
del suelo, las migraciones forzosas, la contaminación de la atmósfera y 
de los acuíferos, y la pérdida de la diversidad”, con la necesidad de adop-
tar medidas para llevar a cabo una transición justa, e insistiendo, como la 
gran mayoría de documentos sobre el cambio climático, en prestar espe-
cial atención a las personas trabajadoras, ya que habrá “desplazamientos 
entre unos sectores y otros, y cambios en las cualificaciones requeridas, 
tanto para las empresas como para los individuos”. Una reflexión con-
tenida en un posterior informe, presentado a la CIT de 201711, ponía 
más el acento en la importancia de la adaptación de los empleos a las 
exigencias de la llamada “de la economía verde”, que sin duda también 
impacta sobre tanto la duración como la organización del tiempo de tra-
bajo, poniendo estos ejemplos: “los fabricantes de automóviles produci-
rán coches más eficientes en el consumo de combustible (o automóviles 
eléctricos); los agricultores aplicarán métodos de cultivo más resilientes 

9	 https://www.ilo.org/sites/default/files/wcmsp5/groups/public/%40ed_norm/%40relconf/
documents/meetingdocument/wcms_711699.pdf (consulta. 20 de febrero)

10	 https://researchrepository.ilo.org/esploro/outputs/report/Informe-inicial-para-la-
Comisi%C3%B3n-Mundial/995271387402676#file-0 (consulta: 26 de febrero) 

11	 Trabajo y cambio climático. La iniciativa verde https://www.ilo.org/sites/default/
files/wcmsp5/groups/public/%40ed_norm/%40relconf/documents/meetingdocument/
wcms_554699.pdf (consulta: 28 de febrero) 

https://www.ilo.org/sites/default/files/wcmsp5/groups/public/%40ed_norm/%40relconf/documents/meetingdocument/wcms_711699.pdf
https://www.ilo.org/sites/default/files/wcmsp5/groups/public/%40ed_norm/%40relconf/documents/meetingdocument/wcms_711699.pdf
https://researchrepository.ilo.org/esploro/outputs/report/Informe-inicial-para-la-Comisi%C3%B3n-Mundial/995271387402676#file-0
https://researchrepository.ilo.org/esploro/outputs/report/Informe-inicial-para-la-Comisi%C3%B3n-Mundial/995271387402676#file-0
https://www.ilo.org/sites/default/files/wcmsp5/groups/public/%40ed_norm/%40relconf/documents/meetingdocument/wcms_554699.pdf
https://www.ilo.org/sites/default/files/wcmsp5/groups/public/%40ed_norm/%40relconf/documents/meetingdocument/wcms_554699.pdf
https://www.ilo.org/sites/default/files/wcmsp5/groups/public/%40ed_norm/%40relconf/documents/meetingdocument/wcms_554699.pdf
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a las condiciones climáticas, y las empresas de construcción utilizarán 
técnicas más eficientes en el uso de la energía”, y llamando a reflexionar 
“en términos de procesos destinados a «ecologizar» las economías y la 
producción, en lugar de focalizarse en la dicotomía entre los empleos 
inestables y sucios que hay que descontinuar y los empleos sostenibles, 
y limpios que hay que crear”.

Por último, y más recientemente, en su reunión de octubre de 2024, el 
Consejo de Administración de la OIT 12aprobó varios “mensajes clave” 
dirigidos a la segunda cumbre mundial sobre desarrollo social que se 
celebrará en Qatar en noviembre de este año, siendo uno de ellos el refe-
rido al “apoyo a transiciones justas hacia una economía verde”, pidiendo 
otorgar prioridad a “las dimensiones social y laboral de las transiciones 
a una economía más verde con el apoyo de un marco integral de desarro-
llo de competencias y un sistema financiero favorable, poniendo como 
ejemplo concreto de tal enfoque “el Acelerador mundial del empleo y la 
protección social para transiciones justas” 

3.4. �Cambio climático y empleo en la UE, poniendo el acento en el tiempo 
de trabajo como condición de trabajo que influye en gran medida 
sobre la seguridad y salud de las personas trabajadoras. 

Un primer punto de referencia importante en el plano normativo es la 
recientemente aprobada Directiva (UE) 2024/1760 del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo, de 13 de junio de 2024, sobre diligencia debida 
de las empresas en materia de sostenibilidad y por la que se modifican 
la Directiva (UE) 2019/1937 y el Reglamento (UE) 2023/2859, en el 
bien entendido, y aquí también empiezan a notarse las consecuencias 
en sede comunitaria de decisiones adoptadas por la nueva Administra-
ción norteamericana, que ya se ha presentado una propuesta de mo-
dificación13 “en lo que respecta a las fechas a partir de a partir de las 
cuales los Estados miembros deben aplicar determinados diligencia 
debida”, que pasa, por decirlo con claridad, por un retraso temporal 
de las obligaciones que impone la Directiva a determinadas empresas. 

Con carácter general, debe destacarse que el art. 22 está dedicado a la 
lucha contra el cambio climático, en el que llama a todas las empre-
sas afectadas por la norma a la adopción y puesta en práctica de “un 
plan de transición para la mitigación del cambio climático encami-

12	 https://www.ilo.org/sites/default/files/2024-10/GB352-INS-4-%28Rev.%20
1%29-%5BECRADG-241022-001%5D-Web-SP.pdf (consulta: 2 de marzo) 

13	  Proposal for a Directive of the European Parliament and of the Council amending 
Directives (EU) 2022/2464 and (EU) 2024/1760 as regards the dates from which member 
states are to apply certain corporate sustainability reporting and due diligence requirements 
Brussels, 6.2.2025 COM(2025) 80 final 

https://www.ilo.org/sites/default/files/2024-10/GB352-INS-4-%28Rev.%201%29-%5BECRADG-241022-001%5D-Web-SP.pdf
https://www.ilo.org/sites/default/files/2024-10/GB352-INS-4-%28Rev.%201%29-%5BECRADG-241022-001%5D-Web-SP.pdf
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nado a garantizar que, mediante sus mejores esfuerzos, su modelo de 
negocio y su estrategia sean compatibles con la transición hacia una 
economía sostenible y con la limitación del calentamiento global a 1,5 
ºC, en consonancia con el Acuerdo de París y el objetivo de lograr la 
neutralidad climática establecido en el Reglamento (UE) 2021/1119, 
incluidos sus objetivos intermedios y de neutralidad climática para 
2050, y cuando proceda, la exposición de la empresa a las actividades 
relacionadas con el carbón, el petróleo y el gas”.

Repárese igualmente en la importancia del Pilar Europeo de Dere-
chos Sociales, que en el capítulo segundo, dedicado a “condiciones 
de trabajo justas”, incluye cómo número 10, de los 20 concretados, 
el de “Entorno de trabajo saludable, seguro y adaptado y protección 
de datos”, en el que se dispone, por lo que respecta al contenido de 
la ponencia, que “a) Los trabajadores tienen derecho a un elevado 
nivel de protección de la salud y la seguridad en el trabajo” y “b) Los 
trabajadores tienen derecho a un entorno de trabajo adaptado a sus ne-
cesidades profesionales y que les permita prolongar su participación 
en el mercado laboral” 

Por otra parte, son numerosos los Dictámenes del Consejo Económi-
co y Social europeo (CESE) en los que ha puesto de manifiesto la 
estrecha relación entre el cambio climático y las políticas laborales, 
tanto respecto a las condiciones de trabajo, en las que se incluyen 
la duración de la jornada laboral, como respecto a las condiciones 
de seguridad y salud en el trabajo, destacando como los efectos en 
determinados sectores podrían arrastrar a otros por los “vínculos in-
tersectoriales descendentes”, y, entre otros ejemplos, resaltando como 
el sector del comercio y del ocio podían verse directamente afectados 
por las alteraciones que se produzcan en el sector turístico. 

Al abordar en octubre de 2024 el impacto del cambio climático en la 
economía, en un nuevo Dictamen14, subrayó la necesidad de “no sub-
estimar la trascendencia del factor humano en el sentido más amplio 
del término a la hora de responder al cambio climático, ya que puede 
conllevar cambios radicales y a largo plazo en el mercado laboral y la 
necesidad de una mayor resiliencia y flexibilidad de la mano de obra, 
por ejemplo a través del aprendizaje permanente en nuevos ámbitos”, 
y la adopción de medidas que se orienten tanto a cambiar la estructura 
de la economía, con obligada adaptación a los riesgos de la transición, 
sino también “a los procesos relacionados con el cambio climático y 
su impacto en los imprevisibles flujos migratorios internacionales”. 

14	 https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=OJ:C_202500102  
(consulta: 25 de febrero)

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=OJ:C_202500102
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Por fin, en el más recientemente adoptado, en la sesión plenaria de di-
ciembre de 2024, que versa sobre “hacia una propuesta legislativa para 
una transición justa e instrumentos políticos de la UE que propicien 
un Pacto Verde Europeo más social”15, enfatiza, además de la impor-
tancia del diálogo social para llevar a cabo el proceso de transición, 
que “sectores energéticos basados en combustibles fósiles como el 
petróleo, el carbón y el gas, la industria y el transporte se enfrentarán a 
una transición más difícil. Al mismo tiempo, es necesario innovar para 
explorar opciones de energía descarbonizada, el almacenamiento de 
energía, la captura de carbono y otras tecnologías que puedan facilitar 
la transición”.

En el análisis de la relación entre la duración del tiempo de trabajo 
y el cambio climático, hay un aspecto que no debe quedar en el olvi-
do, y que, aunque no directamente sí incide de forma indirecta sobre 
aquella, cual es el de calidad del empleo, como pone de relieve un 
amplio y detallado estudio elaborado por Eurofound16 en el que se 
constata que las consecuencias directas del cambio climático para la 
calidad del empleo “van más allá de la exposición a altas temperatu-
ras e incluye riesgos psicosociales, el aumento de la contaminación 
atmosférica, de la radiación ultravioleta y de los fenómenos meteoro-
lógicos extremos”, que las personas trabajadoras que prestan servicio 
en la agricultura, la pesca, la silvicultura, la construcción, el turismo 
y los servicios de emergencia “se encuentran especialmente en ries-
go”, y, aún mucho más importante a mi parecer de cara a las medidas 
que deban adoptarse para facilitar los procesos de transición, que el 
empleo en los sectores más dominados por el cambio climático “está 
dominado por hombres y por un alto número de temporada, migrantes 
y por cuenta propia, que tienden a carecer de protección legislativa y 
a menudo presentan menores niveles de organización y de representa-
ción en el lugar de trabajo”, y más aún, que “el 40 % de los trabajado-
res de la UE se encuentran en ocupaciones que se verán directamente 
afectados por la transición ecológica”. 

No debemos olvidar, y así se constata en el citado estudio, que la 
ordenación del tiempo de trabajo se refiere a como se organiza dicho 
tiempo, “incluidos los horarios no sociales y la flexibilidad horaria 
de la que disponen los trabajadores”. Dicho estudio no proporciona 
igualmente un cuidado análisis de cuáles son los sectores más direc-
tamente afectados por el cambio climático y cómo afecta al empleo, 
a su calidad y, por consiguiente, también a la duración del tiempo de 

15	 https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=OJ:C_202401576  
(consulta: 2 de marzo) 

16	  Repercusiones del cambio climático en la calidad del empleo, 2024 https://www.
eurofound.europa.eu/es/publications/2024/repercusiones-del-cambio-climatico-en-la-cali-
dad-del-empleo (consulta: 23 de febrero)

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=OJ:C_202401576
https://www.eurofound.europa.eu/es/publications/2024/repercusiones-del-cambio-climatico-en-la-calidad-del-empleo
https://www.eurofound.europa.eu/es/publications/2024/repercusiones-del-cambio-climatico-en-la-calidad-del-empleo
https://www.eurofound.europa.eu/es/publications/2024/repercusiones-del-cambio-climatico-en-la-calidad-del-empleo
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trabajo, y que desempeñan, se afirma acertadamente, “un papel impor-
tante en el sustento de la población”, con cita expresa de “la energía, 
la industria manufacturera, la agricultura, el transporte, el suministro 
de agua y la gestión de residuos, la construcción, los hospitales y la 
asistencia sanitaria, y el turismo”.

Ahora bien, quedaría incompleto el examen del marco comunitario si 
no prestáramos atención a quienes representan a la población traba-
jadora directamente afectada por las alteraciones que está suponiendo 
ya, y que van a seguir incrementándose en el futuro, el cambio climá-
tico. 

Me refiero obviamente a las organizaciones sindicales, cuya “cara y 
voz” europea es la Confederación Europea de Sindicatos (CES), que 
desde hace bastante tiempo viene abogando por la necesidad de una 
Directiva de transición justa y que crítica las reticencias, por no decir 
negativas, de la Comisión Europea para abordar de frente el problema. 
Un documento de especial interés al objeto de mi ponencia es el apro-
bado por su comisión ejecutiva en la reunión del 24 y 25 de junio de 
2024, que lleva por título “Política industrial para empleos de calidad 
Un marco político y una Directiva de transición justa para anticipar y 
gestionar el cambio”17, en el que expone, y argumenta, que “Nuestro 
llamamiento en favor de un marco político de Transición Justa, que 
incluya una Directiva de Transición Justa, pretende abordar los retos 
de las transiciones climática y digital de manera exhaustiva. Se aplica 
a todos los sectores y empleos, incluidos la industria manufacturera, la 
agricultura, la construcción, el turismo y otros sectores en transición 
o que pronto lo estarán. Los debates políticos actuales limitan la tran-
sición justa a la lucha contra el cambio climático. Para proteger mejor 
a los trabajadores y a las trabajadoras, y teniendo en cuenta la doble 
transición, debemos aprovechar estas oportunidades para garantizar 
una transición justa en el Pacto Verde Europeo y ampliar cualquier 
legislación futura para proteger a las personas trabajadoras”. Ha sido 
además la propia CES la que ha subrayado que los sindicatos deben in-
cluir en sus estrategias “la adaptación al cambio climático y sensibili-
zar a sus trabajadores y miembros para prevenir los posibles riesgos”, 
reconociendo que “aunque durante los últimos años los sindicatos han 
sido muy activos en cuestiones relacionadas con el clima, el impac-
to de las consecuencias del cambio climático en los trabajadores no 
siempre se conoce y comprende”18.

17	 https://www.ugt.es/sites/default/files/20240624-25_CE_CES_6_PI_marco_
politico_y_una_Directiva_de_transicion_just_final.pdf (consulta: 18 de febrero) 

18	  https://www.etuc.org/sites/default/files/publication/file/2020-09/ETUC-adaptation-
climate-guide_ES.pdf (consulta, 1 de marzo)

https://www.ugt.es/sites/default/files/20240624-25_CE_CES_6_PI_marco_politico_y_una_Directiva_de_transicion_just_final.pdf
https://www.ugt.es/sites/default/files/20240624-25_CE_CES_6_PI_marco_politico_y_una_Directiva_de_transicion_just_final.pdf
https://www.etuc.org/sites/default/files/publication/file/2020-09/ETUC-adaptation-climate-guide_ES.pdf
https://www.etuc.org/sites/default/files/publication/file/2020-09/ETUC-adaptation-climate-guide_ES.pdf
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4. SOBRE LA DURACIÓN DEL TIEMPO DE TRABAJO19. 

4.1. El marco normativo legal. ¿Se detuvo el tiempo en 1983? 

En el examen de la duración y ordenación del tiempo de trabajo en Es-
paña, además del impacto indudable que tiene, como ya he señalado, la 
Directiva de 2003 y su interpretación por la jurisprudencia del TJUE, y 
que será objeto de atención en otras ponencias, tampoco debemos dejar 
de lado la importancia de la normativa internacional y más concreta-
mente los Convenios y Recomendaciones de la OIT.

Recuérdese que el primer Convenio de la OIT, de 1919, estaba dedi-
cado a la limitación de las horas de trabajo en las empresas industria-
les a ocho horas diarias y cuarenta y ocho semanales, y al que siguie-
ron otros, y también Recomendaciones, sobre diversos aspectos de 
su cuantificación y ordenación: “Convenio sobre las horas de trabajo  
(comercio y oficinas), 1930 (núm. 30); Convenio sobre las cuarenta 
horas, 1935 (núm. 47); Recomendación sobre la reducción de la dura-
ción del trabajo, 1962 (núm. 116); Convenio sobre el descanso semanal  
(industria), 1921 (núm. 14); Convenio sobre el descanso semanal (comer-
cio y oficinas), 1957 (núm. 106); Convenio sobre las vacaciones paga-
das (revisado), 1970 (núm. 132); Convenio sobre trabajo nocturno, 1990  
(núm. 171); Convenio sobre el trabajo a tiempo parcial, 1994 (núm. 175)20. 

Pasemos a la vida laboral española. ¿Cuánto tiempo ha pasado desde 
1873? ¿verdad? Fue en dicho año cuando se aprobó la conocida como 
Ley Benot de 24 de julio de 1873, sobre condiciones de trabajo en las 
fábricas, talleres y minas, que dispuso que “1.º Los niños y las niñas 

19	  Para el ámbito europeo, los datos facilitados por la oficina estadística de la UE, 
Eurostat (2024), nos indican que en 2023, las horas de trabajo semanales reales de las perso-
nas de 20 a 64 años en su empleo principal, han sido de 36,1 horas por término medio. Más 
exactamente “el 37,1 % de los ocupados trabajaba una media de entre 40 y 44,5 horas a la 
semana, mientras que sólo el 7,1 % registraba menos de 20 horas efectivas de trabajo a la 
semana, en el empleo principal. La franja de 40 a 44,5 horas efectivas de trabajo representa la 
mayor proporción en la mayoría de los países, excepto en Irlanda, Finlandia, Bélgica, Francia 
y Dinamarca, donde la mayor proporción de personas empleadas correspondía a la franja de 
35 a 39,5 horas semanales de trabajo medio”. Véase también Trillo Párraga, 2024

20	  Baste ahora citar de todos los informes y estudios elaborados sobre el tiempo de 
trabajo, el Estudio general presentado en la Conferencia Internacional de 2018, “relativo a los 
instrumentos sobre el tiempo de trabajo” (Informe III, parte B), incluido en el tercer punto del 
orden del día, dedicado a las informaciones y memorias sobre la aplicación de Convenios y 
Recomendaciones. El documento dedica un amplio apartado a la relación entre tiempo de tra-
bajo y trabajo decente, uniendo ambos en el rótulo “tiempo de trabajo decente en un mundo 
laboral en transformación”, para poner de manifiesto la importancia que tiene la organización 
del tiempo de trabajo en la vida de las personas y de las empresas https://www.ilo.org/es/
resource/conference-paper/ilc/107/garantizar-un-tiempo-de-trabajo-decente-para-el-futuro-
estudio-general (consulta: 16 de febrero) 

https://www.ilo.org/es/resource/conference-paper/ilc/107/garantizar-un-tiempo-de-trabajo-decente-para-el-futuro-estudio-general
https://www.ilo.org/es/resource/conference-paper/ilc/107/garantizar-un-tiempo-de-trabajo-decente-para-el-futuro-estudio-general
https://www.ilo.org/es/resource/conference-paper/ilc/107/garantizar-un-tiempo-de-trabajo-decente-para-el-futuro-estudio-general
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menores de 10 años no serán admitidos al trabajo en ninguna fábrica, 
taller, fundición o mina. 2.º No excederá de cinco horas cada día, en 
cualquier estación del año, el trabajo de los niños menores de 13, ni de 
las niñas menores de 14. 3.º Tampoco excederá de ocho horas el trabajo 
de los jóvenes de 13 a 15 años ni el de las jóvenes de 14 a 17”.

Y siguiendo con la historia, recordemos la Ley de 13 de marzo de 1900, 
fijando las condiciones de trabajo de mujeres y niños, que fijó la prohi-
bición de trabajar para menores de diez años, un máximo de 6 horas en 
establecimiento industriales y de ocho en los comercios, para niños de 
ambos sexos, “mayores de diez y menores de catorce”, y la prohibición 
del trabajo nocturno a “los niños menores de ambos sexos menores de 
catorce años”. O la Ley de 11 de julio de 2012, de prohibición de trabajo 
industrial en horario nocturno para las mujeres.

Hasta llegar al Real Decreto de 3 de abril de 1919, en cuyo art. 1 se re-
guló que “La jornada máxima legal será de ocho horas al día o cuarenta 
y ocho horas semanales en todos los trabajos a partir del 1 de octubre 
de 1919”.

El tiempo (no el del trabajo) vuela, y llegamos a la etapa conocida polí-
ticamente como la de la transición democrática, en donde se aprueba la 
Ley 16/1976 de 8 de abril, de relaciones laborales, cuyo art. 23 dispuso 
que “Uno. Las Ordenanzas Laborales, y de modo especial los conve-
nios colectivos sindicales, fijarán la jornada, laboral, ya sea diaria, por 
semana, por meses o en cómputo anual, teniendo en cuenta los índices 
de productividad y que la duración máxima de la semana ordinaria de 
trabajo que se establece en esta Ley es de cuarenta y cuatro horas se-
manales efectivas. Las horas ordinarias de trabajo durante la semana 
se distribuirán de modo que en ningún día el trabajador realice más de 
nueve, y que entre la terminación de la jornada diaria y el comienzo de 
la siguiente disponga, al menos, de un descanso de doce horas”.

Llegamos a 1980, año de la aprobación de la Ley 8/1980 de 10 de mar-
zo, del Estatuto de los trabajadores. El art. 34 se dedicó a la regula-
ción de la jornada en estos términos: “Uno. La duración de la jornada 
de trabajo será la pactada en los convenios colectivos o contratos de 
trabajo. Dos. La duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo 
será de cuarenta y tres horas semanales de trabajo efectivo en jornada 
partida y de cuarenta y dos horas semanales de trabajo efectivo en jor-
nada continuada. Con independencia de lo antedicho, en los convenios 
colectivos podrán regularse jornadas anuales respetando el máximo de 
horas extraordinarias diarias. En ningún caso se podrán realizar más de 
nueve horas ordinarias de trabajo efectivo. En todo caso entre el final 
de una jornada y el comienzo de la siguiente mediarán como mínimo 
doce horas”. 
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Y, por último, ya lo sabemos, llega la modificación de dicho precepto 
por la Ley 4/1983, de 29 de junio, disponiendo que “La duración máxi-
ma de la jornada ordinaria de trabajo será de cuarenta horas semanales 
de trabajo efectivo”.

¿Se paró el reloj en 1983? Sí a efectos legales, que no convencionales 
como se comprobará en el apartado posterior de la ponencia, con 
diferencias sustanciales entre los distintos sectores de actividad, lo que 
ha llevado al gobierno, tanto en la consulta pública previa a la tramitación 
del proyecto de ley, como en la exposición de motivos de este, a destacar 
la importancia de una intervención legal igualadora, “para compensar 
la insuficiencia en la negociación de determinados sectores, evitando 
diferencias injustas a todas luces”, que va más allá del estricto ámbito 
laboral, sosteniéndose por quienes lo han elaborado, que ”abordar la 
duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo sin reducción de 
salario deviene un imperativo moral y político en aras de la justicia social 
y económica, la conciliación de la vida laboral, familiar y personal, y en 
definitiva, la mejora de la calidad de vida de la ciudadanía”.

Una propuesta de reducción de jornada que estaba expresamente reco-
gida en el acuerdo de gobierno PSOE-SUMAR21, y que ha sido consi-
derada por amplios sectores doctrinales como “una medida adecuada 
tanto en su contenido como en su forma de introducirla”(Cruz Villalón 
2024, 120), criticando con dureza que los argumentos utilizados en su 
contra (baja productividad, impacto en las pequeñas empresas, incre-
mento de los costes retributivos, expansión de la informalidad en las 
relaciones de trabajo) “son los mismos que los utilizados en el año 
1983, para no retrotraer más el análisis”(Baylos Grau, Trillo Párraga et 
altri, 2025). Por el contrario, desde una perspectiva crítica con la pro-
puesta gubernamental (Conde-Ruiz y Lahera Forteza 2025), se apuesta 
por el contrario por lo que se califica por sus autores de “respeto de 
la negociación colectiva e individual”, defendiendo que, ante la hete-
rogeneidad sectorial de nuestro tejido productivo, “es imprescindible 
respetar las jornadas laborales de los convenios colectivos vigentes e ir 
incorporando la nueva jornada máxima legal en la futura negociación 
de cada convenio colectivo”, logrado así, siempre según sus autores, 
“una transición equilibrada guiada por acuerdos entre la parte sindical 
y empresarial de cada sector o, en su caso, empresa”.

El proyecto de ley encuentra su origen inmediato en el “Acuerdo so-
cial para la reducción de la jornada laboral. Trabajar menos para vivir 
mejor”, suscrito el 20 de diciembre por la vicepresidenta segunda del  

21	  España avanza. Una nueva coalición de gobierno progresista 2023  
https://www.socialistes.cat/wp-content/uploads/2023/10/ACUERDO_GOBIERNO_
COALICIO%CC%81N_2023-.pdf (consulta: 10 de febrero) 

https://www.socialistes.cat/wp-content/uploads/2023/10/ACUERDO_GOBIERNO_COALICIO%CC%81N_2023-.pdf
https://www.socialistes.cat/wp-content/uploads/2023/10/ACUERDO_GOBIERNO_COALICIO%CC%81N_2023-.pdf
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Gobierno y Ministra de Trabajo y Economía Social, Yolanda Díaz, y 
los secretarios generales de CCOO y UGT. Las partes firmantes acor-
daron que el gobierno “promoverá el desarrollo de una iniciativa legis-
lativa en materia de reducción de jornada, registro horario y derecho a 
la desconexión de acuerdo con el texto incorporado en Anexo I”, y que 
“ambas partes, en sus respectivos ámbitos de actuación, se comprome-
ten a impulsar la tramitación y favorecer la aprobación de la iniciativa 
legislativa acordada”. El nuevo art. 34.1, si finalmente llega la apro-
bación del Proyecto de Ley, dispone que “1. La duración de la jornada 
de trabajo será la pactada en los convenios colectivos o contratos de 
trabajo. La duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo será de  
treinta y siete horas y media semanales de trabajo efectivo de promedio 
en cómputo anual». En directa relación con esta modificación, la dispo-
sición transitoria primera del texto citado dispone que “Las comisiones 
negociadoras de los convenios colectivos que a la entrada en vigor de 
esta norma contemplen una jornada superior a las treinta y siete horas 
y media semanales de promedio anual dispondrán de un plazo hasta 
31 de diciembre de 2025 para realizar las adaptaciones necesarias que 
aseguren el cumplimiento de lo previsto en esta norma, en particular, 
lo establecido respecto a la jornada ordinaria de trabajo máxima en el 
artículo 3 de este Ley”. 

Un texto que también debe leerse en clave de perspectiva de género, 
por el impacto positivo que puede y debe tener sobre las mujeres. Es 
significativo que la Comisión de Igualdad del Congreso de los Diputa-
dos aprobara el 25 de febrero la Proposición no de Ley sobre la reduc-
ción de la jornada laboral y su impacto positivo en las mujeres22, pre-
sentada por el Grupo Parlamentario Plurinacional SUMAR, con este 
contenido: “El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a poner 
en marcha todas las estrategias e iniciativas legislativas oportunas que 
permitan reducir la brecha laboral y salarial existente entre mujeres y 
hombres, de forma que, cuando se produzcan reducciones en la jornada 
laboral, se permita, en primer lugar, que las personas trabajadoras a 
tiempo parcial sigan realizando el mismo número de horas de trabajo 
que viniesen efectuando previamente y, en segundo lugar, que se reco-
nozca su derecho a incrementar proporcionalmente su salario”.

En el Dictamen aprobado por el CES el 26 de febrero23 sobre el Antepro-
yecto de Ley remitido por el gobierno, y como muestra muy significativa 
del enconado debate existente, se reconoce por una parte “la importancia 
de que se produzcan avances en la reducción de la jornada laboral”, y 
por otras que “persisten diferencias significativas entre las organizaciones 

22	  https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/D/BOCG-15-D-295.PDF 
(consulta: 8 de marzo)

23	  https://www.ces.es/documents/10180/5350453/Dic012025.pdf (consulta: 7 de marzo) 

https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/D/BOCG-15-D-295.PDF
 https://www.ces.es/documents/10180/5350453/Dic012025.pdf


78	 Eduardo Rojo Torrecilla

representadas en este órgano consultivo respecto del instrumento norma-
tivo para alcanzar estos objetivos”, ya que “mientras unas organizaciones 
destacan que el nuevo límite debe establecerse en la ley para, en su caso, 
evolucionar en la negociación colectiva, otras señalan que debe adoptarse 
convencionalmente”.

En el acuerdo citado, incorporado en el Proyecto de Ley, la disposición 
final primera dispone que “A propuesta del Ministerio de Trabajo y Eco-
nomía Social y previa consulta a las centrales sindicales y asociaciones 
empresariales más representativas, el Gobierno procederá, en el plazo de 
dieciocho meses, a la revisión de la normativa sobre jornadas especiales 
de trabajo para adecuar las ampliaciones y limitaciones en la ordenación 
y en la duración de la jornada de trabajo a la nueva jornada máxima 
legal”. 

Al respecto conviene recordar que dicha regulación se encuentra recogida 
con carácter general en el Real Decreto 1561/1995, de 21 de septiembre, 
y que afecta a muchos de los sectores de actividad, y por consiguiente de 
los empleos, afectados directa o indirectamente por el cambio climático 
(González Martínez, 2024). Convendrá pues recordar que el capítulo III 
regula las limitaciones de jornada, y que su sección primera está dedica-
da a los trabajos “expuestos a riesgos medioambientales”. Debe regularse 
la limitación o reducción de los tiempos de exposición (art. 23) cuando 
la realización de la jornada ordinaria de trabajo “entrañe un riesgo espe-
cial para la salud de los trabajadores debido a la existencia de circunstan-
cias excepcionales de penosidad, peligrosidad, insalubridad o toxicidad, 
sin que resulte posible la eliminación o reducción del riesgo mediante la 
adopción de otras medidas de protección o prevención adecuadas”, en el 
bien entendido que “se circunscribirá a los puestos de trabajo, lugares o 
secciones en que se concrete el riesgo y por el tiempo en que subsista la 
causa que la motiva, sin que proceda reducir el salario de los trabajadores 
afectados por esta medida”.

Por consiguiente, es obvio que la posible reducción de la jornada máxima 
legal con alcance general deberá tener su concreción específica en cada 
uno de los sectores de actividad en los que existe la obligatoriedad de 
protección especifica por razón del trabajo efectuado, y que en la norma 
citada son el trabajo en el campo, trabajo en el interior de minas, trabajos 
de construcción y obras públicas, y trabajo en cámaras frigoríficas y de 
congelación. 

En la limitación del tiempo de trabajo efectivo, que no propiamente reducción 
por cuanto se trata de un derecho reconocido en la normativa legal, es obli-
gado hacer referencia a los nuevos “permisos climáticos” (Rodríguez Rodrí-
guez, 2024), la Disposición Final segunda del Real Decreto-Ley 8/2024 de 
28 de noviembre procede a la modificación de algunos artículos de la LET.
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Entre ellas, se añade una nueva causa que posibilita el ejercicio del per-
miso sin pérdida de remuneración”, en concreto una nueva letra, g) al art. 
37.3, cuyo contenido es el siguiente: “Hasta cuatro días por imposibili-
dad de acceder al centro de trabajo o transitar por las vías de circulación 
necesarias para acudir al mismo, como consecuencia de las recomenda-
ciones, limitaciones o prohibiciones al desplazamiento establecidas por 
las autoridades competentes, así como cuando concurra una situación 
de riesgo grave e inminente, incluidas las derivadas de una catástrofe 
o fenómeno meteorológico adverso. Transcurridos los cuatro días, el 
permiso se prolongará hasta que desaparezcan las circunstancias que lo 
justificaron, sin perjuicio de la posibilidad de la empresa de aplicar una 
suspensión del contrato de trabajo o una reducción de jornada derivada 
de fuerza mayor en los términos previstos en el artículo 47.6”. Por la 
doctrina laboralista (Miñarro, 2025) se ha planteado que “... afectando 
los riesgos medioambientales al trabajo, pero no siendo propios de la 
empresa, deberían plantearse soluciones socializadas respecto del coste 
de estos permisos, bien a través de la cobertura parcial de la Seguridad 
Social, o bien mediante la constitución de un Fondo Empresarial a tal 
efecto”. 

Recordemos también, por la trascendencia que tiene sobre algunos sec-
tores de actividad, que el RDL 4/2023 de 11 de mayo introdujo una dis-
posición adicional en el Real Decreto 486/1997, de 14 de abril, por el 
que se establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud en los 
lugares de trabajo, relativa a las condiciones ambientales de trabajo al 
aire libre, en cuyo apartado 3 se dispone que “En el supuesto en el que 
se emita por la Agencia Estatal de Meteorología o, en su caso, el órgano 
autonómico correspondiente en el caso de las comunidades autónomas 
que cuenten con dicho servicio, un aviso de fenómenos meteorológicos 
adversos de nivel naranja o rojo, y las medidas preventivas anteriores no 
garanticen la protección de las personas trabajadoras, resultará obligato-
ria la adaptación de las condiciones de trabajo, incluida la reducción o 
modificación de las horas de desarrollo de la jornada prevista”

4.2. �Datos estadísticos (MITES) sobre convenios colectivos,  
empresas y personas trabajadoras afectadas 24. 

24	  En la UE, y siempre según los datos proporcionados por Eurostat (2024), la dura-
ción de la semana laboral media medida en horas efectivas de trabajo varía según los distintos 
sectores de actividades económicas: “En 2023, las actividades económicas que registraron la 
semana laboral más larga fueron la agricultura, la silvicultura y la pesca (41,5 horas de tra-
bajo efectivas), la explotación de minas y canteras (39,1) y la construcción (38,9), mientras 
que las actividades de los hogares como empleadores (26,7 horas de trabajo efectivas), la 
educación (31,9) y las actividades artísticas, recreativas y de entretenimiento (33,0) regis-
traron las semanas laborales más cortas. Si se analizan los diferentes grupos de ocupaciones 
(CIUO-08), los trabajadores cualificados de la agricultura, la silvicultura y la pesca (42,4 
horas de trabajo reales), los directivos (41,2) y las ocupaciones de las fuerzas armadas (39,7) 
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Toca ya entrar en el examen de las cifras, de los datos estadísticos sobre 
la duración de la jornada pactada en convenios colectivos, y como ya he 
indicado con anterioridad, prestando atención a sectores de actividad en 
los que la influencia del cambio climático es manifiesta y requiere tanto 
de medidas que posibiliten la adaptación del personal como de otras que 
procedan a la reorganización de las condiciones de trabajo, una de ellas la 
de duración de la jornada laboral25. 

A tal efecto, la fuente de información es la estadística de convenios colec-
tivos disponible en la página web del Ministerio de Trabajo y Economía 
Social. Los datos definitivos disponibles, y desagregados, son los relativos 
al año 2023, si bien la permanente actualización de los mismos permite 
tener conocimiento general de algunos de ellos correspondientes al mes 
de enero de este año. 

A)	 Recordemos que la jornada máxima legal sigue siendo de 40 ho-
ras semanales en cómputo anual, o lo que es lo mismo 1826 horas y 27 
minutos. Pues bien, los últimos datos disponibles nos indican que la jor-
nada media (horas/año) pactada en los 2.067 convenios colectivos regis-
trados, con afectación a 664.884 empresas y 5.938.991 trabajadores, era 
de 1.753,09 horas, con una importante diferencia según que el convenio 
sea de empresa o de ámbito superior, ya que la duración de los primeros 
es bastante inferior, 1.719,81 horas, mientras que la de los segundos es 
prácticamente idéntica a la media, 1755,16. 

Y dado que el debate actual se centra en la reducción de la jornada laboral 
a 37,5 horas semanales, hay que comprobar cuántos convenios ya se en-
cuentran por debajo de esa cifra, y aquellos que la superan. 

Si nos fijamos en los 1.493 convenios de empresa, con afectación a 
349.665 trabajadores, aquellos que ya están por debajo de las 1712 ho-
ras/año son 547, que afectan a 133.561 trabajadores y con una jornada 
pactada de 1650,96 horas/año. De los restantes, 387 se sitúan entre 37,5 

tuvieron las semanas laborales medias más largas de la UE en 2023 (véase el gráfico 6). Por 
el contrario, los trabajadores con ocupaciones elementales (31,7 horas de trabajo reales), los 
empleados administrativos (34,0) y los trabajadores de servicios y ventas (34,8) tienen las 
semanas laborales más cortas”.

25	  Sobre el impacto de la posible reducción, para toda España, véase el estudio elaborado 
por la Vicesecretaria general de política sindical de la UGT (2025) https://ugt.es/sites/default/
files/informes/250205_Informe_Jornada_salarios_SECTORES.pdf (consulta: 1 de marzo). En 
Cataluña, un estudio realizado por su afiliado autonómico (UGT Cataluña, 2024) pone de ma-
nifiesto que más del 70 % de las personas trabajadoras realizan jornadas efectivas de trabajo por 
encima de las 37,5 horas semanales, estando la media de los convenios colectivos de sector en 
1.756 horas en cómputo anual, calculándose que más de 2.100.000 trabajadores y trabajadoras 
verían reducida su jornada laboral si prospera el proyecto gubernamental. https://www.ugt.cat/
wp-content/uploads/2024/12/informe_de_reduccio_jornada_ugt_2024.pdf.pdf (consulta: 1 de 
marzo)

https://ugt.es/sites/default/files/informes/250205_Informe_Jornada_salarios_SECTORES.pdf
https://ugt.es/sites/default/files/informes/250205_Informe_Jornada_salarios_SECTORES.pdf
https://www.ugt.cat/wp-content/uploads/2024/12/informe_de_reduccio_jornada_ugt_2024.pdf.pdf
https://www.ugt.cat/wp-content/uploads/2024/12/informe_de_reduccio_jornada_ugt_2024.pdf.pdf
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y 38,5 horas, con jornada de 1.732,28 horas, 349 están en la franja de 
1.759 a 1.803 horas, siendo la jornada media pactada de 1.774,94 horas, 
los que están prácticamente “pegados” a la jornada máxima legal, es decir 
aquellos que regulan la jornada entre 39,5 y 40 horas, o lo que es lo mis-
mo, de 1.804 a 1825, pactan una jornada medida de 1.816,90. Por fin, las 
estadísticas disponibles también nos permiten conocer que hay convenios 
con una jornada máxima pactada que está por encima de las 1.825 horas, 
concretamente una más, 1.826, si bien el número de personas trabajadoras 
es muy reducido (12.457).

Ahora prestemos atención a los convenios de ámbito superior a la empre-
sa. Siguiendo con los mismos criterios expuestos en el párrafo anterior, 
comprobamos que en los 574 convenios registrados hasta enero de este 
año, hay 75 con una jornada pactada inferior a las 37,5 horas semanales, 
en concreto 1.638,28; si pasamos a los que regulan la jornada entre 37,5 y 
38,5 horas, encontramos 84 con una jornada media pactada de 1.738,27; 
en la franja de 38,5 a 39,5 horas hay 276 convenios, con jornada media 
de 1779,88, y esta es lógicamente superior, 1.817,11, en aquellos pocos 
convenios sectoriales, 36, que contemplan una jornada pactada entre 39.5 
y 40 horas semanales. Al igual que ocurre con los convenios de empresa, 
hay un reducido número 33, que se sitúan mínimamente por encima de las 
1.825 horas/año, con una hora más. 

Asimismo, y también con carácter general, es importante conocer la tasa 
de cobertura de los convenios registrados a 31 de diciembre de 2024, 
que alcanza al 92,09 en los tres sectores de actividad, siendo la más ele-
vada la del sector de la construcción, 98.46, y la menos la de los servi-
cios, 90,43%. Si el dato global es el de la afectación de tales convenios  
a 14.486.975 trabajadores, es más importante conocer que el 88,83 % de 
estos están incluidos en los convenios de ámbito superior a la empresa, 
mientras que un porcentaje muy sensiblemente inferior, el 11,17 % rige 
sus relaciones de trabajo por el de empresa.

B)	 En esta visión general de los convenios colectivos suscritos, 
la información disponible en la página web de la Comisión Consultiva 
Nacional de Convenios Colectivos (CCNCC) nos permite tener conoci-
miento de aquellos que incluyen “cláusulas cualitativas”, entre las que se 
incluyen las referidas a determinados aspectos de la jornada de trabajo. 
Así, nos encontramos con que 149 convenios (122 de empresa, 27 de 
sector) redujeron la jornada con respecto al año anterior, que 501 (352 
de empresa y 149 de sector) tiene pactadas distribuciones irregulares del 
tiempo de trabajo a lo largo del año, que 128 (92 de empresa y 36 de 
sector) pactan la jornada ordinaria superior a las nueve horas diarias, que 
596 (492 de empresa y 104 de sector) consideran como tiempo de trabajo 
las pausas en jornadas continuadas de más de seis horas, y en fin, y sin 
ánimo exhaustivo, que 120 (106 de empresa y 14 de sector) contemplan 
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la obligatoriedad de realización de horas extraordinarias. A buen seguro 
que estas cláusulas serán objeto de examen y atención en otras ponencias 
de nuestro XXXI Congreso, por lo que me remito a ellas.

C)	 Es el momento ya de entrar a conocer cuál es la realidad de la 
negociación colectiva en cuanto a la jornada media pactada en sectores 
de actividad que han ido apareciendo a lo largo de mi explicación ante-
rior como aquellos en los que el cambio climático tiene, o puede tener, 
una importante afectación. 

Los datos definitivos disponibles a efectos estadísticos son los de 2023, 
y también disponemos de un avance a junio de 2024, por lo que puede 
haber ligeras variaciones con respecto a los convenios que se hayan 
suscrito y registrado con posterioridad, pero sin duda serán poco sig-
nificativos y no impedirán que los datos que a continuación pasaré a 
exponer sean un fiel reflejo de la jornada laboral horas/año pactada en 
aquellos sectores de actividad, y también en los convenios de empresas 
dentro de estos. 

Empecemos por el dato global, que lógicamente difiere del anteriormen-
te expuesto, a enero de 2025, en atención al número de convenios re-
gistrados en 2023. Fijémonos, en primer lugar, en el total de convenios 
con efectos económicos, trabajadores, variación salarial media y jornada 
media pactada, por sector y división de actividad.

La jornada media pactada fue de 1.749,9 horas año, con siete horas de re-
ducción sobre la del año 2022, siendo menor en la construcción, 1738,2 
y mayor en la agricultura, 1.784,0. El 31,90 % de los convenios están por 
debajo de las 37,5 horas semana/año (47,8 % en convenios de empresa y 
12,91 % en sector), el 24,89 % entre 35,5 y 38,5 (23,95 y 27,53 % según 
sean convenios de empresa o de sector), el 30,6 % entre las 38,5 y las 
39,5 (24,27 y 46,37 %, respectivamente), el 4,94 % entre 39,5 y 40 (4,69 
y 5,85 %), y el 8,21 % pactan más de 40 horas (3,90 y 3,94 %). 

Por sectores de actividad (con datos de convenios a junio de 2024) co-
nocemos que la jornada media pactada en “agricultura, ganadería, silvi-
cultura y pesca” fue de 1.783,95 horas, con una mínima diferencia del 
convenio de empresa sobre el de sector (1.786,40 frente a 1.783,93).  

En industrias extractivas, la media es de 1.752,95, siendo muy superior 
la de sector con respecto a la de empresa (1808,69 y 1.708,09, respecti-
vamente). 

Menor es la diferencia en la industria manufacturera, ya que, frente a la 
media de 1.751,47, el convenio de sector llega a las 1.754,31, mientras 
que el de empresa se queda en 1.722.70.
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Si vamos a los convenios que afectan a la actividad de suministro 
de energía eléctrica, gas, vapor y aire acondicionado, la media es de 
1.717,85, con reducción en los de empresa, 1.665,57, e incremento en 
los de sector, 1.726,35.

En la construcción, el sector de actividad donde ya he indicado anterior-
mente que es el de menos jornada pactada, la media es de 1.738,17, y la 
diferencia es mínima, de 1.736,0 en los convenios de empresa a 1.738,18 
en los de sector.

En transporte y almacenamiento, la media es de 1.746,14, con una reduc-
ción muy significativa en los convenios de empresa, 1.654,53, e incre-
mento en los de sector, 1.763,47.

Si vamos a la hostelería, un sector de los más fuertemente condiciona-
do en su adaptación al cambio climático, la media es bastante elevada, 
en concreto 1.794,91 sin que existan diferencias relevantes entre los 
convenios de empresa y de sector, 1788,08 y 1.794,95, respectiva-
mente.

En fin, en actividades sanitarias y de servicios sociales, la media es de 
1.727,48, con una reducción significativa en los convenios de empresa, 
1.673,16, y un poco superior en los de sector, 1.732,42. 

D)	 En las estadísticas disponibles de 2023 encontramos una mucha 
mayor desagregación de datos por divisiones de actividad, por la Clasi-
ficación Nacional de Actividades Económicas (2009) lo que nos permi-
te tener un mejor conocimiento de la duración de la jornada de trabajo 
en algunos de los ámbitos productivos más directamente relacionados y 
afectados por el cambio climático. 

Dicho sea incidentalmente, cabe recordar que la CNAE ha sido modi-
ficada recientemente por el Real Decreto 10/2025, de 14 de enero, por 
el que se aprueba la Clasificación Nacional de Actividades Económicas 
2025 (CNAE-2025), que incluye (art. 2): “a) Un primer nivel consistente 
en rúbricas identificadas mediante un código alfabético (secciones),b) un 
segundo nivel consistente en rúbricas identificadas mediante un código 
numérico de dos cifras (divisiones), c) un tercer nivel consistente en rú-
bricas identificadas mediante un código numérico de tres cifras (grupos), 
y d) un cuarto nivel consistente en rúbricas identificadas mediante un 
código numérico de cuatro cifras (clases)”.

Sirvan como ejemplos los que relaciono a continuación

•	 Extracción de minerales metálicos. Jornada media de 1678,7 ho-
ras, no habiendo convenios de sector.
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•	 Industria de la alimentación  Media de 1.768,5, que se reduce a 1.763,0 
en convenios de empresa y se amplia a 1.769,0 en los de sector.. 

•	 Industria textil. Media de 1.788,0. Inferior es la de convenios de 
empresa, 1.747,5, y prácticamente igual la de los de sector, 1.788,2 

•	 Industria del papel. Media de 1.759,1. Inferior es la de empresa, 
1.718, 4, y algo superior la de sector, 1.761,5.

•	 Industria química. Media de 1.747,1. Frente a la inferior de em-
presa, 1.711,4, la de sector es prácticamente idéntica a aquella, 
1.747,8.

•	 Construcción de edificios. Media de 1.735,1, con inferior jornada en los 
convenios de empresa, 1.719,6, e idéntica a la media en los de sector  

•	 Transporte terrestre y por tubería Media de 1.762,8. Muy inferior es 
la jornada de empresa, 1.678,0 con respecto a la de sector, 1.775,0.

•	 Transporte marítimo y por vías navegables interiores. Media de 
1760,0. Casi idéntica es la de empresa, 1.758,4 y en el límite de la 
jornada máxima legal se encuentra la de sector, 1.826,0.

•	 Transporte aéreo Media de 1.599,8. Al igual que en la división de 
actividad anterior, mientras que el convenio de empresa se sitúa 
por debajo, 1.569,1, el sector alcanza el máximo de la jornada 
legal, 1.826,0 horas/año.

•	 Actividades inmobiliarias. Media de 1724,9 (no hay convenios 
registrados de sector) 

•	 Actividades sanitarias Media de 1707,6. Es inferior la jornada en 
los convenios de empresa, 1.687,8, y ligeramente superior la pac-
tada en el sector, 1.710,0.

 5. � RECAPITULACIÓN FINAL ¿PUEDE/DEBE INFLUIR  
EL CAMBIO CLIMÁTICO EN LA REORDENACIÓN  
DE LAS CONDICIONES DE TRABAJO? ¿PUEDE/DEBE 
INFLUIR EN LA REDUCCIÓN DEL TIEMPO DE TRABAJO? 

Son preguntas, las que se formulan en el título de este epígrafe, que de-
ben merecer a mi parecer una respuesta positiva, y que debe redundar en 
beneficio tanto de las personas trabajadoras como de las empresas, desde 
una perspectiva estrictamente económica y laboral, como de la ciudadanía 
en general. 
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Respuesta positiva, respecto a la primera, porque ya no se trata de hipótesis 
de algo que puede ocurrir en un futuro más o menos lejano, sino porque el 
cambio climático ya el algo con lo que debemos contar en toda planifica-
ción económica y social. 

Así lo reconocían expresamente las dos fuerzas políticas, PSOE y SU-
MAR, en el acuerdo suscrito como paso previo a la formación del go-
bierno resultado de las elecciones generales de julio de 2023, en el que 
se dedica el apartado 3 a “lo “Una agenda verde para garantizar la soste-
nibilidad de hoy y de mañana”, en el que manifestaba que “Seguiremos 
impulsando una transición ecológica justa, incrementando el liderazgo 
de España en este ámbito, y acompañando a trabajadores y comunidades 
para la diversificación y reactivación de sus economías. Para ello, con-
tinuaremos impulsando medidas para descarbonizar nuestra economía y 
hacerla más circular y sostenible en el uso de recursos naturales, así como 
respetuosa con la naturaleza. Lo haremos mediante una política industrial 
verde que impulsará la transformación y modernización de nuestros sec-
tores económicos, aprovechando las nuevas posibilidades que ofrecen la 
ciencia y la tecnología. Convertiremos la transición ecológica en una vía 
para reforzar la autonomía estratégica de España, crear nuevos empleos y 
desarrollar nuevas industrias competitivas”, así como también que “De-
sarrollaremos la Estrategia de Adaptación al Cambio climático para in-
corporar respuestas para el calor extremo y recurrente, con el objetivo de 
garantizar a cualquier persona la máxima protección ante los episodios 
climáticos extremos que se están normalizando y proteger a la población 
más vulnerable. Resultará obligatoria la adaptación de las condiciones de 
trabajo, incluida la reducción o modificación de las horas de desarrollo de 
la jornada prevista en línea con el RDL 4/2023, así como la alerta por ola 
de calor en el ámbito de la salud pública”.

Y también se manifiesta claramente en la Proposición no de ley presentada 
por el grupo parlamentario socialista en el Congreso de los Diputados el 4 
de marzo “para promover mecanismos de lucha contra vulnerabilidades y 
los riesgos medioambientales del mañana”26, en la que se pide, entre otras 
medidas, que la Comisión Mixta para la UE inste al Gobierno a: “impulsar 
en el seno de la Unión Europea el marco definitorio de las funciones vita-
les que han de ser protegidas a toda costa, respondiendo a las necesidades 
de la ciudadanía y de cada estado miembro”, “continuar promoviendo ac-
ciones que implementen el Acuerdo de París, para mejorar la resiliencia al 
cambio climático y reducir las emisiones de gases de efecto invernadero”, 
y “seguir mejorando en el marco europeo formas innovadoras que sopor-
ten la financiación adecuada para la transición climática”.

26	  https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CORT/BOCG/A/BOCG-15-CG-A-129.PDF 
(consulta: 11 de marzo) 

https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CORT/BOCG/A/BOCG-15-CG-A-129.PDF
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Igualmente, respuesta positiva respecto a la segunda, como he tratado de 
exponer en los anteriores apartados del artículo, ante una realidad tecnoló-
gica y climática que requiere un permanente esfuerzo de adaptación tanto 
de buena parte del tejido productivo como de las personas trabajadoras, 
se encuentre ya o estén en vías de incorporación al mundo laboral y con 
particular atención a las personas de mayor edad. 

Me gusta siempre poner como ejemplo, y está perfectamente justificado 
a mi parecer, uno de los convenios colectivos estatales de sector más im-
portantes en la realidad laboral española, el de la industria química27. Se 
trata de uno de los convenios colectivos más importantes que se suscriben 
en España, tanto por su calidad como por el número de empresas y perso-
nas trabajadoras afectadas, y que en numerosas ocasiones se pone como 
ejemplo de cómo regular unas relaciones laborales en términos que satis-
fagan, y con las lógicas diferencias que no tienen por qué desaparecer, a 
los sujetos negociadores y a quienes va a afectar directamente. Pues bien, 
su capítulo X está dedicado al medio ambiente, y en su art. 71 se mani-
fiesta que “De la movilización de las capacidades (técnicas, económicas, 
profesionales, etc.) que puedan conllevar los procesos de adaptación se 
derivan efectos positivos, no sólo para la salud humana y medioambiental, 
sino también para la innovación tecnológica y la competitividad del sector. 
Como contribución a todo ello, es necesario plantearse una consecuente 
defensa de la industria, el empleo y las condiciones de trabajo, por parte de 
las organizaciones empresariales y sindicales. A estos efectos, el conjunto 
del sector químico debe adoptar una actitud permanente, responsable y 
visible en materia de Medio Ambiente y, al mismo tiempo, conseguir que 
el esfuerzo que esté desarrollando la industria en este campo, y el que se 
realice en el futuro, así como sus resultados, sean conocidos y adecuada-
mente valorados por la Sociedad y las Administraciones compete”. 

Y no conviene olvidar tampoco la importancia del VII Acuerdo para la 
valorización energética y la sostenibilidad de la industria andaluza del ce-
mento28. Según puede leerse en el texto “La industria cementera asume 
su responsabilidad social empresarial (RSE) asociada al desempeño de su 
actividad como un proceso colaborativo destinado a integrar las preocu-
paciones sociales, ambientales y éticas de sus grupos de interés y de la 
sociedad en general en sus estrategias y operaciones empresariales, incor-
porando para ello principios y criterios ASG (Ambientales, Sociales y de 
Gobernanza). En este marco, el diálogo social entre las empresas cemen-
teras, los representantes de los trabajadores y las organizaciones que les 
representan, constituye una herramienta muy eficaz para desarrollar políti-

27	  Resolución de 6 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el XXI Convenio colectivo general de la industria química (BOE 17) 
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-3083 (consulta: 28 de febrero). 

28	  Publicado en el BOJA de 7 de agosto de 2023 https://www.juntadeandalucia.es/
boja/2023/150/28 (consulta: 20 de febrero)

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-3083
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2023/150/28 (consulta: 20 de febrero)
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2023/150/28 (consulta: 20 de febrero)
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cas de responsabilidad social, así como para prevenir y resolver potencia-
les conflictos que atiendan a las prioridades de ambas partes. Asimismo, el 
diálogo social puede jugar un papel relevante a la hora de prevenir riesgos, 
rendir cuentas y gestionar la manera en la que la actividad de las empresas 
puede mejorar y maximizar su impacto positivo sobre la sociedad”.

Queda sin duda, y con ello concluyo, mucho camino (político) para que el 
reloj (jurídico) vuelva a ponerse en marcha y se reduzca la jornada máxi-
ma legal, (que no la convencional, como ya he explicado), pero el cambio 
climático y el tecnológico deben conducir a ello. ¿Demasiado optimismo 
por mi parte? Espero que no, y deseo no equivocarme, ya que razones 
jurídicas y sociales bien fundadas hay para ello. 

Y, permítanme nuevamente otra licencia, que finalice este artículo con la 
misma frase con la que lo hago en las entradas de mi blog: buena lectura. 
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1. �  INTRODUCCIÓN: EL CAMBIO CLIMÁTICO  
EN LA REGULACIÓN NORMATIVA

Resultan un lugar común las referencias (o advertencias) a la emergencia 
climática mundial, a la pérdida catastrófica de biodiversidad y a la conta-
minación del aire, del agua y del suelo que están socavando las bases de 
la prosperidad en Europa y en todo el mundo, como lo han constatado (sin 
actuaciones visibles) las sucesivas Conferencias de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático.  

También los informes del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el 
Cambio Climático (IPCC) han advertido desde los años 1990 la existencia 
de esta emergencia y sus consecuencias. De hecho, el cambio climático 
de origen humano ya está causando muchos fenómenos meteorológicos y 
climáticos extremos en todas las regiones del planeta y provocando pérdi-
das y daños relacionados para la naturaleza y las personas. Dado que las 
medidas desarrolladas hasta ahora no son suficientes, apuesta por (y exige) 
una mitigación profunda, rápida y sostenida y una aplicación acelerada de 
las medidas de adaptación en esta década, que reduciría las pérdidas y los 
daños previstos para las personas y los ecosistemas y aportaría muchos 
beneficios colaterales, especialmente para la calidad del aire y la salud. Sin 
embargo, un retraso en las medidas de mitigación y adaptación aumentaría 
las pérdidas y los daños y reduciría su viabilidad (IPCC, 2023).

Por tanto, si no se intensifican sustancialmente los esfuerzos destinados a 
mitigar el cambio climático y medioambiental, este alterará la forma en 
que las personas viven, trabajan, consumen y producen. A las variaciones 
graduales de la temperatura y los efectos acumulativos de la elevación del 
nivel del mar y de las sequías, se suma la creciente imprevisibilidad del 
clima, con olas de calor prolongadas, tormentas y huracanes más violentos 
y otros fenómenos meteorológicos extremos (OIT, 2023: 8). 

Ante el panorama dibujado, gestionar los riesgos climáticos es una condi-
ción necesaria para luchar contra las desigualdades y proteger a las perso-
nas (en particular, por cuanto aquí importa, las personas trabajadoras). Es 
una cuestión de supervivencia económica para las empresas, las cuales han 
de considerar los riesgos climáticos como una de las principales amenazas 
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a combatir, habida cuenta la conclusión, no por catastrofista, deja de ser 
real: en un planeta degradado, no habrá vida, ni empleo, ni empresas (Co-
mité Económico y Social Europeo, 2020). 

Claramente expuesta (y que aumenta a cada momento) la urgencia y la 
necesidad de llevar a cabo una transición ecológica profunda, la Unión 
Europea ha tratado de cumplir tales indicaciones mediante el Pacto Ver-
de europeo, transformado en el Reglamento 2021/1119, 30 de junio de 
2021;  mientras desde el ámbito interno se ha promulgado la Ley 7/2021, 
de Cambio Climático y Transición Energética.  

Las normas mencionadas contienen diversas formas de llevar a cabo la 
lucha contra el cambio climático y construir una Europa climáticamente 
neutra, ecológica, justa y social, a la vanguardia de la economía ecológica 
(Fotinopoulou Basurko, 2024: 119).

El objetivo establecido a nivel comunitario pasa por la reducción de las 
emisiones netas en al menos un 55% de aquí a 2030 con respecto a 1990 y 
convertirse en el primer continente climáticamente neutro de aquí a 2050. 
Para ello se establecen un conjunto de propuestas interconectadas que 
afectan a una amplia gama de ámbitos políticos y sectores económicos: 
clima, energía y combustibles, transporte, edificios, uso de la tierra y silvi-
cultura (Comisión Europea, 2021).

En el ámbito interno, la mencionada Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cam-
bio climático y transición energética, trata, de un lado, de avanzar en la 
lucha contra la crisis climática y de otra, de anticiparse y “ofrecer respues-
tas solidarias e inclusivas a los colectivos más afectados por el cambio 
climático y la transformación de la economía” (Preámbulo). Para lograrlo, 
y de conformidad con su art. 1, se articula en cuatro pilares: asegurar el 
cumplimiento de los objetivos del Acuerdo de París, firmado por España 
el 22 de abril de 2016; facilitar la descarbonización de la economía espa-
ñola; promover la adaptación a los impactos del cambio climático; y, por 
último, implantar un modelo de desarrollo sostenible que genere empleo 
decente —y precisamente la soberanía del tiempo de trabajo es una de las 
características del trabajo decente (Casas Baamonde, 2019: 227)—. Entre 
sus principios rectores recogidos en el art. 2, vuelve a aparecer el desarro-
llo sostenible –que, de nuevo, ha de contener en el significado el concepto 
de trabajo decente (Chacartegui Jávega, 2022: 66)—, unido a la cohesión 
social y territorial, la protección de colectivos vulnerables y la igualdad 
entre mujeres y hombres.

Las normas mencionadas adoptan estrategias de mitigación frente al 
cambio climático y adaptación a los cambios que la crisis climática aca-
rrea. Así, la mitigación pretende frenar el proceso de cambio climáti-
co limitando o evitando las emisiones de gases de efecto invernadero 
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y eliminando estos gases de la atmósfera mediante la limitación de las 
emisiones industriales de carbono, la reforestación que ayuda a la eli-
minación del dióxido de carbono en la atmósfera o los cambios en el 
consumo individual destinados a reducir la propia huella de carbono. 
La adaptación, por su parte, implica cambios que facilitan la adaptación 
al clima real o previsto en el futuro, moderando los efectos nocivos o 
aprovechando las oportunidades beneficiosas que se derivan de él. En 
todo caso, estas dos formas de acción climática son complementarias e 
igualmente vitales (ONU, 2021: 89).

A la vista de las mencionadas estrategias frente al cambio climático y los 
efectos que este acarrea (tanto intrínsecos como extrínsecos generados por 
las medidas adoptadas en su contra) cabe fijar como premisa que el cambio 
climático y las medidas de lucha conllevan efectos en el ámbito socioeco-
nómico y productivo. 

Así, las estrategias y acciones de adaptación tienen consecuencias en el 
ámbito laboral en materia de prevención de riesgos y, en concreto, en ma-
teria de tiempo de trabajo, por ejemplo, la modificación y adaptación de la 
jornada de trabajo a fenómenos meteorológicos extremos o el teletrabajo.

Por su parte, las estrategias y acciones de mitigación suponen cambios en 
sectores productivos (específicamente en el de la energía, motor, o trans-
porte), en los modos y formas de organización productiva y en los modos 
y formas de prestar servicios y, dependiendo de la vía seguida (desarrollo 
sostenible o decrecimiento), supondrán una alteración más o menos pro-
funda en su actividad y organización productiva. Específicamente, estas 
nuevas o renovadas actividades y/o métodos de organización de la pro-
ducción pueden demandar menos horas de trabajo, distintas jornadas o una 
distribución irregular del tiempo de trabajo. 

Sea cual sea el arma utilizada en esta batalla, y en un mundo caracteriza-
do por el cambio y la incertidumbre, el escudo protector, la denominada 
transición justa, ha de estar presente como eje transversal a lo largo de las 
siguientes páginas. Este concepto aparece en la Ley de cambio climático 
como objetivo a lograr y como anhelo en riesgo precisamente por el cam-
bio climático para la OIT: “el cambio climático y medioambiental se está 
convirtiendo a pasos agigantados en la mayor amenaza para la reducción 
de la pobreza y el logro del trabajo decente, el desarrollo sostenible y la 
justicia social” (OIT, 2023: 7).

Desde la perspectiva opuesta, conviene no olvidar cómo ciertas formas de 
trabajo pueden favorecer el cambio climático e impedir la transición justa: 
contratos de cero horas, tiempos de espera o a disposición (que amplían la 
carga de trabajo y disminuyen el descanso), desplazamientos constantes o 
una ordenación hiperflexible del trabajo.
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2.  � ARMAS JURÍDICAS DE ALTERACIÓN DEL TIEMPO  
DE TRABAJO EN LAS NUEVAS O RENOVADAS  
FORMAS DE TRABAJO

Dibujado el contexto general, las siguientes páginas tratarán de reflexio-
nar sobre cómo las formas de trabajo distintas y/o nuevas distribuyen el 
tiempo de trabajo y cómo esta distribución puede impactar en el cambio 
climático, de forma positiva o negativa; en la lucha contra el mismo; 
contribuyen a su afianzamiento o son consecuencia de la propia crisis 
climática.

Sin entrar a analizar en profundidad los conceptos de tiempo de trabajo, 
duración, jornada u horario laboral, todos ellos van a aparecer entrela-
zados tanto con las nuevas formas de trabajo, como con los efectos que 
palían o provocan en las condiciones climáticas.

Por cuanto hace al primero de ellos, configurado como institución nu-
clear del Derecho Laboral, en los últimos tiempos se ha convertido en 
uno de los términos más cambiantes y resilientes merced a las tecnolo-
gías. Cierto es que vertebra el concepto de trabajo, pero sigue sin existir 
una definición unívoca y omnicomprensiva sobre qué es tiempo de trabajo  
(Alarcón Caracuel, M.R., 1988: 14). Para definirlo, en ocasiones se atien-
de a su vertiente negativa: “todo el tiempo que es descanso no es tiempo 
de trabajo” (Igartua Miró, 2018: 35), aun cuando esta afirmación avoca a 
definir tiempo de descanso, de nuevo un término que puede acoger zonas 
grises difíciles de deslindar.

De acudir a. art. 2.1 de la Directiva 2003/88/CE, de 4 de noviembre de 
2003, relativa a determinados aspectos de la ordenación del tiempo de 
trabajo, el tiempo de trabajo viene determinado aparentemente por el lugar 
y por la prestación de servicios desarrollada. Este concepto está también 
intrínsecamente vinculado con otros términos cuantitativos como jorna-
da laboral. De hecho, en el Título del ET “Tiempo de trabajo” aparece 
regulada la jornada (art. 34), en función del tiempo de trabajo en sus fron-
teras, donde, de nuevo se acude la norma al elemento locativo del puesto 
de trabajo.

Esta forma de medir el tiempo parece haber quedado obsoleta al estar 
anclada a un elemento aparentemente físico. En cambio, en las nuevas 
formas de trabajo prima la deslocalización (Valverde Asencio, 2020: 
114) y la propia jurisprudencia del TJUE ha acogido esta expansión lo-
cativa al considerar elementos relevantes para la configuración del tiem-
po de trabajo la disponibilidad de la persona trabajadora y la limitación 
efectiva de su libertad, aun cuando no esté presencialmente en su puesto 
(STJUE C-518/15, de 21 de febrero de 2018, asunto Ville de Nivelles/Rudy  
Matzak).



96	 Henar Álvarez Cuesta

Cabe ya concluir anticipadamente que el tiempo de trabajo desborda el ám-
bito limitado de su duración o cantidad en cifras, y para su valoración com-
pleta ha de incluirse también su distribución y cómputo a través de su orde-
nación (Martín Valverde, 1995: 401), aspectos analizados a continuación:

A)	 La distribución del tiempo de trabajo es una condición de trabajo 
intrínseca al carácter de tracto sucesivo del contrato de trabajo que deli-
mita, también con mayor o menor margen de flexibilidad, los momentos, 
periodos o espacios de tiempo en que la persona trabajadora debe cumplir 
con su obligación de prestar servicios. Y cada vez más las empresas de-
mandan una mayor flexibilidad en la distribución horaria, es decir, que el 
horario diario no sea siempre inmutable, sino esté conformado con “jorna-
das flexibles” o “bancos de horas de trabajo”, pudiendo tener un carácter 
irregular, tanto en cómputo anual como diario, al margen de las horas ex-
traordinarias (Martín Rodríguez, 2016: 4). 

Lógicamente, cuando existen mecanismos de distribución de la jornada 
que atribuyen flexibilidad a la empresa, medida en margen para ajustar las 
horas de trabajo a las necesidades de la actividad productiva, la ejecución 
de dichos regímenes sobre distribución del tiempo de trabajo podrá com-
portar, en la generalidad de los casos, variaciones horarias, es decir, va-
riaciones en la duración de la jornada diaria (Monreal Bringsvaerd, 2024: 
55) o semanal.

A la hora de acotar las medidas legales que disponen los empresarios para 
flexibilizar la distribución del tiempo de trabajo (en un contrato a jornada 
completa) cabe mencionar las tres siguientes. 

En primer lugar, la distribución irregular de la jornada en cómputo anual 
(es decir la posibilidad que tiene el empresario de disponer unilateralmen-
te de una parte de la jornada del tiempo pactado en el contrato, sin superar 
los límites anuales de ésta (art. 34.2 ET). En segundo, la posibilidad de 
superar la jornada máxima diaria de nueve horas siempre que por conve-
nio o pacto de empresa así se acuerde. Y, por último, la flexibilidad en el 
cómputo del descanso semanal a través de la acumulación del día y medio 
—o dos días— (Martín Rodríguez, 2016: 13).

Desde luego, respetándose los descansos legales —“mínimos infranquea-
bles” (Escribano Gutiérrez, 2020: 18)—, diario y semanal de 35 horas 
(Rojo Torrecilla, 2023), se pueden combinar las tres, aunque la que ad-
quiere mayor importancia por su versatilidad es la distribución irregu-
lar de la jornada, definida como aquella que compense semanas de más 
de cuarenta horas de trabajo con otras de menos dentro del mismo año 
(Basterra Hernández, 2014: 5), es decir, aquellos supuestos en los que la 
colocación del tiempo de trabajo en los diferentes módulos de referencia 
no se realiza de forma estable o uniforme (Igartúa Miró, 2018: 86). La 
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finalidad no es otra que flexibilizar la distribución de la jornada para con-
seguir una mejor adaptación del tiempo de trabajo a las necesidades pro-
ductivas de las empresas (Rodríguez Pastor, 1999: 59). Se trata, pues, de 
un concepto jurídico indeterminado caracterizado por una operación en 
la que, tomado un módulo de cómputo de la jornada, en unos períodos 
se trabaja más y en otros menos, compensándolos entre sí dentro de un 
lapso temporal determinado, para no alterar la duración total de la pres-
tación comprometida (STS 19 de noviembre de 2002 (rec. 58/2002).  
Los Tribunales han acudido a este término para englobar todo supuesto en 
el que no hay una colocación uniforme igual tanto de la cantidad de ho-
ras de trabajo —jornada cuantitativa— como de su distribución —jornada 
cualitativa— a lo largo de cualquiera de los módulos temporales que se 
puedan tomar en consideración inferiores al año (SAN 20 diciembre 2023, 
rec. 197/2023). 

La regulación legal de esta institución en el art. 34.2 ET conduce a algu-
nas dudas y a varias certezas: las posibilidades pactadas de distribución 
irregular a lo largo del año y la frontera en caso de ausencia de regula-
ción en convenio (10% a lo largo del año). Este mínimo, sin embargo, 
parece acusar un defecto de transposición de la Directiva 2003/88/CE, 
habida cuenta su art. 19 marca un período de referencia general de seis 
meses, ampliable a doce cuando concurran razones objetivas, técnicas 
o de organización del trabajo, justificación que no aparece exigida en 
el articulado interno (Basterra Hernández, 2014: 6). También ha sido 
criticado por violentar el derecho a la negociación colectiva, al aparen-
temente impedir que los negociadores del convenio establezcan un régi-
men rígido de distribución regular de la jornada (Monreal Bringsvaerd, 
2024: 45).

De ahondar en la distribución irregular convencional, esta puede divi-
dirse en estática, cuando el convenio establece de antemano la jornada 
anual, distribuyendo de forma desigual, bien la cantidad de trabajo, o 
bien su distribución, tomando como referencia cualquiera de los pará-
metros temporales inferiores al año; o dinámica, cuando el pacto co-
lectivo habilita el uso de distribución irregular, pero no la concreta en 
determinados y prefijados módulos temporales, sujetando la posibilidad 
de recurrir a ella a una variada gama de supuestos (SAN 20 diciembre 
2023, rec. 197/2023). Incluso nada impediría que pudiera distribuirse 
de forma irregular la totalidad de la jornada anual de trabajo (Santor 
Salcedo, 2024: 162). 

También la negociación colectiva ha creado la posibilidad de distri-
buir irregularmente un número determinado de horas de libre disposi-
ción o “bolsa de horas”, herramienta que permite acomodar la jornada 
a las necesidades productivas de las empresas que experimentan picos 
de producción o circunstancias inesperadas como las derivadas de las 
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consecuencias del cambio climático (Gorelli Hernández, 2016: 140), 
cuyo funcionamiento es, a grandes rasgos, el siguiente: el convenio 
colectivo identifica la jornada de trabajo y prevé que la empresa dis-
ponga de un número de horas que, comprendido en la jornada ordina-
ria, puede utilizarlas cuando sea preciso para atender las necesidades 
de la empresa. De este modo, se dispone de un “colchón” que permite 
a la organización productiva contar con unos tiempos determinados 
para atender las necesidades productivas (Meléndez Morillo-Velarde, 
2022: 217). 

Esta distribución irregular no ha de suponer el aumento de la jornada máxi-
ma anual, por lo que la compensación de las diferencias, por exceso o por 
defecto, habrá de cumplir lo pactado colectivamente o, subsidiariamente, 
hacerlo en el plazo de doce meses desde que se produzcan (no necesaria-
mente en el año natural). En todo caso, la norma heterónoma señala que la 
persona trabajadora ha de conocer como mínimo cinco días antes el día y 
la hora de la jornada irregular. Se trata, con estas previsiones, de garantizar 
que la flexibilidad a favor de la empresa se compense adecuadamente con 
previsibilidad del tiempo de trabajo para la persona empleada (Monreal 
Bringsvaerd, 2024: 45). 

De atender a la regulación concreta promovida por los sujetos negociales, 
es cierto que algunos de los instrumentos se decantan por una distribución 
regular de la jornada en su totalidad, con renuncia expresa o tácita de la 
variación, mientras otros convenios recogen en su articulado la irregula-
ridad en la distribución del tiempo de trabajo en función de la actividad 
productiva desarrollada (Arias Domínguez y Moraru, 2022: 521). En el se-
gundo caso, los convenios colectivos consagran determinados límites, más 
o menos severos, de porcentaje máximo, preaviso a la persona trabajadora 
o blindaje para personas con cargas familiares.

Dentro del debate en torno a la reducción legal de la jornada máxima, 
se han apuntado otras reformas legales sobre distribución irregular con 
el fin de incorporarlas para hacer efectiva la reducción, o mantenerlas, 
como limitar las horas extraordinarias si en la empresa existe mecanismo 
de distribución irregular (Monreal Bringsvaerd, 2024: 45). Tampoco fal-
tan propuestas más flexibilizadoras que defienden incrementar el mínimo 
de distribución irregular al 15% y configurar como dispositivo el preavi-
so de cinco días (Sala Franco y Lahera Forteza, 2024: 274). 

B)	 La irregularidad en el tiempo y distribución de la jornada más 
extrema aparece en el denominado contrato de “cero horas”, a llamada, 
“kapovaz” o los contratos min-max, donde al menos sí se establece un nú-
mero mínimo de horas como contenido de la prestación de trabajo (Elorza 
Guerrero, 2023: 76).
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Este tipo de vínculo, disponible en algunos ordenamientos jurídicos del 
entorno (del Reino Unido, Grecia o Italia), implica que las personas son 
contratadas sin acordar un tiempo de trabajo mínimo, sino que solamente 
prestan servicios (y perciben salario) cuando la empresa necesita de sus 
servicios. Al ser contratada la persona trabajadora desconoce el momento 
de realización de su actividad laboral, la cual será concretada durante la 
ejecución del contrato y de acuerdo con las circunstancias de la produc-
ción por el empresario exclusivamente (González del Rey, 1998: 35).

En principio, esta modalidad no tiene cabida (como tal) en nuestro ordena-
miento jurídico (Esteve Segarra, 2018: 37) y desde el Parlamento Europeo 
se ha abogado por su eliminación en reiteradas ocasiones (Parlamento Eu-
ropeo, de 19 de enero de 2017, sobre un pilar europeo de derechos socia-
les; o de 4 de julio de 2017, sobre las condiciones laborales y el empleo 
precario). Sin embargo, en ciertas prestaciones de servicios parecen en-
contrarse ejemplos de esta forma de trabajo, como sucede con el trabajo a 
través de plataformas o en determinadas aerolíneas como realidad residual 
(Rodríguez Romero, 2021: 275). 

C)	 En virtud de la autonomía colectiva, los pactos suelen contem-
plar regímenes de disponibilidad que legitiman a la empresa para requerir 
a la persona trabajadora su incorporación al trabajo en momentos en los 
que disfruta de su tiempo de no trabajo para responder a exigencias pro-
ductivas, con el consiguiente ahorro de costes empresariales, permitien-
do atender a clientes o proveedores en cualquier momento, en una clara 
extensión de las facultades directivas, sin que tal sistema cuente con una 
regulación legal expresa y con las debidas garantías (Igartúa Miró, 2021: 
10), dejándolo, por tanto, al marco convencional en cada caso.

La negociación colectiva ha sido imaginativa a la hora de acuñar distin-
tos conceptos, en el límite de la flexibilidad horaria, los complementos 
salariales y el tiempo de trabajo, capaces de permitir a la empresa dispo-
ner de una reserva activa de personas trabajadoras preparadas para pres-
tar servicios casi a demanda (Álvarez Cuesta, 2024b: 35). De acudir a la 
concreta regulación pactada, hay convenios que establecen la situación de 
disponibilidad entre ciertas categorías o para personas con una determi-
nada experiencia; otros diseñan sistemas de distribución entre diferentes 
trabajadores. Más habitualmente se centran en los tiempos de disponibili-
dad: puede ser para momentos puntuales (“servicio de alerta telefónica”), 
para “guardias de fin de semana” (Gorelli Hernández, 2016: 147), guardias 
en días festivos, durante toda la semana, o de 24 hora al día. En todos 
los casos, estos tiempos presentan dos características: en primer lugar, la 
permanente localización de la persona trabajadora y, en segundo lugar, su 
efectiva capacidad para ponerse a disposición de manera rápida y efectiva, 
a veces instantánea, para realizar su cometido laboral (Arias Domínguez 
y Moraru, 2022: 521).
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En cuanto al ejercicio concreto de estos períodos, no aparece muy clara-
mente especificado en la mayoría de los pactos, sino que prefieren hablar 
de disponibilidad para la intervención inmediata, a salvo cuantos contem-
plan la “guardia telefónica”. 

La preocupación fundamental de estas cláusulas, más incluso que la deter-
minación de cuándo se está en presencia de una disponibilidad que com-
puta en la jornada o cuál es su horario, es la regulación del complemento 
salarial asociado a la situación (Arias Domínguez y Moraru, 2022: 523).  
En ocasiones denominadas guardias localizadas, horas de presencia o tiem-
po de disponibilidad, encajan con dificultad en el binomio tiempo de traba-
jo/tiempo de descanso, y para cuya taxonomía jurídica el TJUE (SSTJUE 
C-580/19, de 9 de marzo de 2021, asunto RJ y Stadt Offenbach am Main o 
C-107/19, de 9 de septiembre de 2021, asunto Dopravní Podnik) acude a una 
serie de criterios o indicios, entre los que destaca la existencia de libertad 
para poder destinar ese tiempo a sus propios intereses o si se limita de for-
ma objetiva su capacidad de limitar ese tiempo (STJUE C-214/19, de 9 de 
marzo de 2021, asunto DJ y Radiotelevizija Slovenija), no siempre comple-
tamente aplicados por la jurisprudencia interna (Pérez Capitán, 2024: 76).

En fin, sin pretender analizar su naturaleza jurídica ni las aristas en su 
regulación no cabe duda que amplían los márgenes del tiempo de trabajo. 

D)	 Desde la perspectiva opuesta, no faltan vías (y ejemplos) para 
conceptualizar una distribución de la jornada cualitativamente determi-
nable por la persona trabajadora: se trataría de un supuesto de jornada au-
togestionada donde la soberanía del tiempo (Rodríguez Rodríguez, 2022: 
39) esté en manos de quien trabaja, como sucede en relaciones laborales 
especiales como la del personal de alta dirección, la del representante de 
comercio (Monreal Bringsvaerd, 2024: 85) o los denominados trabajo 
flexible y banco de horas (OIT, 2019: 30). En la práctica, la experiencia 
no es precisamente satisfactoria, pues se fundamenta simplemente en fa-
cilitar una entrada elástica, limitando el denominado horario flexible a un 
periodo de tiempo bastante corto. Más que un sistema de jornada flexible, 
se trata de un mecanismo para evitar los retrasos de los trabajadores los 
trabajadores (Gorelli Hernández, 2016: 179).

Otros ejemplos más acotados y diseminados de fórmulas de trabajo flexi-
ble aparecen a lo largo del ordenamiento con entidad propia. 

Las herramientas examinadas para modificar de forma irregular, flexible o 
adaptada a las necesidades productivas, en la mayor parte de los casos (y de-
jando a un lado las posibilidades brindadas de modificación sustancial de las 
condiciones o la inaplicación del convenio) van a ser puestas en el contexto 
de prestaciones de servicios “nuevas”. No cabe duda que, como se analizará 
a continuación, estas formas de trabajo que traen aparejada una distribución 
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del tiempo de trabajo diversa, impactan en el cambio climático y en la lucha 
contra el mismo. De modo parecido, estas herramientas de flexibilización 
del tiempo van a ser aplicadas en aquellos sectores más afectados por las 
condiciones climáticas para adaptarse a ellas, como a los sectores que han 
de transicionar a nuevas formas de producción, habida cuanta están (o van 
a estar) articulando modificaciones en los medios y maneras de producción 
a resultas de los cambios estudiados. Conviene recordar también cómo esta 
distribución del tiempo de trabajo puede suponer (o no) reducción de jornada 
en términos totales, pero su distribución irregular o intermitente que suponga 
acudir a los lugares de trabajo (o conectarse) varias veces al día impacta ne-
gativamente en la lucha conta el cambio climático (Fita Ortega, 2024: 202).

3.  �TIEMPO DE TRABAJO EN NUEVAS O RENOVADAS 
FORMAS DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS  
EN UN CONTEXTO DE CAMBIO CLIMÁTICO

El panorama de las formas de empleo se ha complicado enormemente en 
los últimos tiempos. En la Unión Europea se habla ya de empleo muy 
atípico para hacer referencia a un enjambre de modalidades contractuales 
y de formas de prestación de servicios de reciente aparición, muchas no 
generalizadas en todos los Estados, que se separan cada vez más no ya del 
trabajo típico, sino incluso de lo que hace poco era típico y ahora ya es 
ordinario o habitual (Rodríguez-Piñero Royo, 2024: 101). 

Por tales razones, resultaría inabarcable y en exceso mutable analizar to-
das las denominadas “nuevas formas de empleo” que van surgiendo con la 
transformación perpetua de las formas de producción y organización de las 
actividades productivas (ya distinguía Alarcón Caracuel en 1988 entre for-
mas atípicas de jornada y la inexistencia de jornada), pero sí cabe hallar un 
hilo conductor en todas ellas (o, al menos, la mayoría): la desaparición de 
las coordenadas estables y predeterminadas de lugar y tiempo de trabajo y 
la masiva utilización de la tecnología, que ha permitido la proliferación de 
los contratos laborales atípicos (Rodríguez Rodríguez, 2019: 140), cuyo 
tiempo de trabajo está basado en unos “instantes inconcebiblemente bre-
ves” (Trillo Párraga, 2024: 167) y repetidos.

La perspectiva de análisis adoptada parte de que estas nuevas o renovadas 
formas de empleo orbitan alrededor del concepto de tiempo de trabajo 
y su ordenación hiperflexible (o imposible) utilizando (o abusando) de 
las herramientas supra analizadas. Asumen un concepto extremadamen-
te laxo de tiempo de trabajo que da lugar a una colisión frontal con la 
finalidad clásica limitadora y protectora de la institución y acaban por 
desconfigurar la rigidez de su marco hasta situarlo en clara decadencia  
(López Ahumada, 2023: 71).
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No se trata de una tendencia observable solo en España, Europa se ca-
racteriza por una creciente diversidad de formas de empleo (Eurofound, 
2020d), y en los países más cercanos existen sobrados ejemplos de formas 
nuevas e híbridas de trabajo: así sucede, por ejemplo, en Francia (Auverg-
non, 2016: 27) o en Italia (Esteve Segarra, 2021: 32).

A la hora de realizar una taxonomía, cabe acudir al estudio de 2015 (revisi-
tado en los años siguientes) de Eurofound, el cual identificó las siguientes 
nuevas formas de trabajo, las cuales han ido a su vez mutando a la espera 
de las nuevas que traerá el futuro, como el reparto de los trabajadores, 
el trabajo compartido, el trabajo basado en vales (voucher-based work), 
el interim management; el casual work (donde el empleo no es estable 
y continuo y el empleador no está obligado a proporcionar regularmente 
trabajo pero tiene la flexibilidad de llamarlo bajo demanda; y en fin, el 
trabajo móvil basado en las TIC. Este último a su vez dividido en (Euro-
found, 2020a: 7): trabajo por cuenta ajena móvil ocasional basado en las 
TIC: alta intensidad de uso de las TIC y uno o más lugares fuera de los 
de la empresa, con un grado relativamente bajo de movilidad; trabajo por 
cuenta ajena muy móvil basado en las TIC: alta intensidad de uso de las 
TIC y trabajo realizado en al menos dos lugares, varias veces por semana; 
y por cuenta propia trabajo móvil basado en las TIC con alta intensidad 
de uso de las TIC y trabajo realizado en más de un lugar; en este último 
caso, también calificados como e-nomads o digital nomad work (Gómez 
Salado, 2020: 129).

Entre todo el elenco, por su importancia cualitativa y cuantitativa, se va a 
poner el foco en el teletrabajo y en el trabajo a través de plataformas. 

3.1. �El efecto ambivalente del teletrabajo en la soberanía del tiempo 
y en la lucha contra el cambio climático

La expansión del teletrabajo obedece, desde luego, a las innovaciones rea-
lizadas en las tecnologías de la comunicación y la Inteligencia Artificial, a 
las medidas de prevención impuestas a resultas de la Covid-19 y, también, 
aunque en menor medida, a las consideraciones relativas al cambio climá-
tico (que podrían influir en la aplicación del trabajo móvil basado en las 
TIC en uno u otro sentido), así como a la evolución y las preferencias de 
la sociedad (Eurofound, 2020a: 53).

Precisamente el impulso forzoso del teletrabajo a raíz de la pandemia per-
mitió vislumbrar los efectos que podría tener en el medioambiente y de su 
posterior articulación legal refrendó ese vínculo. Así, el apartado VII de la 
Exposición de Motivos de la Ley 10/2021, de 9 de julio, de trabajo a dis-
tancia, al referirse a su fundamento legal, vincula la norma no solo con el 
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Objetivo 8.5 de la Agenda 2030 —pleno empleo y trabajo decente inclusi-
vo—, sino también con “las metas 8.4 y 11.6 de la Agenda 2030, relativas a 
la mejora progresiva de la producción y el consumo eficientes, procurando 
desvincular el crecimiento económico de la degradación del medio ambien-
te; y la reducción del impacto ambiental negativo per cápita de ciudad”.

Resulta innegable que el trabajo digital a distancia, o teletrabajo, permite 
reducir significativamente la huella de carbono al disminuir la necesidad 
de desplazamientos diarios, contribuyendo así a la reducción de emisio-
nes de gases de efecto invernadero (Álvarez Cuesta, 2024: 293). En esta 
línea, el Libro Blanco del Teletrabajo reconoce cómo la reducción de los 
desplazamientos desde los domicilios de las personas empleadas hasta 
los centros de trabajo conlleva una disminución proporcional de los im-
pactos ambientales relacionados con dichos desplazamientos. En térmi-
nos generales, la implementación del teletrabajo podría reducir un 7-8% 
las emisiones diarias relacionadas con los desplazamientos al trabajo 
y un 3% las relacionadas con el transporte en general. Asimismo, esta 
acción puede contribuir al ahorro de energía, aliviar la congestión del 
tráfico y disminuir las emisiones, al tiempo que beneficia la salud mental 
de los trabajadores, al evitar el estrés asociado con los largos desplaza-
mientos hacia y desde el trabajo, que suelen realizarse en vehículos de 
transporte privado o público muy transitados (Greenpeace, 2021). Otros 
estudios han probado que una reducción del 65% en los desplazamientos 
entre el domicilio y el trabajo y una reducción del 35% en las distancias 
recorridas, da lugar a un beneficio medioambiental de 271 kilogramos de 
carbono equivalente al año (Greenworking y Ademe, 2020). También la 
Inteligencia Artificial se ha considerado como un instrumento que favo-
rece y coadyuva a la transición ecológica y a la mejora de las condicio-
nes de trabajo (Comité Económico y Social Europeo, 2024). 

Desde otra perspectiva, el teletrabajo puede ser una herramienta valiosa 
para mantener la actividad laboral durante emergencias climáticas, asegu-
rando la continuidad operativa de las empresas y la estabilidad económica 
de los trabajadores. Aunque aún no esté formalmente reconocido como 
una medida de emergencia en el marco legal, su interpretación progre-
siva podría respaldar su uso como una forma de fuerza mayor ambiental  
(Miñarro Yanini, 2021a).

Sin embargo, el teletrabajo (y el uso general de la IA muchas veces asociado) 
presenta impactos negativos para el medioambiente, y el principal es la 
contaminación digital generada por las actividades laborales en remoto, 
sin olvidar la energía y recursos que consume la IA. De igual manera, 
el teletrabajo precisa de ordenadores y otros equipos tecnológicos que 
requieren para su fabricación materiales altamente contaminantes, y que 
presentan una elevada tasa de obsolescencia, incrementando la producción 
de desechos tecnológicos y residuos electrónicos como resultado del uso 
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extensivo de equipos informáticos en el teletrabajo. Estos desechos, que 
contienen metales pesados y otros materiales tóxicos, tienen un impacto 
ambiental significativo y plantean desafíos adicionales en términos de ges-
tión de residuos (Álvarez Cuesta, 2024: 295).

Además, conduce a un aumento del gasto energético a nivel individual 
debido a la necesidad de mantener la iluminación y la climatización en 
los hogares, como regla general, de las personas que trabajan desde casa. 
Debe tenerse en cuenta, en este sentido, que teletrabajar implica aumentar 
individualmente las fuentes de gasto energético (iluminación, climatiza-
ción…) por lo que, a estos efectos, generalmente resulta más eficiente el 
trabajo presencial, puesto que un único consumo permite un aprovecha-
miento colectivo (Miñarro Yanini, 2021b: 58) y proponer medidas de efi-
ciencia energética y apostar por renovables.

A la hora de poner en una balanza para medir si el teletrabajo resulta ver-
daderamente una herramienta de mitigación del cambio climático, han de 
ponderarse las siguientes condiciones clave (Miñarro Yanini, 2021c: 5).

•	 Su impacto ambiental debe ser menor que el de las actividades 
presenciales equivalentes, considerando todas las emisiones ge-
neradas por los trabajadores que teletrabajan en comparación con 
el escenario presencial.

•	 Las condiciones materiales del teletrabajo deben estar diseñadas 
para minimizar las emisiones al máximo. Para que esta modalidad 
laboral sea realmente efectiva en términos de sostenibilidad, es 
crucial implementar prácticas de eficiencia energética y gestión 
responsable de residuos tanto en el entorno laboral como en los 
hogares de los teletrabajadores y en los telecentros o coworkings. 
Para lograr ese verdadero avance hacia otro modelo ecológico, es 
necesario que tanto las empresas como los trabajadores adopten 
una perspectiva holística que considere todos los factores mencio-
nados; que incluye el establecimiento de directrices claras para el 
uso eficiente de la energía, la adopción de tecnologías verdes, y la 
implementación de prácticas laborales que minimicen el impacto 
ambiental.

Solo entonces el teletrabajo, si se configura de manera estratégica y res-
ponsable, puede desempeñar un papel fundamental en la transición hacia 
economías verdes, combinando la sostenibilidad ambiental con la creación 
de empleo de calidad (Álvarez Cuesta, 2018: 633).

Abordar el impacto del teletrabajo en el cambio climático exige con-
tabilizar las horas de conexión, y es ahí donde los límites del tiempo 
de trabajo y de la duración de la jornada tienen a desaparecer por la 
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flexibilidad en la determinación de la jornada (Suárez Quiñones, 2016: 
133). De hecho, quienes emplean las TIC’s tienen más probabilidades 
de cambiar la duración de la jornada laboral, organizar de forma propia 
su tiempo de trabajo y acabar configurando su jornada con unos límites 
imprecisos. De un lado, los trabajadores que teletrabajan tienen un grado 
significativo de discrecionalidad, por lo menos en relación con la orga-
nización de su tiempo de trabajo (Eurofound y OIT, 2019: 24); pero, de 
otro, el trabajo realizado en esos tiempos frecuentemente es informal y 
no remunerado —otro indicador de los límites borrosos y elásticos del 
tiempo cuando se emplean las TIC— (Eurofound y OIT, 2019: 23). En 
esta forma de prestación de servicios, la flexibilidad espacial se contagia 
y altera los horarios regulares, hasta el punto que, a mayor flexibilidad 
espacial, mayor probabilidad de trabajar fuera de las horas laborables re-
gulares. Es más, en la mayor parte de las ocasiones se traduce teletrabajo 
como trabajo flexible a distancia —y en algunas ocasiones como trabajo 
perpetuo a distancia— (Álvarez Cuesta, 2020). 

De acudir a la normativa interna, la Ley 10/2021 configura la flexibilidad 
horaria en el marco del teletrabajo desde dos perspectivas distintas. De 
un lado, el art. 7.d) establece que, sin perjuicio de la regulación recogida 
al respecto en los convenios o acuerdos colectivos, el acuerdo de tra-
bajo a distancia debe contener lo relativo al “porcentaje y distribución 
entre trabajo presencial y trabajo a distancia, en su caso”, cuyo carácter 
de contenido mínimo y obligatorio ha sido confirmado por el Tribunal 
Supremo (STS 26 junio 2024, rec. núm. 9/2023). Los contenidos de los 
convenios han priorizado, a la hora de regular el teletrabajo, ciertas ma-
terias, entre ellas, el tiempo de trabajo (Rocha, 2022: 367); y al respecto, 
resulta frecuente que asuman la posibilidad de establecer una jornada 
mínima presencial o —lo que es igual— de acotar el porcentaje y la 
distribución del trabajo a distancia. Lo habitual viene dado por fijar un 
porcentaje fijo, una horquilla dentro de la cual las partes pueden concre-
tar su elección libremente o según las necesidades productivas, o llegar 
incluso al teletrabajo durante el 100 % de la jornada, aumentando las 
reglas y los límites cuanto mayor es ese porcentaje. Por otra parte, mien-
tras la distribución de ese tiempo en jornadas completas es una solución 
casi unánime, las alternativas para su concreto reparto resultan intermi-
nables, pudiendo ser el mismo fijo, variable, flexible y/o acumulable, y 
quedando su determinación a la voluntad de una de las partes o de ambas 
(Quirós Hidalgo, 2025). 

De otro, como un derecho de la persona trabajadora, quien “podrá flexi-
bilizar el horario de prestación de servicios establecido”, en los términos 
que se hayan pactado individual o colectivamente, dependiendo del tipo 
de trabajo y actividad desarrollada (Martínez Barroso, 2025). En todo 
caso, esta flexibilidad horaria ha de respetar “los tiempos de disponi-
bilidad obligatoria y la normativa sobre tiempo de trabajo y descanso”  



106	 Henar Álvarez Cuesta

(art. 13 Ley 10/2021). Son dos, por tanto, los límites impuestos: pro ope-
rario, los tiempos de descanso y, en interés de la empresa, la posibilidad 
de pactar tiempos de disponibilidad obligatoria en el marco del pacto de 
flexibilidad horaria (De Val Tena, 2022: 857). 

3.2. �Trabajo en plataformas: tiempos de trabajo  
y efectos en el cambio climático

El trabajo a través de plataformas se ha caracterizado por responder a un 
modelo de negocio donde la tecnología permite a las plataformas dispo-
ner de grandes grupos de prestadores de servicios (trabajo on demand) a 
la espera de que se solicite un servicio (Cavas Martínez, 2017: 43). 

A su vez se subdivide (entre las múltiples posibilidades de clasificación) 
en crowdwork y el trabajo vía apps: la primera consiste en realizar una 
serie de pequeñas tareas o servicios a través de una plataforma, las cuales 
se llevan a cabo básicamente por internet, y operan desde cualquier parte 
del mundo (trabajo deslocalizado a nivel mundial); la segunda, la más 
visible y conocida, supone realizar una actividad de trabajo tradicional y 
presencial, canalizada a través de aplicaciones administradas por empre-
sas, que también intervienen en la calidad de servicio y en la selección y 
gestión de la mano de obra (De Stefano, 2016a: 1) y donde las activida-
des se ejecutan a nivel local (De Stefano, 2016b: 152). No obstante, ya 
desde el principio conviene advertir que los caracteres de cada modelo 
no son estables ni monolíticos (De Stefano, 2016a: 3).

En paralelo a la clasificación realizada, la OIT y Eurofound dividen las 
plataformas digitales en dos categorías semejantes acudiendo al ele-
mento locativo (Esteban Legarreta e Ysàs Molinero, 2024: 65): las de 
trabajo localizado, que son aquellas donde las personas realizan las 
tareas encomendadas en un lugar geográficamente determinado, y las 
de trabajo en línea, en las que las tareas se realizan mediante la utili-
zación de un dispositivo tecnológico y, en consecuencia, plenamente 
deslocalizadas. 

La utilización masiva de la tecnología y, más en concreto, los comple-
jos algoritmos que vertebran la Inteligencia Artificial en la gestión del 
trabajo en plataformas reproducen los mismos esquemas de extracción 
de materias primas para la fabricación de los aparatos tecnológicos, su 
complejo reciclaje y la masiva demanda de energía de los grandes cen-
tros de datos. A ello se suman las consecuencias del cambio climático 
para la cara más visible de las plataformas, el trabajo de reparto, que ve 
elevarse sus tareas en situaciones meteorológicas extremas, poniendo 
en peligro su vida y su integridad física en el desarrollo de su trabajo.



Formas de trabajo y distribución de su tiempo y cambio climático	 107

Estas prestaciones, y al margen de los indicios, rasgos o notas de laborali-
dad existentes en cada caso, tienen como elemento en común la volatilidad 
del tiempo de trabajo, tanto de la duración de la prestación, como de la 
propia jornada de trabajo. En una gráfica expresión, son trabajadores just 
in time y pay as you go (De Stefano, 2016a: 4) y quizá el ejemplo más 
actual de prestaciones de cero horas (De Stefano, 2016b: 17). Carecen, 
por tanto, de un tiempo de trabajo mínimo garantizado, pese a que la flexi-
bilidad que ofrece poder determinar el tiempo y volumen de trabajo es el 
principal reclamo utilizado por las plataformas digitales para atraer a per-
sonas dispuestas a prestar servicios en ella (Ginès I Fabrellas, 2021: 20).

Esta flexibilidad en el tiempo del trabajo es ilusoria, y acaba por transfor-
marse en perpetua disponibilidad si desean obtener remuneración suficien-
te: están disponibles 24 horas (jornadas larguísimas para poder ganar lo 
suficiente (De Stefano, 2016b: 156), realizando jornadas de trabajo supe-
riores a las personas que trabajan en empresas de la economía tradicional 
(Urzí Brancati et alii, 2020: 42). Adicionalmente, el trabajo en platafor-
mas es mayoritariamente realizado fuera de horas típicas de trabajo o en 
horarios antisociales —fines de semana y en horario nocturno— (Ginès I 
Fabrellas, 2021: 20). Por ejemplo, los estudios empíricos realizados a los 
conductores de Uber en Estados Unidos muestran que las horas dedicadas 
a la plataforma varían considerablemente de un día a otro y de una semana 
a otra (Hall y Krueger, 2015: 2). En el caso de los repartidores en España, 
tal y como se deduce de las sentencias que juzgaron su laboralidad, el 
tiempo medio de conexión varía de menos de una hora a más de siete, y 
que el número de horas trabajadas “no es constante y varía mucho con el 
tiempo” (Gimeno Díaz de Atauri, 2020: 113).

Como característica añadida, es imprevisible (e inseguro en su materiali-
zación concreta), en tanto supone la prestación efectiva solamente cuando 
existen demandas de tareas o servicios. Así, en plataformas digitales las 
personas trabajadoras están a la espera de ser “llamadas” a trabajar, sin 
que exista un tiempo mínimo de trabajo garantizado y, en consecuencia, 
tampoco una retribución mínima garantizada. De hecho, la mayoría de 
las personas que trabajan en plataformas digitales indican que no exis-
te suficientemente trabajo disponible, lo que se traduce en que una parte 
importante del tiempo conectado se destina a esperar servicios o tareas o 
a buscar trabajo dentro del mercado interno de la plataforma. La disponi-
bilidad absoluta para trabajar viene también requerida (e impuesta) por el 
propio sistema algorítmico, dado que el tiempo de trabajo es determinado 
por algoritmos que utilizan métricas de cuyas variables no se informa. Los 
trabajadores ven como los estándares utilizados para determinar la asigna-
ción de tareas o franjas horarias son modificados sin información previa, 
y esta opacidad en la configuración del algoritmo genera una situación de 
especial inseguridad en un elemento tan sensible como es el tiempo y la 
jornada de trabajo (Ginès I Fabrellas, 2021: 20).
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En el “caso Glovo” el Tribunal Supremo entendió la libertad de elección del 
tiempo de trabajo estaba fuertemente condicionada, entre otros elementos, 
por la preferencia de acceso a servicios en función de la puntuación elabo-
rada por los sistemas de IA, lo que también ocurre con el resto de tipos de 
plataforma, si bien quizás en muchos casos no tanto con relación a franjas 
horarias, pero sí a la aceptación de encargos propuestos. Este sistema gene-
ra una competición entre trabajadores quienes intentan estar disponibles el 
máximo de tiempo, o aceptar el máximo de encargos para así poder acceder 
a más actividades y a mayor retribución. El Tribunal Supremo define el sis-
tema de trabajo de las plataformas como “un sistema productivo caracteri-
zado porque no se exige el cumplimiento de un horario rígido impuesto por 
la empresa porque las (micro)tareas online se reparten entre una pluralidad 
de repartidores que cobran en función de los servicios realizados, lo que 
garantiza que haya repartidores que acepten ese horario o servicio que deja 
el repartidor que no quiera trabajar” (STS de 25 de septiembre de 2020, rec. 
núm. 4746/2019). Así lo considero también el el Tribunal Federal de Trabajo 
en Alemania en 2020 (Bundesarbeitsgericht, 9 AZR 102/20, de 1 de diciem-
bre), el cual identifica la dependencia con un sistema organizativo que hace 
que la persona trabajadora esté continuamente motivado para aceptar los 
encargos propuestos por la plataforma a través de la creación de “un sistema 
gamificado que es el instrumento para controlar el comportamiento de los 
trabajadores” (Esteban Legarreta e Ysàs Molinero, 2024: 67) en relación 
a su tiempo de trabajo y disponibilidad. El resultado es que “el trabajador 
queda ahora ‘atrapado’ por el proceso productivo, con independencia del 
momento” (Goerlich Pesset, 2016: 181). 

En definitiva, el tiempo de trabajo en las plataformas se configura desde la 
disponibilidad perpetua, con tiempos de espera extendidos y “con micro jor-
nadas de escasa o, incluso, ridícula duración” (Rosenbaum Carli, 2023: 95).

Esta disponibilidad o tiempos de espera han de encontrar adecuada solu-
ción en el ordenamiento laboral, bien considerado como tiempo de trabajo 
(Ginès I Fabrellas, 2021: 24 y Valverde Asencio, 2020: 116), bien como 
tiempo de presencia semejante al regulado en el reglamento de jornadas 
especiales de trabajo (Basterra Hernández, 2023: 108), en particular para 
aquellas dedicadas al transporte de pasajeros (Marín Malo, 2019: 183), 
bien diseñando complementos retributivos de disponibilidad o guardia y, 
en todo caso, informando de los parámetros utilizados para la asignación 
algorítmica tanto de tareas como de tiempos de realización.

Por todo ello desde la OIT se demanda la inclusión de la obligación de los 
Estados de adoptar medidas para asegurar que los trabajadores de plata-
formas digitales sean informados sobre sus condiciones de empleo o con-
tratación (incluido el tiempo de trabajo) de forma adecuada, verificable y 
fácilmente comprensible, cuando sea posible mediante contratos escritos 
(OIT, 2025: 170).
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La Directiva 2024/2831, de 23 de octubre de 2024, relativa a la mejora de 
las condiciones laborales en el trabajo en plataformas, trata de incorporar 
cierta regulación sobre el tiempo de trabajo en dos preceptos, en uno de 
forma explícita y en otro de forma más oculta. De un lado, el art. 17.1.c) 
contiene una obligación de transparencia ex post y de carácter colectivo 
(no para los trabajadores): comunicar a las autoridades y a los represen-
tantes la duración media de la actividad y el número de horas semanales 
trabajadas por término medio por persona.

De otro, el art. 12.3 prohíbe a las plataformas digitales de trabajo utilizar 
sistemas automatizados de seguimiento o sistemas automatizados de toma 
de decisiones que ejerzan una presión indebida sobre los trabajadores o 
pongan en riesgo de algún otro modo su seguridad y su salud física y 
mental, es decir, afectaría a aquellos sistemas algorítmicos que supongan 
presión indebida a la hora de estar disponibles, aceptar encargos, medir 
respuestas o tiempos de realización; o que generen riesgos laborales deri-
vados de la falta de predictibilidad, certidumbre y control sobre el tiempo 
de trabajo (Serrano García, 2024: 74).

4.  � SECTORES AFECTADOS POR EL CAMBIO CLIMÁTICO  
Y EFECTOS EN EL TIEMPO DE TRABAJO

Como se ha indicado, todos los sectores productivos sufren las consecuen-
cias del cambio climático, pero se ha preferido poner el foco en el análisis 
en aquellos dos cuya forma de trabajo está estrechamente vinculada al 
tiempo de prestación de servicios y que padecen las consecuencias de la 
crisis climática de manera complementaria (uno desde la visibilidad máxi-
ma y el otro desde el silencio): el sector agropecuario y el de cuidados. 

4.1. � Impacto del cambio climático en el sector agropecuario:  
 la variabilidad del tiempo de trabajo

Este sector de actividad es uno de los sectores más vulnerable, cuantita-
tiva y cualitativamente, al cambio climático (OIT, 2012: 6) junto con el 
turismo (Consejo Económico y Social, 2024: 18), en tanto los cambios 
climáticos previstos van a afectar a los rendimientos de las cosechas y 
a la gestión ganadera e influir en la elección de los lugares dedicados 
a la producción; la probabilidad y gravedad crecientes de fenómenos 
meteorológicos extremos harán aumentar considerablemente el riesgo 
de malas cosechas; van a afectar también al suelo al reducir la materia 
orgánica; y, en fin, provocará cambios en la productividad y salud de los 
bosques (Libro Blanco, 2009). 
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Junto con los efectos de la crisis climática, el sector agropecuario ha de 
afrontar los cambios en los modos, formas y maneras de producción cau-
sados por las medidas adoptadas a nivel europeo e interno frente a esta 
emergencia y en favor de una transición ecológica a través de prácticas 
sostenibles, como la agricultura ecológica, la agroecología, la agrosilvi-
cultura, el aumento del bienestar de los animales y la prevención de en-
fermedades humanas y animales, incluida la gestión sostenible de los bos-
ques, o la captura de carbono.

También el Comité Económico y Social Europeo considera este sector 
como clave de bóveda —“la agricultura apoyada por la comunidad, las 
cadenas cortas de suministro, las redes alternativas de alimentación, los 
sistemas agrícolas locales, las ventas directas y las cooperativas de consu-
midores tienen el potencial de suministrar bienes públicos y proporcionar 
seguridad alimentaria, protección social y producción sostenible” (Comité 
Económico y Social Europeo, 2020)—, pero ambas instituciones apuestan 
por otro modelo lejano, parece, de la explotación intensiva industrial, for-
zando a un nuevo reajuste en un mundo rural cada vez más vacío.

Al mismo tiempo, el trabajo en la agricultura tiene peculiaridades desta-
cadas en materia de tiempo de trabajo por las propias características de 
la actividad, la cual dependerá de los ciclos vitales de los cultivos y de 
los animales, así como de factores meteorológicos (Fernández Fernández, 
2017: 281) cada vez más extremos e impredecibles, y por la necesidad de 
garantizar la continuidad del servicio o de la producción, como contempla 
el art. 17.3.c) de la Directiva 2003/88/CE. Por las causas mencionadas, 
presenta jornadas irregulares (Cavas Martínez, 2019: 165), en demasiadas 
ocasiones ausentes de un horario determinado y prefijado (Cavas Martínez 
y Hierro Hierro, 2011: 1359). 

El RD 1561/1995, sobrepasando los límites de distribución irregular pre-
vistos en el ET, incorpora reglas peculiares en cuanto a la regulación del 
tiempo de trabajo íntimamente conectadas a las necesidades y exigencias 
específicas de la actividad, determinando la posibilidad de disminución 
del descanso entre jornadas o la acumulación del semanal por períodos de 
hasta cuatro semanas.

Su art. 5.2 establece que en las labores “agrícolas”, cuando las circunstan-
cias estacionales determinen la necesidad de intensificar el trabajo o con-
centrarlo en determinadas fechas o periodos, podrá ampliarse la jornada 
hasta un máximo de veinte horas semanales, sin que la jornada diaria pue-
da exceder de doce horas de trabajo efectivo. En este sentido, la norma re-
glamentaria permite reducir los descansos entre jornadas y semanales. Por 
la complejidad que acarrea, la gestión del tiempo de trabajo es una de las 
materias “estrella” de la negociación colectiva en el sector agropecuario, 
y por tal motivos sus previsiones convencionales son extensas, complejas, 
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casuísticas y heterogéneas, máxime cuando las previsiones no se ciñen a 
un aspecto cuantitativo, limitativo de la jornada máxima, sino cualitativo, 
centrado en la concreción horaria en función de razones estacionales de 
cada uno de los productos agrícolas o de los ciclos vitales de las distintas 
variedades de animales (Rodríguez Escanciano, 2023: 45).

A todo lo anterior se une la escasa operatividad de las normas legales y 
reglamentarias a la hora de evitar la prolongación del tiempo de trabajo, 
mucho más cuando se trata de pequeñas explotaciones. Ha de tenerse en 
cuenta también a este respecto cómo, al igual que sucede en otras activi-
dades productivas, no se considera tiempo de trabajo el destinado al des-
plazamiento hasta las explotaciones agrícolas o granjas, alejadas e de los 
núcleos de población y con unas condiciones orográficas difíciles (Rodrí-
guez Escanciano, 2023: 41).

4.2. Renovadas formas de trabajo en el trabajo de cuidados

El trabajo de cuidados presenta una conexión indudablemente estrecha 
con la transición demográfica y más tenue o invisible con la ecológica, aun 
cuando es preciso examinar el impacto que en la lucha contra el cambio 
climático pueden tener las actividades productivas y cómo minimizarlo. 
También porque este yacimiento de empleo ha servido, tradicionalmente, 
como recurso de acceso al mercado de trabajo (formal o informal) para 
muchas mujeres migrantes, en las que se unen causas económicas, po-
líticas y climáticas que las fuerzan y empujan a otros países, entre ellos 
España.

En todo caso, sí responden a la segunda variable, las formas de trabajo, 
en tanto los cuidados son un concepto pluridimensional que comprende 
diversas actividades (algunas mencionadas a continuación sin ánimo de 
exhaustividad) y en las cuales resulta complejo establecer límites (Molero 
Marañón, 2020: 35) en varias de sus dimensiones y, por cuanto aquí im-
porta, en el tiempo de trabajo, sometido a jornadas irregulares inalcanza-
bles y/o fragmentadas.

En primer lugar, las cuidadoras no profesionales en el entorno familiar 
asumen una dedicación permanente (y extenuante). Realizan su activi-
dad dentro del marco de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promo-
ción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de 
dependencia, aun cuando se trata de un trabajo “sin derechos”, margina-
do, hasta el momento, de la normativa laboral (Rodríguez Escanciano, 
2021: 155), y, por tanto, sin horarios, sin descansos y sin vacaciones.

En segundo término, las cuidadoras de ayuda a domicilio, cuya acti-
vidad aparece configurada en demasiadas ocasiones a tiempo parcial 
y donde los trayectos entre domicilios precisan de una reflexión sobre 
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tiempo de trabajo y sobre movilidad sostenible. Al final, este vínculo 
laboral ha acabado por potenciar la discriminación por razón de género 
y se aleja de los estándares de un trabajo decente (Altés Tárrega, 2019: 
575) al configurar una sucesión de microjornadas variables. 

En fin, el empleo en el hogar familiar siempre ha estado caracterizado 
por unas líneas difusas entre tiempo de trabajo y descanso que se agudi-
za cuando dentro de la retribución se integra el alojamiento como sala-
rio en especie. En este caso el reglamento que regula la relación especial  
(RD 1620/2011, de 14 de noviembre) fija la duración de los tiempos de 
presencia, que queda subordinado al pacto entre las partes. Como única 
regla de mínimos, y salvo que se acuerde su compensación con períodos 
equivalentes de descanso retribuido, las horas de presencia no pueden ex-
ceder de veinte horas semanales de promedio en un periodo de referencia 
de un mes (art. 9.2). Esta libertad que el RD otorga al pacto individual en 
la fijación de los tiempos de presencia, unida a la posibilidad de recortar 
el descanso entre jornadas en dos horas, puede incidir en la imprevisibi-
lidad (o en la prolongación infinita de jornadas). Cierto es que el art. 5 
indica que tienen que recibir información sobre “la duración y distribución 
de los tiempos de presencia pactados”, pero nada acota sobre la eventual 
distribución “pactada”. A las afirmaciones anteriores se ha de sumar las 
dificultades a la hora de controlar los límites en la realización del trabajo a 
tiempo parcial y la flexibilidad en la distribución de las horas complemen-
tarias, que acaba por configurar una dedicación de 24 horas o a disposición 
del hogar (Álvarez Cuesta, 2021: 575).

Desde la OIT, consciente de la creciente necesidad de este tipo de empleos, 
urge a adoptar medidas respecto a la organización del trabajo de cuidados 
en el marco de la triple R, reconocer, reducir y redistribuir el trabajo de 
cuidados, con el fin de proporcionar a las personas cuidadoras, mayorita-
riamente mujeres, trabajo digno y decente (OIT, 2018).

5. � SECTORES AFECTADOS POR LA TRANSICIÓN CLIMÁTICA  
Y SU IMPACTO EN EL TIEMPO DE TRABAJO

Las actuaciones de mitigación contenidas en el Reglamento (UE) 
2021/1119 y en la Ley 7/2021 establecen un marco para la reducción pro-
gresiva e irreversible de las emisiones antropógenas de gases de efecto in-
vernadero (art. 1). Y precisamente ponen el foco en aquellos sectores que 
hacen un uso intensivo de recursos y energías sucias. En consecuencia, a la 
hora de elegir aquellas actividades capaces de servir como referente para 
analizar el impacto de la transición climática en el tiempo de trabajo, se 
ha optado por las más afectadas y que en la actualidad presentan un mayor 
desarrollo: transporte y energías renovables.
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En primer lugar, el sector energético se configura como uno de los secto-
res más afectados por los mecanismos de mitigación, no en vano el Pacto 
Verde europeo da prioridad a la eficiencia energética mediante el desarro-
llo de un sector eléctrico basado en gran medida en fuentes renovables, 
completado con un rápido proceso de eliminación del carbón y con la des-
carbonización de gas. Este sector ha iniciado su descarbonización hace 
tiempo, sobre todo gracias al aumento de generación con renovables y la 
menor participación de las centrales de carbón; y, al tiempo, se advier-
te cómo la descarbonización se enfrenta a importantes desafíos (Consejo 
Económico y Social, 2024: 33), capaces de alterar la organización de las 
empresas energéticas y, con ello, las formas y tiempos de las prestaciones 
de servicios.

En segundo término, el transporte representa la cuarta parte de las emisio-
nes de gases de efecto invernadero de la Unión, por lo que este sector ha 
de hacer frente a cambios en su actividad que arrastran a la organización 
de trabajo en el ámbito interno y, consecuentemente, al tiempo de trabajo 
y la jornada; y, en el ámbito externo, a las industrias a ellos vinculadas de 
automoción, aérea, o naval.

Sin que proceda analizar de forma minuciosa la regulación específica para 
cada sector (aéreo, terrestre, ferroviario y marítimo), baste constatar las 
posibilidades en presencia para alterar la jornada, redistribuir el tiempo de 
trabajo y hacer imprevisibles los horarios.

A día de hoy, ya existe normativa específica que regula jornadas espe-
ciales para estas actividades (Gómez Muñoz, 1998). Así, se distingue 
para el cómputo de la jornada en los diferentes sectores del transporte 
entre tiempo de trabajo efectivo, descanso y tiempo de presencia como 
tertium genus, dadas las especiales características de la actividad (in-
cluidas las incidencias meteorológicas) (Martínez Yáñez, 2011: 89 y 
Gómez Muñoz, 1998); y con ello se incrementa la distribución flexible 
del tiempo de trabajo al no computar estos tiempos de presencia a efec-
tos de la duración máxima de la jornada ordinaria. Las peculiaridades 
en la distribución del tiempo y la forma de trabajo en los distintos sec-
tores de transporte, hace que el dibujo de sus contornos sea asumido 
por la negociación colectiva, jugando con ello un papel central en este 
aspecto.

6. ¿Y EL TIEMPO DEL FUTURO SERÁ PREVISIBLE?

En la legislación laboral clásica, el límite de jornada anual, los perío-
dos de descanso diario o semanal o las medidas de conciliación sirven 
como fronteras a la imprevisibilidad horaria o la irregularidad en la  
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distribución del tiempo de trabajo en estas nuevas o renovadas formas 
de prestación de servicios. Desde luego, la autonomía colectiva también 
constituye una de las armas por excelencia para aquilatar la jornada y su 
distribución. 

Sin embargo, las normas legales y convencionales existentes parecen no 
bastar y han de reforzarse con herramientas que faciliten su conocimiento, 
aplicación y defensa. Así lo reconoce el principio núm. 5 del Pilar euro-
peo de derechos sociales, el cual establece que deben promoverse formas 
innovadoras de trabajo que garanticen condiciones de trabajo de calidad, 
y evitarse las relaciones laborales que den lugar a unas condiciones de 
trabajo precarias, en particular, prohibiendo la utilización abusiva de con-
tratos atípicos.

Cierto es que se ha avanzado por esta senda, si bien no con la prohibición 
de los contratos atípicos, sino reforzando los derechos de información 
sobre las condiciones laborales e intentando poner coto a la hiperflexi-
bilidad en la distribución del tiempo de trabajo mediante la Directiva 
2019/1152, de 20 de junio de 2019, relativa a unas condiciones laborales 
transparentes y previsibles en la Unión Europea. Esta norma reconoce 
cómo los mercados laborales han experimentado profundas modifica-
ciones, inducidas por los cambios demográficos y la digitalización, que 
han conducido a la creación de nuevas formas de empleo, que generan 
incertidumbre por la imprevisibilidad que les acompaña, a la sazón, bas-
te la muestra ofrecida.

Su ámbito de aplicación es, en principio, muy amplio, pues solo permite 
excepcionar su aplicación a los contratos de trabajo “marginales”, esto 
es, cuando el tiempo de trabajo real, es decir, incluyendo horas extraor-
dinarias o de trabajo adicional (Mercader Uguina, 2021: 11), sea igual o 
inferior a una media de tres horas semanales en un período de referencia 
de cuatro semanas consecutivas, en las el tiempo trabajado para todos los 
empleadores que formen parte de la misma empresa, el mismo grupo o 
la misma entidad, o pertenezcan a ellos, contará a efectos de la media  
(art. 1.3), siempre y cuando el tiempo trabajado en esos contratos a tiempo 
parcial esté predeterminado. Por tanto, los denominados contratos de cero 
horas o aquellas de escasa entidad pero imprevisibles como las exami-
nadas en páginas precedentes, vinculadas a las plataformas o los cuida-
dos, han de permanecer dentro del ámbito de aplicación de la Directiva  
(Miranda Boto, 2023: 92). 

Frente a este nuevo entorno laboral, la norma considera necesario ahondar y 
especificar en el derecho de información respecto de sus condiciones de tra-
bajo y otorgar nuevos derechos mínimos destinados a promover la seguridad 
y la previsibilidad de las relaciones laborales, que acaban por concretarse en 
“saber y estar actualizado” (Rodríguez-Piñero Royo, 2024: 105). 
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Para ello, impone de forma general a la persona empleadora la obliga-
ción de proporcionar por escrito (en papel o, siempre que sea accesible 
para la persona trabajadora, que se pueda almacenar e imprimir y que el 
empleador conserve la prueba de la transmisión o recepción, en formato 
electrónico) a cada persona trabajadora la información sobre los elementos 
esenciales de su relación laboral (art. 3 y 4). Considera a este respecto que 
ha de darse información, al menos, y por cuanto aquí importa, sobre: 

l) si el patrón de trabajo, definido tautológicamente (Terradillos Ormae-
txea, 2024: 61) como “la forma de organización del tiempo de trabajo y 
su distribución con arreglo a un determinado patrón determinado por el 
empleador” (art. 2) es total o mayoritariamente previsible, la duración de 
la jornada laboral ordinaria, diaria o semanal, así como cualquier acuerdo 
relativo a las horas extraordinarias y su remuneración y, en su caso, cual-
quier acuerdo sobre cambios de turno

m) si el patrón de trabajo es total o mayoritariamente imprevisible, sin que 
la Directiva aporte mayor precisión al respecto (Elorza Guerrero, 2023: 
98), el empleador informará al trabajador sobre —y por tanto supondrá un 
límite y condicionará su potestad para reformular o modificar los tiempos 
de trabajo (Miranda Boto, 2023: 159)—:

i) �	 el principio de que el calendario de trabajo es variable, la cantidad 
de horas pagadas garantizadas y la remuneración del trabajo reali-
zado fuera de las horas garantizadas,

ii) �las horas y los días de referencia en los cuales se puede exigir al 
trabajador que trabaje, a modo de tiempo de Schrödinger (Miranda 
Boto, 2023: 214), es decir, los tramos horarios en días específicos 
durante los cuales puede tener lugar el trabajo previa solicitud del 
empleador (definición dada por el art. 2);

iii) �el período mínimo de preaviso a que tiene derecho la persona tra-
bajadora antes del comienzo de la tarea y, en su caso, el plazo para 
la cancelación de la misma. Respecto a este preaviso, la norma no 
impone mínimos, dejando a la regulación interna su concreción 
(Miranda Boto, 2023: 233).

En el fondo, y de acuerdo con el Considerando 21, se trata de comunicar 
a los trabajadores cómo se determinará su tiempo de trabajo, incluidas las 
franjas horarias en las que podrían tener que ir a trabajar y el período de 
tiempo mínimo en el que deben recibir el preaviso antes del comienzo de 
la tarea. La especial vulnerabilidad de este colectivo obliga a reforzar la 
necesidad de informar de sus condiciones de trabajo y la superior carga 
burocrática añadida podría contribuir a desincentivar este tipo de vínculos 
precarios (Miranda Boto, 2023: 93). 
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La finalidad explícita no es otra que garantizar la protección de la segu-
ridad y la salud de los trabajadores, aun cuando el contenido de la Di-
rectiva podría afrontar el problema de la falta de previsibilidad de forma 
mucho más incisiva a cómo lo hace (Pastor Martínez, 2024: 2). Aunque 
la Directiva (UE) 2019/1152 se ha mostrado ambiciosa y, sin duda, me-
jora y perfecciona a su predecesora, lo cierto es que la misma mantie-
ne todavía espacios sin regular que necesitarán, a corto plazo, nuevas y 
contundentes respuestas (Mercader Uguina, 2021: 22). En este sentido, 
la falta de definición de qué constituye un patrón de trabajo total o mayo-
ritariamente imprevisible constituye su mayor vulnerabilidad, a la que se 
suma la exclusión de estas garantías para trabajadores que puntualmente 
pudieran adolecer de esta falta de seguridad sobre su tiempo de trabajo 
(Rodríguez-Piñero Royo, 2024: 107); línea de fuga que también detectó 
el Consejo Económico y Social (2022) en el Anteproyecto de Ley de 
reforma del ET.

En cuanto al momento temporal para proporcionar dicha información, y aun 
cuando el Considerando 23 apunta a que sea al inicio de la relación laboral, 
lo antes posible, el art. 5, en concreto para el contenido referido al tiempo de 
trabajo, especifica el plazo y la forma: entrega individual a la persona traba-
jadora de uno o más documentos, durante el período comprendido entre el 
primer día de trabajo y, a más tardar, el séptimo día natural.

En caso de modificación de estas condiciones, la empresa ha de comuni-
carlo en forma de documento lo antes posible y, a más tardar, el día en que 
el cambio surta efecto (art. 6).

Mayor interés presentan los derechos establecidos específicamente 
para las nuevas formas de empleo antes examinadas que tienen patro-
nes de trabajo total o mayoritariamente imprevisibles, acotados con 
mayor o menor precisión en el ámbito interno en el futuro. En este 
caso, configura la obligación de prestar servicios en un marco imprevi-
sible cuando (art. 10):

•	 	el trabajo tenga lugar en unas horas y unos días de referencia pre-
determinados de los cuales ha sido previamente informado; y,

•	 	el empleador informe a la persona trabajadora de la tarea asignada 
con un preaviso razonable, entendido como el período de tiempo 
transcurrido entre el momento en que se informa al trabajador de 
una nueva tarea asignada y el momento en que esta comienza, el 
cual no especifica, sino que lo remite a la normativa interna de cada 
país y en atención al sector de que se trate (Considerando 32).

Si no se dieran ambas condiciones, la persona trabajadora tiene derecho a re-
chazar la tarea asignada sin que tenga consecuencias desfavorables (art. 10.2).
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La información obligatoriamente facilitada lo que busca es condicionar la 
potestad del empresario de imponer la realización de este tipo de trabajos 
(Elorza Guerrero, 2023: 80), mientras que el derecho al rechazo cumpliría 
su objetivo cuando la tarea es asignada por la empresa, pero no cuando son 
los propios empleados a través de plataformas online los que solicitan de 
forma perpetua la encomienda. 

En aras a la previsibilidad del trabajo y de su remuneración, y si se per-
mite por la legislación interna que la empresa cancele tareas sin indemni-
zación, se ha de garantizar que nazca derecho a la indemnización cuando 
se cancele por la persona empleadora sin observar un plazo de preaviso 
razonable determinado la tarea asignada acordada previamente con el tra-
bajador (art. 10.3). El objetivo, de acuerdo con el Considerando 34, es 
garantizar el derecho de la persona trabajadora a planificar su actividad 
productiva, así como los ingresos resultantes. 

Si bien la Directiva trata de luchar contra las formas de trabajo atípicas 
precarias, contiene un precepto destinado a los denominados contratos a 
llamada, de cero horas o determinado trabajo en plataformas ya analizados. 

En tales vínculos, los Estados han de incorporar una o varias de las si-
guientes “tibias” medidas (Pastor Martínez, 2024: 5) para evitar prácticas 
abusivas (art. 11):

a)	 limitaciones en el uso y la duración de los contratos a demanda 
o contratos laborales similares;

b)	 una presunción refutable de la existencia de un contrato de tra-
bajo con una cantidad mínima de horas pagadas sobre la base de 
la media de horas trabajadas durante un período determinado;

c)	 otras medidas equivalentes que garanticen una prevención efi-
caz de las prácticas abusivas.

En fin, el art. 12 obliga, con poca ambición y más indeterminación (Pastor 
Martínez, 2024: 2)  a que los Estados garanticen, a quien tenga una anti-
güedad mínima de seis meses con el mismo empleador y que haya comple-
tado su período de prueba, en su caso, pueda solicitar una forma de empleo 
con unas condiciones laborales que ofrezcan una previsibilidad y una se-
guridad mayores, si la hay, y recibir una repuesta motivada por escrito en 
el plazo general de un mes, ampliable a un máximo de tres meses respecto 
de las personas físicas que actúan como empleadores y las microempresas 
y las pequeñas o medianas empresas, y permitir una respuesta oral a una 
solicitud similar subsiguiente presentada por el mismo trabajador si la jus-
tificación para la respuesta por lo que respecta a la situación del trabajador 
no ha cambiado.
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La futura incorporación de estas previsiones a nuestro derecho interno 
mostrará si efectivamente sirven para poner coto a los nichos de hiper-
flexibilidad en el tiempo de trabajo detectadas en las nuevas o remozadas 
formas de prestación de servicios, pues de nada serviría la reducción de 
la jornada máxima si no trae aparejada una reducción de la irregularidad 
no querida y de los tiempos de disponibilidad forzosos (Baylos, Cabeza 
y Trillo, 2025), o, al menos, de la incertidumbre aparejada. Subsiste tam-
bién la incógnita de cómo operarán estas formas de trabajo frente a las 
consecuencias que el cambio climático puede acarrear a la hora de poder 
precisar los momentos de las prestaciones de servicios o cómo la lucha 
contra el cambio climático incidirá en la configuración de la organización 
del trabajo en los sectores analizados. Más en concreto, ¿el teletrabajo se 
someterá a criterios ecológicos a la hora de fijar mínimos y máximos? ¿las 
jornadas teletrabajadas y los tiempos de presencia seguirán ampliándose o 
se verán reducidos? ¿Cómo se medirá el tiempo de espera, de búsqueda y 
de trabajo en las plataformas online? ¿La heterogeneidad de los tiempos en 
las jornadas especiales vinculadas al transporte o a la agricultura crecerá 
hasta dar lugar a nuevas formas de trabajo? ¿Las transformaciones provo-
cadas por el cambio climático o frente a él darán lugar a distribuciones de 
jornada o formas de trabajo todavía no vislumbradas? Solo el tiempo tiene 
las respuestas.
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1. INTRODUCCIÓN

1.1. La temática del Congreso

Tiempo y Derecho del Trabajo.— Aunque nuestro XXXV Congreso 
Anual está dedicado a las relaciones laborales desde la perspectiva del 
tiempo es seguro que también podríamos haberlo hecho respecto de la 
Seguridad Social, los fenómenos colectivos, el sistema de fuentes, el 
proceso laboral, el empleo, las políticas públicas o cualesquiera otras 
materias que venimos albergando en nuestra dúctil área de conocimiento. 

La cronología acompaña al ser humano y, por tanto, a todos los negocios jurídi-
cos, preceptos o instituciones que le afectan. Desde el periodo de carencia para 
acceder a la pensión de jubilación hasta el plazo para demandar por modifica-
ción sustancial o la permanencia en España para acceder al arraigo. Desde el 
necesario preaviso para convocar una huelga hasta el juego de la ultraactividad 
del convenio, sin abandonar la presunción sobre laboralidad de los accidentes o 
la prescripción de las infracciones laborales, por poner algún ejemplo.  

Tiempo y relaciones laborales.— En el ámbito de la contratación la-
boral, como en todo el Derecho de obligaciones, esa interacción entre 
el aspecto cronológico y las relaciones de trabajo aparece como espe-
cialmente relevante y extensa. Baste citar algunos ejemplos (Alfredo 
Montoya Melgar, 2024, 367):

•	 En función directa o indirecta del tiempo se fija la duración 
del contrato de trabajo y el juego de sus términos inicial y 
final.

•	 En función del tiempo se fijan normalmente las unidades de 
la prestación del trabajador y los límites de ésta (jornada, des-
canso semanal, vacaciones).

•	 El control sobre el cumplimiento de las reglas respecto de 
todas esas cuestiones viene variando a tenor de las enor-
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mes posibilidades que las nuevas tecnologías introduje-
ron, del mismo modo que la posibilidad de mantener el cor-
dón umbilical con las tareas productivas exige abordar la  
desconexión digital, o la disponibilidad telemática suscita dudas 
sobre si se está o no trabajando. 

•	 El carácter continuado del contrato de trabajo no es más que una 
consecuencia del que poseen las prestaciones. En la prestación 
laboral prototípica este carácter es doble: la prestación se repite 
a lo largo del tiempo (semanas, meses, años) y se integra en uni-
dades temporales inferiores (normalmente, jornadas).

•	 La duración de la prestación laboral tiene, en fin, el muy im-
portante cometido de fijar simultáneamente la extensión del 
tiempo de trabajo y del tiempo de ocio, o, más exactamente, de 
no-trabajo.

•	 En función del tiempo se fija, también normalmente, la retribu-
ción (salario por horas, por semanas, por meses).

•	 Los permisos, suspensiones, novaciones o incluso extinciones 
del contrato de trabajo, si bien se piensa, aparecen como peque-
ños ejemplos de cómo pueden conjugarse ambos vectores.

•	 En función del tiempo se configuran aspectos importantes del 
estatuto jurídico de quien trabaja (antigüedad, ascensos, indem-
nizaciones, etc.).

•	 El principio de «conservación del negocio» explica la resisten-
cia de la relación laboral a extinguirse; tal resistencia se advierte 
en el empleo de diversos remedios jurídicos dirigidos a evitar 
la finalización del contrato: las suspensiones, novaciones, inte-
rrupciones, tácitas reconducciones, conversiones contractuales, 
limitaciones a la libre resolución del contrato, etc.

•	 La continuidad de la relación laboral es presupuesto lógico de 
numerosos deberes y derechos característicos de la relación la-
boral: deberes de obediencia y colaboración en la productividad 
[ET, art. 5.c) y e)], de no concurrencia en la actividad de la em-
presa [ET, art.  5.d)], etc.; derechos a participar en la empresa 
[ET, art. 4.1.g)], a la ocupación efectiva [ET, art. 4.2.a)], a la no 
discriminación en el empleo [ET, art. 4.2.c)], a la promoción y 
formación profesional en el trabajo [ET, art. 4.2.b)], etc. Junto a 
tales derechos y deberes del trabajador, el empresario es titular 
de poderes (de dirección, disciplinario) que no son concebibles 
en el seno de una relación de ejecución instantánea.
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Relaciones laborales y cambio climático.— Hay un tercer eje vertebrador de 
la temática congresual: el cambio climático. La adaptación del ordenamiento 
laboral a la realidad circundante es tan necesaria como la de la propia activi-
dad humana concernida. Los episodios de calor extremo, sequía continuada, 
nevadas, inundaciones, tornados o contaminación de polvo sahariano vienen 
exigiendo una contemplación de construcciones que no habían pensado en 
ellos. En sentido amplio, la propia resiliencia de la especie humana o el avance 
social también pide que nuestro Derecho del Trabajo potencie la primera y 
ampare al segundo. Aparecen así figuras tanto evolucionadas cuanto de nuevo 
cuño.

La prevención de riesgos laborales para mitigar las consecuencias de 
las mutaciones climatológicas; la generación de permisos o suspen-
siones para facilitar el altruismo sanitario; el control de los convenios 
colectivos o de los pactos individuales para que la ajenidad perviva y 
no se desplacen los costes adaptativos; la previsión de ERTEs especí-
ficos; la puesta en juego de los permisos formativos; el enlace siempre 
pendiente entre sistema educativo y desarrollo de la prestación labo-
ral; la toma en cuenta de la duración en los desplazamientos mediante 
transporte público hasta el lugar de trabajo. 

Esas y otra muchas son aproximaciones posibles y deseables. Cuestiones 
revisitadas, reformadas, alumbradas. Desde todos los ámbitos (OIT, UE, 
Estado, convenios colectivos, contratos, costumbres, protocolos empresa-
riales, etc.), con creciente conciencia (académica, sindical, patronal, legis-
lativa, administrativa, judicial) y con los lógicos debates.

Corresponsabilidad.— Entre los derechos laborales básicos que el ar-
tículo 4.2.c) ET reconoce a las personas que trabajan se encuentra el de 
no ser discriminadas directa o indirectamente para el empleo o, una vez 
empleadas, por razón de sexo, incluido el trato desfavorable dispensa-
do a mujeres u hombres por el ejercicio de los derechos de concilia-
ción o corresponsabilidad de la vida familiar y laboral. De este modo 
se da cumplimiento a lo establecido en el artículo 11 de la Directiva 
(UE) 2019/1158, que establece la obligación de que los Estados miem-
bros configuren mecanismos para que no sufran perjuicio alguno ni trato 
discriminatorio las personas que ejerzan sus derechos de conciliación. 
Esta formulación (ex RDL 5/2023) es consecuente con la doctrina del 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea (STJUE de 8 de mayo de 2019, 
C-486/18, Praxair) y del Tribunal Constitucional (STC 79/2020, de 2 
de julio de 2020) en las que se ha establecido que, sobre la base de una 
mayor afectación femenina, la discriminación por ejercicio de derechos 
de conciliación puede ser constitutiva de discriminación indirecta por 
razón de sexo. Ahora se apuesta por la corresponsabilidad para evitar 
la perpetuación de ciertos roles de cuidados y, en definitiva, facilitar la 
no discriminación y la igualdad efectiva entre hombres y mujeres en el 



Tiempo de trabajo, corresponsabilidad y formación	 131

mercado de trabajo. Además, ya no se alude solo a la crianza de los hijos 
sino también al cuidado de personas mayores y dependientes.

Se trata del cuarto elemento que debemos conjugar con los ya mencio-
nados. Solo con él podría cubrirse el tiempo no ya de un Panel completo 
sino de todo un Congreso. La multitud de preceptos, la mayoría de re-
ciente factura, de excelentes estudios o de sentencias dictadas no bastan 
para eliminar dudas muy elementales:

•	 ¿Estamos ante un principio hermenéutico del mismo valor y ca-
racterísticas que el de la perspectiva de género?

•	 ¿Debe tomarse en cuenta la efectiva corresponsabilidad cuando se 
insta una adaptación de jornada?

•	 ¿Los datos referidos a la situación familiar de la persona que in-
voca su derecho o del resto de las posiblemente afectadas de for-
ma indirecta deben facilitarse obligatoriamente al empleador?

•	 ¿Los Juzgados pueden conceder lo reclamado sin tomar en cuenta 
este vector?

•	 ¿Opera el principio de rogación respecto de esta cuestión o el  
órgano judicial ha de indagarla de oficio?

•	 ¿Es un presupuesto, una finalidad o un principio inspirador?

•	 ¿Han asumido los Juzgados la solución de auténticos conflictos de 
intereses, más que de interpretación?

•	 ¿En qué medida el tamaño de la empresa o sus recursos pueden 
limitar o impedir el ejercicio de alguno de tales derechos? 

•	 ¿Cómo compatibilizar las alteraciones en el tiempo de trabajo 
para quienes tienen derecho a ellas con los efectos indirectos so-
bre el resto de personas de su centro de trabajo? 

Otra corresponsabilidad.— La vertiente descrita de corresponsabilidad 
no debiera ser la única manifestación ahora rememorada. Hay personas 
que desean modalizar los contornos temporales de su actividad laboral 
para desarrollar tareas solidarias o de voluntariado y las normas acaban 
facilitándolo. Por lo reciente y valioso vale la pena recordar el supuesto de 
las donantes de órganos o tejidos.

Tiempo y formación.— Como último factor modulador del tema por abor-
dar aparece la formación. Uno de los «principios rectores de la política  
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social y económica» consagrados en la Constitución y que han de inspirar 
a la legislación y a la actuación de los poderes públicos es el de fomento 
de «una política que garantice la formación y readaptación profesionales» 
(art. 40.2 CE).

«Promoción» y «formación profesional» aparecen justamente unidas en 
la rúbrica del art. 23 ET: en efecto, el progreso en la carrera profesional 
(sobre todo en empresas grandes) va unido a su mejor preparación pro-
fesional, que habrá de repercutir en la clasificación y posibles ascensos. 
Al empleador corresponde facilitar la adquisición de esa formación pro-
fesional (que incluye la adaptación a las modificaciones del puesto de 
trabajo) que, a su vez, propicie el progreso o promoción laborales. Desde 
la perspectiva de ordenación del tiempo de trabajo que ahora compete 
asumir, se trata de otro núcleo temático de obligado recuerdo. 

1.2. La exposición

Teniendo en cuenta la segura exposición panorámica y certera de la Po-
nencia General, así como la desarrollada por el resto de panelistas, aquí 
se ha optado por ofrecer un abanico heterogéneo de ejemplos a través de 
los cuales puede comprobarse la actualidad y relevancia de lo que el título 
dado a esta intervención sugiere: modulando los factores temporales de la 
prestación laboral es posible mejorar la corresponsabilidad (social, fami-
liar) y, desde luego, perfeccionar el perfil profesional. Huelga señalar que 
el aumento de la productividad empresarial, de la sostenibilidad social o 
de la conciliación familiar aparecen como frutos esperados de todo ello.

La inesquivable limitación de espacio ha inclinado a una exposición más ape-
gada a la norma que a su crítica, obviando el acudimiento a los contenidos de 
la negociación colectiva o la atención a multitud de sentencias de todo tipo.  

Las propuestas de mejora bien merecerían atención: jornadas continuadas, 
horarios racionales, bolsa de horas si es posible, racionalización horaria, au-
mento de la previsibilidad respecto de las alteraciones horarias, fiscalización 
real del cumplimiento en sectores escurridizos, flexibilidad horaria, apo-
yos institucionales, profesionalización de los cuidados domiciliarios, etc. 

1.3 La gratitud

Pertenecer a la AEDTSS desde hace más de cuarenta años brinda una fa-
miliaridad que amenaza con deslizarse hacia el abuso de confianza. Pido 
sinceras disculpas si la primera da paso al segundo. 
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Pero no puedo cerrar este proemio silenciando la enorme gratitud que 
siento hacia nuestra actual Junta Directiva, encabezada por María Emi-
lia Casas Baamonde, por haberme designado para volver a ser Ponente. 
Treinta y un años después repito la asignatura de que me examiné en 
Pamplona. Ahora, en el corazón de mi tierra, la Comunitat Valenciana.  
De tot cor, moltes gràcies.

2. �  UNA FORMA EXCEPCIONAL DE CORRESPONSABILIDAD 
SOCIAL: DONANTES VIVOS DE ÓRGANOS O TEJIDOS

En el Boletín Oficial del Estado (BOE) de 21 de diciembre de 2024 apa-
rece publicada la Ley 6/2024, de 20 de diciembre, para la mejora de la 
protección de las personas donantes en vivo de órganos o tejidos para su 
posterior trasplante.

Contenido.- Hay en el título de la norma una magnífica identificación 
de su objeto material, mientras que se echa de menos la referencia com-
plementaria al objeto formal, a la perspectiva. Porque no se trata de una 
mejora de la protección a tales donantes desde múltiples puntos de vista, 
sino desde uno concreto: el sociolaboral. Son dos las instituciones que 
vertebran ese progreso tuitivo: la atención a la imposibilidad temporal de 
trabajar por impedimento sanitario (IT) y la superposición del horario la-
boral con alguna gestión circundante (permiso). Lo querido es que la per-
sona donante no sufra menoscabo o perjuicio alguno como consecuencia 
de esa condición1.

2.1 La suspensión contractual por incapacidad temporal

Conviene no dar lugar a equívocos: para que surja esta protección eco-
nómica es imprescindible que el donante esté desarrollando una actividad 
productiva. Lo que persigue el subsidio de referencia es proporcionar rentas 
sustitutivas de las derivadas de ese trabajo. Por tanto: si es donante una per-
sona que no simultanea esa cualidad con la de asalariado (o equivalente), 
falta el presupuesto primero de la IT2.

1	  La norma quiere “otorgar en estos casos una cobertura lo más amplia posible. Se 
trata de que la persona que, de forma altruista, lleva a cabo la cesión de un órgano o tejido, 
que sirve para salvar la vida o mejorar las condiciones de vida de otra persona, no se vea 
obligada a asumir determinados perjuicios económicos por ello”.

2	  La evaluación de los efectos prácticos parece sugerir que si se concluyera que no 
ha habido ese aumento de población donante podría pensarse en extender la protección a 
nuevos supuestos. Las opciones para esa eventual universalización son varias: transformar la 
prestación en no contributiva, adicionar al régimen actual otro complementario, abandonar la 
idea del subsidio y establecer una compensación indemnizatoria, etc.
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Descripción general.— La Ley 6/2024 modifica la LGSS para reconocer 
como situaciones especiales de incapacidad temporal por contingencias 
comunes aquellas bajas laborales por donación de órganos o tejidos para 
su trasplante. Como novedades que mejoran o especifican la protección 
destacan: 1ª) Ausencia de un periodo de carencia mínimo para acceder a 
la protección; 2ª) El subsidio se abona durante todo el tiempo que exista 
la imposibilidad sanitaria de desempeñar el trabajo. 3ª) El subsidio se 
devenga desde el primer día de baja. 4ª) La cuantía o porcentaje es del 
cien por cien de la base reguladora. 5ª) La gestión se encomienda a la 
entidad que asuma la de la IT derivada de contingencias comunes. 6ª) Se 
trata de una IT derivada de contingencias comunes cuya concurrencia 
requiere que sea precisa la asistencia sanitaria e imposible la prestación 
de la actividad laboral3.

Delimitación específica.— Prácticamente prescindiendo del entron-
que con la definición genérica que acaba de recordarse, el artículo 
169.1.a.IV LGSS enumera los elementos esenciales de la nueva situa-
ción protegida:

•	 Estamos ante una situación especial de incapacidad temporal.

•	 Se le asigna la etiología propia de las contingencias comunes.

•	 Afecta a la persona trabajadora donante de órganos o tejidos para 
su trasplante. 

•	 Comprende tanto días discontinuos como ininterrumpidos.

•	 Durante su transcurso el donante debe recibir asistencia sanitaria 
de la Seguridad Social.

•	 Es preciso que el donante esté impedido para el trabajo4.

•	 Todo ello tiene que ser consecuencia de la preparación médica de 
la cirugía o la realización del trasplante.

•	 Comprende el periodo desde el día del ingreso hospitalario para la 
realización de esa preparación hasta que se da el alta por curación.

3	  El art. 169.1.a LGSS identifica como situaciones determinantes de incapacidad 
temporal las debidas a enfermedad común o profesional y a accidente, sea o no de trabajo, 
mientras el trabajador reciba asistencia sanitaria de la Seguridad Social y esté impedido 
para el trabajo.

4	  El impedimento no es imposibilidad material, sino necesidad de permanecer ingre-
sado, en reposo domiciliario o con cualquier ritmo de vida que sanitariamente se considere 
necesario para preparar la donación o recuperar la propia salud tras ella.
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Prestación económica.— La finalidad principal de la Ley 6/2024 (incen-
tivar que haya más donantes; evitar perjuicios a quienes lo son) propicia 
que en la situación especial de incapacidad temporal por donación de ór-
ganos o tejidos para su trasplante, ese subsidio equivalga al cien por ciento 
de la base reguladora establecida para la prestación de incapacidad tempo-
ral derivada de contingencias comunes5.

Periodo de carencia.— El acceso a la protección económica derivada de 
la IT por contingencia común requiere acreditar determinado periodo pre-
vio de cotización6. Sin embargo, esa exigencia se exime cuando estemos 
ante una IT por la cusa que venimos estudiando pues en tales casos no se 
exigirán periodos mínimos de cotización7. La singularidad del supuesto 
(por eso se configura como especial) estriba en que se subsume en el grupo 
de IT derivada de contingencia común, pero no se le aplica la regla general 
de las enfermedades de tal índole sino la de los accidentes8. 

Lo que sí resulta imprescindible es que el beneficiario cumpla los requisi-
tos generales de afiliación y alta9. 

Dinámica del subsidio.— Peculiaridad muy importante surge a la hora de 
precisar el momento en que comienza a abonarse la prestación económica. 
Recordemos que en caso de enfermedad común o de accidente no labo-
ral, el subsidio solo se abona a partir del cuarto día de baja en el trabajo, 
aunque desde el día cuarto al decimoquinto de baja, ambos inclusive, el 
subsidio estará a cargo del empresario10. Sin embargo, en nuestro caso, si 
bien el subsidio se abona a cargo de la entidad gestora o colaboradora que 
cubra la IT por contingencias comunes, su devengo se produce desde el 
mismo día de baja11.

5	  Así lo dispone el artículo 171 LGSS en su nueva redacción. De ese modo combina 
la norma una previsión referida a contingencias comunes (para calcular la base reguladora) y 
otra característica de las profesionales (para establecer el porcentaje aplicable).

6	  Conforme al art. 172 LGSS para beneficiarse del subsidio, quienes se encuentren 
en cualquiera de las situaciones determinadas como causante de IT por causa de enfermedad 
común deben acreditar un periodo mínimo de cotización de ciento ochenta días dentro de los 
cinco años inmediatamente anteriores al hecho causante. 

7	  El propio art. 172.a) LGSS alude al supuesto del cuarto párrafo del 169.1.a, que es 
el referido al caso de los donantes.

8	  El art. 172.b) LGSS viene disponiendo que en caso de accidente, sea o no de traba-
jo, y de enfermedad profesional, no se exigirá ningún período previo de cotización. 

9	  El art. 165.1 LGSS prescribe que para causar derecho a las prestaciones del Régi-
men General, las personas incluidas en su campo de aplicación habrán de cumplir, además de 
los requisitos particulares exigidos para acceder a cada una de ellas, el requisito general de 
estar afiliadas y en alta en dicho Régimen o en situación asimilada a la de alta al sobrevenir 
la contingencia o situación protegida, salvo disposición legal expresa en contrario

10	  Esa regla del art. 173.1.I LGSS se complementa con la del párrafo siguiente, a cuyo 
tenor en caso de accidente de trabajo o enfermedad profesional, el subsidio se abonará desde 
el día siguiente al de la baja en el trabajo, estando a cargo del empresario el salario íntegro 
correspondiente al día de la baja.

11	  Art. 173.1.III LGSS.
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Gestión.—  En estas situaciones especiales de IT se mantiene la obliga-
ción de cotizar y el subsidio se abona a cargo de la entidad gestora o co-
laboradora12 que cubra la IT por contingencias comunes desde el mismo 
día de baja13.

2.2. El permiso remunerado

La categoría jurídica.— Bajo la tradicional denominación de “permisos” 
se alude a una serie de interrupciones del contrato de trabajo o supuestos 
en los que la persona posee un verdadero derecho a ausentarse del trabajo 
sin pérdida alguna de retribución. A diferencia de lo que sucede en otras 
interrupciones ordinarias (vacaciones y descanso semanal), por virtud de 
estos permisos el trabajador deja de desarrollar una actividad a la que sí 
estaba obligado. Así como en los supuestos de suspensión contractual se 
produce (en general) el cese “de las obligaciones recíprocas de trabajar y 
remunerar el trabajo” (art. 45.2 ET), en los permisos se mantiene la obli-
gación retributiva y, por tanto, la derivada de cotizar a la Seguridad Social 
pero no la de prestar la actividad productiva.

Requisitos generales de tipo instrumental.— El artículo 37.3 ET pide 
que la ausencia se produzca “previo aviso y justificación” del trabajador a 
su empresario; lo que significa que con una antelación razonable (en fun-
ción de cada caso; en muchas ocasiones será mínima o incluso imposible) 
se haga saber a la contraparte contractual que se producirá la ausencia 
(cualquier medio de comunicación será válido y no hay sino sumisión a 
las reglas de la buena fe a que alude art. 20.2 in fine ET). La justificación 
(a la que el empresario puede renunciar por la notoriedad de la causa o la 
confianza en la palabra de su trabajador) ha de aportarse en el momento en 
que sea posible (anterior o posterior al disfrute del permiso). 

Consecuencia inicial del permiso.— Concurriendo su motivo, “el traba-
jador podrá ausentarse del trabajo”, lo que en modo alguno supone que se 
trate de una facultad empresarial de tipo discrecional sino de un verdade-
ro derecho a dejar de trabajar y percibir la retribución habitual (salario y 
complementos salariales promediados, aunque con la lógica exclusión de 
las partidas extrasalariales como las dietas o suplidos)14. 

12	  El art. 80.2.b LGSS prescribe que las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social 
tienen por objeto el desarrollo, mediante la colaboración con el Ministerio de Empleo y Se-
guridad Social, de la gestión de la prestación económica por incapacidad temporal derivada 
de contingencias comunes.

13	  Así lo dispone el art. 173.1.III LGSS. 
14	  Doctrina tradicional viene sosteniendo que el disfrute de los días ha de dedicarse al 

fin que justifica la ausencia; los permisos no están previstos como generadores de unos días 
para vacaciones o asuntos propios pues ello generaría el fraude o abuso de derecho, sancio-
nable por la empresa (STS 21 septiembre 2010; RJ 2010, rec. 84/2009).
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El supuesto delineado.— El nuevo artículo 37.3.g) ET contempla una li-
cencia (desde luego, remunerada por la empresa) con los siguientes perfiles;

•	 Se configura un permiso extendido por el tiempo indispensable. De 
este modo, no se habla de días o jornadas, lo que abre la puerta a 
interrupciones de la actividad laboral que sean de menor entidad.

•	 El presupuesto es que (quien trabaja y sea donante) deba atender a 
la realización de los actos preparatorios de la donación de órganos 
o tejidos.

•	 El alcance de tales actuaciones propedéuticas aparece como un 
concepto abierto. Desde luego, abarcando asistencia a las sesio-
nes de información, para la realización de los preceptivos infor-
mes y exámenes clínicos, incluida la exploración médica, previos 
a la determinación de idoneidad de los donantes vivos y de sus ór-
ganos o tejidos, así como para la prestación del consentimiento15.

•	 La condición adicional es que esas actividades deban tener lugar 
dentro de la jornada de trabajo. Esta locución, sin duda, hay que 
entenderla referida al horario de la persona que sea donante, más 
que a la jornada en sentido técnico (duración de la actividad labo-
ral dentro de cada unidad cronológica).

Datos adicionales.— Al igual que sucede con el resto de permisos, su dis-
frute no viene condicionado por una previa etapa, más o menos dilatada, 
de prestación de servicios. Por tanto, desde el momento en que la relación 
laboral está viva surge ese derecho, al que tampoco se le acotan límites 
respecto de cada año u otro periodo de tiempo.

Estamos ante una situación protegida distinta a la de IT, de modo que no 
cabe hablar propiamente de subsidiariedad entre ellas, sino de comple-
mentariedad. No cabe pensar que surge derecho al subsidio si las activida-
des preparatorias se llevan a cabo cuando no existe deber de trabajar, del 
mismo modo que tampoco surge el permiso si lo que hay es imposibilidad 
psicofísica de hacerlo. Los supuestos y las necesidades deben diferenciar-
se no solo por la diversidad de sujetos obligados al pago o la naturaleza 
de las percepciones satisfechas sino también por su gestión (justificación, 
forma de cálculo, etc.). 

Remuneración.— El artículo 37.3 ET especifica que la ausencia del tra-
bajador se produce “con derecho a remuneración”, lo que es muy indi-
cativo de cuál sea la naturaleza y efectos del permiso, pero en absoluto 
bastante para conocer con certeza cuál haya de ser su exacto montante;  

15	  Así lo ejemplifica el Preámbulo de la Ley,
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sí se admite pacíficamente la naturaleza salarial de estas percepciones, ci-
tándose como apoyo normativo directo en tal sentido lo previsto en el art. 
26.1 ET respecto de percepciones económicas que retribuyan “los perío-
dos de descanso computable como de trabajo”. 

De este modo, la empresa en que presta servicios quien sea donante se 
convierte, ella también y aunque sea por ministerio de la norma, en co-
laboradora financiera con los trasplantes, además de afrontar la carga 
que comporta la reordenación de tareas como consecuencia de estas sus-
pensiones e interrupciones. En efecto, tanto la cotización durante la IT 
cuanto la remuneración durante el permiso son costes que se trasladan a 
su tesorería.

3. UNOS PERMISOS FORMATIVOS RELEGADOS

El art. 23.1.a) ET, modificado por RDL 28/2020, reiterado por L. 10/2021, 
reconoce el derecho a permisos —cuyo régimen se remite a la negociación 
colectiva (art.  23.2)— para concurrir a exámenes, así como preferencia 
en turnos y trabajo a distancia, siempre que el trabajador afectado «curse 
con regularidad estudios para la obtención de un título académico o pro-
fesional». El art. 23.3 ET contempla un nuevo permiso de formación para 
el empleo de 20 horas anuales, acumulables por períodos de hasta cinco 
años y cuya fijación corresponde al convenio colectivo, y, en su defecto, al 
acuerdo de trabajador y empresario.

1.1. Permisos para exámenes

Quien trabaja tiene derecho a los permisos necesarios para exámenes si 
cursa «con regularidad» (esto es, con continuidad y aprovechamiento) es-
tudios para la obtención de un título académico o profesional; el grado de 
aprovechamiento exigible y los demás términos del ejercicio del derecho 
(v. gr.: la posibilidad de que el permiso sea retribuido en una u otra medi-
da; la obligatoriedad o no de regresar al trabajo al finalizar el examen) son 
objeto de negociación colectiva (art. 23.2 ET).

2.2. Elección de turno

También recoge la norma el derecho preferente a elegir turno de traba-
jo, cuando éste fuese el sistema establecido en la empresa; con iguales 
condicionamientos y previsiones que en el caso anterior. El TC ha en-
tendido, sin embargo, que no puede someterse la autonomía organiza-
tiva del empresario a la opción de un trabajador en favor de una deter-
minada carrera, Facultad y horario, entre otros posibles (S. 129/1989, 
de 17.7).
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2.3. Adaptación horaria

Quien trabaja posee asimismo el derecho a asistir a cursos de formación 
profesional, mediante la oportuna «adaptación» (es decir, variación de ho-
rario, reducción del tiempo de trabajo, etc.) de la jornada ordinaria; todo 
ello, con las condiciones comunes a los supuestos anteriores.

2.4 Permisos impropios

Recoge el ET el derecho a permisos «de formación o perfeccionamiento 
profesional», con reserva de puesto de trabajo. Es decir, no estaríamos 
ante una mera interrupción sino ante una suspensión de la relación laboral. 
La vaguedad del supuesto convierte en imprescindible la concreción del 
convenio colectivo o del pacto individual.

2.5. Permiso formativo anual

El artículo 23.3 ET recoge un interesante supuesto que no parece estar 
aplicándose siempre16 y que significa17 lo siguiente::

•	 El derecho de los trabajadores a un permiso retribuido por el tiem-
po de 20 horas/año, siempre que aquéllos sigan una formación 
relativa a la actividad de la empresa.

•	 La posibilidad de que la formación se desarrolle por iniciativa em-
presarial o acordada colectivamente, en cuyo caso, se compensa el 
permiso.

•	 No cabe computar al efecto la formación obligatoria que la em-
presa haya de impartir por mandato de otras leyes.

•	 La concreción del disfrute del permiso se hará en el convenio co-
lectivo o, en su defecto, de mutuo acuerdo.

16	  Los trabajadores con al menos un año de antigüedad en la empresa tienen derecho 
a un permiso retribuido de veinte horas anuales de formación profesional para el empleo, 
vinculada a la actividad de la empresa, acumulables por un periodo de hasta cinco años. El 
derecho se entenderá cumplido en todo caso cuando el trabajador pueda realizar las acciones 
formativas dirigidas a la obtención de la formación profesional para el empleo en el mar-
co de un plan de formación desarrollado por iniciativa empresarial o comprometido por la 
negociación colectiva. Sin perjuicio de lo anterior, no podrá comprenderse en el derecho a 
que se refiere este apartado la formación que deba obligatoriamente impartir la empresa a su 
cargo conforme a lo previsto en otras leyes. En defecto de lo previsto en convenio colectivo, 
la concreción del modo de disfrute del permiso se fijará de mutuo acuerdo entre trabajador y 
empresario.

17	  STS-SOC 792/2019 de 20 noviembre (rec. 39/2018)
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•	 El trabajador debe acreditar estar realizando la formación y, asi-
mismo, que ésta guarda conexión con su actividad profesional en 
el seno de la de la empresa.

•	 En el caso de que la empresa estuviera ofreciendo dicha forma-
ción, ya no se dispondrá de un derecho a un permiso añadido, pues 
el derecho al permiso estaría compensado por la efectividad de la 
formación con cargo a la empresa. Tal compensación no es posible 
si la empresa está obligada normativamente a ofrecer formación.

•	 En suma, la obligada contribución de la empresa a la formación 
profesional de sus trabajadores se plasmará, bien en el ofreci-
miento mismo de la formación a sus expensas, bien en el salario 
correspondiente a la ausencia por el disfrute del permiso.

4. PERMISOS CON PROYECCIÓN DE CORRESPONSABILIDAD

Además de las interrupciones normales en la vida de la relación laboral de-
rivadas de la exigencia legal de un descanso diario, semanal o anual, existen 
cesaciones ocasionales de la prestación de trabajo debidas a otras circuns-
tancias, por lo general imprevistas. Lo característico de estas interrupciones 
es que solamente afectan a la prestación del trabajador, manteniéndose sin 
embargo el deber retributivo del empresario, lo que permite separarlas neta-
mente de la figura de la suspensión de la relación jurídica en su integridad. 
Al lado de este criterio dogmático de distinción, la legislación aplica el ré-
gimen de la mera interrupción del trabajo (y no del salario) a los ceses de 
corta duración, mientras que aplica el de la suspensión de toda la relación 
jurídica (trabajo y salario) cuando el cese temporal es de mayor duración. 
En el fondo de la distinción entre interrupción y suspensión se encuentra el 
deseo del legislador de que las vicisitudes de escasa duración que impidan 
momentáneamente al trabajador la realización de su trabajo sean insuficien-
tes, no ya para extinguir la relación contractual —que también se mantiene 
en caso de suspensiones, de mayor gravedad y duración—, sino ni siquiera 
para hacer que el trabajador pierda su derecho retributivo.

La corresponsabilidad en el tiempo de trabajo implica una distribución equita-
tiva de las responsabilidades laborales y familiares, garantizando que quienes 
prestan su actividad laboral puedan acceder a permisos, adaptaciones horarias 
y medidas de conciliación sin sufrir perjuicios en su carrera profesional.

Son aplicables aquí las cuestiones generales sobre disfrute de permisos: 
inicio, sistema de cómputo, superposición a otras novaciones, concurren-
cia de la situación protegida, acreditación y sistema empresarial de con-
trol, remuneración, deberes inherentes a su disfrute, etc.
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4.1. Técnicas de preparación al parto

Surge permiso por el tiempo indispensable para la realización de exáme-
nes prenatales y técnicas de preparación al parto siempre que deban tener 
lugar dentro de la jornada de trabajo [art. 37.3.f) ET].

No aparece limitada la cadencia o el número de permisos que cabe arti-
cular por una misma gestación. La norma acude a la indispensabilidad 
como único referente (lo que abarca tanto la extensión de cada uno cuan-
to la necesaria superposición con el horario de trabajo o la reiteración). 

Con respecto a los titulares del derecho la LPRL precisa que se con-
cede a «las trabajadoras embarazadas», con lo que todo indica que es 
un derecho cuyo disfrute corresponde en exclusiva a las mujeres. La 
ampliación al otro progenitor, partiendo del artículo 37.3 ET que tan 
solo se refiere a de forma genérica «al trabajador», podría tener sus-
tento y ambos podrán acudir a los exámenes prenatales o técnicas de 
preparación al parto y así se contribuiría de forma más eficiente a la tan 
ansiada corresponsabilidad en el ámbito de la conciliación de la vida 
personal, familiar y laboral.

Se discute si cabe incluir aquí las consultas médicas para supuestos de 
fecundación in vitro.

4.1.2 Preparativos de adopción

Más claramente bilateralizada está la variante del permiso recién expuesto 
que surge en los casos de adopción, guarda con fines de adopción o acogi-
miento, para la asistencia a las preceptivas sesiones de información y pre-
paración y para la realización de los preceptivos informes psicológicos y 
sociales previos a la declaración de idoneidad, siempre, en todos los casos, 
que deban tener lugar dentro de la jornada de trabajo.

Al igual que en el caso anterior, se extiende por el tiempo indispensable, 
y solo cuando estas asistencias deban tener lugar, necesariamente, dentro 
de la jornada laboral.

4.2. Nacimiento o adopción

Emblema de corresponsabilidad es la suspensión por nacimiento de 
hijo (biológico, adoptado, en guarda con fines de adopción o acogi-
do), ahora unitariamente considerada y sin posible transferencia de 
derechos. No estamos ante un permiso en sentido dogmático, porque 
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cesa la obligación retributiva, sino social, pero tan arraigado en el 
vocabulario laboralista que se ha optado por incluirlo aquí. La trans-
formación operada explica que existan dudas sobre el necesario  
preaviso de quince días o la posibilidad empresarial de oponerse al disfru-
te simultáneo de dos personas de su plantilla respecto del mismo menor.

En el supuesto de discapacidad del hijo o hija en el nacimiento, adopción, 
en situación de guarda con fines de adopción o de acogimiento, la suspen-
sión del contrato tendrá una duración adicional de dos semanas, una para 
cada una de las personas progenitoras. Igual ampliación procederá en el 
supuesto de nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o acogi-
miento múltiple por cada hijo o hija distinta del primero. En caso de haber 
una única persona progenitora, podrá disfrutar de las dos ampliaciones 
completas.

4.2.1. Nacimiento

El nacimiento (que comprende legalmente el parto y el cuidado de menor 
de doce meses) suspende el contrato de trabajo de la madre biológica du-
rante dieciséis semanas18, de las cuales serán obligatorias las seis semanas 
ininterrumpidas inmediatamente posteriores al parto (art. 48.4 ET, modifi-
cado por RDL 6/2019). El permiso del otro progenitor (desde 1 de enero de 
2021) tiene la misma duración. Existen reglas específicas sobre los casos 
de parto prematuro, hospitalización de neonatos y fallecimiento del hijo, 
así como sobre disfrute del período posterior a aquellas seis semanas, y, en 
fin, reglas sobre ejercicio del derecho al permiso19.

Hay que subrayar la obligatoriedad del disfrute (a jornada completa) du-
rante las seis semanas posteriores al parto para ambos progenitores; se 
trata tanto de asegurar la protección de la salud a la madre cuanto de que el 
menor reciba los cuidados de previstos en el art. 68 Código Civil.

Aunque la Directiva 92/85/CEE persigue que las trabajadoras disfruten 
de un permiso de maternidad de como mínimo catorce semanas ininte-
rrumpidas, el ET permite que las otras diez semanas pueden disfrutarse, 
a elección de cada progenitor, desde la finalización de la suspensión obli-
gatoria posterior al parto hasta que el hijo cumpla doce meses y de forma 
ininterrumpida o fraccionada en períodos semanales20.

18	  A efectos de lo dispuesto en este apartado, el término de madre biológica incluye 
también a las personas trans gestantes.

19	   Reglas especiales sobre suspensión del contrato en casos de parto prematuro, en 
art. 48.4 ET. Las «madres subrogantes» a través de un «vientre de alquiler» no tienen derecho 
a permiso de maternidad (TJUE, Gran Sala, 18.3.2014).

20	  La suspensión del contrato de trabajo, transcurridas las primeras seis semanas in-
mediatamente posteriores al parto, podrá disfrutarse en régimen de jornada completa o de 
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En el caso de madres biológicas sin pareja, a fin de evitar la discrimi-
nación por nacimiento del menor, se entiende que la suspensión debe 
sumar otras diez semanas, la STC 140/2024, de 6 de noviembre, declaró 
inconstitucionales –sin nulidad– los arts. 48.4 LET y 177 LGSS, al apre-
ciar que pese al amplio margen de libertad en la configuración del siste-
ma de Seguridad Social que nuestra Constitución reconoce al legislador, 
sin embargo, «una vez configurada una determinada herramienta de pro-
tección de las madres y los hijos (art. 39 CE), en este caso el permiso y 
la correspondiente prestación económica por nacimiento y cuidado de 
menor previstos, respectivamente, en los arts.  48.4 LET y 177 LGSS, 
su articulación concreta debe respetar las exigencias que se derivan del 
art. 14 CE y, por lo que se refiere a la cuestión suscitada, las derivadas de 
la prohibición de discriminación por razón de nacimiento expresamente 
prohibida por el art. 14 CE21.

 4.2.2. Adopción y guarda legal

La adopción y la guarda con fines de adopción y de acogimiento (de me-
nores de seis años o de menores con discapacidad o con especiales difi-
cultades de inserción social y familiar) generan un derecho personal a la 
suspensión del contrato durante dieciséis semanas para cada adoptante, 
guardador o acogedor, de las que seis deben disfrutarse inmediatamente 
después de la resolución judicial que decida la adopción o la decisión ad-
ministrativa de guarda22. Como reglas adicionales:

En ningún caso un mismo menor dará derecho a varios periodos de suspen-
sión en la misma persona trabajadora. El disfrute de cada período semanal 
o, en su caso, de la acumulación de dichos períodos, deberá comunicarse a 
la empresa con una antelación mínima de quince días. 

jornada parcial, previo acuerdo entre la empresa y la persona trabajadora, y conforme se 
determine reglamentariamente

21	  Los arts. 48.4 LET y 177 LGSS, al no prever la posibilidad de que, en circunstan-
cias como las que concurren en el presente caso, «las madres biológicas de familias monopa-
rentales, trabajadoras por cuenta ajena, puedan ampliar su permiso por nacimiento y cuidado 
de hijo más allá de dieciséis semanas, disfrutando del permiso (y también de la correspon-
diente prestación económica de la Seguridad Social) que se reconocería al otro progenitor, en 
caso de existir, generan ex silentio una discriminación por razón de nacimiento de los niños 
y niñas nacidos en familias monoparentales, que es contraria al art. 14 CE, en relación con el 
art. 39 CE, en tanto esos menores podrán disfrutar de un período de cuidado de sus progeni-
tores significativamente inferior a los nacidos en familias biparentales» 

22	   El art. 48.6 ET, redactado por RDL 6/2019, dispone que en el supuesto de discapa-
cidad del hijo en el nacimiento, adopción o situación de guarda, la suspensión del contrato se 
prorrogará por dos semanas, una para cada uno de los progenitores. Igual ampliación procede 
en el supuesto de nacimiento, adopción o guarda múltiples, por cada hijo adicional al prime-
ro. El RDL 5/2023 estableció que en estos casos la persona progenitora, en el caso de familia 
monoparental, podrá disfrutar de las dos ampliaciones completas.
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Las diez semanas restantes se podrán disfrutar en períodos semanales, de 
forma acumulada o interrumpida, dentro de los doce meses siguientes a la 
resolución judicial por la que se constituya la adopción o bien a la decisión 
administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento. 

La suspensión de estas diez semanas se podrá ejercitar en régimen de jorna-
da completa o a tiempo parcial, previo acuerdo entre la empresa y la persona 
trabajadora afectada, en los términos que reglamentariamente se determinen.

En los supuestos de adopción internacional, cuando sea necesario el despla-
zamiento previo de los progenitores al país de origen del adoptado, el periodo 
de suspensión previsto para cada caso en este apartado, podrá iniciarse hasta 
cuatro semanas antes de la resolución por la que se constituye la adopción.

Este derecho es individual de la persona trabajadora sin que pueda transferirse 
su ejercicio al otro adoptante, guardador con fines de adopción o acogedor.

4.3. Hospitalización de neonatos

El nacimiento de hijos prematuros o que precisen por otra causa hospita-
lización postparto da derecho a un permiso de una hora diaria (adicional y 
voluntariamente puede acortarse hasta dos horas más la jornada, sin dere-
cho a salario) (art. 37.5 ET, redactado por RDL 6/2019).

La corresponsabilidad aparece respetada porque titulares del permiso son 
las personas progenitoras, sin que haya precisiones o restricciones adicio-
nales. Son derechos autónomos, por lo que las circunstancias del disfrute 
pueden propiciar situaciones heterogéneas.

4.4. El permiso por lactancia

Modalidades clásicas. En los supuestos de nacimiento, adopción, guarda 
con fines de adopción o acogimiento, se tiene derecho a una hora de au-
sencia del trabajo, que cabe dividir en dos fracciones, para el cuidado del 
lactante hasta que este cumpla nueve meses y que suele denominarse per-
miso por lactancia23. La persona trabajadora podrá ausentarse de su puesto 
de trabajo desde su reincorporación después del permiso de nacimiento 
hasta que el bebé cumpla nueve meses. La hora o las dos fracciones de 
media hora se deberán disfrutar en medio de la jornada de trabajo; se cesa 

23	   La duración del permiso se incrementará proporcionalmente en los casos de naci-
miento, adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento múltiples.
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la prestación de servicios durante la jornada de trabajo ya iniciada y se 
retoma al concluir dicha ausencia.

Reducción de jornada. Quien ejerza el derecho, por su voluntad, podrá 
sustituirlo por una reducción de su jornada en media hora con la misma 
finalidad. Viene interpretándose que eso comporta el comienzo del horario 
de trabajo del día media hora más tarde de lo que correspondiera, o su 
finalización anticipada de la misma duración.

Acumulación. También es posible acumular el disfrute del derecho en 
jornadas completas24, sin que sea necesario al efecto que lo prevea el con-
venio o lo admita el empleador25. 

El número de días de trabajo durante los cuales puede acumularse se halla 
multiplicando una hora por cada uno de los laborables que le resten a la 
persona que se incorpora y hasta que el menor cumpla doce meses; acto 
seguido se transforma en días26. 

Con respecto del momento en el que puede disfrutarse el permiso, es posi-
ble a partir de que finalice el permiso por nacimiento y cuidado de menor, 
ya que si el contrato se encuentra suspendido por alguno de estos permisos 
resulta evidente la imposibilidad de solicitar un permiso que ineludible-
mente exige estar prestando servicios. Un tema distinto es el relativo a que 
el permiso haya de disfrutarse inmediatamente después de que finalice el 
permiso por nacimiento y cuidado del menor y sin solución de continui-
dad, habiéndose reconocido la posibilidad de hacer uso de este tardíamen-
te y mientras el menor no haya cumplido los doce meses.

Respecto de la corresponsabilidad: 1º) Una medida promocional: cuan-
do ambos progenitores, adoptantes, guardadores o acogedores ejerzan 
este derecho con la misma duración y régimen, el periodo de disfrute po-
drá extenderse hasta que el lactante cumpla doce meses, con reducción  
proporcional del salario a partir del cumplimiento de los nueve meses.  

24	   Se trata de un derecho individual e intransferible. Pero: 1.º) Si dos personas tra-
bajadoras de la misma empresa ejercen este derecho por el mismo sujeto causante, podrá 
limitarse su ejercicio simultáneo por razones fundadas y objetivas de funcionamiento de la 
empresa, debidamente motivadas por escrito, debiendo en tal caso la empresa ofrecer un plan 
alternativo que asegure el disfrute de ambas personas trabajadoras y que posibilite el ejer-
cicio de los derechos de conciliación. 2.º) Cuando ambas personas ejerzan este derecho con 
la misma duración y régimen, el periodo de disfrute podrá extenderse hasta que el lactante 
cumpla doce meses, con reducción proporcional del salario a partir del cumplimiento de los 
nueve meses.

25	   Así es tras la entrada en vigor del RDL 2/2024 de 21.5, que «elimina estas restric-
ciones, convirtiendo todas las posibilidades de disfrute, incluida la acumulación de las horas 
retribuidas de ausencia, en un derecho de todas las personas trabajadoras».

26	   STS 986/2023 de 21 noviembre así lo hace, trasladando la operación al caso de 
jornada a tiempo parcial.
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La duración del permiso se incrementará proporcionalmente en los casos 
de parto, adopción o acogimiento múltiples. 2º) Una cautela empresarial: si 
dos personas trabajadoras de la misma empresa ejercen este derecho por el 
mismo sujeto causante, la dirección empresarial podrá limitar su ejercicio 
simultáneo por razones justificadas de funcionamiento de la empresa, que 
deberá comunicar por escrito. La empresa solo podrá limitar el ejercicio 
simultáneo por ambos progenitores y cuando existan razones justificativas 
de funcionamiento, pero en ningún caso podrá impedir o limitar el ejerci-
cio de este derecho más allá del disfrute simultáneo por parte de ambos.

4.5. Permisos para atención a familiares

Tras las últimas modificaciones habidas en la materia, estamos ante un 
supuesto especialmente importante y frecuente, a la vez que plagado de 
dudas aplicativas.

Infortunio cubierto.— Hay permiso de cinco días por accidente o en-
fermedad graves, hospitalización o intervención quirúrgica sin hospitali-
zación que precise reposo domiciliario27 de ciertas personas. 

Gravedad de la afectación a la salud, hospitalización28 o reposo son con-
ceptos abiertos que la práctica empresarial, convencional o judicial ha ve-
nido y viene especificando. 

Conviene recalcar que el objetivo de la norma no es que quien trabaja se 
haga cargo de su familiar durante todo el proceso de su enfermedad y pos-
terior recuperación, sino permitirle que, aunque sea durante un periodo de 
tiempo breve, pueda acompañarle en ese trance29.

Familiares o asimilados tomados en cuenta.— La persona que atraviesa 
por la situación precisada de apoyo puede ser (respecto de quien trabaja) el 
cónyuge, pareja de hecho o parientes hasta el segundo grado por consangui-
neidad o afinidad, incluido el familiar consanguíneo de la pareja de hecho.

27	  Parece presumirse que las tareas domésticas vitales (limpieza, compra, cocinar, 
atender imprevistos, etc.) no deben desempeñarse por quien tiene prescrito ese reposo y las 
puede asumir la persona que disfruta del permiso. 

28	  Para STS 652/2020 de 15 julio (rec. 11/2019) ello equivale al ingreso del enfermo 
en un centro sanitario (clínica u hospital) con sometimiento al régimen de vida de dicha 
institución lo que implica quedar sometido a las normas de régimen interno de la institución;  
no comprende los diferentes tratamientos y atenciones que no requieren de tal internamiento. 
La hospitalización por alumbramiento es una especie del género y puede operar como causa 
d permiso para personas que no sean progenitoras del nacido. 

29	   Sigue siendo válida la advertencia de Carmen Sánchez Trigueros, Los permisos 
retribuidos del trabajador, 1999, pág. 84.
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Convivientes.— Cierta corresponsabilidad más allá de la familiar se atis-
ba en la norma que abre el permiso para atender a cualquier otra persona 
distinta de las anteriores, que conviva con la persona trabajadora en el 
mismo domicilio y que requiera el cuidado efectivo de aquella.

Cadencia.— Dada la situación poblacional se trata de permisos cada vez 
más activados en la práctica. No parece que esté zanjado el debate sobre 
la periodicidad con que pueden disfrutarse, tanto en términos absolutos 
cuanto respecto de cada familiar que precise el apoyo de quien trabaja.

La duración del permiso no varía atendiendo a múltiples circunstancias 
que podrían permitirlo (distancias, proximidad, gravedad, reiteración, etc.) 
sino que se mantiene en los cinco días.

Disfrute.— Si la patología padecida impide la presencia del familiar que 
trabaja `puede perder su sentido el permiso, pero no se olvide que cabe 
otro tipo de atenciones más allá de las presenciales e inmediatas (gestiones 
administrativas, compras, cuidado mínimo del hogar, etc.). 

Fallecimiento.— Dos días por el fallecimiento del cónyuge, pareja de 
hecho o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad. 
Cuando con tal motivo la persona trabajadora necesite hacer un desplaza-
miento al efecto, el plazo se ampliará en dos días30. La corresponsabilidad 
puede deducirse del hecho de que el mismo sujeto puede dar lugar a que 
varias personas (incluso integrantes de una pareja) disfruten del permiso 
en cuestión; quizá resultaría potenciada si se permitiese un disfrute frac-
cionado o sucesivo, para afrontar los problemas derivados de ese luctuoso 
hecho. Nada obsta, claro, a que los acuerdos (colectivos, individuales), los 
protocolos o las prácticas empresariales, todo ello presidido por la buena 
fe que la relación laboral exige, hagan una aplicación flexible del supuesto.

4.6. Permiso por fuerza mayor familiar

En concordancia con la Directiva 2019/1158, el art, 37.9 ET afronta la 
situación de «motivos familiares urgentes o inesperados» que no tengan 
encaje en los permisos típicos pero que requieren un abandono inmediato 

30	  STS 4 junio 2021 (rec. 201/2011) advirtió que cualquier viaje a otra localidad no 
genera el derecho a una licencia de cuatro días, sino que para esa ampliación habrá de tenerse 
en cuenta la distancia entre los municipios, los medios de transporte existentes entre ellos, 
el tiempo que se tarda de un lugar a otro y otras circunstancias que permiten discriminar 
positivamente a quien tiene que realizar una travesía más larga y complicada. La ley no 
quiere beneficiar a quienes residen en grandes áreas metropolitanas, tienen fácil transporte y 
frecuentemente trabajan en un municipio distinto al de su residencia,
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de la actividad laboral para atender aquéllos. El régimen jurídico resul-
tante es el que sigue:

La norma configura un derecho autónomo, al tiempo condicionado (a 
sus presupuestos objetivos) y abierto (pues no se establece un número 
de días o de horas respecto de cada supuesto sino global y por año).

Se concede el derecho a ausentarse inmediatamente del trabajo, en con-
cordancia con los supuestos de riesgo grave e inminente para la segu-
ridad o salud (art. 21.1.b LPRL).

Son varias las exigencias establecidas para recalcar la excepcionalidad 
del caso: estamos ante una «causa de fuerza mayor», que debe activar-
se solo «cuando sea necesario», los motivos deben ser «urgentes» y de 
tal índole que requieran la «presencia inmediata» del trabajador. 

Sustantivamente, la Ley alude a motivos familiares urgentes relacio-
nados con familiares o personas convivientes, en caso de enfermedad 
o accidente.

El precepto aparece integrado en el artículo que regula los permisos, 
institución con la que guarda ciertas semejanzas: 1.ª) Si así lo requieren 
las normas o acuerdos aplicables, o incluso la práctica empresarial, 
habrá que acreditar el motivo de ausencia. 2.ª) El precepto consagra el 
derecho a que sean retribuidas las horas de ausencia pero con el límite 
de las horas equivalentes a cuatro días al año31. 3.ª) El ejercicio ha de 
atemperarse a lo establecido en convenio colectivo o, en su defecto, 
en acuerdo entre la empresa y la representación legal de las personas 
trabajadoras.

4.7. Permiso por traslado de domicilio

El «traslado del domicilio habitual», la «mudanza» no derivada de movili-
dad geográfica a instancia del empresario da derecho a un día de permiso 
retribuido (art. 37.3.c ET). No aparecen amparados los cambios que en al-
gunas zonas se realizan en función de la época del año (al disponer de una 
segunda o tercera residencia) sino los prototípicos traslados de domicilio, 
llevando o no el viejo mobiliario32.

31	   Si la jornada no está homogéneamente distribuida surgen dudas acerca de su cóm-
puto. Por otro lado, los términos de la trasposición permiten entender que existe el derecho a 
ausentarse incluso más allá de esas horas, aunque en tal caso sin garantía de remuneración.

32	  Así lo advirtió la lejana STS 7 de mayo de 1992 (rec 1755/1991).
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5. REDUCCIÓN DE JORNADA Y CORRESPONSABILIDAD.

Significado.—El deseo de propiciar un entorno laboral respetuoso con la 
vida personal y familiar viene impulsando la adaptación del tiempo de 
trabajo mediante diversos expedientes, entre los cuales destaca el de re-
ducción de la jornada por decisión individual. Aunque los supuestos sue-
len estudiarse dentro del apartado de interrupciones o permisos existe una 
importante diferencia que lo desaconseja: salvo pacto en contra, aquí se 
mantiene la conmutatividad de la relación laboral: a una menor presta-
ción de actividad laboral corresponde también una paralela disminución 
de retribuciones33. En realidad, bien podría afirmarse que estamos ante sus-
pensiones parciales del contrato de trabajo, activadas a instancia de quien 
presta la actividad.

Tipología.—Sin perjuicio de que la negociación colectiva o los acuerdos 
individuales enriquezcan la tipología legal, los casos contemplados son 
los siguientes:

•	 La guarda legal de un menor de 12 años o persona discapacitada 
da derecho a la reducción de 1/8 a 1/2 de la jornada (art. 37.6 ET). 

•	 De igual alcance es el derecho a reducir la jornada por la nece-
sidad de encargarse del cuidado directo del cónyuge o pareja de 
hecho, o un familiar hasta el segundo grado de consanguinidad y 
afinidad, incluido el familiar consanguíneo de la pareja de hecho, 
que por razones de edad, accidente o enfermedad no pueda va-
lerse por sí mismo, y que no desempeñe actividad retribuida (art. 
37.6 ET ex RDL 5/2023).

•	 El progenitor, guardador con fines de adopción o acogedor per-
manente tendrá derecho a una reducción de la jornada de trabajo, 
con la disminución proporcional del salario de, al menos, la mitad 
de la duración de aquella, para el cuidado, durante la hospitaliza-
ción y tratamiento continuado, del menor a su cargo afectado por 
cáncer (tumores malignos, melanomas y carcinomas), o por cual-
quier otra enfermedad grave. El derecho se supedita a requisitos 
objetivos34 y subjetivos35.

33	   Precisamente por ello el legislador dispone que el salario a tener en cuenta a efec-
tos del cálculo de las indemnizaciones previstas será el que hubiera correspondido a la perso-
na trabajadora sin considerar la reducción de jornada efectuada DA 19.ª ET).

34	   Que haya ingreso hospitalario de larga duración y requiera la necesidad de su cui-
dado directo, continuo y permanente, acreditado por el informe del servicio público de salud 
u órgano administrativo sanitario de la comunidad autónoma correspondiente.

35	   Persiste hasta que el hijo o persona que hubiere sido objeto de acogimiento perma-
nente o de guarda con fines de adopción cumpla los veintitrés años siempre que subsista la 
necesidad de cuidado directo, continuo y permanente. 
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Esta última variante de reducción de jornada puede también reconocer-
se para atender a una persona mayor de edad, pero menor de 23, si el 
padecimiento de cáncer o enfermedad grave fue diagnosticado antes de 
alcanzar la mayoría de edad.

Reglas comunes y complementarias.—La regulación descrita se com-
plementa con las siguientes previsiones: 1.ª) Por convenio colectivo, se 
podrán establecer las condiciones y supuestos en los que esta reducción 
de jornada se podrá acumular en jornadas completas. 2.ª) En los supues-
tos de nulidad, separación, divorcio, extinción de la pareja de hecho o 
cuando se acredite ser víctima de violencia de género, el derecho a la 
reducción de jornada se reconocerá a favor del progenitor, guardador 
o acogedor con quien conviva la persona enferma, siempre que cumpla 
el resto de los requisitos exigidos. 3.ª) Cuando la persona cuidada con-
traiga matrimonio o constituya una pareja de hecho, tendrá derecho a la 
reducción de jornada quien sea su cónyuge o pareja de hecho, siempre 
que acredite las condiciones para acceder al derecho a la misma. 4.ª) 
Estamos ante un derecho individual de los trabajadores, hombres o mu-
jeres36. 5.ª) En el ejercicio de este derecho se tendrá en cuenta el fomento 
de la corresponsabilidad entre mujeres y hombres y, asimismo, evitar la 
perpetuación de roles y estereotipos de género.

Protección reforzada.—El trato desfavorable a quienes ejerzan es-
tos derechos constituye discriminación indirecta por razón de sexo  
(art. 4.2.c ET). La protección frente al despido (descartando la improce-
dencia) surge en los términos del artículo 55.5.b ET.

6. ALTERACIONES DEL HORARIO Y CORRESPONSABILIDAD

6.1. Distribución irregular de la jornada

La flexibilidad en la organización del tiempo de trabajo se ha convertido 
en una necesidad ante la evolución del mercado laboral y los cambios en la 
producción. La distribución irregular de la jornada permite a las empresas 

Asimismo, se mantendrá el derecho a esta reducción hasta que la persona cumpla 26 
años si antes de alcanzar 23 años acreditara, además, un grado de discapacidad igual o supe-
rior al 65 por 100.

36	   No obstante, si dos o más trabajadores de la misma empresa generasen este dere-
cho por el mismo sujeto causante, el empresario podrá limitar su ejercicio simultáneo por 
razones fundadas y objetivas de funcionamiento de la empresa, debidamente motivadas por 
escrito, debiendo en tal caso la empresa ofrecer un plan alternativo que asegure el disfrute de 
ambas personas trabajadoras y que posibilite el ejercicio de los derechos de conciliación.
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reorganizar los horarios en función de las necesidades productivas, siem-
pre respetando los límites legales y el descanso del trabajador.

Con el obligado respeto del límite de las cuarenta horas semanales y del 
descanso diario de doce, la duración de la jornada ordinaria puede pactarse 
sea en convenio colectivo sea en contrato individual (art. 34.1 ET); adi-
cionalmente, el art. 34.2 ET admite la posibilidad de que se pacten colec-
tivamente jornadas distribuidas irregularmente a lo largo del año (nueva 
medida flexibilizadora de la ordenación del tiempo de trabajo). En defecto 
de pacto37, el empresario puede distribuir irregularmente hasta el 10 por 
100 de la jornada anual, preavisando con cinco días al menos al trabajador. 
Los convenios y acuerdos de empresa regulan la compensación de las dife-
rencias entre la jornada realizada y la duración máxima de la jornada labo-
ral ordinaria; a falta de pacto, tales diferencias deben compensarse dentro 
de los doce meses siguientes (art. 34.2 ET). Naturalmente, este cómputo 
anual no impedirá la necesaria observancia de los límites legales en cuanto 
a descansos diario y semanal. El pacto sobre el cómputo anual de la jor-
nada deja a los empresarios la amplitud de movimiento consiguiente a la 
facultad de distribuir la jornada semanal; el límite máximo de las cuarenta 
horas semanales juega más como módulo de cálculo del límite máximo 
anual que como verdadero tope semanal infranqueable38.

En la STS de 15 de enero de 2022, se estableció que la modificación uni-
lateral de los horarios por parte de la empresa debe cumplir con los requi-
sitos de comunicación previa y negociación con la representación de los 
trabajadores.

Asimismo, el TJUE, en el asunto C-477/21, dictaminó que los períodos de 
inactividad en una jornada irregular no pueden considerarse descanso si el 
trabajador debe permanecer disponible para una posible reincorporación 
inmediata.

6.2. Horas extraordinarias y su compensación

El control del tiempo de trabajo ha sido clave en la interpretación judicial 
sobre las horas extraordinarias, ya que el incumplimiento de la normativa 
puede derivar en sanciones y en la obligación de abonar compensaciones 
económicas.

37	   La locución legal «en defecto de pacto» (art. 34.2 ET) se interpreta en el sentido de 
que la negociación ha sido intentada y ha fracasado (TSJ Galicia 17.7.2013).

38	   M. Alonso Olea: El Estatuto..., cit. págs. 114 y 115; A. V. SEMPERE: «Distribu-
ción de las jornadas laborales», en VVAA, Ordenación de las jornadas de trabajo (Bibl. cit.), 
pág. 34.
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Son extraordinarias las horas que exceden de la «duración máxima de la 
jornada ordinaria de trabajo» (art. 35.1 ET). Cuál sea esa jornada ordinaria 
que sirve de referencia para determinar las horas extraordinarias es algo 
que el propio art. 35.1 remite a la jornada «fijada de acuerdo con el artículo 
anterior». Aunque en el art. 34 ET se regula tanto la jornada máxima legal 
de 40 horas como las inferiores pactadas en convenio colectivo o en con-
trato de trabajo, la jurisprudencia entiende que son horas extraordinarias 
las que exceden de la jornada máxima legal39.

En este sentido, la STS de 10 de abril de 2021 resolvió que las horas ex-
traordinarias deben ser voluntarias, salvo en casos de fuerza mayor, y que 
su compensación debe ser clara y reflejarse en el recibo de salario.

Por su parte, el TJUE, en el asunto C-324/20, reafirmó que el trabajador 
debe tener un registro claro de sus horas extraordinarias, estableciendo 
que la carga de la prueba sobre el exceso de jornada recae en la empresa.

6.3. Reducción de jornada y derechos del trabajador

La reducción de jornada por motivos familiares o personales ha sido obje-
to de numerosas resoluciones judiciales que han protegido el derecho del 
trabajador a adaptar su horario sin sufrir represalias.

La jurisprudencia sostiene que la solicitud de reducción de jornada no pue-
de ser motivo de despido ni de limitación en la promoción profesional, 
estableciendo que cualquier perjuicio derivado de esta solicitud debe con-
siderarse discriminatorio.

Además, el TJUE, en el asunto C-385/19, enfatizó que las medidas de 
conciliación deben garantizarse sin afectar el salario ni la estabilidad en el 
empleo, reforzando la obligación de los Estados miembros de proteger a 
los trabajadores en esta situación.

6.4 Adaptaciones

Las personas trabajadoras tienen derecho a solicitar las adaptaciones de 
la duración y distribución de la jornada de trabajo, en la ordenación del 
tiempo de trabajo para hacer efectivo su derecho a la conciliación de la 

39	   Cfr. TS/SOC, Sala General, 21 y 22.2; 28.3; 29.5; 11.10; 14 y 27.11; 5.12; todas de 
2006; y 20.2.2007.
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vida familiar y laboral. Dichas adaptaciones están sujetas a un matizado 
régimen plasmado en el art. 34.8 ET40.

Supuesto genérico.— Se reconoce el derecho a solicitar las adaptaciones 
de la duración y distribución de la jornada de trabajo, en la ordenación del 
tiempo de trabajo y en la forma de prestación, incluida la prestación de su 
trabajo a distancia, para hacer efectivo su derecho a la conciliación de la 
vida familiar y laboral41. Lógicamente, esta posibilidad es complementaria 
a los permisos, suspensiones o reducciones de jornada que la Ley contem-
pla. 

Requisito general.— Dichas adaptaciones deberán ser razonables y pro-
porcionadas en relación con las necesidades de la persona trabajadora y 
con las necesidades organizativas o productivas de la empresa.

Hijos menores de 12 años.— En el caso de que tengan hijos o hijas, las 
personas trabajadoras tienen derecho a efectuar dicha solicitud hasta que 
los hijos o hijas cumplan doce años.

Hijos mayores de 12 años y otros allegados.— También se reconoce el 
derecho para cuidado respecto de los hijos e hijas mayores de doce años, el 
cónyuge o pareja de hecho, familiares por consanguinidad hasta el segun-
do grado de la persona trabajadora, así como de otras personas dependien-
tes cuando, en este último caso, convivan en el mismo domicilio, y que por 
razones de edad, accidente o enfermedad no puedan valerse por sí mismos, 
debiendo justificar las circunstancias en las que fundamenta su petición.

Papel de la negociación colectiva.— En la negociación colectiva se po-
drán establecer los términos de su ejercicio, que se acomodarán a crite-
rios y sistemas que garanticen la ausencia de discriminación, tanto directa 
como indirecta, entre personas trabajadoras de uno y otro sexo. 

Procedimiento subsidiario.— En ausencia de previsión colectiva, la em-
presa, ante la solicitud de la persona trabajadora, abrirá un proceso de 
negociación con esta que tendrá que desarrollarse con la máxima celeridad 
y, en todo caso, durante un periodo máximo de quince días, presumiéndose 
su concesión si no concurre oposición motivada expresa en este plazo42. 

40	   Las discrepancias sobre su aplicación se canalizan a través de la modalidad procesal del 
art. 139 LRJS.

41	   Nótese lo abierto del tipo legal; la atención a hijos menores de doce años constituye 
solo la más característica de las hipótesis.

42	   Finalizado el proceso de negociación, la empresa, por escrito, comunicará la acep-
tación de la petición. En caso contrario, planteará una propuesta alternativa que posibilite 
las necesidades de conciliación de la persona trabajadora o bien manifestará la negativa a su 
ejercicio. Cuando se plantee una propuesta alternativa o se deniegue la petición, se motivarán 
las razones objetivas en las que se sustenta la decisión.
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Las discrepancias que persistan son reconducibles a una específica moda-
lidad procesal43.

Ejemplos.— Buena parte de las solicitudes buscan la coincidencia del ho-
rario laboral con el horario escolar, para poder acompasar ambas jornadas 
y atender a los menores en las horas extraescolares, solicitando mayorita-
riamente la adscripción al turno fijo de mañanas. La exclusión de turnos 
rotatorios o nocturnos aparece asimismo con frecuencia.

Reversión.— La persona trabajadora tendrá derecho a regresar a la si-
tuación anterior a la adaptación una vez concluido el período acordado o 
previsto o cuando decaigan las causas que motivaron la solicitud44..

Otros supuestos.— También tienen derecho a la reducción de jornada (así 
como a la reordenación del tiempo de trabajo mediante horarios adaptados 
y flexibles y, cuando fuera posible, al traslado de puesto) los trabajadores 
víctimas de violencia de género o del terrorismo (arts. 37.8, modificado 
por RDL 28/2020, y 40.4 ET, y Disp. Adic. 14.ª ET).

7. EXCEDENCIAS Y CORRESPONSABILIDAD.

Las sucesivas modificaciones de la excedencia por cuidado de hijo o de 
familiar desembocan en la siguiente regulación45.

1.	 Existe derecho a solicitar excedencia de hasta tres años46 para 
atender al cuidado de cada hijo (natural o adoptado), al igual que 
en caso de guarda con fines de adopción o acogimiento permanen-
te. Al no establecerse una duración mínima o un máximo de pe-
riodos de disfrute solo los límites derivados del abuso de derecho 
parecen oponibles. El silencio sobre la edad del menor adoptado 
que permite la excedencia, a su vez, abre la discusión sobre la 
misma (tres años, seis, ocho, doce, por referencia a la tomada a 
otros efectos). 

43	   Cf. art. 139 LRJS..
44	   En el resto de los supuestos, de concurrir un cambio de circunstancias que así lo jus-

tifique, la empresa sólo podrá denegar el regreso solicitado cuando existan razones objetivas 
motivadas para ello.

45	   Como principio interpretativo la Ley indica que en el ejercicio de este derecho se 
tendrá en cuenta el fomento de la corresponsabilidad entre mujeres y hombres y, asimismo, 
evitar la perpetuación de roles y estereotipos de género.

46	   El art. 46.3 ET dispone que se computa desde la fecha de nacimiento o, en su 
caso, de la resolución judicial o administrativa; pero las seis semanas de obligada suspen-
sión tras esas circunstancias lo cuestionan.
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2.	 La excedencia puede durar hasta dos años para atender al cuidado 
del cónyuge o pareja de hecho, o de un familiar hasta el segundo 
grado de consanguinidad y por afinidad, incluido el familiar con-
sanguíneo de la pareja de hecho, que por razones de edad, acci-
dente, enfermedad o discapacidad no pueda valerse por sí mismo, 
y no desempeñe actividad retribuida. La posibilidad de subsumir 
al hijo (mayor de tres años, pero aquejado de tales circunstancias) 
en este supuesto es permanentemente cuestionada.

3.	 Desde la perspectiva de corresponsabilidad conviene recordar que:

	▪ Estas excedencias pueden disfrutarse de forma fraccionada y 
constituyen un derecho individual. 

	▪ Si dos o más personas trabajadoras de la misma empresa gene-
rasen este derecho por el mismo sujeto causante, la empresa po-
drá limitar su ejercicio simultáneo por razones fundadas y ob-
jetivas de funcionamiento debidamente motivadas por escrito.

	▪ En este caso la empresa debe ofrecer un plan alternativo que 
asegure el disfrute de ambas personas trabajadoras y que po-
sibilite el ejercicio de los derechos de conciliación.

4.	 Cuando un nuevo sujeto causante diera derecho a un nuevo perio-
do de excedencia, el inicio de la misma dará fin al que, en su caso, 
se viniera disfrutando.

5.	 El periodo de excedencia computa a efectos de antigüedad. 

6.	 Durante el primer año se tiene derecho a la reserva del puesto de tra-
bajo47. Transcurrido dicho plazo, la reserva quedará referida a un pues-
to de trabajo del mismo grupo profesional o categoría equivalente.

8. PERMISO PARENTAL

Pese a su denominación48 estamos ante una verdadera causa de suspen-
sión contractual que persigue facilitar el cuidado de los hijos e hijas,  

47	   Hasta 15 meses si el excedente integra una familia numerosa y hasta 18 si es de 
categoría especial o si ejerce este derecho con la misma duración y régimen que el otro pro-
genitor.

48	   Sigue el tenor de la Directiva (UE) 2019/1158, del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 20 de junio de 2019.
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o de los niñas y niños acogidos por más de un año49. No debe confun-
dirse con la suspensión por nacimiento de hijo o supuestos análogos 
(STJUE 16.05.2024, C-673/22). Su régimen (art. 48.bis ET) es el si-
guiente:

Presupuesto para el disfrute.—Para acogerse al permiso es necesario 
tener un hijo, hija o menor acogido por tiempo superior a un año, hasta el 
momento en que el menor cumpla ocho años.

Finalidad.—La suspensión contractual persigue atender al cuidado del 
menor.

Duración.—La Ley le asigna una duración no superior a ocho semanas.

Modalidades.—Podrá disfrutarse a tiempo completo, o en régimen de jor-
nada a tiempo parcial, de manera continua o discontinuas.

Remuneración.—Pese a que la Directiva exige que al menos dos semanas 
sean remuneradas (no necesariamente por la empresa), no se ha concreta-
do todavía ese aspecto, sin perjuicio de que alguna sentencia obliga a que 
lo abone el empleador (especialmente, de naturaleza pública).

Determinación.—Quien lo solicita debe especificar la fecha de inicio y 
fin del disfrute o, en su caso, de los períodos de disfrute, debiendo comu-
nicarlo a la empresa con una antelación de diez días o la concretada por los 
convenios colectivos, salvo fuerza mayor, teniendo en cuenta la situación 
de aquella y las necesidades organizativas de la empresa.

Titularidad.—Estamos ante un derecho individual de las personas traba-
jadoras, hombres o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio50.

Efectos.—El silencio legal debiera comportar que esta suspensión com-
porta reserva de puesto y no paraliza el devengo de derechos asociados a 
la permanencia en la empresa.

Protección reforzada.—El trato desfavorable a quienes ejerzan estos dere-
chos constituye discriminación indirecta por razón de sexo (art. 4.2.c ET).

49	   El artículo 45.1.o) ET incluye entre los supuestos suspensivos el de «disfrute de 
permiso parental», disipando cualquier duda al respecto.

50	   Al igual que sucede con otros derechos similares, si dos o más personas lo 
generan por el mismo sujeto causante o en otros supuestos definidos por los convenios 
colectivos en los que el disfrute del permiso parental en el período solicitado altere 
seriamente el correcto funcionamiento de la empresa, ésta podrá aplazar la concesión 
del permiso por un período razonable, justificándolo por escrito y después de haber 
ofrecido una alternativa de disfrute igual de flexible.
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9. EL TRABAJO A DISTANCIA Y LA CORRESPONSABILIDAD

El trabajo a distancia es aquel que se presta regularmente en el domicilio 
del trabajador o en el lugar elegido por éste, durante toda la jornada o 
parte de ella con carácter regular [art. 2.a) L. 10/2021, de 9.7]. A esta Ley 
remite hoy la regulación de la figura el art. 13 ET (redactado por la Disp. 
Final 3.ª1 de dicha Ley).

Esta modalidad contractual viene a adaptar al tiempo presente la tradi-
cional figura del trabajo a domicilio. Si ambas instituciones tienen en 
común el hecho de que el trabajo no se realiza en un centro empresarial, 
hay entre ellas una profunda diferencia: mientras que el trabajador a do-
micilio no estaba sujeto a un control en su actividad (sí en el resultado 
de ésta), el prototipo del trabajador a distancia —el «tele-trabajador»— 
opera con «medios y sistemas informáticos, telemáticos y de telecomu-
nicación», y está o puede estar estrechamente controlado por su empre-
sario por vía telemática (caso del teletrabajo on line).

Uno de los principales desafíos del teletrabajo es la delimitación del 
tiempo de trabajo efectivo y la gestión del derecho a la desconexión 
digital. En este sentido, la jurisprudencia ha reconocido que la disponi-
bilidad constante del trabajador no equivale a tiempo de trabajo efectivo, 
a menos que exista un control efectivo por parte del empleador.

Desde luego, el empleador no puede exigir disponibilidad fuera de la 
jornada laboral sin justificación clara; la desconexión digital es un dere-
cho fundamental del trabajador. El tiempo de guardia debe considerarse 
tiempo de trabajo si el trabajador está sujeto a restricciones significativas 
en su libertad de movimiento o acción.

Los arts. 5 a 8 de la L. 10/2021 regulan el «acuerdo de trabajo a distan-
cia», sus caracteres, contenido y obligaciones de él derivadas, así como 
su posible modificación.

El trabajador a distancia tiene, por lo pronto, un conjunto de derechos 
coincidentes con los del trabajador común, entre los que la Ley cita los 
derechos a la formación (art. 9) y a la promoción profesional (art. 10), a 
la prevención de riesgos laborales (arts. 15 y 16), a la intimidad y protec-
ción de datos (art. 17), y derechos colectivos (art. 19)51.

La no discriminación respecto del personal en régimen presencial exige 
que no se les repercuta (mediante la recuperación o reducción del salario)  

51	   El Convenio OIT 177 (BOE 14.6. 2022), sobre trabajo a domicilio, configura la 
igualdad de trato como un principio general sobre la materia, enumerando diversos aspectos 
particulares: sindicación, no discriminación, seguridad y salud, remuneración, Seguridad So-
cial, formación, edad de acceso al empleo, maternidad.
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el tiempo de desconexión que por corte del suministro de luz o de la 
red impide la actividad, o las pausas biológicas que sean razonables  
(TS/SOC 565/2023 de 19,9).

La Ley enuncia también unos derechos específicos del trabajador a dis-
tancia: singularmente, los derechos a la dotación y mantenimiento de los 
medios de trabajo (art. 11) y a la desconexión digital (art. 18). 

Por su lado, el art. 34.8 ET contempla adaptaciones contractuales «in-
cluida la prestación de su trabajo a distancia» a quien precise conciliar la 
vida familiar y laboral.

La concurrencia de varias legislaciones estatales (domicilio empresarial, 
residencia del trabajador, lugar de prestación) es cada vez más frecuente 
y genera problemas internacionales. La UE se hace eco de ellos en el 
ámbito de la Seguridad Social (art. 16.1 Reglamento 883/2004).

La concurrencia de varias legislaciones estatales (domicilio empresarial, 
residencia del trabajador, lugar de prestación) es cada vez más frecuente 
y genera problemas internacionales. La UE se hace eco de ellos en el 
ámbito de la Seguridad Social (art. 16.1 Reglamento 883/2004).

10. EL CONTRATO FORMATIVO Y EL TIEMPO DE TRABAJO

Ocupación laboral y formación son los objetivos simultáneos que persigue 
la regulación de estos tipos contractuales, procediendo la vigente del RDL 
32/2021; en ellos se pretende ajustar la remuneración al valor de la prestación 
del trabajador en formación, por principio inferior a la del trabajador formado.

El «cambio de modelo» introducido por las últimas reformas contempla 
un contrato formativo con dos modalidades: 1.º El contrato formativo 
para la obtención de la práctica profesional adecuada al correspondiente 
nivel de estudios, 2.º El contrato de formación en alternancia, compati-
bilizando trabajo retribuido y proceso formativo.

Respecto de ambas modalidades sigue siendo importante la advertencia 
sobre la necesidad de no desnaturalizarlas, lo que inevitablemente acaece 
cuando se incumple su finalidad formativa. De igual modo, la diferencia 
(no siempre clara) con la figura del personal becario resulta necesaria52.

52	   La DA Segunda del RDL 32/2021 prevé que el Gobierno «en el plazo de seis 
meses desde la entrada en vigor de esta norma, convocará a las organizaciones sindicales y 
empresariales más representativas para, en el ámbito del diálogo social, abordar el Estatuto 
del Becario que tendrá por objeto la formación práctica tutorizada en empresas u organismos 
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10.1. Contrato formativo para la obtención de la práctica profesional

La introducción de este tipo contractual en nuestro Ordenamiento fue obra 
de la LRL, continuada por el art. 11 ET53, cuya versión actual se debe al 
citado RDL 32/2021.

a)	 Es necesario poseer título universitario, de grado medio o superior, 
especialista, máster profesional o certificado del sistema de forma-
ción profesional (o equivalentes) obtenido en los tres años (cinco para 
personas con discapacidad) anteriores y no haber realizado actividad 
formativa en la misma actividad dentro de la empresa por un tiem-
po superior a tres meses (sin contar las experiencias curriculares).

b)	 La duración no podrá ser inferior a seis meses ni exceder de un 
año (horquilla que permite concreción a los convenios sectoria-
les), pero ese máximo también limita tanto el tiempo personal 
de prácticas con el mismo título cuanto el de contratación expe-
rimental en la misma empresa (aun con títulos diversos).

c)	 Se podrá establecer un período de prueba que en ningún caso po-
drá exceder de un mes, salvo lo dispuesto en convenio colectivo. 
Sin embargo, no caben horas extras (salvo las de emergencia).

d)	 El puesto de trabajo deberá permitir la obtención de la práctica pro-
fesional adecuada al nivel de estudios o de formación objeto del 
contrato. A tal efecto la empresa elaborará el plan formativo indivi-
dual (contenido de la práctica, asignación de tutor) y a la finaliza-
ción del contrato certificará del contenido de la práctica realizada.

e)	 La retribución (respetando el SMI) depende del convenio; su-
pletoriamente juega la del grupo profesional y nivel retributivo 
correspondiente a las funciones desempeñadas.

10.2. Contrato de formación en alternancia

La relación contractual de aprendizaje —tan vinculada, en su época de mayor 
expansión, a la institución gremial— fue perdiendo su importancia a medida 

equiparados, así como la actividad formativa desarrollada en el marco de las prácticas curri-
culares o extracurriculares previstas en los estudios oficiales».

53	   Cfr., sobre las vicisitudes pretéritas de dicho precepto, la 17.ª edición de esta obra 
(1996), pág. 584. El art. 11 ET se desarrolló por RD 488/1998, de 27.3, RD 1.529/2012, de 
8.11 y Orden ESS/2.518, de 26.12. TC 27/2014, de 13.2, anuló el art. 16.8 y declaró incons-
titucional la Disp. Final 1.ª RD 1.529/2012. Sobre el régimen precedente al actual, la 42.ª 
edición de esta obra (2021).
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que la formación profesional discurrió por otras vías institucionales (cen-
tros y programas, públicos y privados, de formación). Paralelamente, los 
largos períodos del aprendizaje tradicional (así, el Statute of Artificers in-
glés de 1562 exigía un mínimo de siete años de aprendizaje para poder 
seguir un oficio) han ido cediendo en favor de períodos más breves.

Ya en el siglo xx, el contrato de aprendizaje se reguló en España por una 
Ley de 17.7.1911, cuyo marcado paternalismo (control por el empresario 
de la actuación del aprendiz dentro y fuera del taller, corrección patro-
nal de las infracciones laborales y personales del aprendiz, obligación del 
empresario de conceder al aprendiz tiempo para el cumplimiento de los 
deberes religiosos...) se extendió hasta la LCT de 1944.

Con espíritu de renovación, incluso en la terminología, frente a una regu-
lación acusada de reglamentista y anticuada, la LRL reguló un «contrato 
de formación en el trabajo», vuelto a normar, con sucesivos cambios, por 
el art. 11 ET54, hasta llegar al actual de la mano del RDL 32/201. Veamos 
sus trazos básicos.

a)	 Se podrá celebrar con personas que carezcan de la cualifica-
ción profesional reconocida por las titulaciones o certificados 
requeridos para concertar un contrato formativo para la ob-
tención de práctica profesional; cabe asimismo vinculado a 
estudios de formación profesional o universitaria con perso-
nas que posean otra titulación siempre que no hayan tenido 
otro contrato formativo previo en una formación del mismo 
nivel formativo y del mismo sector productivo. Si se suscribe 
en el marco de certificados de profesionalidad de nivel 1 y 2, 
y programas públicos o privados de formación en alternancia 
de empleo sólo podrá ser concertado con personas de hasta 
treinta años.

b)	 La actividad desempeñada debe estar directamente relacionada 
con las actividades formativas que justifican la contratación la-
boral, coordinándose e integrándose en un programa de forma-
ción común, elaborado en el marco de los acuerdos y convenios 
de cooperación suscritos por las autoridades laborales o educa-
tivas de formación profesional o Universidades con empresas y 
entidades colaboradoras. 

c)	 La dualidad referida se refleja en la tutoría (una persona tuto-
ra designada por el centro o entidad de formación y otra por 

54	   Sobre las vicisitudes del precepto, vid. la 17.ª edición de esta obra (1996), pág. 
586. El art. 11 ET se desarrolla por el RD 1.529/2012, de 8.11, que derogó el Cap. II y otras 
disposiciones del RD 488/1998, de 27.3. Sobre la regulación precedente, vid. la edición 42.ª 
de esta obra (2021).
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la empresa), elaboración del plan formativo (que incluye con-
tenido de la formación, calendario, actividades, requisitos de 
tutoría) o desarrollo (formación teórica y formación práctica).

d)	 La duración (supeditada al plan o programa formativo) está 
entre tres meses y dos años, pudiendo desarrollarse disconti-
nuamente, sin que quepa período de prueba. Si se hubiera con-
certado por una duración inferior a la máxima legal establecida 
y no se hubiera obtenido el título, certificado, acreditación o 
diploma asociado al contrato formativo, podrá prorrogarse me-
diante acuerdo de las partes, hasta la obtención de dicho título, 
certificado, acreditación o diploma sin superar nunca la dura-
ción máxima de dos años. Sólo podrá celebrarse un contrato de 
formación en alternancia por cada ciclo formativo o titulación; 
sí es posible realizar sucesivos contratos (con distintas empre-
sas) sin superar el tope máximo de duración.

e)	 El tiempo de trabajo efectivo no podrá ser superior al 65 por 
100, durante el primer año, o al 85 por 100, durante el segun-
do, de la jornada máxima prevista en el convenio colectivo de 
aplicación en la empresa, o, en su defecto, de la jornada máxi-
ma legal. Tampoco caben horas extraordinarias (salvo las de 
necesidad).

f)	 No se podrán celebrar contratos formativos en alternancia cuan-
do la actividad o puesto de trabajo correspondiente al contrato 
haya sido desempeñado con anterioridad por la persona trabaja-
dora en la misma empresa bajo cualquier modalidad por tiempo 
superior a seis meses.

g)	 La retribución (siempre respetando el SMI) será la establecida 
para estos contratos en el convenio colectivo de aplicación. En 
defecto de previsión convencional, la retribución no podrá ser 
inferior al 60 por 100 el primer año ni al 75 por 100 el segundo, 
respecto de la fijada en convenio para el grupo profesional y 
nivel retributivo correspondiente.

10.3 Normas comunes a los contratos de trabajo formativos

El art. 11 ET contempla diversas reglas aplicables a todo contrato forma-
tivo, incluyendo derechos informativos de la RLT (apartado 5), mandato 
a los convenios para que garanticen la presencia equilibrada (apartado 6) 
o requerimiento de información al SPEE (apartado 7). Pero es el art. 11.4 
donde se dispone lo siguiente. 
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a)	 La acción protectora de la Seguridad Social comprenderá todas 
las contingencias protegibles y prestaciones, incluido el desem-
pleo y la cobertura del Fondo de Garantía Salarial.

b)	 Las situaciones de incapacidad temporal, nacimiento, adopción, 
guarda con fines de adopción, acogimiento, riesgo durante el 
embarazo, riesgo durante la lactancia y violencia de género in-
terrumpirán el cómputo de la duración del contrato.

c)	 El contrato deberá formalizarse por escrito e incluir el texto del 
plan formativo individual.

d)	 Los límites de edad y en la duración máxima del contrato forma-
tivo no serán de aplicación cuando se concierte con personas con 
discapacidad o con los colectivos en situación de exclusión social.

e)	 Mediante convenio colectivo de ámbito sectorial estatal, auto-
nómico o, en su defecto, en los convenios colectivos sectoriales 
de ámbito inferior, se podrán determinar los puestos de trabajo, 
actividades, niveles o grupos profesionales que podrán desem-
peñarse por medio de contrato formativo.

f)	 Las empresas que estén aplicando alguna de las medidas de fle-
xibilidad interna reguladas en los arts. 47 y 47 bis ET podrán 
concertar contratos formativos siempre que las personas con-
tratadas bajo esta modalidad no sustituyan funciones o tareas 
realizadas habitualmente por las personas afectadas por las me-
didas de suspensión o reducción de jornada.

g)	 Si al término del contrato la persona continuase en la empresa, 
no podrá concertarse un nuevo período de prueba, compután-
dose la duración del contrato formativo a efectos de antigüedad 
en la empresa.

h)	 Los contratos formativos celebrados en fraude de ley o aquellos 
respecto de los cuales la empresa incumpla sus obligaciones 
formativas se entenderán concertados como contratos indefini-
dos de carácter ordinario.

i)	 Reglamentariamente se establecerán, previa consulta con las 
administraciones competentes en la formación objeto de reali-
zación mediante contratos formativos, los requisitos que deben 
cumplirse para la celebración de los mismos, tales como el nú-
mero de contratos por tamaño de centro de trabajo, las personas 
en formación por tutor o tutora, o las exigencias en relación con 
la estabilidad de la plantilla.
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11. CUESTIONES CONEXAS

Otros muchos temas pueden abordarse desde la óptica de este Panel. Las 
Comunicaciones y el debate, más la propia versión oral de la ponencia 
incidirán en alguna de ellas. Por citar solo algunos ejemplos Apurando el 
número de caracteres restantes:

El propio cómputo del tiempo de trabajo afecta a nuestro enfoque: una 
guardia localizada afecta a la vida familiar y a la corresponsabilidad. Múl-
tiples SSTJUE han abocado a que suela considerarse que integra la jornada 
si las limitaciones impuestas al trabajador son de tal naturaleza que afectan 
objetivamente y de manera considerable a su facultad para administrar li-
bremente, en esos períodos, el tiempo durante el cual sus servicios no son 
requeridos y puede dedicar ese tiempo a sus propios intereses55.

La negativa a cumplir órdenes que desbordan los límites temporales de la 
prestación laboral comporta un derecho, de modo que la sanción empresa-
rial por tal motivo queda amparada por la indemnidad56.

La reducción de jornada no comporta minoración de la cuantía (mensual) 
del complemento de turnicidad prevista convencionalmente, salvo que se 
acreditase menor gravamen57.

Los incentivos económicos no pueden perjudicarse a causa de ausencias 
por enfermedad o por conciliación de la vida familiar y laboral pues ello 
supondría una discriminación por enfermedad, por razón de sexo y por 
asociación por razón de enfermedad58.

Los Planes de Igualdad deben jugar un importante papel en orden a intro-
ducir las medidas de corresponsabilidad desde la perspectiva de ordena-
ción del tiempo de trabajo. La Autoridad Laboral debe atender a las cir-
cunstancias de su elaboración antes de denegar su inscripción y registro59.

55	  STS-CONT 136/2025 de 10 febrero ha realizado un detallado examen del tema.
56	  STS 1359/2024 de 20 diciembre.
57	  STS 4/2025 de 4 enero.
58	  STS 40/2025 de 20 enero.
59	  STS 545/2024 de 11 abril.
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12. APUNTE BIBLIOGRÁFICO

Son innumerables los recursos bibliográficos sobre la materia. Por todos, 
remito al extenso y completo estudio colectivo acerca de La reordenación 
del tiempo de trabajo (38 estudios):

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/publicacion.php?id=PUB-DT-2022-274

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/publicacion.php?id=PUB-DT-2022-274
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1.�	 EL TRABAJO A TIEMPO PARCIAL EN LA ENCRUCIJADA: 
NUEVOS RETOS Y VIEJOS DESAFÍOS

Una de las demandas1 que derivan del nuevo Estatuto de los Trabajadores 
del siglo XXI es una regulación ordenada y segura de las distintas mo-
dalidades de contratación laboral. En los últimos años, se han realizado 
reformas de hondo calado sobre el trabajo fijo discontinuo, la contratación 
temporal, los contratos formativos o el trabajo a distancia. Sin embargo, 
a pesar de que desde los orígenes del Estatuto de los Trabajadores han 
sido muchas y en aluvión las modificaciones efectuadas sobre el régimen 
jurídico del trabajo a tiempo parcial, en las últimas reformas laborales no 
se han acometido toda una serie de cambios que son necesarios (Ferradans 
Caramés, 2022). 

Como es sabido, el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia 
presentado por el Gobierno español, aprobado por las instituciones euro-
peas en julio de 2021, incluyó el Componente 23: Nuevas políticas pú-
blicas para un mercado de trabajo dinámico, resiliente e inclusivo. Co-
rrelativamente, se propuso la Reforma 4: Simplificación de contratos: 
generalización del contrato indefinido, causalidad y simplificación de la 
contratación temporal, anunciándose una reforma laboral que, entre otros 
objetivos, tenía que abordar las modalidades de contratación laboral. A 
resultas de ello, y tras llegar a buen término el diálogo social entre los 
interlocutores sociales más representativos y el Gobierno, el Real Decreto 
Ley 38/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reforma 
laboral, la garantía de la estabilidad en el empleo y la transformación del 
mercado de trabajo, introdujo toda una serie de relevantes variaciones en 
materia de contratación, que están intentando cambiar la fisonomía del 
mercado laboral español y encauzar el camino hacia una nueva forma de 
entender las relaciones laborales en la empresa. 

1	 Ponencia realizada en el marco del desarrollo de los Proyectos, “La negociación co-
lectiva como mecanismo de gestión anticipada ante el cambio empresarial, tecnológico, social y 
ecológico”, PID2021-122537NB-100, IP. Prof.Cruz Villalón, y “Plan de Recuperación, Transfor-
mación y Resiliencia de España: proyección e impacto de sus políticas palanca y componentes 
sociales en el marco jurídico socio-laboral”, PID2022-139488OB-100, IP.Profª. Garrido Pérez.
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En este contexto, la modificación sustantiva del sistema de contratación 
laboral ha afectado de manera relevante al régimen jurídico de la contra-
tación temporal y pone un especial énfasis en la reforma del contrato fijo 
discontinuo, en el marco de la cual se han introducido cambios en los artí-
culos 16 y 12.3 del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por 
el que se aprueba el Texto Refundido del Estatuto de los Trabajadores (en 
adelante ET). Empero, en lo que se refiere al régimen jurídico del contrato 
a tiempo parcial, aun cuando varios aspectos de la reforma laboral de 2021 
repercuten sobre el mismo, por ejemplo al implementarse limitaciones a la 
contratación fija discontinua a tiempo parcial, no se enfrentan los desafíos 
preexistentes, y no se han realizado una serie de cambios sustanciales que 
actualmente son requeridos tanto por la normativa comunitaria como por la 
evolución, al hilo de la transición digital y ecológica, de la economía, los 
nuevos modelos de negocio, las nuevas formas de organizar el trabajo, y las 
inquietudes de las personas trabajadoras.  

En este punto, hay que resaltar que resulta exigible que se emprenda una 
reforma de cierta envergadura sobre algunos aspectos del régimen jurídico 
del trabajo a tiempo parcial, pues aunque ya se ha resaltado que las refor-
mas constantes en su regulación han constituido un elemento negativo en 
su propia evolución, las circunstancias fácticas y normativas actuales la 
demandan de forma imperativa. En este caso, nos enfrentamos a un fenó-
meno pluridimensional, ya que son diferentes los factores a tener en cuenta 
a la hora de abordar esta nueva reforma normativa de este tipo contractual.

En primer lugar, para garantizar una adecuada transposición de la Directiva 
(UE) 2019/1152, de 20 de junio, relativa a unas condiciones laborales trans-
parentes y previsibles en la Unión Europea. Dicha Directiva marca un punto 
de inflexión con su antecesora y un hito, en el sentido de que su contenido 
viene a afrontar de manera decidida algunos de los problemas más presentes 
en los mercados laborales del siglo XXI. En concreto, dicha norma comuni-
taria precisa todo un elenco de medidas que pretenden contribuir a dar más 
certidumbre y seguridad a las personas trabajadoras –incluyendo una mayor 
previsibilidad del tiempo de trabajo- y a combatir la precariedad, teniendo 
no sólo presente la fragilidad del trabajo atípico que podríamos denominar 
clásico, sino también de las nuevas formas de empleo aún más flexibles, 
como el trabajo a llamada (Ferradans Caramés, 2024). 

La transposición de esta Directiva, que hasta ahora no ha sido acome-
tida en el marco del diálogo social, exige al legislador español realizar 
un ajuste minucioso, principalmente, en algunos preceptos del ET y del 
RD 1659/1998, de 24 de julio, por el que se desarrolla el artículo 8, apar-
tado 5, del ET (Elorza Guerrero, 2023). El plazo para ello expiró el 1 
de agosto de 2022, lo que ha provocado que la Comisión Europea nos 
haya advertido en varias ocasiones, abocándonos este incumplimien-
to al más que probable abono de cuantiosas sanciones económicas.  
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Tras un Anteproyecto de Ley presentado antes del verano de 20232, el 16 
de febrero de 2024 se publicó en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, 
el Proyecto de Ley por el que se modifica el ET para la transposición de la 
citada Directiva, pero tras transcurrir más de un año no se tienen nuevas 
noticias sobre el avance de esta iniciativa legislativa.

En segundo lugar, a fin de atender las consecuencias que se anudarán a 
la proyectada reducción legal de la jornada máxima de trabajo hasta las 
37,5 horas. El consejo de ministros celebrado el 4 de febrero de 2025 
ha aprobado el Anteproyecto de Ley para la reducción de la duración 
máxima de la jornada ordinaria de trabajo, el registro de jornada y el 
derecho a la desconexión, tras fracasar el diálogo social desarrollado 
durante once meses, y previo acuerdo alcanzado el 20 de diciembre de 
2024 entre el Gobierno y las organizaciones sindicales más representati-
vas, Comisiones Obreras y Unión General de Trabajadores (en adelante 
UGT). Como es obvio, esta iniciativa legislativa, de difícil recorrido par-
lamentario, también tendrá impacto sobre el régimen jurídico del contra-
to a tiempo parcial, conllevando, por ejemplo, la conversión automática 
de los contratos a tiempo parcial con una jornada de 37,5 horas o más 
en contratos a tiempo completo, o el incremento del salario hora de los 
trabajadores a tiempo parcial que a igual cuantía de jornada recibirán una 
superior retribución.   

En tercer lugar, en aras de ponderar la implantación de las modificaciones 
normativas proyectadas en el contexto de las circunstancias concretas del 
mercado laboral español, en el que la reforma laboral de 2021 se está des-
plegando desde más de tres años atrás, y que presenta algunas importantes 
singularidades en relación a determinadas variables relacionadas con el 
trabajo a tiempo parcial.

La Encuesta de Población Activa (en adelante EPA) correspondiente 
al cuarto trimestre de 2024, evidencia que los resultados de la última 
reforma laboral en materia de contratación están teniendo un hondo 
calado, tanto desde una perspectiva cuantitativa como cualitativa. A 
la creación de más de 468 000 empleos a lo largo de este último año, 
se suma que el total de ocupados alcanza un récord histórico de 21 
857 900 y que la tasa de desempleo disminuye hasta el 10,6%, siendo 
el paro ya inferior al 8% hasta en quince provincias. A ello se adi-
ciona que la tasa de temporalidad ha bajado hasta el 15,48%, conta-
bilizándose 590 000 empleos indefinidos más y casi 134 000 puestos 
temporales menos. Y todo ello en el marco de una tasa de actividad 

2	  Anteproyecto de Ley por el que se modifica el TRET, y otras disposiciones en 
materia laboral, para la transposición de la Directiva (UE) 2019/1152, de 20 de junio de 
2019, relativa a unas condiciones laborales transparentes y previsibles en la Unión Europea, 
y la Directiva (UE) 2019/1158, de 20 de junio de 2019, relativa a la conciliación de la vida 
familiar y la vida profesional de los progenitores y los cuidadores. 
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que se está aproximando al 60%. No obstante, en términos compa-
rativos España sigue por debajo de la media de empleo de la Orga-
nización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), y 
del promedio de la Unión Europea (UE), registrando además una tasa 
de paro que aún sigue siendo elevada y refleja una notable asimetría 
entre territorios. 

Si analizamos de forma específica los datos ligados a la parcialidad en el 
empleo, se puede afirmar que la misma gira en torno a un 13%, sin que 
exista una variación sustancial en los últimos años. Y, si se desagregan los 
datos en función de sexo, se reitera el mismo patrón desde años atrás, con-
curre una alta preponderancia de las mujeres en el trabajo a tiempo parcial, 
vinculada a la ejecución de trabajos, a menudo fuertemente feminizados 
y precarizados, en el sector servicios. A mayor abundamiento, dentro de 
este grupo se localiza una fuerte involuntariedad, es decir que muchas de 
estas personas trabajadoras suscriben esta modalidad contractual porque 
no pueden conseguir un trabajo a tiempo completo. Ni más ni menos que 
hasta el 46,9% de los trabajadores a tiempo parcial lo hacen de forma 
involuntaria, tasa sólo superada en la Unión Europea por Italia (EUROS-
TAT, 2023). Por consiguiente, uno de los principales retos que afronta el 
mercado laboral español es la reducción de esta proporción, que, a su vez, 
tiene una incidencia directa sobre el riesgo de pobreza laboral.

Actualmente, según la EPA correspondiente al cuarto trimestre de 2024, 
el subempleo afecta a 1, 3 millones de ocupados, un 6,2% del total de 
empleados, lo que supone casi la mitad del empleo parcial. El perfil del 
subempleado es nuevamente femenino (60% del colectivo) e inmigrante 
(38%), siendo, en función de la edad, los trabajadores jóvenes los que han 
visto crecer más el deseo de trabajar más horas, probablemente a causa 
de que es este uno de los rasgos naturales que caracterizan la entrada al 
mercado laboral. La alta tasa de subempleo existente en España puede 
estar ligada a que, en un tejido productivo caracterizado por la elevada 
presencia de PYMES y microempresas, bastantes empresas no generan 
suficiente trabajo para utilizar puestos a tiempo completo y eso obliga a un 
amplio volumen de personas trabajadoras a aceptar uno o varios trabajos 
a tiempo parcial, que, en su caso, en su conjunto les permitan alcanzar un 
salario decente; así como a la expansión de la gig economy, que responde 
a ciertos cambios en los hábitos de consumo y prestaciones de servicios 
a clientes, y favorece la realización de microtareas a través de uno o más 
contratos a tiempo parcial.

Ahora bien, el mercado de trabajo español presenta grandes contradicciones, 
pues ascendiendo la media de horas de trabajo a tiempo parcial a apenas 20,1 
horas semanales —1,8 menos que el promedio de la zona euro — y existiendo 
simultáneamente una amplia bolsa de trabajadores a tiempo parcial involunta-
rios, resulta desconcertante el análisis de otros datos concomitantes. En primer 
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lugar, según la EPA, el promedio habitual total de horas de trabajo asciende a 
37,6 horas semanales, aunque casi la mitad de la población trabajadora tiene 
jornadas superiores a las 40 horas semanales. En segundo lugar, distintos in-
formes publicados recientemente manifiestan que en torno a la realización de 
horas extraordinarias existen potenciales fraudes y abusos, llegando a consta-
tarse que en España se efectúa un elevado número de horas extra no pagadas, 
ascendiendo tanto en el año 2023 como en el 2024 a unas 2 500 000 las no 
abonadas a la semana —de unas 7 000 000 a la semana—, y afectando esta no 
declaración más a las mujeres que a los hombres (UGT, 2024)3.

El conjunto de datos expuestos refleja que nuestro mercado de trabajo si-
gue presentando notorios problemas estructurales, algunos de ellos vincu-
lados a la dinámica que rodea el desarrollo del trabajo a tiempo parcial y la 
ordenación del tiempo de trabajo, dado que parece evidente que hay cier-
tas ineficiencias en la distribución de las horas de trabajo en nuestro país. 
Por consiguiente, las reformas legales proyectadas tienen el reto no sólo 
de cumplir las obligaciones derivadas de la transposición de la normativa 
comunitaria o de responder a determinadas opciones de política legislati-
va, sino que también deberían ser orientadas a contribuir a minimizar las 
distorsiones resaltadas.

2.  � REPENSANDO LA REGULACIÓN DEL TRABAJO   
A TIEMPO PARCIAL DESDE EL MARCO NORMATIVO  
DE LA UNIÓN EUROPEA

La normativa comunitaria ha tenido y sigue teniendo un importante impacto 
sobre la regulación del trabajo a tiempo parcial. Si nos remontamos en el 
tiempo, no se puede dejar de mencionar la relevancia, fundamentalmente, de 
la Directiva 97/81/CE, de 15 de diciembre, sobre el trabajo a tiempo parcial 
y su Acuerdo marco anexo, y de la Directiva 2003/88/CE, de 4 de noviem-
bre, relativa a determinados aspectos de la ordenación del tiempo de trabajo.

Ahora bien, el esquema de partida se ha visto fuertemente alterado tras la 
irrupción en los últimos años de toda una serie de avances tecnológicos, 
que han conllevado la digitalización de las empresas, los cambios en los 
modelos de negocio y en las fórmulas de organizar el trabajo, y el aflo-
ramiento de un tiempo de trabajo líquido, en el que las fronteras entre el 
tiempo de trabajo y de descanso se difuminan de manera cada vez más 
generalizada, dificultándose algo tan básico como la identificación de los 
momentos inicial y final de la jornada de trabajo (López Ahumada, 2025). 

3	  Según el Informe de actuaciones de la Inspección de Trabajo, en el año 2024 se 
han realizado 38 686 actuaciones en materia de jornada y horas extraordinarias, que des-
embocaron en 13 681 infracciones y en multas por una cuantía superior a 17 millones de 
euros. Ascendiendo las actuaciones en materia de registro a 9097, con un resultado de 1869 
infracciones y 2,99 millones de euros de multa. 
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En este contexto, a pesar de que se han realizado varios intentos para mo-
dificar la Directiva 2003/88/CE, ninguno de ellos ha prosperado hasta el 
momento, lo que conlleva que a día de hoy tengamos que resaltar que la 
mayor novedad en materia de tiempo de trabajo a nivel de la Unión Europea 
viene configurada por la adopción de la Directiva (UE) 2019/1152, de 20 
de junio, relativa a unas condiciones laborales transparentes y previsibles. 
Esta Directiva lejos de conformarse con establecer unos derechos informa-
tivos mínimos, va más allá, e introduce toda una batería de medidas que, 
entre otros objetivos, tiene como fin que la hiper flexibilidad del tiempo de 
trabajo, cada vez más fragmentado, etéreo y falto de certidumbre en torno 
el cuánto y el cuándo de su ejecución, halle ciertos contrapesos, vinculados 
a su transparencia, su previsibilidad y su control (Pastor Martínez, 2024).

A las citadas, se suma la toma en consideración de dos directivas recien-
temente adoptadas, que vienen a completar, por ahora, este compendio. 
Por un lado, la Directiva (UE) 2023/970, de 10 de mayo, por la que se 
refuerza el principio de igualdad de retribución a través de medidas de 
transparencia en materia retributiva y de mecanismos para su cumpli-
miento, y por otro la Directiva (UE) 2024/2831, de 23 de octubre, relati-
va a la mejora de las condiciones laborales en el trabajo en plataformas. 

En virtud de lo expuesto, en los siguientes apartados cabe extraer y resal-
tar qué materias de este conglomerado normativo comunitario tienen una 
mayor repercusión y provocan la urgente reforma de algunos aspectos del 
régimen jurídico del trabajo a tiempo parcial. 

2.1. � Apelación reforzada a unas condiciones de trabajo 
transparentes y previsibles

La Directiva (UE) 2019/1152, fija como unos de sus objetivos prioritarios 
en su artículo 1.1 “mejorar las condiciones de trabajo mediante la pro-
moción de un empleo que ofrezca una transparencia y una previsibilidad 
mayores, a la vez que se garantiza la capacidad de adaptación al mercado 
de trabajo”. Este fin se alinea con lo establecido por la Carta de Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea —artículo 31—, la Carta Social Eu-
ropea –artículo 2-, el Pilar Europeo de Derechos Sociales –principios nº5 y 
7—, la Agenda 2030, que contiene los Objetivos del Desarrollo Sostenible 
de la Organización Internacional del Trabajo (en adelante OIT) y el Pro-
grama del Trabajo Decente adoptado por la OIT.

En un escenario así, no se puede dejar de observar que algunos de los 
apartados del vigente artículo 12 ET se caracterizan por su desmedida 
flexibilidad, dado que la delimitación de la duración y distribución de la 
jornada a tiempo parcial está rodeada de un importante desequilibrio entre 
las dos partes del contrato, más aún tras las modificaciones implementadas 
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en 2013 (Cabeza Pereiro, 2014). Por ello, sí se apela a un trabajo a tiempo 
parcial de calidad, acorde a lo establecido tanto en las normas internacio-
nales como comunitarias reseñadas, urge cristalizar una serie de cambios 
que coadyuven a cumplir las obligaciones de transparencia y previsibili-
dad mínimas exigidas. 

La Directiva (UE) 2019/1152, en cuyo espíritu late primordialmente ga-
rantizar un suelo mínimo de previsibilidad y transparencia en las relacio-
nes laborales, en su artículo 4.2 incluye el listado de “elementos esen-
ciales” de la relación laboral sobre el que el empleador deberá informar 
a las personas trabajadoras, resultando especialmente relevante para los 
trabajadores a tiempo parcial lo establecido en los apartados k), l) y m), 
que se refieren, respectivamente, a la retribución y al tiempo de trabajo, 
distinguiendo en este último las obligaciones vinculadas a los patrones 
de trabajo total o mayoritariamente previsibles de las ligadas a los total o 
mayoritariamente imprevisibles. 

En este punto, es necesario resaltar de forma preliminar la relevancia de la 
previsibilidad y la transparencia en el nuevo paradigma laboral en el que 
nos desenvolvemos, dado que a unas condiciones laborales a más distancia 
de ambas, por lo general, corresponderá una mayor precariedad y falta de 
equidad social. Es más, parece cada vez más evidente que la carencia de 
estos rasgos laborales, es una fuente de segmentación del mercado laboral, 
sobre todo en relación al tiempo de trabajo, generándose una brecha entre 
personas trabajadoras que tienen cierta previsibilidad y soberanía y otras 
que, a causa de una gestión desproporcionadamente flexible y dinámica 
del tiempo de trabajo y otras condiciones, son incapaces de poder orga-
nizar su(s) trabajo(s) en unos márgenes acordes a los límites del denomi-
nado “trabajo decente”, con todos los riesgos que ello conlleva tanto para 
la salud laboral, como para la conciliación entre vida laboral, personal y 
familiar (Serrano Olivares, 2023).       

    En el Proyecto de Ley por el que se modifica el Texto Refundido del 
Estatuto de los Trabajadores, para la transposición de la Directiva (UE) 
2019/1152, hay que subrayar que una de las reformas previstas es la rela-
cionada con el artículo 4 ET, que recoge los derechos básicos de las per-
sonas trabajadoras en la relación laboral, añadiéndose al elenco previsto 
en el apartado 2 del mismo el epígrafe h), que reconoce “el derecho a 
conocer por escrito los aspectos esenciales de su relación laboral y a que 
sus condiciones de trabajo sean previsibles”. Precisándose a continuación, 
en el artículo 8.6 ET, que “se entenderá que las condiciones de trabajo 
esenciales son previsibles cuando la persona trabajadora conozca o pue-
da conocer de antemano de manera efectiva y por escrito, durante todo el 
período al que se extiende la prestación de servicios, su pauta de trabajo 
o, en su caso, los criterios en virtud de los cuales dichas condiciones pue-
den cambiar”. 



El trabajo a tiempo parcial	 173

Posponiendo al siguiente apartado el análisis específico del alcance de la 
previsibilidad y la transparencia de la ordenación de la jornada a tiempo 
parcial, se va a traer a colación en este momento el revalorizado reco-
nocimiento de la transparencia en los contratos a tiempo parcial. Prueba 
manifiesta de ello es que en el Proyecto de Ley de 16 de febrero de 2024, 
se establece en el artículo 12.4.d) ET que “Las personas trabajadoras a 
tiempo parcial tendrán los mismos derechos que las personas que traba-
jan a tiempo completo. Cuando corresponda en atención a su naturaleza 
y responda a criterios de objetividad, proporcionalidad y transparencia, 
tales derechos serán reconocidos en las disposiciones legales y reglamen-
tarias y en los convenios colectivos de manera proporcional, en función 
del tiempo trabajado, debiendo garantizarse en todo caso la ausencia de 
discriminación, tanto directa como indirecta, entre mujeres y hombres”. 
Es decir, de forma acertada se añade una referencia expresa, esperemos 
que no meramente programática, a que toda distinción entre trabajadores 
a tiempo completo y a tiempo parcial, deberá responder no sólo a criterios 
objetivos y proporcionales, sino también transparentes. 

Es esta otra de las claves de bóveda que giran alrededor del trabajo a tiem-
po parcial, pues son más habituales de lo deseable los supuestos litigio-
sos dilucidados en la jurisprudencia sobre la falta de transparencia en la 
fijación de sus condiciones de trabajo, fundamentalmente en relación a la 
retribución. 

Al respecto, más allá de lo dispuesto en la Directiva 97/81/CE, y volviendo 
a la Directiva (UE) 2019/1152, se ha de traer a colación su artículo 4.2.k), 
que de forma específica señala que la persona trabajadora deberá recibir 
información sobre la remuneración, incluida la retribución de base inicial, 
cualesquiera otros componentes, en su caso, indicados de forma separada, 
y la periodicidad y el método de pago de la remuneración a que tenga de-
recho el trabajador. Este inciso resulta particularmente relevante para los 
trabajadores a tiempo parcial, pues como se acaba de sostener, ha sido una 
práctica reiterada la detección de supuestos de discriminación retributiva 
indirecta sobre los mismos desde los años 80 del siglo pasado4. Por ende, 
siendo múltiples los casos abordados en sede del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea5 y del Tribunal Constitucional español, se ha de resaltar la 
importancia de transponer correctamente este precepto de la Directiva. Es 
decir, ello debe implicar que en la futura reforma del RD 1659/1998, tiene 
que precisarse que la información sobre la retribución deberá  referirse 
a un concepto amplio de la misma, incluyendo junto a su cuantía global 
alusiones separadas, por un lado, al salario base, y por otro, a los distintos 

4	  Vid, de forma pionera, STJUE JENKINS, de 31 de marzo de 1981, As.C-96/80, que 
consideró que constituía una discriminación indirecta la retribución por hora inferior para los 
trabajadores a tiempo parcial en comparación con los trabajadores a tiempo completo. 

5	  Vid, entre otras, en los últimos años, SSTJUE de 19 de octubre de 2023, As.C-660/20 
y de 20 de julio de 2024, Asuntos C-184/22 y C-185/22. 
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componentes de la retribución, abarcando los mismos primas, horas ex-
traordinarias y complementarias, pagos en especie e incluso en algunos 
casos conceptos extrasalariales que sean abonados con cierta asiduidad6.

La transparencia de la retribución es afianzada, a mayor abundamiento, por 
la adopción de la Directiva (UE) 2023/970, de 10 de mayo, por la que se 
refuerza el principio de igualdad de retribución a través de medidas de trans-
parencia retributiva y de mecanismos para su cumplimiento. Dicha Directiva 
es una nueva respuesta al desafío que supone, por un lado, la falta de segu-
ridad jurídica en torno al concepto de “trabajo de igual valor”, por otro, el 
déficit de transparencia en los sistemas retributivos, que provoca que la discri-
minación retributiva y los sesgos de género puedan pasar desapercibidos y/o 
sean difíciles de demostrar y, finalmente, los obstáculos procedimentales a los 
que se enfrentan las víctimas de discriminación (Fuentes Rodríguez, 2023).

La actuación más decidida frente a esta lacra del mercado laboral es nota-
ble, pues la Directiva (UE) 2019/1152 se refiere a la información al traba-
jador respecto a las condiciones de su propio contrato de trabajo, en tanto 
que la de 2023 establece el derecho de la persona trabajadora a tener in-
formación no sólo sobre su retribución, sino sobre la situación retributiva 
en su empresa, el salario de otros trabajadores comparables (medias, me-
dianas), con el objeto de facilitar el conocimiento de sí se está vulnerando 
su derecho a la igualdad retributiva o no, y asentar las bases para, si es así, 
tener derecho a reclamar. 

Del artículo 9.1 de dicha Directiva deriva la obligación de publicidad ac-
tiva, según la cual, aun sin una solicitud previa de un sujeto interesado, 
los empleadores, previa consulta a los representantes de los trabajadores, 
deberán facilitar una serie de informaciones sobre su organización, entre 
otras, la brecha retributiva de género por categorías de trabajadores, des-
glosada por salario o sueldo base ordinario, y por componentes comple-
mentarios o variables. Empero, el legislador comunitario restringe la ope-
ratividad de esta ardua y compleja obligación a las empresas que superen 
los 100 trabajadores, aunque contempla un par de salvedades. Además, 
esta información se trasladará no sólo a las personas trabajadoras y sus 
representantes, sino también a la Inspección de Trabajo y a los organismos 
de fomento de la igualdad, si así lo solicitaran; pudiendo requerir aclara-
ciones y pormenores adicionales sobre los datos publicados, que obligarán 
a que el empleador, en su caso, deba dar una respuesta motivada en un 
plazo razonable.  Asimismo, cuando de los datos conocidos se deduzcan 
diferencias retributivas no justificadas sobre la base de criterios objeti-
vos y neutros, los empleadores deberán corregir la situación en un plazo 
razonable, en estrecha cooperación con los representantes, la Inspección 

6	  Vid respecto a la amplitud del concepto de retribución que maneja la Directiva (UE) 
2019/1152, su Considerando 20.  
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de Trabajo o los organismos de fomento de la igualdad. En España7, pare-
ce factible identificar este proceso de evaluación retributiva conjunta con 
las auditorías retributivas, que deben ser incluidas en todos los planes de 
igualdad de empresas que superen los 50 trabajadores, por lo que parece 
que poca adaptación normativa será necesaria realizar al respecto. 

En adición, los trabajadores tendrán derecho a solicitar y recibir información 
por escrito sobre su nivel retributivo individual y sobre los niveles retribu-
tivos medios, desglosados por sexo, para las categorías de trabajadores que 
realicen el mismo trabajo o un trabajo de igual valor8, aspecto éste en el 
que, a pesar de que deban ser tenidos en cuenta los criterios de adecuación, 
totalidad y objetividad,  habitualmente residirá la dificultad de materializar 
con certeza este derecho de acceso a información (Ballester Pastor, 2023).  

Parece obvio que las medidas introducidas por esta norma comunitaria, el 
conjunto de datos que deberán ser expuestos e informados de forma trans-
parente, ayudarán a desvelar la existencia de discriminaciones retributi-
vas, fundamentalmente indirectas, entre trabajadores a tiempo parcial y a 
tiempo completo, facilitando la tarea comparativa, así como la prueba en 
los casos en los que se aleguen estos hechos. El proceso ligado a una recla-
mación de este tipo no será sencillo, pues son notables las dificultades in-
herentes al discernimiento de la existencia de criterios objetivos y neutros 
que permitan distinciones así como para identificar trabajos de igual valor, 
pero es innegable que con la transposición de esta Directiva la amenaza de 
una acción judicial, y la consiguiente obligación de justificación por parte 
de la empresa, tiene un claro efecto preventivo. Ello, desde mi punto de 
vista, dará lugar a la obtención de avances en la tutela de los derechos de 
las personas trabajadoras afectadas, que, correlativamente, contribuirán a 
la consecución de los objetivos y resultados tanto de la Directiva 97/81/CE 
como de la Directiva (UE) 2019/1152.

2.2. La transparencia y la previsibilidad del tiempo de trabajo

El objeto del contrato de trabajo en el ordenamiento jurídico español, de 
forma acorde a lo establecido en los artículos 1261 y 1273 del Código Ci-
vil, debe ser determinado, y a ello coadyuva de manera sustancial la intro-
ducción de medidas que permitan afianzar la previsibilidad y la transparen-
cia del tiempo de trabajo, en línea con lo dispuesto tanto en la normativa 
internacional como comunitaria. En este sentido, se puede  traer a colación 
la publicación en el año 2019 de la Guía de la OIT para establecer una orde-
nación del tiempo de trabajo equilibrada, que menciona cinco dimensiones 

7	  RD 902/2020, de 13 de octubre, artículos 7 y 8.  
8	  Vid, en relación a esta difícil delimitación, los artículos 3.1.g) y 4.2 de la Directiva 

(UE) 2023/ 970, así como el artículo 28 ET.  



176	 Carmen Ferradans Caramés

del denominado “tiempo de trabajo decente”: ha de ser saludable, produc-
tivo, conveniente para la familia, servir para la igualdad de género y per-
mitir que el trabajador pueda elegir y tener influencia en su organización, 
enfatizándose que resulta necesario lograr un equilibrio adecuado entre las 
necesidades organizativas empresariales y los intereses del personal. Ade-
más, de forma específica, la guía precisa los ámbitos clave que las empresas 
deben incorporar para promover un trabajo a tiempo parcial de calidad: 
fomentar la igualdad de trato, modernizar la protección social, conceder el 
derecho a solicitar horarios a tiempo parcial y eliminar los obstáculos a las 
transiciones entre el empleo a tiempo parcial y a tiempo completo.  

Como ya se ha subrayado, tras la reforma realizada en el régimen jurí-
dico del trabajo a tiempo parcial en 2013, las posibilidades de gestionar 
flexiblemente el tiempo de trabajo en esta modalidad contractual son des-
proporcionadas, pues a pesar de que sea necesario realizar un registro dia-
rio de las horas ordinarias y complementarias efectuadas, la elasticidad y 
disponibilidad que derivan de las combinaciones factibles superan unos 
umbrales acordes a la consecución del efecto útil de la Directiva (UE) 
2019/1152 y exigen, por ende, el acometimiento de varias reformas (Fe-
rradans Caramés, 2020). 

En esta materia, la Directiva exige a los empleadores cumplir una serie 
de obligaciones, en función de si el patrón de trabajo es total o mayori-
tariamente previsible o imprevisible. Ahora bien, además de explorar la 
extensión de las mismas, previamente incluso es necesario diseccionar 
este concepto hasta ahora desconocido en la normativa española, a fin 
de aclarar el alcance e impacto de su transposición (Rodríguez-Piñero 
Royo, 2019).

2.2.1. �Obligaciones vinculadas a los patrones de trabajo total o 
mayoritariamente previsibles e imprevisibles:  
luces y sombras de la transposición proyectada

En una primera aproximación, se puede intuir que la opción de referen-
ciar al “patrón de trabajo” nos aboca a un concepto jurídico indetermina-
do, que deberá ser concretado caso a caso. Partiendo de esta premisa, la 
Directiva (UE) 2019/1152, en su artículo 4.2.l), precisa que la informa-
ción que debe ser proporcionada por la empresa si el patrón de trabajo 
es total o mayoritariamente previsible se materializará en “la duración 
de la jornada laboral ordinaria, diaria o semanal, del trabajador, así 
como cualquier acuerdo relativo a las horas extraordinarias y su re-
muneración y, en su caso, cualquier acuerdo sobre cambios de turnos”. 
Añadiendo en el apartado m) que si el patrón de trabajo es total o mayo-
ritariamente imprevisible, dicha información deberá ser más compleja, 
abarcando: “i) el principio de que el calendario de trabajo es variable, la 
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cantidad de horas pagadas garantizadas y la remuneración del trabajo 
realizado fuera de las horas garantizadas; ii) las horas y los días de 
referencia en los cuales se puede exigir al trabajador que trabaje; iii) el 
período mínimo de preaviso a que tiene derecho el trabajador antes del 
comienzo de la tarea y, en su caso, el plazo para la cancelación a que se 
refiere el artículo 10, apartado 3”.   

Las precisiones expuestas deben ser relacionadas con otros preceptos 
de la Directiva. Fundamentalmente con el artículo 2.c),  que define el 
patrón de trabajo como “la forma de organización del tiempo de trabajo 
y su distribución con arreglo a un determinado patrón determinado por 
el empleador”, el 2.b), que señala que “los días y horas de referencia 
serán los tramos horarios en días específicos durante los cuales puede 
tener lugar el trabajo previa solicitud del empleador”y el 2.a), que es-
pecifica que el calendario de trabajo será el “que determina las horas y 
los días en los que empieza y termina la realización del trabajo”; junto 
con el artículo 10, que detalla las obligaciones exigibles a la empresa 
para garantizar la previsibilidad mínima en patrones de trabajo total o 
mayoritariamente imprevisibles.   

Así como, de forma complementaria, con varios de sus considerandos. 
El 19, que establece que la información relativa al tiempo de trabajo 
tiene que ser coherente con la Directiva 2003/88/CE y “debe incluir in-
formación sobre las pausas, períodos de descanso diario y semanal y la 
duración de las vacaciones remuneradas, de modo que se garantice la 
protección de la seguridad y salud de los trabajadores”; el 30, que pun-
tualiza que “los trabajadores con un patrón de trabajo total o mayorita-
riamente imprevisible deben disponer de un nivel mínimo de previsibili-
dad, si el calendario está determinado principalmente por el empleador, 
ya sea directamente, por ejemplo, mediante la asignación de tareas, o 
indirectamente, por ejemplo, obligando a atender las solicitudes de los 
clientes”; y el 31, que enfatiza que “deben establecerse por escrito al 
comienzo de la relación laboral los días y las horas de referencia que 
deben ser entendidos como tramos horarios en los que el empleador 
puede solicitar los servicios del trabajador”9.     

Una lectura detenida tanto de los preceptos de la Directiva como de los 
considerandos reseñados, evidencia que la legislación española debe ser 
objeto de varias reformas, para adaptarse a lo establecido a nivel comu-
nitario, combatir la precariedad y cumplir unos determinados estándares 
de previsibilidad y transparencia en relación al tiempo de trabajo, obvia-
mente extensibles a las singularidades que rodean la ordenación de la 
jornada a tiempo parcial.

9	  A estos efectos, contrastar también el considerando 21. 
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Como es sabido, el vigente artículo 12.4.a) ET establece que “en el con-
trato deberá figurar el número de horas ordinarias de trabajo al día, a la 
semana, al mes o al año contratadas, así como su distribución según lo 
previsto en convenio”. Y en el artículo 12.5 ET se desarrolla ampliamente 
el régimen jurídico de las horas complementarias, sin que actualmente se 
exija, a menos que así se haga por convenio colectivo o contrato de traba-
jo, que de forma predeterminada  se precisen unas pautas mínimas sobre el 
cuánto ni el cuándo de su realización, quedando cada llamamiento abierto 
—tras el preaviso correspondiente— al criterio discrecional del emplea-
dor, en ejercicio de su poder de dirección, a fin de atender las necesidades 
de flexibilidad y/o fluctuaciones que pudiera tener. 

Tal y como se ha destacado, el Proyecto de Ley publicado el 16 de febrero 
de 2024 incluye en el artículo 4 ET un nuevo derecho básico de los traba-
jadores, el de previsibilidad, y pormenoriza en el artículo 8.6 ET que las 
condiciones esenciales “son previsibles cuando la persona trabajadora 
conozca o pueda conocer de antemano de manera efectiva y por escrito, 
durante todo el período al que se extiende la prestación de servicios, su 
pauta de trabajo o, en su caso, los criterios en virtud de los cuales dichas 
condiciones pueden cambiar”. Ahora bien, a mi juicio, con la alusión al 
conocimiento anticipado de la pauta de trabajo   no se neutraliza la posible 
indeterminación que pueda concurrir, ni se asegura plenamente la previsi-
bilidad mínima del tiempo de trabajo, más aún en un modelo contractual 
como el de los contratos a tiempo parcial, notoriamente más expuesto a 
abusos y fraudes. 

Esta afirmación se sustenta en varias consideraciones. Por un lado, la pre-
visibilidad en materia de tiempo de trabajo, de forma acorde al artículo 
4.2.l) y m) de la Directiva, podría ser abordada de manera más firme, pues 
en el proyectado artículo 4.2.h) ET se recoge tanto el derecho de la perso-
na trabajadora a conocer por escrito los aspectos esenciales de la relación 
laboral como el derecho a que sus condiciones de trabajo sean previsibles, 
sin incluirse precisión específica alguna en relación al tiempo de trabajo. 
El artículo 12.4 a) ET ya exige que el contrato a tiempo parcial concrete 
la duración y la distribución de la jornada de trabajo, que normalmente se 
hace de conformidad con el convenio colectivo aplicable. Sin embargo, la 
materialización de esta previsión no impide que en algunos casos exista 
falta de previsibilidad, incluso en patrones de trabajo total o mayoritaria-
mente previsibles. Para paliar este déficit, limitar los horarios de trabajo 
desestructurados y potenciar que empresa y trabajador identifiquen los 
tiempos en los que se puede prestar el trabajo contratado, actualmente se 
apela a la combinación entre la ley y la negociación colectiva, que a tra-
vés de su intervención puede conseguir, entre otros resultados, que: 1) Se 
precisen días de la semana y períodos en los que es exigible la prestación 
de trabajo, tanto  ordinaria como complementaria, así como, en la medida 
de lo posible, franjas horarias; 2) Se delimite que para que se produzcan 
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una o varias interrupciones de la jornada se deberá acreditar que se va a 
desarrollar una jornada con cierta entidad —por lo general al menos de 
cuatro horas—; y 3) Se incluyan algunas limitaciones o precisiones sobre 
la conjunción de distribución irregular de la jornada de trabajo y trabajo a 
tiempo parcial –por ejemplo en relación al plazo de preaviso y/o la forma 
de realizar las compensaciones—. La transposición de la Directiva, y su 
papel promocional y asegurador de la previsibilidad, también puede ser 
realizada a través de la negociación colectiva10, pero en este punto sería 
deseable que la intervención heterónoma fuera algo más incisiva, en aras 
de afianzar y garantizar de forma más efectiva la consecución del efec-
to útil de la Directiva. Con todo, si ello no se consiguiera, cabría que la 
persona trabajadora afectada por la falta de previsibilidad reclamara el in-
cumplimiento y, en su caso, la operatividad del principio de interpretación 
conforme entre el derecho comunitario y el nacional. 

Y por otro lado, si contrastamos lo dispuesto en la Directiva comunitaria 
y la legislación tanto vigente como proyectada en nuestro país, surgen 
francas dudas sobre la falta de asimilación a nivel interno del concepto 
“calendario de trabajo”, lo que obviamente incide sobre el derecho a la 
previsibilidad del tiempo de trabajo.

El calendario, según el artículo 2.c) de la Directiva (UE) 2019/1152, de-
limita las horas y días en los que empieza y termina la relación laboral, 
y esa definición, y la funcionalidad a ella adherida, no tiene reflejo en el 
vigente artículo 34.6 ET; a lo que se suma que la jurisprudencia dictada 
por el Tribunal Supremo11 en esta materia de forma clara señala que el 
calendario no contiene mandato alguno que obligue al empresario a incluir 
los horarios, debiendo sólo contener los datos necesarios para que los tra-
bajadores puedan conocer de forma suficiente cuál va a ser la distribución 
anual de su jornada laboral, de forma ajustada a las exigencias de la ley y 
el convenio colectivo. Correlativamente, parece ostensible que el precepto 
comunitario presenta más similitudes, no con el artículo 34.6 ET, sino con 
el derogado artículo 4.3 del RD 2001/1983, de 28 de julio, sobre la regula-
ción de la jornada de trabajo, jornadas especiales y descansos, dado que el 
mismo establecía que el calendario laboral comprendía tanto el horario de 
trabajo como la distribución anual de los días de trabajo, festivos, descan-
sos semanales o entre jornadas y otros días inhábiles, a tenor, todo ello, de 
la jornada máxima legal o, en su caso, la pactada (Terradillos Ormaetxea, 
2024). 

A mi juicio, ni de la legislación comunitaria ni de la española se infiere 
la obligación de que el calendario laboral fije el concreto horario dentro 
de cada día, lo que, a mayor abundamiento, complicaría sobremanera una 

10	  Artículo 21.5 Directiva (UE) 2019/1152. 
11	  STS de 18 de septiembre de 2000, Rec.4240/1999.
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gestión de recursos humanos flexible y competitiva en la empresa. Empero, 
ello no impide afirmar que debería tenerse más presente la orientación del 
derecho comunitario –nuevamente la interpretación conforme al mismo—, 
y reflexionar sobre el rol del calendario de trabajo en nuestro sistema de 
relaciones laborales, dado que la previsibilidad del tiempo de trabajo se ve 
condicionada por el contenido del mismo que, sino es suficientemente ga-
rantista, puede, por ejemplo, dificultar de manera desproporcionada la con-
ciliación de dos o más puestos de trabajo a tiempo parcial o el ejercicio de 
los derechos de conciliación. Es decir, a mi juicio, al reconocimiento de 
un derecho a la previsibilidad de las condiciones de trabajo, y de unos de-
terminados deberes informativos relacionados con el tiempo de trabajo, ya 
sea en patrones de trabajo previsibles o imprevisibles, se debe unir una mo-
dificación normativa que conlleve el reforzamiento de la parca regulación 
existente sobre el calendario laboral. Dicha reforma del artículo 34.6 ET, 
debería contener la previsión de que el mismo sea no sólo consultado12, sino 
también negociado entre empresa y representación de los trabajadores, con 
unos contenidos mínimos, unos límites que coadyuvaran a perfilar no sólo 
los tiempos de trabajo y descanso anuales, sino también, según las caracte-
rísticas concretas de cada empresa o sector de actividad, la distribución del 
tiempo de trabajo y/o los períodos de actividad en unos marcos de referencia 
preestablecidos, lo que en su conjunto contribuiría a que las personas traba-
jadoras tuvieran un mayor control de su propio tiempo, que les permitiría 
una mejor organización de su vida laboral, personal y familiar. En este esce-
nario, el calendario sería, de facto, una herramienta más en pos de garantizar 
la previsibilidad mínima del tiempo de trabajo de cada persona trabajadora.  

Al hilo de la transposición de la Directiva (UE) 2019/1152, y del cumpli-
miento de los deberes empresariales ligados a los derechos informativos 
sobre el tiempo de trabajo, se debe contribuir a aminorar la disponibilidad 
de las personas trabajadoras en general, y de los trabajadores a tiempo par-
cial en particular, y a dotar de más previsibilidad y seguridad el desarrollo 
de su jornada, ya sea ordinaria o complementaria. Por ello, a los cambios 
proyectados mencionados, con sus luces y sombras, se unen varias me-
didas contempladas no sólo en el Proyecto de Ley que tiene por objeto 
transponer la Directiva, sino también en el Anteproyecto de Ley para la 
reducción de la jornada máxima de trabajo. 

Así, además de reconocerse expresamente el derecho básico de todas las 
personas trabajadoras a la previsibilidad, tengan un patrón de trabajo pre-
visible o imprevisible, en el Proyecto de Ley de febrero de 2024 se prevé 
especificar en el artículo 12.5 c) ET que el pacto de horas complementarias 
deberá recoger el número de horas complementarias cuya realización po-
drá ser requerida por la empresa, así como una indicación de los días y las 

12	  Cfr. Disposición adicional 3º RD 1561/1995, de 21 de septiembre, sobre jornadas 
especiales de trabajo. 
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horas de referencia en los que esta pueda solicitar los servicios de la per-
sona trabajadora; manteniéndose los porcentajes de horas complementarias 
preexistentes –tanto en la ley, como tras la combinación de ley y convenio 
colectivo—, y asegurando mayor previsibilidad a la persona trabajadora 
al exigirse el cumplimiento imperativo, y no dispositivo, de un preaviso 
mínimo de tres días. La fijación de este parámetro, de estos días y horas de 
referencia, sería obligatoria en todos los pactos de horas complementarias, 
independientemente de a cuánto ascienda su volumen, es decir aunque la 
realización de los mismos no se asimilara a un patrón de trabajo total o 
mayoritariamente imprevisible. Por consiguiente, la nueva norma española 
supondría una mejora sobre los mínimos establecidos en el artículo 10.1 
de la Directiva (UE) 2019/1152 (Elorza Guerrero, 2023). No obstante, ello 
no impide observar que, aun debiendo ser valorada positivamente esta pre-
visión que contribuye a disminuir los riesgos ligados a una desproporcio-
nada disponibilidad y elasticidad de la jornada a tiempo parcial, continúan 
existiendo potenciales inseguridades, ya que la concreción de los tramos 
horarios en días específicos puede ser realizada por la empresa de una ma-
nera muy laxa, por ejemplo: de lunes a domingo, con una franja de 10 a 13 
horas por la mañana y otra de 17 a 20 horas por la tarde, lo que seguiría 
dificultando la consecución del efecto útil de la Directiva. 

Finalmente, mencionar que  para reforzar el control de la previsibilidad 
del tiempo de trabajo, el Anteproyecto relativo a la reducción legal de la 
jornada máxima de trabajo expresamente precisa en un nuevo artículo 34 
bis ET, que opta por concentrar sistemáticamente el tratamiento del regis-
tro de la jornada de trabajo, que la empresa mantendrá un registro diario 
de jornada, realizado por medios digitales, que garantice el cumplimiento 
efectivo de lo establecido en el precepto; especificándose que la jornada 
de los trabajadores a tiempo parcial “se registrará día a día, incluyendo el 
horario concreto de inicio y finalización de la jornada de cada persona”, 
así como la accesibilidad inmediata al mismo por la Inspección de Trabajo 
y los representantes de las personas trabajadoras, no sólo de forma física 
en el centro de trabajo, sino también de forma remota, es decir con un 
carácter interoperable en tiempo real. 

En definitiva, el camino para materializar la efectividad del derecho de las 
personas trabajadoras, y particularmente de las que desarrollan su jornada 
a tiempo parcial, a la previsibilidad y la transparencia del tiempo de traba-
jo es arduo y complejo, pero, a pesar de los obstáculos existentes, es nece-
sario seguir avanzando en su consecución, implementando de una vez las 
medidas necesarias para transponer la Directiva (UE) 2019/1152. En caso 
contrario, la persona trabajadora afectada por la falta de previsibilidad de-
berá reclamar este incumplimiento y, en su caso, tendrá que apelar, según 
las circunstancias concretas, bien al efecto directo de las disposiciones de 
la Directiva, bien a la aplicación del principio de interpretación conforme 
entre el derecho comunitario y el nacional.  
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2.2.2. �Un apunte específico sobre el derecho a la previsibilidad  
del tiempo de trabajo en los modelos de negocio vinculados  
a la gig economy

La Directiva (UE) 2019/1152 se adapta a los nuevos tiempos ligados a 
la digitalización de la economía, y tiene presentes tanto los nuevos mo-
delos de negocio y formas de trabajo derivados de la misma, como la 
minimización de su precariedad. En este contexto, se reconoce la exis-
tencia de fórmulas que se caracterizan por una alta imprevisibilidad de 
las condiciones de trabajo, a causa de que no se conoce con certeza la 
jornada de trabajo que se va a realizar, bien respecto a la cuantía de las 
horas de trabajo, su distribución, o ambas (Cruz Villalón, 2024).  

La proliferación de modelos de negocio influidos por las nuevas tec-
nologías, de hábitos de consumo y demandas de empresas cliente para 
las que se trabaja en red, conlleva que normalicemos que una persona 
trabajadora realice uno o  varios trabajos a tiempo parcial, microencar-
gos o microtareas, a fin de que funcione este sistema. Esta dinámica 
preponderantemente será involuntaria, a causa de que la mayoría de las 
personas aspiran a desarrollar un sólo puesto de trabajo más seguro y 
estable, y es visibilizada no sólo por la Directiva citada, sino también 
por la recientemente adoptada Directiva (UE) 2024/2831, de 23 de oc-
tubre, relativa a la mejora de las condiciones de trabajo en plataformas 
(Todolí Signes, 2024).  

Por consiguiente, la relevancia que está adquiriendo la economía bajo 
demanda o gig economy, en la que las tecnologías y las plataformas 
digitales permiten formar equipos de trabajo en torno a un proyecto 
concreto y conectar los compradores o clientes con los vendedores o 
prestadores, obliga a prever una serie de garantías, a fin de tutelar la 
posición de este segmento de trabajadores potencialmente vulnerables.  

La regulación del contrato a tiempo parcial exige la concreción en el 
mismo del número de horas de trabajo y de su distribución, y correlati-
vamente tanto la jurisprudencia como el Proyecto de Ley por el que se 
transpone la Directiva relativa a unas condiciones de trabajo transpa-
rentes y previsibles, niegan la existencia del trabajo a tiempo parcial a 
llamada13. Sin embargo, no podemos negar las evidencias que rodean el 
funcionamiento de nuestro mercado laboral, pues, por ejemplo, la ma-
yoría de trabajadores de plataformas, de reparto o no, laboralizados14 

13	  Vid STS de 17 de diciembre de 2001, Rec.66-68/2001 y Exposición de motivos del 
proyecto de ley citado. 

14	  Crf. sobre la presunción de laboralidad de las personas trabajadoras de plataformas 
de reparto la Disposición Adicional 23ª ET. Así como la extensión de esta presunción a las 
personas trabajadoras de todo tipo de plataformas, cuando concurran una serie de indicios, 
según los artículos 4 y 5 de la Directiva (UE) 2024/2831.
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tienen unos horarios variables e imprevisibles, en los que es muy difícil 
predeterminar la jornada de trabajo y su distribución. A ello se debe 
responder con la introducción de una serie de límites y garantías. Dado 
que actualmente ni parece que se quiera regular una relación laboral 
especial del trabajo para plataformas, ni reconocer la existencia del tra-
bajo a llamada en nuestro ordenamiento jurídico15, no queda más que 
acudir a los mecanismos que deben habilitarse en entornos en los que 
se desarrolla un patrón de trabajo total o mayoritariamente imprevisi-
ble –asimilándose el despliegue de este modelo de trabajo a un contrato 
a tiempo parcial con una bolsa amplia de horas complementarias—. En 
efecto, el sumatorio de los mismos permitirá que, de forma acorde a los 
cambios normativos proyectados, se establezca un preaviso razonable 
antes de cada llamamiento, se fijen unos días y horas de referencia,  se 
permita el rechazo de una tarea si no se cumplen las exigencias reque-
ridas, y se tenga derecho a retribución, si se cancela una tarea a discre-
ción de la empresa sin el preaviso debido; coadyuvando el conjunto de 
condiciones reseñadas a una cierta dignificación de la realización de 
estos trabajos, en muchos casos, paralelos. 

Por ende, las nuevas estrategias laborales, desde el trabajo a distancia 
hasta el trabajo para plataformas digitales, requieren, aún más si cabe, 
la implementación de instrumentos que aseguren un derecho efectivo 
a que las personas trabajadoras conozcan con la mayor previsibilidad 
posible la duración y distribución de su jornada, así como su horario 
de trabajo, aun cuando el espacio de trabajo sea virtual o remoto; a 
fin, siguiendo el espíritu de la Directiva, de velar por su seguridad y 
salud laboral, por el efectivo ejercicio de sus derechos de conciliación 
y por la erradicación de las barreras que impactan sobre el desarrollo 
de empleos paralelos.

A todo ello, hemos de sumar lo establecido en la Directiva (UE) 
2024/2831, que introduce la obligación de garantizar la transparencia, 
la equidad y la rendición de cuentas en la gestión algorítmica del tra-
bajo en plataformas, lo que también se proyecta en la información a la 
persona trabajadora sobre los sistemas automatizados de toma de deci-
siones vinculados a condiciones laborales, como el tiempo de trabajo. 
Por ende, la transposición de esta Directiva también deberá contribuir a 
dotar de mayor previsibilidad a los trabajadores afectados –muchos de 
ellos con una jornada parcial—, y a evitar que la forma de adoptar estas 
decisiones pueda afectar a su seguridad y salud, en particular en lo que 
se refiere a los riesgos psicosociales y organizacionales.

15	  Cfr. al respecto los considerandos 21 y 35 de la Directiva (UE) 2019/1152, así como 
sus artículos 10 y 11.  
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2.3. No obstaculización de empleos paralelos

En el espíritu de la Directiva (UE) 2019/1152 late el reconocimiento de 
la expansión de un nuevo modelo de relaciones laborales, en una nueva 
era económica. En este contexto, a la proclamación del derecho a la trans-
parencia y la previsibilidad de las condiciones de trabajo, le corresponde 
garantizar el derecho a la previsibilidad del tiempo de trabajo, para, entre 
otros resultados, asegurar la posibilidad de compatibilizar varios trabajos 
a tiempo parcial de forma simultánea. 

A mayor abundamiento, tal y como se acaba de exponer, una derivada más 
de la extensión de la gig economy es el hecho de que un importante volu-
men de personas trabajadoras desarrollará dos o más empleos paralelos, 
para satisfacer este tipo de requerimientos empresariales, y simultánea-
mente acceder a un salario digno y decente bajo el paraguas del pluriem-
pleo.  

Esta línea reguladora es enfatizada en el Proyecto de Ley que tiene por 
objeto transponer la Directiva de 2019, que expresamente contempla in-
troducir en el artículo 21.1 ET la proscripción de que la empresa prohíba 
o limite a la persona trabajadora la prestación de servicios para otras em-
presas, así como de que esta sufra un trato desfavorable por este motivo; 
obstaculizándose esta opción de forma legítima sólo en los supuestos en 
los que se acredite una incompatibilidad basada en causas objetivas, como 
la salud y la seguridad, la protección de la confidencialidad empresarial, la 
integridad del servicio público y la prevención de conflictos de intereses, 
todo ello sin perjuicio de que pudiera acordarse un pacto de plena dedica-
ción o exclusividad y su compensación (Miranda Boto, 2023). 

2.4. �El principio de voluntariedad y la salvaguarda  
de las expectativas profesionales

Una regulación que gire en torno a los pilares que deben guiar el desarrollo 
de trabajos a tiempo parcial, también debe tener presente el reforzamiento 
del principio de voluntariedad y la atención de las expectativas profesio-
nales de las personas trabajadoras. Este principio ha sido proclamado con 
claridad tanto en el convenio núm.175 de la OIT, como en el Acuerdo 
marco anexo a la Directiva 97/81/CE, y a ello se adiciona el contenido de 
la Directiva (UE) 2019/1152, que en su artículo 12 apela a garantizar las 
transiciones laborales en las empresas, a fin de tender puentes hacia una 
mayor previsibilidad y seguridad contractual (Martínez Yañez, 2021).  

A pesar de que las normas citadas se refieren al principio de voluntarie-
dad de forma clara y unánime, sin embargo, no se puede obviar que su 
materialización efectiva ha presentado fisuras de cierta envergadura y ha 
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dado lugar a una intensa discusión judicial (Beltrán de Heredia, 2015).  
En efecto, en transposición del artículo 5.2 del Acuerdo marco anexo a 
la Directiva 97/81/CE, el artículo 12.4.e) ET establece de forma nítida 
que toda novación de un contrato de trabajo a tiempo completo en uno a 
tiempo parcial  y viceversa debe ser voluntaria. No obstante, a pesar de 
que la dicción literal del precepto es indubitada, ello no ha impedido que 
la Sala de lo Social del TS haya dictado varias sentencias con una doctrina 
sumamente controvertida16. En virtud de la misma, a falta de un acuerdo 
entre las partes para el cambio de jornada y contrato, se neutralizaba la 
operatividad del principio de voluntariedad, admitiendo la utilización del 
procedimiento establecido en el artículo 41 ET a través de la creación de 
la figura del contrato a tiempo completo con una jornada reducida, du-
rante un período incierto y aparentemente provisional, sin conllevar esta 
vicisitud la producción de una novación contractual ni la aplicación del 
régimen jurídico singular del trabajo a tiempo parcial. Esta solución juris-
prudencial, sumamente confusa, acarreaba notorios problemas jurídicos y 
conculcaba, a mi juicio, el contenido de la cláusula 5.2 del Acuerdo marco 
anexo a la Directiva 97/81/CE17 y, por consiguiente, se podía afirmar que 
la interpretación aportada en las sentencias dictadas por la Sala IV del TS 
no era acorde al efecto útil de la Directiva, y no hizo más que generar du-
das hermenéuticas, dado que la argumentación argüida estaba desprovista 
de la solidez y congruencia debida. 

Al hilo de este debate, la STJUE Mascellani, de 15 de octubre de 2014, 
As.C-221/13, acometió la resolución de un litigio referido a un supuesto 
de conversión de un contrato a tiempo parcial en un contrato a tiempo 
completo a instancia empresarial, con expresa oposición del trabajador 
afectado, que alegó su opción por dedicar su tiempo libre a su familia y a 
su formación profesional. En el caso enjuiciado, partiéndose de la premisa 
de que uno de los objetivos del Acuerdo marco comunitario es facilitar el 
desarrollo del trabajo a tiempo parcial sobre una base voluntaria y contri-
buir a la organización flexible del tiempo de trabajo de una manera que 
tenga en cuenta las necesidades de empresarios y trabajadores, el TJUE, 
empero, sostuvo que una situación en la que el contrato a tiempo parcial 
se transforma en contrato a tiempo completo sin el acuerdo del trabajador 
afectado no es comparable con la inversa; aludiendo, en concreto, a que la 
reducción del tiempo de trabajo no tiene las mismas consecuencias que su 
incremento, en particular en lo relativo a la retribución, y a que la decisión 
empresarial de este tipo sin anuencia de la persona trabajadora no contraría 

16	  Vid SSTS de 14 de mayo de 2007, rec. 85/2006 y de 7 de octubre de 2011, 
rec.14/2011. 

17	  Según la cual “el rechazo de un trabajador a ser transferido de un trabajo a tiempo 
completo a un trabajo a tiempo parcial o viceversa, no debería por sí mismo constituir un 
motivo válido de despido, sin perjuicio de la posibilidad de realizar despidos (…)  por otros 
motivos tales como los que pueden derivarse de las necesidades de funcionamiento del esta-
blecimiento considerado”. 
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la cláusula 5.2 del Acuerdo marco. El fallo del TJUE, no exento de contro-
versia, se restringe a una novación ampliatoria de jornada, pero zanja de 
manera tajante las dudas que rodean la compatibilidad entre el artículo 12 
ET y el artículo 41 ET en supuestos de reducción de actividad y jornada.      

Adicionalmente, de algunas sentencias dictadas en los últimos años por el 
TS se deduce que la doctrina anterior ha sido corregida, afirmándose que 
no se puede reducir la jornada de trabajo, y provocar con ello el cambio 
de un contrato a tiempo completo a uno a tiempo parcial, sin el consen-
timiento del trabajador. Al respecto, se pueden localizar supuestos en los 
que tras el rechazo del trabajador a reducir su jornada de trabajo18, y tras 
realizarse un despido en el marco del 52.c) del ET, se acaba indicando 
que en todo caso es necesario su consentimiento para que se perfeccione 
una conversión de esta naturaleza, no cabiendo la opción empresarial de 
utilizar el artículo 41 ET ante la negativa del trabajador, sino sólo, cuando 
concurran las circunstancias habilitantes para ello, la reducción temporal 
de jornada amparada en la vicisitud recogida en el artículo 47 ET. A mayor 
abundamiento, en estas situaciones fácticas, tras el despido del trabaja-
dor, existiendo causa objetiva para el mismo, no se aprecia fraude de ley 
ni abuso de derecho si se contrata renglón seguido a una nueva persona 
trabajadora con una jornada parcial, que cubra las necesidades reales, de 
funcionamiento, de la empresa (Monreal Bringsvaerd, 2017). 

Asimilada esta interpretación, que respeta tanto el contenido de la Di-
rectiva 97/81/CE como la dicción literal del artículo 12.4.e) ET, en es-
tos supuestos la dificultad añadida es que se cuestione la existencia de la 
causa de despido, o de sanción, alegada ante la negativa del trabajador. 
Esta práctica, en su caso, debe reputarse como ilícita, respondiendo a la 
disposición que tanto a nivel comunitario como nacional establece que el 
trabajador “no podrá ser despedido ni sufrir ningún otro tipo de sanción o 
efecto perjudicial por el hecho de rechazar esta conversión”, que debe ser 
conectada con la garantía de indemnidad vinculada al artículo 24 CE, tal y 
como se analizará en el próximo apartado.

Por el contrario, hay que señalar que actualmente no hay discusión alguna 
en relación a que la prevalencia del principio de voluntariedad no es opera-
tiva en las reducciones o incrementos de jornada en el seno de un contrato 
a tiempo parcial, pues no se da el requisito requerido por la norma, la 
conversión de un tipo contractual en otro, habilitando ello la operatividad 
del artículo 41 ET. Ahora bien, hay que tener presente y resaltar que en 
el proyecto de ley por el que se transpone la Directiva (UE) 2019/1152 
al ordenamiento jurídico español se refuerza el ius resistentiae frente a 
ciertas órdenes empresariales y el principio de voluntariedad en el seno de 
los trabajos a tiempo parcial, exigiéndose la aplicación del mismo también 

18	  Entre otras, STS de 30 de mayo de 2018, rec. 2329/2016. 
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en los cambios de jornada intra contractuales. Ello puede propiciar que 
un amplio elenco de supuestos, por ejemplo, que la reincorporación tras 
una excedencia, si tiene anudada la aceptación de una jornada a tiempo 
parcial más reducida, y ello es rechazado por el trabajador, pueda conlle-
var que la eventual extinción contractual que se decida por la empresa sea 
calificada como despido, con los efectos jurídicos subsiguientes: su depu-
ración como procedente, improcedente o nulo, su reparación a través de la 
fijación de una indemnización, la apreciación de eventuales daños morales 
a causa de la decisión empresarial, etc. 

Por último, resaltar que a mayor satisfacción de las expectativas profesio-
nales, mayor voluntariedad de la persona trabajadora. En este sentido, tras 
la transposición de la Directiva 97/81/CE, la actual versión del artículo 
12.4.e) 2º ET, recoge el derecho de los trabajadores a ser informados por 
la empresa sobre la existencia de puestos de trabajo vacantes, a fin de que 
voluntariamente presenten solicitudes que los conduzcan a un trabajo con 
una mayor jornada o a tiempo completo; debiendo estas solicitudes ser 
tomadas en consideración, en la medida de lo posible, por la empresa, que 
en todo caso si las deniega, deberá justificarlo por escrito y de forma mo-
tivada. No obstante, hay que indicar que las aspiraciones de las personas 
trabajadoras para acomodar la modalidad contractual a sus necesidades se 
han visto mermadas tras una serie de reformas legislativas. Por un lado, 
el Real Decreto Ley 16/2013, de 17 de enero, procedió a eliminar las pre-
ferencias que el artículo 12 ET concedía a los trabajadores que hubieran 
cambiado voluntariamente su modalidad contractual para volver a su si-
tuación anterior. Y, por otro, por tenue que fuera, también se ha eliminado 
la referencia que existía en el precepto legal a que la negociación colec-
tiva favoreciera la conversión de un contrato a tiempo completo en uno a 
tiempo parcial por motivos familiares o formativos. Es decir, aunque en 
apariencia se mantiene un régimen jurídico tuitivo para el trabajador, se ha 
minimizado su impacto.

La Directiva (UE) 2019/1152 enfatiza la movilidad voluntaria entre formas 
de empleo en su artículo 12, obligando a los Estados miembros a garantizar 
que un trabajador con una antigüedad mínima de seis meses con un mismo 
empleador, que haya completado su período de prueba, pueda solicitar una 
forma de empleo con unas condiciones laborales que ofrezcan una previ-
sibilidad y una seguridad mayores, si la hay, y a recibir una respuesta mo-
tivada por escrito en un plazo de un mes a partir de la solicitud, que podrá 
ser ampliado a tres meses respecto a las personas físicas que actúen como 
empleadores y las microempresas y las pequeñas y medianas empresas. 
El proyecto de Ley de febrero de 2024 contempla, a estos efectos, intro-
ducir un nuevo artículo 21. bis) en el ET, aplicable a todo tipo de formas 
de empleo, entre otras, temporales, fijas discontinuas o a tiempo parcial. 
En el mismo, sin perjuicio de las derechos de información previstos de 
forma específica en los artículos 12.4.e), 15.7 y 16.7 ET, se precisa que  
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“la persona trabajadora con al menos seis meses de antigüedad en la empre-
sa, tendrá derecho a solicitar puestos de trabajo vacantes en la empresa”, 
ya sean a tiempo completo, con una jornada mayor, de carácter indefinido, 
o que de alguna forma reúnan condiciones de mayor previsibilidad o esta-
bilidad en el empleo; debiendo la empresa dar respuesta motivada a dichas 
solicitudes en un plazo de quince días o en el que se establezca por convenio 
colectivo, con el tope máximo de un mes o de tres meses en empresas cuyas 
plantillas no superen las diez personas trabajadoras. Por ende, el procedi-
miento proyectado en el artículo 21.bis) ET añade una mayor precisión al 
del artículo 12.4.e) ET, por ejemplo en lo relativo a los plazos de respuesta.

La inserción de este precepto en el ET, contribuirá a reforzar y revalorizar 
la opción de incentivar la movilidad contractual con unas garantías ade-
cuadas y a tender puentes entre el trabajo típico y el atípico. Es más, en un 
entorno laboral cambiante, en el que hay que procurar el equilibrio entre 
los objetivos y estrategias empresariales y las necesidades e intereses de 
la parte social, concurren datos que abundan en visibilizar y extender el 
desarrollo de este tipo de procedimientos. 

En definitiva, para afianzar el efecto útil de los mandatos derivados de 
las Directivas, en las transiciones entre formas de empleo, y más con-
cretamente entre trabajo a tiempo parcial y a tiempo completo, y vice-
versa, se revela sustancial tanto la materialización de unos derechos de 
información efectivos, como de unos procedimientos transparentes, en 
los que debe confluir, junto a lo establecido en el ET, la intervención 
de la negociación colectiva. Los convenios colectivos, con un rol acti-
vo, deberían promover la introducción de previsiones específicas en el 
procedimiento que se debe seguir para cubrir vacantes o incrementos de 
jornada con trabajadores de la misma empresa: su forma, plazos, prefe-
rencias y criterios dirimentes ante la concurrencia de solicitudes prefe-
rentes, rol de los representantes de los trabajadores19, etc. Todo ello, a 
fin de responder de manera ágil, dinámica, transparente y previsible, no 
sólo a los requerimientos empresariales, sino también a las expectativas 
de las personas trabajadoras.

2.5. �Intensificación de los mecanismos de tutela: presunciones, 
garantía de indemnidad, protección frente al despido  
y sanciones por incumplimiento

Para completar la redefinición de la regulación del trabajo a tiempo par-
cial, es necesario reforzar las herramientas de tutela contempladas frente 

19	  Por ejemplo, Convenio colectivo de los Servicios de Ayuda a Domicilio y Afines del 
Principado de Asturias, BOPA de 17 de noviembre de 2022, artículos 19 y 16.4.f) y XXI Con-
venio colectivo de la Industria Química, BOE de 17 de febrero de 2025, artículos 12 y 14.2.
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a incumplimientos empresariales relacionados, entre otras materias, con 
la falta de información sobre las condiciones que rodean la ejecución de 
patrones de trabajo previsibles o imprevisibles, la obstaculización de tra-
bajos paralelos o el rechazo de transiciones a otras formas de empleos, y 
sus posibles consecuencias sancionatorias o extintivas. 

A estos efectos, la Directiva (UE) 2019/1152 prevé en sus artículos 15 a 
18 una serie de disposiciones horizontales, relativas a la operatividad de 
presunciones legales, a la utilización de mecanismos de resolución antici-
pada de litigios para la reparación de daños, y de protección contra el trato 
o las consecuencias desfavorables, incluido el despido, causadas por una 
reclamación al empresario o por instar un procedimiento administrativo o 
judicial a fin de cumplir los derechos reconocidos en la Directiva (Miranda 
Boto, 2023).

Por ende, la efectividad de los preceptos de la norma comunitaria rese-
ñada, también demanda ciertos cambios en nuestro ordenamiento jurí-
dico, algunos de ellos atinentes al trabajo a tiempo parcial. 

Los mecanismos de garantía, en primer lugar, se pretenden extender 
en lo que se refiere al ámbito de actuación de ciertas presunciones, 
que conllevan que ante determinados incumplimientos empresariales 
se entienda que el contrato de trabajo se ha celebrado, no a tiempo 
parcial, sino a tiempo completo. Actualmente, ante la falta de forma 
escrita o ante el incumplimiento de la forma de registro de la jornada a 
tiempo parcial, ordinaria y/o complementaria, se presume iuris tantum 
que el trabajo tiene una jornada completa (artículo 12.4.a) y c) ET). 
Si bien, al hilo de las modificaciones proyectadas, a fin de que nuestra 
normativa sea acorde al alcance de la protección comunitaria, se ex-
panden las presunciones vigentes. Así, al reconocimiento a un derecho 
a la previsibilidad de las condiciones de trabajo en el artículo 4.2.h) 
ET, le correspondería la previsión en el artículo 8.7 ET de que ante el 
incumplimiento de la obligación de información sobre las condiciones 
esenciales de trabajo relativas a, entre otras materias, la duración de la 
jornada y su retribución y las exigencias de previsibilidad descritas en 
relación a las horas complementarias en el proyectado artículo 12.5.c) 
y d) ET, el contrato se presumirá celebrado por tiempo indefinido ordi-
nario y a jornada completa. Y complementariamente, hay que subrayar 
que el Anteproyecto de Ley para la reducción de la duración máxima 
de la jornada ordinaria de trabajo, el registro de jornada y el derecho 
a la desconexión digital, prevé con la implementación de un renovado 
sistema de registro de jornada, en el artículo 34.bis) ET, la introducción 
de nuevas presunciones iuris tantum ante la constatación de incumpli-
mientos empresariales en esta materia. Concretamente, en el nuevo artí-
culo 34.bis.3.b) ET, por un lado, se establece que se presumirá realizada la 
jornada ordinaria, así como las horas extraordinarias y complementarias, 
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manifestadas por la persona trabajadora, salvo prueba en contrario; por 
otro, que se presumirá celebrado a tiempo completo el contrato de los 
trabajadores a tiempo parcial, salvo prueba en contrario que acredite 
el carácter parcial de los servicios; y, por último, que la totalidad del 
período transcurrido entre el inicio y la finalización de la jornada refle-
jados en el registro será considerado tiempo de trabajo efectivo, de con-
formidad con el artículo 34 ET, a menos que, de forma coherente con el 
conjunto del precepto legal, se acredite el registro de las interrupciones 
de la misma que afecten a su cómputo.

El registro determina objetiva y fidedignamente el número de horas de 
trabajo diario, semanal y mensual, a fin de que se respeten los períodos 
mínimos de descanso y de que no se sobrepase la duración máxima del 
tiempo de trabajo en el módulo acordado, o el tope que deslinda un 
tipo contractual de otro. Por consiguiente, el mismo también contribu-
ye a eludir abusos y fraudes en el entorno de la contratación a tiempo 
parcial, a través del refuerzo del control existente sobre la jornada de 
trabajo efectivamente realizada, ya sea regular o irregular. Las presun-
ciones proyectadas completan la ya prevista en el artículo 12.4.c) in 
fine ET, permitiendo interpretar, en línea con lo ya dictado en fallos  de 
algunos Tribunales Superiores de Justicia20, y en consonancia con el 
principio de disponibilidad y facilidad probatoria que emana del artí-
culo 217.7 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la existencia de una pre-
sunción a favor de la persona trabajadora, de manera que se considera 
suficiente que aporte un indicio de prueba de la realización de las horas 
ordinarias, complementarias o extraordinarias, para que corresponda 
entonces a la empresa acreditar que no se hicieron en todo o en parte 
las horas reclamadas. A nuestro juicio, esta redistribución de la carga de 
la prueba no conllevará que la parte social tenga que probar la jornada 
realizada hora a hora y día a día, pero sí que deba aportar un panorama 
indiciario suficiente, que permita sostener que el trabajador ha podido 
hacer el horario que afirma realizar; lo que deberá ser ponderado caso 
a caso, según las circunstancias presentes (Aguilera Izquierdo, 2023).  

Otra medida que debe venir a completar la tutela reparadora, se con-
templa cuando se prevé reconocer en el artículo 12.5.d) ET que, cono-
ciendo la persona trabajadora el día y la hora de realización de las horas 
complementarias pactadas con un preaviso mínimo —imperativo— de 
tres días, en el caso de cancelación total o parcial por parte de la em-
presa de la realización de las mismas sin observar el plazo de preaviso 
anterior, la persona trabajadora conservará el derecho a la retribución 
correspondiente, a fin de erradicar el daño material —lucro cesante— 
ocasionado por esta decisión.

20	  Entre otras, STSJ Baleares, de 2 de mayo de 2023, rec.607/2022 y STSJ Galicia, de 
23 de junio de 2022, rec.5087/2021. 
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Asimismo, la protección reforzada del conjunto de derechos que dima-
nan de la Directiva (UE) 2019/1152 para las personas trabajadoras, y en 
concreto para los trabajadores a tiempo parcial, ha de ser conectada con 
la tutela derivada de la garantía de indemnidad en el ámbito de las rela-
ciones laborales, revalorizada en nuestro ordenamiento jurídico tras la 
entrada en vigor de la LO 5/2024, de 11 de noviembre. De conformidad 
con esta norma y con la jurisprudencia21, dicha garantía tiene como ob-
jetivo proteger a las personas trabajadoras de cualquier represalia que 
pueda llevar a cabo el empleador, que suponga un trato desfavorable 
contra ellas, por haber efectuado cualquier reclamación en la empresa, 
o promovido cualquier acción administrativa o judicial en el ejercicio 
de sus derechos laborales22.    

No es difícil visibilizar situaciones que encajen en lo descrito, relacio-
nadas con decisiones empresariales que impactan sobre trabajadores a 
tiempo parcial, que, por ejemplo, solicitan una información más precisa 
sobre la forma de ejecución de su jornada de trabajo para que sea previ-
sible, o sobre la transparencia de su retribución, o que ven obstaculizado 
el desarrollo de trabajos paralelos, o que ven frustradas sus expectativas 
profesionales tras solicitar la transición a otra forma de empleo, o recibir 
notificación de una novación contractual, que, si no es aceptada, puede 
llegar a conllevar una sanción o despido. Como regla general23, las re-
clamaciones internas en el seno de la empresa no activaban la garantía 
de indemnidad; pero, tras la entrada en vigor de la LO 5/2024, y de su 
disposición adicional 3ª, de forma expresa se reconoce que “las personas 
trabajadoras tienen derecho a la indemnidad frente a las consecuencias 
desfavorables que pudieran sufrir por la realización de cualquier actua-
ción efectuada ante la empresa o ante una actuación judicial o adminis-
trativa destinada a la reclamación de sus derechos laborales, sea ésta 
realizada por ellas mismas o por sus representantes legales”24. 

La interpretación de esta norma conduce a concluir que si el trabajador 
realiza  reclamaciones internas, y además se pone en contacto con la 
Inspección de Trabajo, e inmediatamente después es despedido, sin que 
la empresa acredite la existencia de incumplimientos que justifiquen la 
extinción contractual, en ese concreto contexto temporal, y antes de que 
el trabajador pudiera ejercitar la reclamación judicial, los hechos actúan 
como indicio de vulneración de la garantía de indemnidad, que obliga 
al empleador a acreditar que el despido ha sido ajeno a la violación del 
derecho fundamental recogido en el artículo 24 CE. Es decir, ante la 

21	  Entre otras, SSTC 14/1993, de 18 de enero y 125/2008, de 20 de octubre.  
22	  Cfr, sobre el concepto de represalia, artículo 36 de la Ley 2/2023, de 20 de febrero, re-

guladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y artículo 
6.6 de la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación.  

23	  Vid STS 917/2022, de 15 de noviembre, rec.2645/2021.
24	  Vid STS 6277/2024, de 20 de diciembre, rec. 523/2024. 
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aportación de un panorama indiciario suficiente por la persona trabajado-
ra, se provoca la redistribución de la carga de la prueba, teniendo la empre-
sa la obligación de acreditar que su decisión no obedece a una represalia, 
sino a unos hechos justificados, objetivos, razonables y proporcionados.  
En caso contrario, tanto las sanciones como los despidos disciplinarios 
efectuados serían declarados nulos, conllevando su reparación la readmi-
sión, el abono de los salarios de tramitación, y, en su caso, el resarcimiento 
de los daños, incluso morales, ocasionados con una indemnización. 

En los márgenes del contrato de trabajo a tiempo parcial, el alcance de la re-
ferencia a la actuación efectuada ante la empresa, se debe extender a los ca-
sos de negativa a realizar horas complementarias, cuando no se cumplan los 
requisitos exigidos para ello, o de negarse a aceptar una novación contrac-
tual que conlleve un cambio de tipo contractual. En este último caso hay una 
mayor ambigüedad en el funcionamiento de la garantía de indemnidad25, 
dado que existe la posibilidad de que, ante la negativa del trabajador a re-
ducir su jornada de trabajo, se practique un despido por causas económicas, 
obligando ello a tener en cuenta que el panorama indiciario que el trabajador 
pueda aportar sobre la existencia de intención empresarial de represalia no 
conduce indefectiblemente a la declaración de nulidad, ya que es posible 
aportar justificación causal que desvincule el despido económico del ejerci-
cio del derecho a negarse a la reducción de la jornada de trabajo y que, en su 
caso, ello desemboque en la declaración no de nulidad del despido, sino de 
procedencia o incluso improcedencia (Fotinopoulou Basurko, 2021). 

Por último, en cuanto a las infracciones administrativas ligadas a los 
incumplimientos de la futura normativa que transponga la Directiva 
(UE) 2019/1152, subrayar que tanto en el Proyecto de Ley de febrero 
de 2024, como en el Anteproyecto de Ley sobre la reducción de la jor-
nada máxima de trabajo de febrero de 2025, se programa un elenco de 
cambios que afectan a los artículos 6, 7, 8 y 12 del Real Decreto Legis-
lativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social. El conjunto 
de los mismos, procura integrar en la normativa con un efecto disuaso-
rio y preventivo sanciones al empresario que no despliegue obligacio-
nes, tales como: informar o contestar motivadamente sobre las vacan-
tes existentes en la empresa, informar por escrito sobre los elementos 
esenciales del contrato de trabajo y sobre las principales condiciones 
de ejecución en plazo; que adopte decisiones que supongan un trato 
desfavorable como reacción ante una reclamación efectuada ante la em-
presa, o ante una situación de pluriempleo del trabajador; o que realice 
incumplimientos en materia de registro de jornada, y/o de organización 
y ordenación del tiempo de trabajo que generen un riesgo grave o muy 
grave para la seguridad y salud de las personas trabajadoras.

25	  Cfr. STC 183/2015, de 10 de septiembre. 
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3. �  REPENSANDO EL TRABAJO A TIEMPO PARCIAL  
DESDE LA PERSPECTIVA DE LA REDUCCIÓN LEGAL  
DE LA JORNADA MÁXIMA DE TRABAJO: ¿EN EL CAMINO 
HACIA EL LOGRO DE UN CAMBIO ESTRUCTURAL DEL 
MERCADO DE TRABAJO ESPAÑOL?

El Anteproyecto de Ley para la reducción de la duración máxima de la 
jornada ordinaria de trabajo tiene una repercusión directa sobre el contrato 
de trabajo a tiempo parcial, en la medida en la que conlleva de forma au-
tomática un cambio en la frontera legal que diferencia el trabajo a tiempo 
completo del trabajo a tiempo parcial, pasando la jornada máxima, a partir 
del año que finalmente se delimite en la norma que en su caso se adopte, a 
ascender a 37,5 horas de trabajo efectivo, de promedio en cómputo anual.

Esta modificación provoca que, de conformidad con lo dispuesto en la dis-
posición transitoria segunda del citado Anteproyecto, todos los contratos a 
tiempo parcial con una jornada igual o superior a 37,5 horas se conviertan 
en contratos a tiempo completo, que la suma de horas ordinarias y com-
plementarias no pueda superar el nuevo tope legal, y que en el resto de 
contratos a tiempo parcial continúe el desarrollo de la misma jornada, dis-
frutando los trabajadores afectados de un incremento del salario por hora 
trabajada. Otra opción podría ser, que en estos contratos a la reducción de 
la jornada máxima legal en lugar de un incremento retributivo les corres-
pondiera un número mayor de días de vacaciones, pero no parece que esta 
vaya a ser una alternativa muy demandada en la práctica y, probablemente 
a causa de ello, ni se ha contemplado en la norma heterónoma proyectada.  

Hay toda una serie de circunstancias concomitantes al despliegue de la 
reducción legal de la duración de la jornada de trabajo, que pueden contri-
buir a la implementación de un progresivo cambio estructural del mercado 
laboral español, materializado en el logro de una mayor productividad por 
hora de trabajo, a partir de una distribución más eficiente de las mismas, 
más garante de los derechos de conciliación y del bienestar y la seguridad 
y salud de las personas trabajadoras (UGT, 2024). Eso sí, en la transición 
requerida, la flexibilidad y competitividad de las empresas precisa me-
didas organizativas, e incluso formativas y de sensibilización, y subven-
ciones y bonificaciones fiscales que ayuden a que su implantación no sea 
traumática en algunos sectores en los que el promedio de la jornada aún es 
bastante más elevado. Además, la reducción legal de la jornada máxima de 
trabajo contribuirá a crear empleo, probablemente en un volumen amplio 
a tiempo parcial, así como a elevar la cuantía de la jornada a tiempo par-
cial de personas trabajadoras, especialmente mujeres, que desean y pueden 
trabajar más horas. Por ello, la cristalización de esta última reforma  exige, 
aún más, la concreción de todos los cambios normativos demandados, que, 
en su conjunto, coadyuvarán a una mayor previsibilidad, transparencia y 
dignificación del desarrollo de esta modalidad contractual en nuestro país. 
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4. CONCLUSIONES     

El vigente régimen jurídico del trabajo a tiempo parcial presenta notorias 
inadaptaciones con el derecho comunitario. El expreso reconocimiento de 
un derecho a la previsibilidad de las condiciones de trabajo, y particu-
larmente del tiempo de trabajo, debe aparejar una serie de efectos, que, 
actualmente, ni se localizan en la normativa vigente, ni se reflejan en su 
totalidad en el Proyecto de Ley que implementa las principales medidas 
planificadas para transponer la Directiva (UE) 2019/1152. En este último 
hay luces y sombras, pues, aun reforzándose algunos derechos en línea 
con lo marcado por la Directiva, por ejemplo el carácter imperativo del 
derecho a un preaviso mínimo de tres días para la realización de horas 
complementarias y la exigencia de que se delimiten  unos días y horas de 
referencia en los que se puedan realizar las mismas, o el derecho a percibir 
la retribución tras cancelar el empleador el llamamiento a las mismas sin 
el preaviso debido; otros quedan pendientes de ser materializados, con 
todos los riesgos que ocasiona este incumplimiento. Por ejemplo, es nota-
ble la ausencia de toda referencia en el Proyecto de Ley al calendario de 
trabajo, cuya parca regulación debería ser reformada de forma acorde a 
las orientaciones de la Directiva, a fin de enfatizar su carácter negociado 
y de garantizar la inclusión en el mismo de unos contenidos mínimos que 
vayan más allá de la delimitación del tiempo de trabajo y de descanso 
anual; así como la potencial concurrencia de supuestos —tras la asimila-
ción de la previsibilidad de las condiciones de trabajo con el conocimiento 
de antemano, de manera efectiva y por escrito, de la pauta de trabajo o, 
en su caso, los criterios en virtud de los cuales dichas condiciones pueden 
cambiar—, en los que existirá una información no suficientemente precisa 
sobre la previsibilidad de los tiempos de trabajo, dado que la transposición 
proyectada, fundamentalmente en referencia a los patrones de trabajo to-
tal o mayoritariamente previsibles, no introduce ningún límite adicional a 
nivel heterónomo, ni provoca, por ende, ningún cambio sustancial en la 
situación preexistente, dejando su delimitación al consenso y la autonomía 
colectiva, tal y como ya hace en el ámbito del trabajo a tiempo parcial el 
artículo 12.4.a) ET.  

En virtud de lo expuesto, es urgente que el legislador español, cooperan-
do lealmente con el europeo, acometa la obligación de transposición pen-
diente, teniendo presente de forma efectiva los parámetros fijados en la 
Directiva, para no frustrar sus objetivos y resultados.  En caso contrario, 
ante la pasividad del legislador español y la contradicción existente entre 
la norma comunitaria y la legislación española, que o bien no tiene trans-
puestas algunas de las medidas previstas en la Directiva o no lo hace de 
forma suficiente, los jueces y tribunales adquirirán protagonismo y serán 
los responsables de aplicar, caso a caso, el efecto directo o la interpreta-
ción conforme, en aras de garantizar el cumplimiento y plena eficacia del 
derecho comunitario, de que no se produzcan intervenciones hermenéuticas 
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contrarias al tenor literal y la finalidad de la disposición comunitaria y de 
tutelar los derechos de las personas trabajadoras. En este sentido, el pro-
longado incumplimiento de la obligación de transposición del legislador 
español da lugar, por ejemplo, a que se interprete que las disposiciones del 
artículo 10.1 de la Directiva son lo suficientemente claras y precisas como 
para habilitar la invocación directa de las mismas por los particulares ante 
el Estado.

En definitiva, además de que exista un mandato imperativo derivado de la 
transposición de la Directiva (UE) 2019/1152, resulta de todo punto desea-
ble que el consenso político permita aminorar la inseguridad jurídica anu-
dada a este contexto, que el régimen jurídico del contrato a tiempo parcial 
deje de estar sometido a sucesivas reformas parciales, y que una vez que 
se realice la necesaria transposición de esta Directiva, y otras concomitan-
tes, no se produzcan nuevos vaivenes normativos que vengan a parchear 
algunas de las medidas que deben coadyuvar a proteger los derechos de 
estas personas trabajadoras, fundamentalmente a fin de acotar la creciente 
disponibilidad que dimana de nuevos modelos de organización del trabajo, 
y de que presten servicios con una cierta seguridad, previsibilidad y trans-
parencia desde la perspectiva de los tiempos de trabajo.
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1.  �INTRODUCCIÓN Y PLANTEAMIENTO GENERAL: 
EL IMPACTO DE LA DIGITALIZACIÓN  
SOBRE EL TIEMPO DE TRABAJO

El tiempo de trabajo se sitúa en el núcleo mismo de la relación laboral, 
pues el objeto del contrato de trabajo no es otro que la venta o la cesión de 
la fuerza de trabajo durante un número de horas a cambio del salario1, por 
lo que no extraña que la regulación de la jornada de trabajo enraíce con 
los orígenes históricos del Derecho del Trabajo como disciplina jurídica2. 
Así, ya desde los albores de esta rama del Derecho, el legislador laboral se 
ha preocupado por sujetar los contornos cronológicos de dicha prestación 
de servicios mediante la limitación del tiempo de trabajo y, en paralelo, 
ha blindado toda una serie de espacios temporales frente a los designios 
productivos del empresario, a través de los tiempos de descanso.

De acuerdo con este enfoque clásico, la Directiva 2003/88/CE, norma cen-
tral en la materia, todavía proyecta a través de su art. 2 una delimitación 
dicotómica entre el tiempo de trabajo y el período de descanso. Por un 
lado, construye la noción de tiempo de trabajo sobre la concurrencia de 
tres elementos: permanencia física en el lugar de trabajo, disponibilidad 
frente al poder de dirección del empresario y ejercicio activo de las propias 
funciones3. Mientras que, por su parte, califica como período de descanso 
todo período que no sea tiempo de trabajo. De este modo, la Directiva 
desarrolla dos conceptos que se definen y delimitan mutuamente, por ex-
clusión.

1	  Al margen, claro está, de las concreciones y desarrollos que esta afirmación exige 
en los sistemas de salario a resultado.

2	  En efecto, las primeras leyes laborales, que de un modo incipiente exhibían ya los 
principios que inspiran e informan nuestra disciplina, se ocupaban -muy marcadamente- de 
la limitación de las horas de trabajo. Así, las Factory Acts de 1802 y 1819, aprobadas por el 
Parlamento de Reino Unido o nuestra Ley Benot (1873) tenían por objeto, precisamente, la 
limitación de las horas de trabajo de los empleados más vulnerables. Y qué decir del Conve-
nio nº1 de la OIT, de 1919, que establece que, en las empresas industriales, la duración del 
trabajo no podrá exceder de ocho horas por día y de cuarenta y ocho por semana.

3	  Art. 2.1 de la Directiva 2003/88/CE: tiempo de trabajo: todo período durante el cual 
el trabajador permanezca en el trabajo, a disposición del empresario y en ejercicio de su acti-
vidad o de sus funciones, de conformidad con las legislaciones y/o prácticas nacionales.
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Y el legislador interno también participa de este mismo esquema lógico, 
pues, cuando el art. 34 de nuestro ET fija la duración máxima de la jorna-
da de trabajo —esto es, del tiempo durante el cual el trabajador prestará 
sus servicios —, lo hace con relación a horas de trabajo efectivo. De este 
modo, solo aquel tramo temporal que tenga tal consideración se computará 
dentro de los límites máximos previstos para la jornada de trabajo, mien-
tras que quedarían excluidos de dichos límites máximos todos aquéllos 
otros espacios temporales que, pese a guardar una relación más o menos 
directa con el trabajo, no mereciesen la consideración de tiempo de traba-
jo efectivo. Y, a tal efecto, el art. 34.5 del ET establece que el tiempo de 
trabajo se computará de modo que tanto al comienzo como al final de la 
jornada diaria el trabajador se encuentre en su puesto de trabajo; por lo que 
el inicio del cómputo de la jornada no comenzará hasta que el trabajador 
esté ya en su puesto de trabajo y concluirá cuando todavía se encuentre 
empeñado en la prestación de sus servicios.4 De este modo, el tiempo de 
trabajo efectivo sería la bisagra que ordena el tránsito entre el tiempo de 
trabajo y el tiempo de descanso.

Esta fórmula legislativa, dicotómica y reduccionista, que se emplea tanto 
en la norma comunitaria como en la interna parte de la premisa de un tra-
bajo presencial y desarrollado en un contexto organizativo y productivo 
clásico, al poner el foco en la presencia física del trabajador en su puesto 
de trabajo, de acuerdo con los cánones del sector industrial típico o tradi-
cional. Pero no toma en consideración las condiciones y circunstancias de 
muchos trabajos de la era digital, en los que a través de medios informá-
ticos el trabajador se conecta y desconecta de su lugar virtual de trabajo 
recurrentemente y con absoluta inmediatez (Martín Rivera, 2022). Y esa 
facilidad y celeridad con las que -debido al marco laboral resultante de la 
digitalización- el tiempo de trabajo puede penetrar ahora en la esfera per-
sonal del trabajador constituyen un factor específico de agravamiento de 
la problemática delimitación entre el tiempo de trabajo y el tiempo de des-
canso, además, incrementan la necesidad de controlar y registrar de forma 
fidedigna y eficaz el tiempo de trabajo efectivo y, por último, precisan que 
se garantice el derecho a la desconexión digital.

Así pues, se evidencia que, pese a su objetivo clarificador, tanto el legis-
lador comunitario como el interno incurren en un exceso de síntesis que 
lleva a que toda esta normativa resulte abiertamente deficitaria a la hora 
de regular la realidad material que ordena, hoy ya demasiado compleja y 

4	  A este respecto cabe apuntar que, a mi juicio, el análisis omnicomprensivo de todas 
estas disposiciones arroja la conclusión de que el 34.1 y el 34.5 del ET resultan perfectamente 
adecuados y conformes a las previsiones del art. 2 de la Directiva 2003/88/CE; cuestión en 
absoluto baladí, toda vez que la Corte de Luxemburgo ha sentenciado que los conceptos de 
tiempo de trabajo y períodos de descanso de la Directiva constituyen conceptos autónomos 
del Derecho comunitario, que deben ser aplicados con absoluta uniformidad por los Estados 
miembros .
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matizable como para simplificarla en tales términos, dicotómicos y exclu-
yentes entre sí. Porque, en efecto, estos mimbres legislativos se han visto 
paulatinamente desbordados ante la compleja y creciente problemática 
que rodea a toda una serie de situaciones limítrofes que se ubican en una 
difusa gama de grises entre el tiempo de trabajo y el tiempo de descanso5. 
Y a toda esa problemática, en realidad ya clásica, se añaden ahora los 
interrogantes que plantean las nuevas formas de trabajo resultantes de la 
revolución digital; muy en especial el teletrabajo o y el trabajo en platafor-
mas digitales, donde la difuminación del elemento locativo -muchas veces 
solo un espacio virtual- y la volatilidad del tiempo de trabajo dificultan 
hasta el extremo su propia identificación (Soler Areola, 2023; Rodríguez 
Rodríguez, 2019, pp. 140-143), y por ende su registro y control.

En efecto, el desarrollo tecnológico, la robotización de multitud de proce-
sos, la implantación de las TIC, la entrada de algoritmos informáticos en 
la organización productiva y la proliferación de esas nuevas fórmulas de 
prestación de servicios han dado lugar a jornadas de trabajo líquidas, que 
generan incesantes filtraciones de la vida profesional en el espacio y el 
tiempo personal (Martín Rivera, 2022). Tal y como señalan estudios de la 
propia OIT, estos nuevos modelos de prestación de servicios no solo entra-
ñan un riesgo específico de prolongación de la jornada laboral en términos 
cuantitativos, sino que también provocan una sensación de disponibilidad 
constante frente al empleador y una difuminación de las fronteras entre 
el tiempo de trabajo y la vida personal (Messenger et al., 2017, p. 28); 
con los riesgos psicosociales que todo ello lleva asociados (Morato Gar-
cía, 2021, pp. 270-271 y 284). Panorama “disruptivo” (Mercader Uguina, 
2017, pp. 29-30) que nos lleva, en fin, al derecho a la desconexión digital, 
estrechamente ligado a su vez al concepto de la soberanía del tiempo, en-
tendida como el control ejercido por un empleado en el uso de su tiempo 
(Casas Baamonde, 2019, pp. 230-231; Vega Ruiz, 2020, pp. 7-8); término 
que se viene manejando en los foros internacionales del trabajo, muy es-
pecialmente en la OIT, desde hace más de dos décadas, pero que, en los 
últimos años, ha experimentado un auge evidente a raíz de ese impacto de 
la digitalización en las fronteras que se alzan entre el tiempo de trabajo y 
el tiempo de descanso.

Así pues, los desafíos que la digitalización proyecta sobre la regulación 
del tiempo de trabajo pueden estructurarse, a mi juicio, en torno a tres fo-
cos de análisis. El primero de ellos es la propia delimitación conceptual del 
tiempo de trabajo en este nuevo paradigma digital, toda vez que los esque-
mas definitorios clásicos pero todavía vigentes se han visto desbordados 
ante el resquebrajamiento de aquellas coordenadas tradicionales de lugar 

5	  Algo que, en efecto, ha recibido severas críticas doctrinales, que, entre otras cuestio-
nes, abogan por que la propia Directiva hubiese configurado (o configurase ahora a partir de 
una reforma) un tertium genus entre el tiempo de trabajo y los períodos de descanso (Montoya 
Medina, 2021, pp. 171-172; Ortega Lozano, 2020, p. 188; Sepúlveda Gómez, 2021, p. 303).
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y tiempo de trabajo. El segundo gran foco de análisis sería el del registro y 
control de ese tiempo de trabajo, una necesidad que, si bien no es nueva, sí 
se ha intensificado de un modo crucial ante los modelos de jornada típicos 
de la era digital. Y, por último, una vez ya delimitado el propio concepto de 
tiempo de trabajo y tras analizar la necesidad de registrarlo y controlarlo, 
se examinará el derecho a la desconexión digital, con el que se trata de 
garantizar que la entrada constante y recurrente del trabajo a través de las 
múltiples ventanas virtuales que se abren a nuestro alrededor no quebrante 
el disfrute real y efectivo de los tiempos de descanso.

2. Sobre la (nueva) noción conceptual del tiempo de trabajo

En efecto, las construcciones teórico-legislativas del art. 2 de la Directiva 
2003/88/CE y el art. 34.5 del ET en torno al tiempo de trabajo efectivo se 
han visto paulatinamente desbordadas por la transformación de la realidad 
productiva y organizativa, lo que ha exigido y exige a la doctrina científica 
y los tribunales una tarea quirúrgica -y en ocasiones no exenta de buenas 
dosis de creatividad- para tratar de desbrozar las importantes dudas que 
aquí brotan. El TJUE siempre ha enfocado la concurrencia de los tres ele-
mentos conformadores de la noción de tiempo de trabajo —permanencia 
física en el lugar de trabajo, disponibilidad frente al poder de dirección del 
empresario y ejercicio activo de las propias funciones — desde una óptica 
garantista y protectora, tendente a ensanchar su ámbito aplicativo. Este 
enfoque conecta con que la Corte de Luxemburgo haya considerado, en 
prácticamente todas y cada una de las ocasiones en que se ha pronunciado 
sobre estas cuestiones, que  la limitación de la duración máxima del tiem-
po de trabajo y la garantía de una serie de períodos de descanso enraíza 
con la protección de la seguridad y salud de los trabajadores; lo que eleva 
su consideración hasta el punto de constituir un derecho fundamental de la 
UE y representar uno de los objetivos básicos de la política social europea 
(arts. 31 de la CDFUE y 151.1 a) del TFUE).

Sin embargo, en la línea evolutiva de la jurisprudencia del TJUE pueden 
distinguirse dos grandes etapas interpretativas, en función de cuál es su 
enfoque lógico-argumental con respecto a las disposiciones de ese art. 2 
de la Directiva 2003/88/CE.

Durante toda una primera etapa interpretativa, el TJUE contiene su óptica 
garantista y protectora dentro de la estructura literal del art. 2 de la Direc-
tiva 2003/88/CE. En efecto, a través del desarrollo argumental de toda una 
serie de construcciones lógicas, la Corte de Luxemburgo vino a ensanchar 
la interpretación de los tres elementos constitutivos del tiempo de trabajo 
ex art. 2 de la Directiva. Y, así, llegó a concluir que, más allá de las cir-
cunstancias aparentes en determinadas situaciones dudosas, sí concurrían 
la presencia en el “lugar” de trabajo, la “subordinación” frente al poder 
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de dirección empresarial y un efectivo desempeño de las “funciones”; 
por lo que sí nos encontrábamos ante el tiempo de trabajo definido por 
el precitado art. 2. Si para muestra sirve un botón, pueden tomarse como 
paradigmas de esta primera fase interpretativa dos celebérrimas Senten-
cias de Luxemburgo que, además, venían a responder sendas cuestiones 
prejudiciales elevadas desde nuestro país: SIMAP (2000) y Tyco (2015).

Así, la STJCE de 03/10/2000 (C-303/98, SIMAP)6 vino a entender que 
los tiempos de atención continuada de los médicos de Atención Primaria, 
que implican su presencia física en el centro sanitario, deben considerarse 
tiempo de trabajo7 en su totalidad. Entonces, el reto interpretativo que 
afrontó la Corte de Luxemburgo con respecto a estas guardias de presencia 
física radicó en el tercero de los elementos constitutivos del tiempo de tra-
bajo: el efectivo desempeño de las funciones. Y, a la sazón, el TJCE enten-
dió que, “aun cuando la actividad efectivamente realizada varíe según las 
circunstancias, la obligación impuesta a dichos médicos de estar presentes 
y disponibles en los centros de trabajo para prestar sus servicios profesio-
nales debe considerarse comprendida en el ejercicio de sus funciones”8.

Por su parte, la STJUE de 10/09/2015 (C-226/14, Tyco) concluía que el 
tiempo que unos instaladores de alarmas sin centro de trabajo fijo o ha-
bitual invertían en el desplazamiento inicial del día, desde su domicilio 
hasta la localización del primer cliente, y en el de retorno a casa desde 
la localización del último cliente constituía tiempo de trabajo. Porque 
se entendía que durante los desplazamientos iniciales y finales del día 
estos trabajadores permanecían en su puesto de trabajo (pues se encon-
traban en el lugar indicado por la empresa para prestar sus servicios), se 
encontraban a disposición del empresario (durante los desplazamientos 
domicilio-cliente y cliente-domicilio los trabajadores de Tyco estaban 
sometidos a las instrucciones de su empresario por medios telemáticos) y 
se hallaban en ejercicio de sus propias funciones (afirma el TJUE que di-
chos desplazamientos constituyen el instrumento necesario para ejecutar 
las prestaciones técnicas ordenadas por la empresa y son consustanciales 

6	  Como se sabe, la STJCE SIMAP trae causa de la cuestión prejudicial planteada por el 
TSJ de la C. Valenciana al hilo de un conflicto colectivo entre el Sindicato de Médicos de Asis-
tencia Sanitaria (SIMAP) y la Consellería de Sanidad y Consumo de la Generalitat Valenciana.  

7	  Esta STJCE versaba sobre la interpretación de la ya derogada Directiva 93/104/
CE, que sería sustituida por la vigente Directiva 2003/88/CE; pero lo cierto es que una y otra 
contienen un esquema idéntico respecto a la dicotomía entre tiempo de trabajo y períodos de 
descanso en su art. 2.

8	  Tal y como refrendaría, entre otras, en las SSTJCE de 09/09/2003 (C-151/02, Nor-
bert Jaeger) y de 01/12/2005 (C-14/04, Abdelkader Dellas); dándose ya por superado este 
debate en la jurisprudencia interna: SSTS 21/02/2006 (Rec. 3338/2004), STS de 21/12/2007 
(Rec. 1051/2006), de 18/09/2007 (Rec. 4540/2004), o de 01/02/2007 (Rec.3594/2005), en-
tre otras muchas. O, más recientemente, en el ámbito de transporte sanitario a través de 
ambulancias, SSTS de 17/02/2022 (Rec. 123/2020), de 26/09/2022 (Rec. 111/2020), de 
22/11/2022 (Rec. 3318/2021) y de 16/01/2025 (Rec. 3719/2022).
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a la actividad empresarial desarrollada, que solo puede llevarse a cabo en 
el domicilio de los clientes)9.

Sin embargo, puede observarse cómo a partir de un determinado punto 
evolutivo el ángulo de enfoque interpretativo que aplica el TJUE sobre 
estas cuestiones cambia por completo, lo que permite identificar una se-
gunda etapa jurisprudencial, bien diferenciada en sus postulados de esta 
primera que acaba de reseñarse. Así, en las SSTJUE de 21/02/2018 (C-
518/15, Matzak), de de 09/03/2021 (C-580/19, Stadt Offenbach) y de 
09/09/2021 (C- 107/19, Dopravní podnik) la Corte de Luxemburgo decla-
raba que aquellas guardias de localización y disponibilidad en las que los 
trabajadores (bomberos) debían encontrarse en disposición de responder a 
la convocatoria recibida y presentarse en el lugar preestablecido en unos 
brevísimos plazos de reacción -dos, ocho o veinte minutos- merecían la 
consideración de tiempo de trabajo. Y el TJUE llega a esta conclusión des-
de un argumentario reiterado en todos estos fallos: el tiempo transcurrido 
en unas circunstancias tales que el trabajador viese limitadas de manera 
objetiva y muy significativa las posibilidades de dedicarse a sus intereses 
personales y sociales no podría ser considerado tiempo de descanso, por lo 
que, entonces, por exclusión, debiera computarse como tiempo de trabajo. 

Mientras que, en cambio, no se conceptuarían como tiempo de trabajo 
aquellos otros períodos en los que “las limitaciones impuestas al traba-
jador no afectasen objetiva y muy significativamente a su facultad para 
administrar libremente el tiempo”10. Merece la pena destacar aquí que el 
TJUE ha precisado que, “(…) si el lugar de trabajo engloba o se confunde 
con el domicilio del trabajador, el mero hecho de que, durante un período 
de guardia determinado, este último deba permanecer en su lugar de tra-
bajo para poder estar a disposición del empresario en caso de necesidad 

9	  Criterio que nuestro TS integra en supuestos análogos al de la St. Tyco y en los que 
también se dan esos mismos elementos organizativos y productivos — SSTS de 07/07/2020 
(Rec. 208/2018) y de 09/06/2021 (Rec. 27/2020) —, pero que en cambio desestimó en el 
caso de unos empleados de ayuda domiciliaria — STS de 04/12/2018 (Rec. 188/2017)—. Si 
bien se ha defendido doctrinalmente que entre esta última sentencia y las posteriores se dio 
un “cambio silencioso” en la jurisprudencia del TS (Molina Navarrete, 2021, pp. 106-108), 
creo que, más bien, se trata simplemente de que nuestro Alto Tribunal ha optado por una 
aplicación restrictiva de la doctrina Tyco, que reserva solo para aquellos casos en los que se 
den exactamente los mismos elementos organizativos y también técnicos.

10	  Tal y como sucede en las SSTJUE de 09/03/2021 (C-344/19, Radiotelevizija Slo-
venija) y de 11/11/2021 (C-214/20, Dublin City Council). O, en la jurisprudencia interna, las 
SSTS de 06/04/2022 (Rec. 85/2020) — con respecto a los días activables de un escolta que 
debía estar disponible a través del teléfono móvil, pero pudiendo ocuparse de sus quehaceres 
cotidianos o familiares, y sin que tampoco existiese un tiempo mínimo para iniciar la rea-
lización de las intervenciones requeridas — o de 18/04/2023 (Rec. 185/2021) — sobre las 
guardias de localización (telefónica) y disponibilidad de unos supervisores de supermercado, 
en las que no se les imponía permanecer en un lugar determinado ni tampoco se les sujetaba 
a un plazo de tiempo mínimo para realizar el servicio requerido-.
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no basta para calificar dicho período de tiempo de trabajo en el sentido 
de la Directiva 2003/88”; pues, en tal caso, “la prohibición impuesta al 
trabajador de abandonar su lugar de trabajo no implica necesariamente 
que deba permanecer alejado de su entorno familiar y social y, asimismo, 
dicha prohibición, como tal, disminuye en menor medida su capacidad 
para administrar libremente, en ese período, el tiempo durante el cual no 
se requieren sus servicios profesionales”11. Es decir, que en algún supuesto 
particular en el que el lugar habitual de prestación de los servicios coinci-
diese con el propio domicilio del trabajador —incluso aunque la guardia 
de disponibilidad tuviese que realizarse por imposición empresarial en el 
domicilio-puesto de trabajo — dicha guardia podría llegar a ser conside-
rada como un período de descanso si el trabajador no encontrase limita-
ciones objetivas y muy significativas para dedicarse a sus intereses perso-
nales, sociales y/o familiares durante el tiempo en que no fuese llamado 
a incorporarse a la efectiva prestación de servicios12. Todo lo cual puede 
devenir crucial, por ejemplo, en el análisis particular de las guardias de 
disponibilidad de los teletrabajadores.

Sea como fuere, lo fundamental es que las SSTJUE Matzak, Stadt 
Offenbach y Dopravní podnik, así como las que las suceden con su mismo 
enfoque -ya fuese en un sentido u otro-, invierten la lógica interpretativa 
que claramente se desprende del art. 2 de la Directiva 2003/88/CE. Como 
se sabe, el art. 2 de la Directiva sitúa en el centro del análisis el tiempo de 
trabajo y sus elementos constitutivos, y solo cuando no concurriesen la 
presencia, la subordinación y el desempeño de las funciones concluiría-
mos, por exclusión, que nos encontramos ante un período de descanso. 
Sin embargo, a partir de la STJUE Matzak se invierte ese esquema lógico-
interpretativo del art. 2 de la Directiva en un giro copernicano, pues ahora 
el análisis orbita alrededor del período de descanso, que pasa a ocupar el 
centro gravitatorio de la cuestión: si la guardia de localización no puede 
considerarse período de descanso debido a que el trabajador no puede 
dedicar ese tiempo a sus intereses personales y sociales, entonces, por ex-
clusión, habrá de entenderse que se trata de tiempo de trabajo. 

Además, debe tenerse en cuenta que, en este viraje, la identificación entre 
los períodos de descanso y la soberanía del tiempo que implícitamente 
maneja Luxemburgo bebe de textos que tienen una naturaleza más política 
que normativa; mientras que el texto normativo que sí resulta de verdad 
aplicable (la Directiva 2003/88/CE) solo define el período de descanso, 
por exclusión, como aquel tiempo en que no se cumplen los elementos 
definitorios del tiempo de trabajo. 

11	  STJUE de 09/03/2021 (C-344/19, Radiotelevizija Slovenija), Ap. 43.
12	  En un sentido contrario, se interpreta que siempre que el lugar en que se desarrolle 

la guardia de disponibilidad haya sido determinado por el empresario, incluso aunque se tra-
tase del domicilio del trabajador, tal período recibiría la consideración de tiempo de trabajo 
(Sepúlveda Gómez, 2021, p. 297).
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Y que ello sea así, que el esquema lógico de la norma pase a ocupar un 
lugar secundario, a mi juicio, proyecta algunas sombras técnico-jurídicas 
sobre esta línea jurisprudencial, más allá de la loable óptica protecto-
ra que supone. Pues, a mi entender, la vigente estructura de la norma 
no permite llegar a sostener la ambiciosa interpretación que esgrime el 
TJUE. Y, así, creo que la única salida sensata y razonable a esta encruci-
jada sería la de abordar una reforma normativa que integrase este nuevo 
enfoque de la cuestión pero con las debidas garantías jurídicas; lo que 
además resultaría del todo oportuno, de acuerdo con los veinte años que 
ha cumplido ya la Directiva y los profundos cambios que se han pro-
ducido desde la fecha en que fue adoptada, tanto en la organización del 
tiempo de trabajo como en la consideración política y social de esta y 
otras cuestiones aledañas.

Sea como fuere, esta óptica interpretativa sobre la delimitación conceptual 
del tiempo de trabajo se proyecta sobre algunos supuestos concretos espe-
cialmente gráficos desde el punto de vista de la digitalización. Así ocurre, 
por ejemplo, con los tiempos de conexión entre encargos de los repartido-
res de plataformas digitales, como Glovo, Just Eat, Uber o Cabify; que, a 
la luz de los pronunciamientos del TJUE sobre las guardias de localización 
y disponibilidad recién referidos, podrían llegar a considerarse en su totali-
dad como tiempo de trabajo (Ginès i Fabrellas, 2021, p. 36). De hecho, así 
lo subraya el Considerando 10 de la Directiva 2024/2831/UE, relativa a la 
mejora de las condiciones laborales en el trabajo en plataformas.

No obstante, si bien comparto que estos tiempos de conexión de los repar-
tidores de plataformas digitales debieran considerarse tiempo de trabajo 
efectivo, creo que lo más correcto sería alcanzar esa misma conclusión 
no a partir de la jurisprudencia del TJUE sobre las guardias de localiza-
ción y disponibilidad, sino mediante la aplicación de los esquemas regu-
latorios del RD 1561/199513. Y es que, como se sabe, esta norma, ofrece 
una categoría intermedia entre el tiempo de trabajo efectivo y los tiempos 
de descanso, pues contrapone el tiempo de trabajo efectivo con los —así 
llamados— tiempos de presencia; que, por un lado, dan derecho a una 
retribución que viene a compensar en cierta medida el compromiso con la 
empresa, y, por el otro, afrontan sus propios topes temporales máximos, 
paralelos e independientes a los establecidos para el tiempo de trabajo 
efectivo y, por supuesto, disociados de los tiempos verdaderos tiempos de 
descanso para evitar su indebida confusión. 

De hecho, también los tribunales participan de esa tarea de disquisición 
entre tiempo de trabajo efectivo y tiempos de presencia del RD 1561/1995. 

13	  En el mismo sentido, se aboga por que el ámbito de aplicación del RD 1561/1995, y 
su contraposición entre tiempo de trabajo efectivo y tiempos de presencia, alcanzaría a estos 
repartidores de plataformas digitales (Marín Malo, 2019, pp. 182-183).
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Y, así, cabría destacar, entre otras, las SSTJ de Madrid de 10/01/2024 (Rec. 
803/2023), de  25/01/2023 (Rec. 1049/2022) y de 08/09/2021 (Rec. 489/2021), 
que vienen a considerar que los tiempos integrados en los horarios propios 
de la jornada laboral de los conductores de Cabify durante los que el tra-
bajador se encuentra dentro del vehículo que conduce y conectado a la 
plataforma digital no son tiempos de presencia, sino, directamente, tiem-
po de trabajo efectivo que como tal computa dentro de los límites de la 
jornada laboral ordinaria. Es más, creo que ese modelo de los tiempos de 
presencia del RD 1651/1995 ofrece una plasticidad muy necesaria para re-
gular este terreno, por cuanto la retribución y las limitaciones cronológicas 
podrían incrementarse de forma paulatina en función de la gravosidad de 
la guardia o zona gris en cuestión y las dificultades para dedicarse durante 
la misma a actividades de índole personal y social; superando así el reduc-
cionismo dicotómico de la normativa vigente.

Por supuesto, también en el ámbito del teletrabajo podemos apreciar cómo 
el nuevo paradigma digital ha redibujado el perfil conceptual del tiempo 
de trabajo efectivo. Y, así, la STS de 19/09/2023 (Rec. 260/2021)14, que 
confirmaba la SAN de 10/05/2021 (St. 104/2021), vino a considerar como 
tiempo de trabajo efectivo el transcurrido en dos situaciones muy signifi-
cativas en el contexto del teletrabajo: las pausas derivadas de los cortes 
de suministro de luz o internet y las exigidas por necesidades fisiológicas. 

En primer lugar, el TS califica como tiempo de trabajo efectivo las pausas 
producidas durante la prestación de servicios de los teletrabajadores a raíz 
de desconexiones por cortes en el suministro de luz o internet. Pues, en 
efecto, la conjunción de los arts. 4.2 y 11 de la Ley 10/2021, de trabajo a 
distancia, hacen a la empresa responsable de la dotación de los medios téc-
nicos necesarios y suficientes para el adecuado desempeño del teletrabajo, 
de acuerdo con el principio de ajenidad en los medios; por lo que, al existir 
vías para corregir esas potenciales desconexiones (sistemas SAI, conexio-
nes alternativas…), no puede el empleador repercutir sobre el trabajador 
las interrupciones ajenas a su voluntad, “lo que podría enmarcarnos en 
el ámbito del art. 30 del ET”. Así, siempre y cuando los teletrabajadores 
justificasen debidamente esas interrupciones ajenas a su voluntad, deriva-
das de cortes en el suministro de luz y la conexión a internet, tales pausas 
durante su jornada se considerarían a todos los efectos tiempo de trabajo 
efectivo, por lo que no podrían dar lugar a merma retributiva alguna ni a la 
obligación de recuperarlas extemporáneamente.

Y, en segundo lugar, se reconoce el derecho de los teletrabajadores a re-
gistrar, mediante la activación de una clave informática específica distinta  
a la correspondiente a otros descansos o pausas, las interrupciones estric-
tamente necesarias para la atención de sus necesidades fisiológicas en el 

14	  Analizada en profundidad por parte de la doctrina científica (Casas Baamonde, 2023).
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aseo; sin que dichos breves lapsos den lugar a descuento retributivo ni 
obligación de recuperación extemporánea, ni tampoco a su confusión o 
acumulación a otros descansos durante la jornada diaria, lo que eleva su 
consideración a tiempo de trabajo efectivo. Y el TS (así como anterior-
mente la AN) justifica su conclusión en el hecho de que nos encontramos 
ante una “necesidad universal de las personas”, cuya atención nada tiene 
que ver con otro tipo de descansos o pausas, y que entronca con los dere-
chos a la dignidad y a la protección de la salud, y hasta con la prohibición 
de discriminar a los trabajadores por razón de su mayor edad.

Aunque ya en otro registro, las coordenadas cronológicas y geográficas 
de este XXXV Congreso Anual exigen dar cuenta aquí de que el redimen-
sionamiento conceptual del tiempo de trabajo también viene marcado por 
otro fenómeno tan propio de nuestra época como la crisis climática y sus 
más fatídicas manifestaciones. Y es que, a raíz de la trágica DANA que 
devastó varias zonas de nuestro país, pero muy especialmente la provincia 
de Valencia, el Gobierno aprobó sucesivos RDLey en los que, entre otras 
muchas medidas, se reconocieron una serie de ausencias y permisos com-
putables como tiempo de trabajo efectivo. 

Así, el RDLey 7/2024, de 11 de noviembre, reconoce en su art. 42 el de-
recho a ausentarse del trabajo durante breves períodos retribuidos y no 
recuperables —lo que eleva su consideración a la categoría de tiempo de 
trabajo efectivo, tal y como subraya expresamente el propio art. 42.3— 
por distintas causas relacionadas con los efectos de la DANA y mientras 
duren las mismas. Concretamente, serán causa justificativa de estas au-
sencias: la imposibilidad de acceder al centro de trabajo o de realizar la 
prestación laboral (siempre que no quepa prestar los servicios en modali-
dad de trabajo a distancia); el traslado, limpieza o acondicionamiento del 
domicilio habitual o la realización de trámites burocráticos presenciales; o 
la búsqueda de familiares desaparecidos; o, en fin, las ausencias motivadas 
por la atención de deberes de cuidado derivados de la DANA respecto de 
familiares y convivientes de la persona trabajadora; y, asimismo, el permi-
so por fallecimiento de familiares del art. 37.3.b bis) del ET se extenderá 
hasta los cinco días hábiles siguientes al sepelio.

Pero es que, más allá de estas medidas coyunturales, el legislador ha comen-
zado ya a adoptar acciones de alcance estructural y permanente frente a la 
crisis climática y futuribles catástrofes o fenómenos meteorológicos adver-
sos15. Así, el RDLey 8/2024, de 28 de noviembre, incorpora al art. 37.3 g) del 
ET un nuevo “permiso climático” para situaciones en las que resulte im-
posible acceder al centro de trabajo o transitar por las vías de circulación 
necesarias para acudir al mismo —como consecuencia de las recomenda-
ciones, limitaciones o prohibiciones al desplazamiento establecidas por 

15	  Tal y como se reclamaba desde la doctrina científica (López Balaguer, 2024).
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las autoridades competentes—, así como cuando concurra una situación 
de riesgo grave e inminente. Ante tales circunstancias, el trabajador tendrá 
derecho a un permiso de hasta cuatro días retribuidos y no recuperables, 
que se ampliarían en tanto que las circunstancias justificativas persistiesen 
y hasta que la empresa aplicase suspensiones o reducciones de jornada por 
fuerza mayor ex art. 47.6 del ET. Todo ello no obstante, la norma supedita 
el disfrute de este “permiso climático” a que, de acuerdo con la naturale-
za del trabajo a realizar y los medios y equipos puestos a disposición, la 
empresa no (re)estableciese la prestación de servicios en la modalidad de 
trabajo a distancia.

3. SOBRE LA NECESIDAD DE CONTROLAR EL TIEMPO DE TRABAJO

El establecimiento de una serie de límites máximos a la jornada de tra-
bajo exige, a su vez, mecanismos de respaldo que garanticen su efectivo 
cumplimiento. De hecho, aquellas Factory Acts de 1802 y 1819 de RU no 
fueron verdaderamente aplicadas hasta que ya en 1833 se instauró, a tal 
efecto, una Inspección en las fábricas británicas. Y, desde luego, si bien el 
control efectivo del tiempo de trabajo ha sido siempre un elemento norma-
tivo y aplicativo consustancial a la propia limitación de la jornada, en el 
nuevo paradigma laboral, con la ya referida difuminación de las fronteras 
entre el tiempo de trabajo y el tiempo de descanso, esta necesidad se hace 
más imperativa que nunca.

No por casualidad, la regulación del control y registro de la jornada de tra-
bajo inició hace hoy apenas un lustro su pequeña gran revolución. Y es que, 
como se recordará, fue al hilo del asunto C-55/2018, resuelto a la postre por 
la STJUE de Gran Sala de 14/05/2019, que nuestro legislador terminaría por 
incorporar un punto 9 al art. 34 del ET, para exigir el registro diario de todas 
las horas de trabajo. La duda subyacente a este litigio era si el art. 35.5 del 
ET16 exigía el registro de todas y cada una de las horas de trabajo efectivo, 
para así poder determinar la eventual realización de horas extraordinarias, o 
si únicamente compelía al registro y totalización de las horas extraordinarias 
previamente identificadas como tales. Particularmente, siempre consideré 
que el precitado 35.5 del ET obligaba al registro generalizado de todas las 
horas de trabajo; pues, dado que las horas extraordinarias se definen a partir 
de su contraste con la jornada ordinaria, pretender que se controlasen dichas 
horas extraordinarias sin haber registrado primero las horas ordinarias efec-
tivamente trabajadas era casi tanto como pedirle a alguien que buscase su 
propia sombra con la luz apagada17. 

16	  A efectos del cómputo de horas extraordinarias, la jornada de cada trabajador se 
registrará día a día y se totalizará en el periodo fijado para el abono de las retribuciones, 
entregando copia del resumen al trabajador en el recibo correspondiente.

17	  Tal y como sostenía ya en trabajos incluso anteriores a esta STJUE, con un criterio 
compartido por un amplio sector de la doctrina científica.
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La controversia interpretativa al respecto llevó a que hasta tres sentencias de 
la AN18 fueran posteriormente casadas y anuladas por el TS19, para así des-
estimar los conflictos colectivos a través de los cuales los sindicatos reivin-
dicaban la obligación empresarial de registrar la totalidad de las horas de tra-
bajo de las plantillas de Bankia, Abanca y Banco Sabadell, respectivamente. 
No obstante, ante un nuevo conflicto colectivo (ahora frente al Deutsche 
Bank), la AN elevó al TJUE una cuestión prejudicial al respecto. Y, como se 
sabe, la Gran Sala de Luxemburgo resolvería, en su Sentencia de 14/05/2019 
(C-55/18), que la normativa comunitaria obliga a la implantación de un sis-
tema objetivo, fiable y accesible que permita computar la jornada laboral 
diaria realizada por cada trabajador. Pero es que incluso antes de la propia 
STJUE, cuando tan solo se contaba con las conclusiones del AG Giovanni 
Pitruzzella (de 31/01/2019), el legislador nacional se adelantaba a este futu-
rible fallo y, a través del RDLey 8/2019, de 12/05/2019, modificó el art. 34 
del ET, añadiendo un nuevo apartado 9, con la siguiente redacción:

La empresa garantizará el registro diario de jornada, que deberá incluir 
el horario concreto de inicio y finalización de la jornada de trabajo de 
cada persona trabajadora, sin perjuicio de la flexibilidad horaria que se 
establece en este artículo.

Mediante negociación colectiva o acuerdo de empresa o, en su defecto, 
decisión del empresario previa consulta con los representantes legales de 
los trabajadores en la empresa, se organizará y documentará este registro 
de jornada.

La empresa conservará los registros a que se refiere este precepto durante 
cuatro años y permanecerán a disposición de las personas trabajadoras, de 
sus representantes legales y de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

Pues bien, lo primero que cabe destacar a este respecto es que el deber 
empresarial de controlar el tiempo de trabajo de sus empleados no nace 
de esta reforma normativa sobre el art. 34.9 del ET, sino que, al margen 
de la interpretación que se hiciese del art. 35.5 del ET, siempre existió 
una obligación genérica de controlar la jornada de trabajo efectivamen-
te desarrollada con fundamento en el necesario respeto a los límites 
máximos sobre tiempo de trabajo, en la obligación de retribuir el tiem-
po efectivamente trabajado y hasta en el deber empresarial de protección 
frente a los riesgos laborales (Ginès i Fabrellas y Peña Moncho, 2020)20.  

18	  SSAN de 4/12/2015 (St. 207/2015), de 19/02/2016 (St. 25/2016) y de 06/05/2016 
(St. 77/2016), ante los conflictos colectivos planteados contra a las entidades bancarias Ban-
kia, Abanca y Banco Sabadell, respectivamente.

19	  SSTS de 23/03/2017 (Rec. 81/2016), de 20/06/2017 (Rec. 116/2016) y de 
20/12/2017 (Rec. 206/2016).

20	  Tal y como sostenía ya en la STS de 23/03/2017 (Rec. 81/2016) el Voto Particular 
formulado por el Magistrado Excmo. Sr. D. Antonio V. Sempere Navarro.
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Por lo que la obligación empresarial de controlar el tiempo de trabajo ya exis-
tía antes de la entrada en vigor del RDLey 8/2019, mientras que la obligación 
que esta norma incorpora al art. 34.9 del ET versa, en particular, sobre el regis-
tro y documentación de las horas diarias de trabajo, como herramienta especí-
fica de esa obligación estructural de controlar el tiempo de trabajo.

Antes de continuar con el análisis de la normativa vigente que regula esta 
obligación de control, conviene tener presente que, a la fecha en que se 
escriben estas páginas, se encuentra en fase de tramitación parlamentaria 
el Anteproyecto de Ley para la reducción de la duración máxima de la 
jornada ordinaria de trabajo, el registro de la jornada y el derecho a la 
desconexión [APLRJ], con un pronóstico legislativo incierto dada la geo-
metría parlamentaria necesaria para su aprobación21. Y (de entrar en vigor) 
el texto opera(ría) una reforma de gran calado en la regulación de la obli-
gación empresarial del registro horario, por lo que, al hilo del análisis de 
la normativa — todavía — vigente y sus problemas aplicativos, se traerán 
aquí a colación algunas de las principales soluciones que ese futurible art. 
34 bis del ET podría aportar.

Sea como fuere, ya se apuntaba que el RDLey 8/2019 vino a obligar a 
la empresa a registrar día a día la jornada efectiva desarrollada por cada 
trabajador, de forma individualizada, y con indicación expresa y concreta 
del horario de inicio y finalización. Aunque la literalidad de la norma no es 
todo lo clara que se podría desear al respecto, resulta evidente que, asimis-
mo, habrán de registrarse con ese mismo nivel de exactitud y concreción 
los momentos de la jornada diaria en que se disfruta de pausas o descansos 
-muy en especial el del 34.4 ET22-, así como en su caso las sucesivas frac-
ciones de la jornada partida23. Punto sobre el que el APLRJ trae(ría) una 
certeza ya absoluta en ese mismo sentido24.

21	  Nótese que, desde el comienzo de elaboración del presente trabajo (principios de 
diciembre de 2024) hasta la presente fecha (12/02/2025), el referido proyecto normativo ha 
experimentado sucesivos cambios con respecto a su naturaleza jurídica, pasando de ser un 
mero borrador de anteproyecto, elaborado por el Ministerio de Trabajo y Economía Social, a 
recabar la firma de los sindicatos mayoritarios —pero no de la representación patronal— en 
un “Acuerdo Social” (20/12/24) y, posteriormente, aprobarse —en primera vuelta— por el 
Consejo de Ministros (04/02/25) para su tramitación parlamentaria por vía de urgencia, de 
acuerdo con la Ley 50/1997.

22	  Como se sabe, la pausa diaria del 34.4, en principio, no se considera tiempo de trabajo 
efectivo. Pero el convenio colectivo, un acuerdo de empresa o el propio contrato de trabajo bien 
podrían mejorar este extremo y considerarla tiempo de trabajo efectivo. Y, en tal caso, la im-
plantación de un sistema de registro diario de la jornada ex art. 34.9 del ET no podría justificar 
en sí misma la supresión de esta mejora del derecho sin acudir en paralelo al cauce oportuno 
(modificación sustancial ex art. 41, descuelgue del convenio…), tal y como se evidencia en la 
STS 05/05/2024 (Rec. 143/2021) y se analiza en el seno de la doctrina (Cavas Martínez, 2024).

23	  Así lo confirma la Guía sobre el registro de jornada, del Ministerio de Trabajo, y 
resulta pacífico entre la doctrina científica.

24	  34 bis 2 a): …se registrarán todas las interrupciones de la jornada diaria que 
afecten a su cómputo.
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Por otra parte, el 34.9) también especifica que la empresa queda obligada 
a conservar durante un plazo de cuatro años los documentos en que se 
soporte ese registro de la jornada diaria, lo cuales, además, permanecerán 
a disposición de las personas trabajadoras, de sus representantes legales 
y de la Inspección de Trabajo25.

En el plano subjetivo, cabe aclarar que la obligación recae formalmente sobre 
el empresario con respecto a cada uno de sus asalariados. Y, desde este pris-
ma, se ha defendido doctrinalmente que, más allá de recabar la colaboración 
del trabajador para que lleve a cabo ciertas acciones en torno a su propio 
fichaje, no resulta posible delegar esa obligación de registro empresarial en el 
trabajador mediante sistemas consistentes en una mera autodeclaración de la 
jornada realizada (Trillo Párraga, 2024). No obstante, lo cierto es que la STS 
de 18/01/2023 (Rec. 78/2021) sí avala un modelo de registro de la jornada 
—negociado mediante acuerdo colectivo— en el que se obliga al trabajador 
a registrar en una plataforma informática “los datos de inicio y finalización 
de la jornada y la duración de la jornada efectiva diaria”; lo que llevaba a los 
sindicatos recurrentes a calificar este sistema de mera autodeclaración. Y es 
que, destaca el Alto Tribunal, “el innegable peligro de que los trabajadores 
puedan sentirse compelidos a no registrar adecuadamente todos los tiempos 
de trabajo efectivo, con la consecuente realización de horas extraordinarias 
no declaradas, se encuentra presente en la inmensa mayoría de modalidades 
de control horario”. De forma que la clave radicará en que esa declaración 
del trabajador respecto de la jornada realizada se inserte siempre dentro de un 
“modelo objetivo y fiable, que cuente con indicaciones de utilización adecua-
das” y, a mi juicio, también con protocolos paralelos de verificación. 

Por lo que se refiere, en particular, a los supuestos de subcontratación, la 
obligación del registro de jornada y su conservación recae sobre la empresa 
contratista; si bien, cuando los servicios se presten en las instalaciones de 
la principal, ambas empresas podrán acordar la utilización del sistema de 
registro ya implantado por la empresa principal26. Por el contrario, en los 
supuestos de cesión de trabajadores a través de ETT, dado que es la empresa 
usuaria la empresa que ejerce el poder de dirección y control de la actividad 
de los trabajadores puestos a disposición, será la obligada al registro de la 
jornada diaria y su conservación; sin perjuicio de que ambas empresas deban 
articular la aportación de dichos registros para el adecuado cumplimiento de 
las obligaciones salariales y de Seguridad Social a cargo de la ETT27.

25	  A este respecto, debe tomarse en consideración que la STS de 24/09/2024 
(Rec. 236/2022) concluye que la información ofrecida tanto a la representación unitaria 
como a las organizaciones sindicales sobre registro de la jornada debe contener los datos 
suficientes para la completa identificación de cada trabajador, sin que, a tal efecto, sea exigi-
ble el consentimiento de los trabajadores afectados; tal y como subraya la doctrina científica  
(Nogueira Guastavino, 2024).

26	  Tal y como se contempla en la precitada Guía MT.
27	  Guía MT.
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Una cuestión que el 34.9 no determina directamente es la de cuál ha de 
ser el modelo o sistema de registro diario de la jornada que se implemente 
en cada empresa, sino que llama a la autorregulación, prioritariamente a 
través de la negociación colectiva o acuerdo de empresa o, en su defec-
to, mediante decisión del empresario precedida de una consulta28 con los 
representantes de los trabajadores. Desde luego, tal acuerdo colectivo o 
decisión empresarial pueden dar como resultado muy distintos formatos 
de registro diario de la jornada, en función de la tipología de la empresa, 
su dinámica organizativa y productiva y los medios técnicos que tuviese a 
su disposición: en soporte físico —papel—29 o digital, o sistemas mixtos. 
La clave a observar, en todo caso, es que el modelo o sistema de regis-
tro implantado sea siempre adecuado para el cumplimiento de los fines 
propuestos por la norma: que sea fiable, inmodificable y no manipulable 
a posteriori, ya sea por el empresario o por el propio trabajador, con 
el que se garantice la trazabilidad y rastreo fidedigno e invariable de la 
jornada diaria una vez de registrada30. No obstante, este excesivo margen 
de autorregulación abre la puerta a abusos y niveles de cumplimiento in-
suficientes (Miñarro Yanini, 2024, p. 12); lo que —a mi juicio— constitu-
ye el principal aspecto a mejorar en la configuración actual de la norma, 
punto sobre el que vuelvo al final de este mismo epígrafe. Baste señalar, 
por ahora, que los sistemas de registro basados en el papel, aunque senci-
llos económicos y (por ello) atractivos para muchas empresas (en especial 
PYMES), son fácilmente alterables y falibles, con todas las consecuencias 
que ello entraña. Así, creo que habría que descartar directamente la posi-
bilidad de llevar a cabo el registro horario en papel, que es precisamente 
hacia donde iría el 34 bis del APLRJ, que, de entrar en vigor, sí desterraría 
definitivamente el registro de la jornada en formato papel, pues exige que 
éste se realice por medios digitales. No obstante, en paralelo, la propuesta 
del 34 bis 5 todavía conservaría, en esencia, ese mismo nivel de autorre-
gulación de la norma precedente en cuanto al establecimiento del concreto 
sistema de registro de la jornada —que en cualquier caso sí que tendría que 
llevarse a cabo ya por medios digitales—31.

Fuese cual fuese el formato finalmente adoptado, debe tomarse en consi-
deración que el sistema de registro habrá de respetar siempre el derecho 
a la intimidad de los trabajadores —18.4 CE, 20 bis ET y 87 LOPD—,  

28	  Que, de acuerdo con el art. 64.1 del ET, debe permitir a los representantes de los 
trabajadores el intercambio de opiniones y la apertura de un diálogo…

29	  Baste apuntar que los sistemas de registro basados en el papel, aunque sencillos 
económicos y (por ello) atractivos para muchas empresas (en especial PYMES), son fácil-
mente alterables y falibles, con todas las consecuencias que ello entraña (Selma Penalva, 
2022, pp. 85-87).

30	  Guía MT.
31	  34 bis 5 del APLRJ: mediante negociación colectiva o, en su defecto, decisión de 

la empresa previa información y consulta con los representantes legales de las personas 
trabajadoras, se podrá establecer el régimen de organización y funcionamiento del registro 
de jornada (…)
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e incluso el derecho a la integridad física y moral (Mercader Uguina, 2024, 
p. 6). Algo que resulta especialmente relevante ante la eventual utilización 
de dispositivos de videovigilancia, geolocalización o medios digitales y bio-
métricos32 de fichaje, como la huella dactilar, el reconocimiento facial o la 
voz33; y que obliga a la empresa que se dispusiese a implementar un sistema 
de registro de la jornada que presente estas características a optar siempre 
por la alternativa menos intrusiva (principios de idoneidad, necesidad y pro-
porcionalidad y principio de minimización), a justificar en este sentido la op-
ción de sistema de registro escogida, a realizar una Evaluación de Impacto 
en la Protección de Datos (art. 35 del RGPD)34 previa a su puesta en práctica 
y, en fin, a informar debidamente a los trabajadores (art. 13 del RGPD). Y, 
así, la Agencia Española de Protección de Datos ha llegado a imponer im-
portantes sanciones a empresas ante incumplimientos de las garantías que 
deben rodear la utilización de datos personales en estos casos35.  

Y la última gran cuestión aplicativa que plantea el registro diario de la jor-
nada es la de qué ocurre ante un eventual incumplimiento de esta obliga-
ción empresarial. Pues bien, el primer efecto que se derivará de la vulnera-
ción empresarial del deber de registro de la jornada diaria de trabajo será, 
de acuerdo con la nueva redacción que el propio RDLey 8/2019 dio al art. 
7.5 de la LISOS, que al empresario se le impute una infracción adminis-
trativa grave, con la correspondiente multa de 751 a 7.500 € —art. 40.1 b) 
LISOS—36. Pero, sobre todo, surge la duda de hasta qué punto podrían o 
no apreciarse o presumirse los excesos horarios alegados por el trabajador  

32	  Cuya utilización, en principio, vendría admitida en el ámbito laboral al amparo de la 
excepción recogida en el art. 9.2 b) del RGPD —Reglamento (UE) 2016/679, de 27 de abril de 
2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de estos datos—: el tratamiento es necesario para el cumpli-
miento de obligaciones y el ejercicio de derechos específicos del responsable del tratamiento o del 
interesado en el ámbito del Derecho laboral y de la seguridad y protección social, en la medida 
en que así lo autorice el Derecho de la Unión de los Estados miembros o un convenio colectivo 
con arreglo al Derecho de los Estados miembros que establezca garantías adecuadas del respeto 
de los derechos fundamentales y de los intereses del interesado. Ahora bien, debe tomarse en 
consideración la Guía sobre tratamientos de control de presencia mediante sistemas biométricos, 
publicada por la AEPD en noviembre de 2023, en la que se expone que, debido a la falta de espe-
cificidad de la legislación vigente, esta excepción ex art. 9.2 b) del RGPD exigiría una habilitación 
concreta y específica desde el convenio colectivo (Aguilera Izquierdo, 2024, pp. 325-342).

33	  La doctrina científica se ha ocupado de desarrollar análisis sistemáticos y detallados 
sobre los diversos sistemas de registro e identificación biométricos a disposición del em-
presario y su distinto nivel de intrusismo y “agresividad” (Mercader Uguina, 2024, pp. 4-6; 
Montesdeoca Suárez, 2022, pp. 199-200).

34	  Art. 35 del RGPD. A este respecto, véase: Listas de tipos de tratamientos de datos 
que requieren evaluación de impacto relativa a protección de datos, publicada por la AEPD.

35	  Así, por ejemplo, la Resolución PS/00050/2021 de 26/10/2021 de la AEPD resuelve 
sancionar a la empresa, por estos motivos, con multa de 20.000 €. 

36	  Cabe destacar que el APLRJ también modificaría la LISOS en su art. 40.1 (elevando 
las multas a entre los 1.000 y los 10.000 €) y en su art. 7.5 (aclarando que los incumplimien-
tos en materia de registro de la jornada implicarán la comisión de una infracción por cada 
trabajador afectado).
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cuando el empresario hubiese incumplido, bien flagrantemente, o bien me-
diante un cumplimiento solo insuficiente o impreciso37, su obligación de 
garantizar el registro diario de la jornada. 

Antes de la entrada en vigor del RDLey 8/2019, el TS entendía que, con 
carácter general y a la luz del art. 217 de la LEC, “corresponde a la parte 
demandante la carga de la prueba de la realización de las horas extraor-
dinarias” 38. Sin embargo, pese a que lo cierto es que el art. 34.9 del ET 
tampoco establece ninguna presunción derivada del incumplimiento del 
registro horario, algunas SSTSJ han llegado a apreciar, durante estos 
últimos años, una suerte de inversión de la carga de la prueba en estos 
supuestos de incumplimiento empresarial del registro horario; si bien el 
criterio interpretativo exhibido por unas y otras salas de suplicación no 
es completamente uniforme. Así, la STSJ del País Vasco de 12/07/2022 
(Rec. 402/2022) entiende que la consabida STJUE de 14/05/2019 y el 
RDLey 8/2029 implican un “giro” interpretativo en esta materia y que, 
ahora, la obligación del registro diario de la jornada ex art. 34.9 ET tras-
lada a la parte empleadora la carga de la prueba de la jornada efecti-
vamente realizada por el trabajador; lo cual, en virtud del art. 94.2 de 
la LRJS39, llevaría directamente a estimar la realización de los excesos 
horarios alegados por el trabajador.40 

Por su parte, otras SSTJS participarían de esta misma esencia interpre-
tativa, pero con un importante matiz que, a mi juicio, conduce a un re-
sultado aplicativo más correcto y equilibrado41, al exigir que el trabaja-
dor, al menos, presentase un panorama indiciario sobre la realización de 
las horas de trabajo alegadas. Plasma esta postura, con toda claridad, la 
STJS de Castilla y León de 14/12/2023 (Rec. 495/2023) al concluir que 

37	  Por ejemplo, a través de sistemas seriamente defectuosos y falibles (Selma Penalva, 
2022, p. 85).

38	  STS de 22/07/2014 (Rec. 2129/2013).
39	  94.2 LRJS:  Los documentos y otros medios de obtener certeza sobre hechos rele-

vantes que se encuentren en poder de las partes deberán aportarse al proceso si hubieran 
sido propuestos como medio de prueba por la parte contraria y admitida ésta por el juez o 
tribunal o cuando éste haya requerido su aportación. Si no se presentaren sin causa justifi-
cada, podrán estimarse probadas las alegaciones hechas por la contraria en relación con la 
prueba acordada.

40	  En este mismo sentido, las SSTJS de Cataluña, de 26/06/2023 (Rec. 6558/2022) 
y de 13/02/2023 (Rec. 5750/2022) arguyen que “corresponde al empresario la llevanza del 
correspondiente registro de la jornada y, por tanto, siendo el registro diario un elemento pro-
batorio relevante a efectos de acreditar el número de horas que de trabajo efectivo realizó el 
actor en cada uno de los días que reclame la realización de horas extras, la falta de llevanza 
del mismo o la no presentación del registro para probar la realidad de la jornada realizada 
nunca puede favorecer a la parte que incumplió con sus obligaciones; por lo que, correspon-
diéndole a la empresa y no al trabajador la carga de la prueba, en el presente caso en que 
la empresa no compareció a juicio se debe tener por acreditas todas y cada una de las horas 
que el trabajador dice que realizó”. Probablemente cupiese integrar en este primer bloque 
interpretativo, también, la STSJ de Andalucía (Málaga) de 06/10/2021 (Rec. 1358/2021).

41	  Postura compartida en el seno de la doctrina (Aguilera Izquierdo, 2023).
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“no basta con que se acredite la falta de registro y el trabajador alegue 
la realización de horas extraordinarias, sino que ha de presentarse un pa-
norama indiciario suficiente de la realización de excesos de jornada que 
permitan una mínima cuantificación, en cuyo caso y frente a la prueba de 
tales excesos, no podría desestimarse la demanda por la falta de concreta 
cuantificación de las horas extraordinarias realizadas, puesto que es el 
empresario el que, cumpliendo con sus deberes legales, puede aportar 
dicha cuantificación”; mientras que, “ante la inexistencia de indicios de 
posible realización de horas extraordinarias, no cabe invertir la carga de 
la prueba sobre la empresa que no aportó el registro de jornada requeri-
do”. Todo ello de acuerdo con un esquema argumental completamente 
alineado con el razonamiento de otros fallos de suplicación, como la 
STSJ de Madrid de 22/07/2024 (Rec.  806/2023)42. De este modo, un 
segundo bloque de la doctrina judicial discurriría por una senda interpre-
tativa que se orientaría hacia un “reparto de la carga de la prueba”, a mi 
juicio la postura más correcta y acertada sobre esta cuestión.

Mientras que, por último, encontramos alguna sentencia de suplicación 
que se escora hacia una lectura algo más restrictiva sobre los efectos con-
tractuales del incumplimiento empresarial del registro diario de la jorna-
da. Y, así, la STJS de la C. Valenciana de 12/04/2022 (Rec. 4005/2021) 
concluye que ni el RDLey 8/2019 y su redacción del art. 34.9 ET, ni la 
STJUE de 14/05/2019, ni el art. 35.5 ET sancionan el incumplimiento de 
la obligación de control con la aplicación de una presunción iuris tantum 
a favor de la jornada extra reclamada, al tiempo que enfatiza que las nor-
mas de naturaleza sancionadora o limitadoras de derechos están sujetas a 
una interpretación restrictiva43. De forma que, de acuerdo con esta última 
lectura, la carga de la prueba de las horas extraordinarias seguiría pesando 
sobre la parte que las alega (el trabajador), tal y como concluía la jurispru-
dencia anterior a la llegada del art. 34.9 del ET. 

Así, como puede apreciarse, existe una disparidad de criterios interpretativos 
a este respecto entre los TSJ que no resulta en absoluto desdeñable. Pues, 
si bien las diferencias aplicativas no van más allá del matiz, los resultados  

42	   “(…) frente a la jurisprudencia tradicional que exigía al trabajador una estricta y 
detallada prueba de la realización del número de ellas, sin que bastara la mera manifestación 
de haberlas realizado, será necesario que existan al menos indicios de que el demandante ha 
realizado el horario que indica (…) el hecho de no cumplir el empresario su obligación de 
registro horario, supone conforme a las reglas de la carga de la prueba ( art. 217.7LEC ), la 
existencia de una presunción a favor del trabajador, considerándose suficiente que se aporte 
un indicio de prueba de la realización de las horas extras (…)”

43	  En un sentido similar el TSJ de C. Valenciana —12/07/22 (Rec. 634/2022)— vol-
vía a incidir en que “(…) la carga de la prueba sobre el exceso de jornada corresponde a la 
parte demandante, y no ha quedado acreditado que la trabajadora realizase de forma habitual 
y reiterada un exceso de jornada laboral (…) No se trata de imponer al trabajador la prueba 
hora a hora, día a día, pero sí debe existir una acreditación de haber sobrepasado de forma 
reiterada la jornada habitual”. 
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prácticos sí implican que litigantes en idéntica situación y en mérito a he-
chos, fundamentos y pretensiones sustancialmente iguales reciban pronun-
ciamientos distintos; lo que, creo, abriría la vía a que nuestro Alto Tribunal, 
en un futuro próximo, unificase (y clarificase) doctrina sobre estos extremos.

Todo ello a salvo de que la hipotética entrada en vigor del APLRJ operase, 
precisamente sobre este punto, la reforma que —a mi juicio— supondría 
el cambio más radical en la regulación del registro de jornada. Y es que 
el art. 34 bis 3 a) del texto del APLRJ sí recoge de forma contundente e 
indubitada una verdadera inversión de la carga de la prueba con respecto a 
las horas de trabajo alegadas por el trabajador en caso de incumplimiento 
empresarial del registro de la jornada: se presumirá realizada la jornada 
de trabajo manifestada por la persona trabajadora, salvo prueba en con-
trario. Así pues, es aquí donde descansa la auténtica obligatoriedad y hasta 
coerción del registro de la jornada, cuyo cumplimiento queda, a mi juicio, 
garantizado por una medida tan terminante como eficaz (que además que-
da reforzada por la garantía de indemnidad que explicita el 34 bis 4).

Para concluir este epígrafe, parece oportuno ofrecer una valoración sobre 
los efectos económicos y laborales de esta medida que vino a instaurar 
el RDLey 8/2019. Lo cierto es que, pese a la imposición de dicho deber 
empresarial, el abuso endémico con respecto a las horas extraordinarias no 
reconocidas apenas ha mejorado a la luz de las frías cifras. Así, desde 2019 
a esta parte, las horas extraordinarias que no se reconocen y, por ende, ni se 
cotizan, ni se pagan o compensan con descanso equivalente, se ha mante-
nido prácticamente incólume, con muy ligeras oscilaciones, en el entorno 
de los dos millones y medio hasta los casi tres millones cada semana del 
año; lo que supone, también de forma constante a lo largo de este período 
evolutivo, algo más del 40% de las horas extraordinarias totales44.

Todo lo cual, a mi juicio, evidencia que la configuración del registro hora-
rio de la jornada exige ciertos ajustes, comenzando por el excesivo margen 
de autorregulación que se permite al empresario. Para evitarlo, habría que 
integrar diversos mecanismos tendentes a garantizar la objetividad, fiabi-
lidad y trazabilidad del registro de la jornada. Y esta es, precisamente, la 
dirección hacia la que apunta el texto del APLRJ, cuando obliga a que el 
registro horario se lleve a cabo por medios digitales y que, además, sea ac-
cesible con carácter inmediato y de forma remota por los representantes y 
la ITSS —34 bis 2 d)—; o también al exigir que los asientos del registro de 
la jornada se practiquen de forma personal y directa por los propios traba-
jadores —34 bis 2 a)— y de forma tal que se pueda identificar inequívoca-
mente a la persona que lo practica —34 bis 2 b)—. Sin embargo, más allá 

44	  INE: https://www.ine.es/jaxiT3/Datos.htm?t=4366 y dos recientes estudios publi-
cados por CCOO: a90f7306c672437828dc383cd696cad1000001.pdf y https://www.ccoo.es/
noticia:704387--Las_empresas_se_apropian_de_3_254_millones_de_euros_anuales_por_
las_horas_extras_no_pagadas&opc_id=8c53f4de8f8f09d2e54f19daf8d8ed95 

https://www.ine.es/jaxiT3/Datos.htm?t=4366
https://www.ccoo.es/a90f7306c672437828dc383cd696cad1000001.pdf
https://www.ccoo.es/noticia:704387
https://www.ccoo.es/noticia:704387
https://www.ccoo.es/noticia:704387
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de estas celebrables propuestas de mejora, lo cierto es que el APLRJ (en el 
34 bis 5) no se aleja, en esencia, de ese marco de excesiva autorregulación 
que ya presenta el art. 34. 9 con respecto a establecimiento del concreto 
régimen de organización y funcionamiento del sistema de registro.

 Así, creo que, llegados a este punto en la evolución y desarrollo del pro-
blema, el legislador podría sujetar con firmeza la cuestión de cuál sea el 
concreto y específico sistema de registro de la jornada al convenio colecti-
vo, bien sectorial, bien —prioritariamente— de empresa —incorporándo-
lo incluso a su contenido mínimo ex 85.3 ET—; lo que garantizaría cierta 
solidez negociadora y una presumible fiabilidad en cuanto al modelo de 
registro implementado, al tiempo que se ofrecería un margen de adaptabi-
lidad adecuado a cada realidad productiva. 

No obstante, debe tomarse en consideración, a este respecto, que en los 
escenarios laborales fuertemente digitalizados —marcadamente, el tele-
trabajo45 y el trabajo en plataformas—, la deslocalización y desconexión 
que les son intrínsecas exilian a estos trabajadores, atrofian su conciencia 
colectiva y lastran toda la dinámica sindical y el ejercicio real y efectivo 
de sus derechos colectivos (Basterra Hernández, 2021). Por lo que vis-
lumbro otra vía de solución incluso más ambiciosa: que, directamente, la 
norma (mediante desarrollo reglamentario) condujese a un sistema base 
de registro telemático universal, implementado por el propio Ministerio 
de Trabajo, que contemplase varias vías y plataformas digitales de acce-
so en función de la realidad productiva de la empresa en cuestión y que, 
por supuesto, fuese completamente accesible y verificable para la ITSS, el 
INSS y los representantes de los trabajadores. Porque la revolución digital 
también nos trae nuevas soluciones para sus nuevos problemas.

4. SOBRE EL DERECHO A LA DESCONEXIÓN DIGITAL

Como se esbozada desde el planteamiento introductorio de este trabajo, 
el tercer y último eje de análisis es el relativo al derecho a la desconexión 
digital, indisolublemente ligado a la irrupción y expansión del teletrabajo 
(Morato García, 2021, pp. 272-276). Porque, en efecto, el nuevo para-
digma digital hiperconectado abre infinitas grietas virtuales a través de 
las cuales el trabajo puede filtrarse en los espacios cronológicos que, en 
principio, estaban destinados al descanso46; lo que exige rearmar el perfil 
de los tiempos de descanso para impermeabilizarlos frente a la tormenta 
digital.

45	  Mientras que, por su parte, el trabajo a distancia no tecnológico presentaría su 
problemática propia a efectos de verificar el cumplimiento del registro de la jornada (Aranda 
Martínez, 2025, pp. 425-426).

46	  Tómese en consideración, a este respecto, el acrónimo inglés ATAWAD (Any Time, 
Any Where, Any Device), notablemente extendido en determinados entornos laborales.
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En realidad, aun antes de que nuestro legislador instrumentase un verdadero 
y específico derecho a la desconexión digital, ya era posible entender que los 
tiempos de descanso y su disfrute efectivo siempre habían integrado este de-
recho a no atender órdenes o instrucciones del empresario fuera de los már-
genes de la jornada laboral (Molina Navarrete, 2017, pp. 274-279; Taléns 
Visconti, 2019; Vallecillo Gámez, 2017, p. 171); tal y como se desprendía 
también de algunos fallos judiciales muy anteriores a la LOPD47. 

Ahora bien, parece indudable que el nuevo paradigma digital redimensio-
na los retos que se ciernen sobre el disfrute real y efectivo de los descansos 
programados por la ley y las potenciales intromisiones laborales en un 
espacio y tiempo que en principio son solo personales. Pero es que, ade-
más, es posible llegar a distinguir entre derecho al descanso y derecho a la 
desconexión digital, que se definiría como el derecho a estar desconectado 
de los medios y dispositivos tecnológicos durante los tiempos de descan-
so (Ginès i Fabrellas y Peña Moncho, 2020, p. 92; Morato García, 2021,  
pp. 281-282). Todo lo cual, en fin, llevó a nuestro legislador a concretar un 
específico derecho a la desconexión digital, muy inspirado en el pionero 
modelo francés48, a través de la LOPD49 y sus consiguientes reformas so-
bre el art. 20 bis del ET y 14 del EBEP. 

Merece la pena destacar, ya de entrada, que la LOPD estaba llamada, en 
realidad, a adaptar nuestro ordenamiento al Reglamento (UE) 2016/679, 
de protección de datos (Taléns Visconti, 2019). Sin embargo, se aprovechó 
la ocasión para introducir, “casi de hurtadillas” y de un modo “forzado”, 
un apartado relativo a la garantía de los derechos digitales (Igartua Miró, 
2019, pp. 64 y 71 y ss.); circunstancias legislativas que, junto a otros fac-
tores, explicarían alguna de las importantes indefiniciones, incongruencias 
y carencias técnicas en la configuración del derecho a la desconexión digi-
tal. Y resulta necesario apuntar, ya aquí, que el APRJL, además de incidir 
sobre el registro horario —y amén de la reducción de la jornada—, tam-
bién plantea una profunda reforma del art. 20 bis del ET y su regulación 
del derecho a la desconexión digital; proyecto de reforma sobre el que se 
volverá recurrentemente en las siguientes páginas al hilo del análisis de la 
normativa —todavía— vigente y sus problemas aplicativos.

47	  SAN de 17/07/1997 (AS\1997\3370).
48	  Véase, sobre esta ascendencia francesa de nuestro modelo de desconexión digital, 

la doctrina más concisa a este respecto (Alemán Páez, 2017; Gil Plana, 2024, pp. 682-685; 
San Martín Mazzuconi, 2021, pp. 328-330).

49	  Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales; cuyo artículo 88 también se vio reflejado en el art. 20 bis 
del ET y el 14 j) bis del EBEP; en una ubicación sistemática ciertamente mejorable, lo que 
justifica las críticas doctrinales formuladas a este respecto (Morato García, 2021, p. 277; Gil 
Plana, 2024, pp. 700-701).
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Sea como fuere, es ahí precisamente, dentro de su Título X, donde el art. 88 de 
la precitada LOPD reconoce el derecho a la desconexión digital de asalaria-
dos y funcionarios públicos en los siguientes términos:

1.	 Los trabajadores y los empleados públicos tendrán derecho a la 
desconexión digital a fin de garantizar, fuera del tiempo de trabajo 
legal o convencionalmente establecido, el respeto de su tiempo 
de descanso, permisos y vacaciones, así como de su intimidad 
personal y familiar.

2.	 Las modalidades de ejercicio de este derecho atenderán a la natu-
raleza y objeto de la relación laboral, potenciarán el derecho a la 
conciliación de la actividad laboral y la vida personal y familiar 
y se sujetarán a lo establecido en la negociación colectiva o, en 
su defecto, a lo acordado entre la empresa y los representantes de 
los trabajadores.

3.	 El empleador, previa audiencia de los representantes de los tra-
bajadores, elaborará una política interna dirigida a trabajadores, 
incluidos los que ocupen puestos directivos, en la que definirán 
las modalidades de ejercicio del derecho a la desconexión y las 
acciones de formación y de sensibilización del personal sobre un 
uso razonable de las herramientas tecnológicas que evite el riesgo 
de fatiga informática. En particular, se preservará el derecho a la 
desconexión digital en los supuestos de realización total o parcial 
del trabajo a distancia así como en el domicilio del empleado vin-
culado al uso con fines laborales de herramientas tecnológicas.

Así, puede apreciarse ya de entrada que la norma no ofrece una definición 
legal del derecho, ni explícita ni precisa50. Ahora bien, desde los elementos 
que sí integra el precepto, es relativamente sencillo concluir que el dere-
cho a la desconexión digital se reconoce y articula con un carácter instru-
mental, como una garantía del disfrute efectivo de los descansos, permisos 
y vacaciones y en virtud de la cual el trabajador estaría dispensado de 
responder a comunicaciones provenientes del empresario o terceros rela-
cionados con su actividad laboral. Pero, a mi juicio, la estructura y, sobre 
todo, la finalidad de la norma permiten interpretar que desde el derecho a 
la desconexión digital se erige también un correlativo deber empresarial, 
que entraña la obligación de abstenerse de contactar a sus empleados fuera 

50	  Algo que sí se plantea en el APRJL, que viene a concretar el derecho a la desconexión 
digital en la ausencia de toda solicitud de realizar una prestación laboral y la ausencia de 
comunicación de la empresa o persona en quien delegue, así como de terceros con relación 
comercial con la empresa, con la persona trabajadora por cualquier dispositivo, herramienta 
o medios digitales, así como el derecho a no estar localizable fuera de su horario de trabajo.
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del horario laboral51. Y es también el espíritu de este derecho el que per-
mite apreciar que se configura, a su vez, como un verdadero instrumento 
de prevención de riesgos laborales frente al tecnoestrés y la fatiga infor-
mática (Benítez y Trillo Párraga, 2024, pp. 47-49; Ginès i Fabrellas, 2023, 
pp. 136 y ss.; Selma Penalva, 2022, p. 79); si bien, a este respecto, se echa 
en falta una mayor ambición y rigor técnico y sistemático por parte del 
legislador en este sentido (Igartua Miró, 2019, pp. 73-75).

Ya en este punto del análisis de la norma, surge el problema de que, cier-
tamente, no se prevé un régimen sancionatorio expreso ni específico que 
contenga los eventuales incumplimientos empresariales de ese deber de 
garantizar el derecho a la desconexión digital (Taléns Visconti, 2019). Con 
lo que la efectividad del derecho pivotaría, de algún modo, sobre la vo-
luntad del trabajador para reclamar o no su verdadero disfrute (Gutiérrez 
Colominas, 2020, p. 5)52. No obstante, más allá de compartir el espíritu de 
estas críticas, creo que podría llegar a entenderse que nos encontraríamos 
ante una infracción grave del art. 7.5 de la LISOS (Ginès i Fabrellas y Peña 
Moncho, 2020, p. 93; San Martín Mazzuconi, 2021, p. 338), concreta-
mente por trasgresión de los límites en materia de descansos, vacaciones 
o permisos, lo que acarrearía la correspondiente multa53. A esta misma 
conclusión podría llevar el hecho, significativo, de que en el APRJL y su 
propuesta de reforma del art. 7.5 de la LISOS tampoco se incluya expre-
samente el derecho a la desconexión digital o el art. 20 bis del ET. Y es 
que, en efecto, la propia vulneración del derecho a la desconexión digital 
implicaría ya de por sí una trasgresión de los tiempos de descanso.

En fin, por lo que se refiere a su naturaleza y consideración jurídica, parece 
claro que no nos encontramos ante un derecho fundamental. En efecto, el 
art. 18.4 de la CE proclama que la ley limitará el uso de la informática para 
garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos, 
pero no abarca el concreto y particular derecho a la desconexión digital de 
la LOPD54. No obstante, toda vez que el art. 88.1 de la LOPD proyecta este 
derecho a la desconexión digital hacia la garantía de la intimidad personal 

51	  SAN de 15/03/2022 (St. 44/2022), o, de forma aún más contundente, STSJ de 
Galicia de 04/03/2024 (Rec. 5647/2023). En este mismo sentido se posiciona un sector de la 
doctrina científica (Benítez y Trillo Párraga, 2024, p. 37; Igartua Miró, 2019, p. 66; Morato 
García, 2020). No obstante, otros análisis doctrinales vienen a poner en duda, con un espíritu 
crítico, la verdadera naturaleza obligacional que tendría para el empresario este derecho a la 
desconexión digital, habida cuenta la falta de un régimen sancionatorio claro ante su eventual 
incumplimiento (Gutiérrez Colominas, 2020, pp. 4 y ss; Taléns Visconti, 2019).

52	  Y esa es, de hecho, la línea que, preocupantemente, siguen algunos convenios co-
lectivos en sectores muy tecnologizados (Morato García, 2020).

53	  Incluso, podría acudirse a los arts. 11.4 y 12.1 de la LISOS, dada su evidente cone-
xión con la PRL y también del 8.11 LISOS si la intromisión empresarial vulnerase el derecho 
a la intimidad y la dignidad del trabajador (Morato García, 2021, p. 285).

54	  En este sentido: STSJ de Cataluña de 05/05/2023 (Rec. 7704/2022).
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y familiar (del 18.4 CE), sí puede apreciarse una cierta herencia constitu-
cional en el derecho a la desconexión (Gutiérrez Colominas, 2020, p. 6)55.

Ya en el plano aplicativo, las modalidades de ejercicio del derecho a la 
desconexión digital dependerán, en gran medida, de la realidad produc-
tiva de la empresa en cuestión; por lo que la norma sujeta su desarrollo y 
concreción a la negociación colectiva, bien el convenio, bien un acuerdo 
de empresa56. Sin embargo, a continuación, el apartado 3 del art. 88 de la 
LOPD se refiere a la política interna, donde se integrarían las acciones de 
formación y sensibilización del personal sobre el uso razonable de las he-
rramientas tecnológicas, pero en la que también se definirán esas modali-
dades de ejercicio del derecho. Y esta política interna de desconexión será 
elaborada en todo caso57 por el empresario con una mera audiencia previa 
a los representantes. De este modo, la técnica legislativa resulta confusa 
y hasta defectuosa58 por cuanto se refiere a la fuente de la que habrán de 
brotar las modalidades de ejercicio del derecho de la desconexión digital. 
Así, resulta algo dudoso si quedan necesariamente sujetas a la negociación 
colectiva (como se desprende del 88.2), o si las podría definir unilateral-
mente el empresario previa audiencia de los representantes dentro de la 
política interna (como apunta el 88.3); y hasta qué punto los sujetos lla-
mados por la norma quedan o no comprometidos a desarrollar activamente 
el papel que la norma les encomienda. 

De lo que no caben dudas es de que, cuando la negociación colectiva, 
en virtud del art. 88.2, sí se ocupase de regular —de forma más o me-
nos concreta y detallada— esas modalidades de ejercicio del derecho a 
la desconexión, el empresario no podría contravenir su contenido o sus 
directrices en la fase de elaboración de la política interna del 88.3 (Morato 
García, 2021, p. 279). Pero considero razonable llegar a una interpretación 
todavía más garantista en este punto y entender que aquellas modalidades 
de ejercicio de la desconexión digital que entrañasen alguna limitación o 
excepción en el disfrute de este derecho únicamente podrían provenir de 

55	  También se aprecia, en un sentido similar, una relación indirecta entre el derecho a 
la desconexión digital y los derechos fundamentales del art. 18.4 CE (San Martín Mazzucco-
ni, 2021, p. 327).

56	  Pese a que la norma —con no demasiado rigor técnico— se refiere a la negocia-
ción colectiva o, en su defecto, a lo acordado entre la empresa y los representantes de los 
trabajadores, debe entenderse que se llama al convenio colectivo (estatutario ex Título III 
ET) y, en su defecto, el acuerdo de empresa.

57	  En efecto, es ahí donde reside la verdadera obligatoriedad empresarial de la norma, 
pues el precepto no contiene una obligación empresarial directa de garantizar la desconexión, 
sino solo una indirecta a través de la elaboración de la política interna de desconexión CE 
(San Martín Mazzucconi, 2021, p. 333).

58	  La técnica legislativa empleada, que traslada con poco acierto el modelo francés, 
ha sido ampliamente criticada en el seno de la doctrina (Selma Penalva, 2022, p. 77). Y pro-
bablemente provenga del ánimo del legislador de “no comprometerse demasiado” (Igartua 
Miró, 2019, p. 67).
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la negociación colectiva, sin quedar nunca bajo la voluntad unilateral del 
empresario en la elaboración de la política interna. Y es que, en efecto, la 
SAN de 15/03/2022 (St. 44/2022) declara la nulidad de una serie de cláu-
sulas del contrato —de adhesión— suscrito individualmente por los traba-
jadores en virtud de las cuales renunciaban a su derecho a la desconexión 
digital ante “circunstancias de urgencia”. Pues la AN entiende, a mi juicio 
acertadamente, que, si bien es cierto que “ningún derecho presenta perfiles 
absolutos desde el momento en que su ejercicio convive con otros dere-
chos que ocasionalmente pueden contraponerse”, “los eventuales límites 
al derecho a la desconexión digital no los puede establecer unilateralmente 
el empresario” —ni tampoco podrían descansar sobre la autonomía indi-
vidual—, “sino que, como indica el art. 88 LOPD, se sujetarán a lo esta-
blecido en la negociación colectiva o, en su defecto, a lo acordado entre 
la empresa y los representantes de los trabajadores”.59

De este modo, solo en el convenio colectivo o, en su defecto, un acuerdo 
de empresa —y siempre ante circunstancias excepcionales y debidamente 
justificadas— podrían pactarse modulaciones, limitaciones o excepciones 
en el disfrute del derecho a la desconexión digital que en virtud del art. 88 de 
la LOPD ostentan todos los trabajadores60. Más allá de que, a mi entender, 
la adecuada lectura del art. 88 de la LOPD lleve a esta conclusión, resulta 
que el APRJL y su “futurible” impacto sobre la regulación del derecho a la 
desconexión digital en el art. 20 bis del ET incidiría de lleno en este punto, 
al prever meridianamente que la negociación colectiva podrá establecer 
las excepciones a la prohibición de comunicación con las personas traba-
jadoras cuando concurran circunstancias excepcionales justificadas que 
puedan constituir un riesgo grave para aquellas o un potencial perjuicio 
empresarial grave que requiera, la adopción de medidas urgentes e inme-
diatas. Y esta garantía de que cualquier posible excepción y/o limitación 
al disfrute del derecho a la desconexión digital quede reservada a la nego-
ciación colectiva es la aportación que, a mi juicio, tendría un mayor y más 
celebrable impacto sobre la regulación dimanante de la LOPD. Queda, 
únicamente, señalar que podría haberse sido incluso más ambicioso en 
la garantía de este derecho y guardar esta reserva regulatoria únicamente 
para el convenio colectivo, bien de sector, bien de empresa; para evitar, 
así, acuerdos de —pequeña— empresa de incierta credibilidad en estruc-
turas negociadoras con dinámicas más cercanas a las relaciones individua-
les que a las colectivas. Y en este mismo sentido también cabe trasladar 
aquí aquella idea que ya se señaló en el epígrafe precedente con respecto al 

59	  Posteriormente, la SAN de 06/05/2024 (St. 53/2024) incide, con algún matiz, en 
que “…la LOPD distingue entre políticas de desconexión digital y regulación del ejercicio de 
los derechos de desconexión digital. Mientras que la elaboración de las primeras se encuentra 
encomendada en la empresa, previa audiencia a la RLT, la regulación del ejercicio de tales 
derechos se encomienda a la negociación colectiva y, en su defecto al acuerdo de empresa.”

60	  Por ejemplo, a cambio de un plus de disponibilidad: STSJ de Madrid de 17/07/2023 
(Rec. 136/2023).
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registro horario: que en los escenarios laborales fuertemente digitalizados 
—marcadamente, el teletrabajo y el trabajo en plataformas—, la desloca-
lización y desconexión que les son intrínsecas exilian a estos trabajadores, 
atrofian su conciencia colectiva y lastran toda la dinámica sindical y el 
ejercicio real y efectivo de sus derechos colectivos. Todo lo cual debe 
tomarse en consideración también a la hora de valorar el papel y los retos 
que se ciernen sobre la negociación colectiva en la regulación del derecho 
a la desconexión digital.

Sea como fuere, una vez se materializase esa situación excepcional y justi-
ficada61, explícitamente contemplada y regulada en la negociación colecti-
va, la comunicación empresarial —establecida en los términos previstos— 
trasladaría de forma instantánea al trabajador de su tiempo de descanso a 
un tiempo de trabajo. Pues, obviamente, la atención de las órdenes empre-
sariales a través de dispositivos digitales transforma ese tiempo que venía 
siendo de descanso en tiempo de trabajo efectivo62, que, como tal, además, 
habrá de registrarse ex art. 34.9 ET. 

Precisamente en este punto converge la problemática propia de cada una 
de las tres instituciones analizadas en los correspondientes epígrafes de 
este trabajo, estrechamente interrelacionadas entre sí. En efecto, con es-
tricto respeto a todos los términos y condicionantes descritos, la negocia-
ción colectiva podría llegar a contemplar que durante determinados tiem-
pos de descanso el trabajador no estuviese desconectado. En principio, 
tal situación podría resultar análoga a aquella de los médicos de equipos 
de atención primaria que prestan la atención continuada en régimen de 
localización, sin que fuese obligatoria su presencia en el centro sanitario; 
para las que la Corte de Luxemburgo63 ya concluyó que, dado que los mé-
dicos sí podían organizar su tiempo con menos limitaciones y dedicarse 
a sus asuntos personales, sólo debía considerarse tiempo de trabajo —y 
registrarse como tal— el correspondiente a la prestación efectiva de ser-
vicios de atención primaria, una vez se viesen obligados a incorporarse a 
su puesto tras el correspondiente requerimiento empresarial. Sin embargo, 
la negociación colectiva, a la hora de regular estos “tiempos de no desco-
nexión”, habrá de tener muy presentes los criterios interpretativos de la juris-
prudencia comunitaria de las SSTJUE Matzak, Stadt Offenbach y Dopravní 
podnik —y todas las que las suceden—. Pues, cuando las circunstancias de 

61	  Además, esas limitaciones o restricciones en el derecho a la desconexión digital 
nunca podrán ser de tal entidad que conviertan al derecho en irreconocible o impracticable, 
pues será necesario que cualquier limitación o excepción al disfrute de este derecho se sujete 
a pautas de razonabilidad y proporcionalidad (San Martín Mazzucconi, 2021, p. 335).

62	  Que, en función de las circunstancias, habrá de calificarse como horas extraordina-
rias u horas ordinarias resultantes de una distribución flexible de la jornada (Morato García, 
2021, pp. 293-294).

63	  STJCE de 03/10/2000 (C-303/98, SIMAP) y de 09/09/2003 (C-151/02, Norbert 
Jaeger), que, tras aportar la consabida solución para las guardias de presencia física del per-
sonal sanitario, afirma que esta otra situación o tipo de guardia tiene una naturaleza diferente.
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la guardia telemática en cuestión le supusiesen al trabajador “limitaciones 
objetivas y muy significativas para dedicarse a sus intereses personales, 
sociales y/o familiares”, todo el período de guardia al completo —y no 
solo los momentos de incorporación virtual al servicio tras el requerimien-
to empresarial— habrá de ser considerado como tiempo de trabajo en los 
términos de la Directiva 2003/88/CE —y, por tanto, de obligatorio regis-
tro—. Lo que, por un lado, nos devuelve aquí a las críticas ya vertidas en el 
primer epígrafe de este trabajo sobre la obsoleta regulación comunitaria de 
esta materia, con esos términos dicotómicos y reduccionistas del art. 2 de 
la Directiva 2003/88/CE. Pero, además, y con relación a cuanto se acaba 
de examinar, pone de relieve la necesidad de que la normativa comuni-
taria64 se ocupe de regular una institución tan estratégica en este nuevo 
paradigma laboral como el derecho a la desconexión digital.

64	  Pues no existe, hoy en día, ninguna norma que aborde el derecho a la desconexión 
digital en el ámbito laboral, más allá del proyecto embrionario de la Resolución del Parla-
mento Europeo (21/01/2021) en materia de desconexión digital (T9-0021/2021) (Gil Plana, 
2024, pp. 711-726).
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1. �  CONTORNOS CONCEPTUALES DEL TIEMPO  
DE TRABAJO Y DE DESCANSO:  
EL DESVANECIMIENTO DE LAS FRONTERAS 

La fuerza transformadora del progreso tecnológico alcanza a los modos y 
la forma de prestación de la actividad laboral y condiciona significativa-
mente el desarrollo ordenador del Derecho del Trabajo actual y venidero. 
En el marco de un contexto altamente disruptivo —donde prolifera el uso 
cotidiano de la IA, la robótica colaborativa, el big data, las tecnologías 
cognitivas, la nanotecnología, o el Internet of Things— la conectividad 
se erige como medio y catalizador de una parte importante de la acción 
productiva, al tiempo que se expande la capacidad empresarial para ejercer 
un control sobre la actividad que el trabajador desarrolla una vez finalizada 
su jornada y fuera del espacio laboral. 

Son muchos los estudios que a lo largo de estos años han abordado los 
efectos transversales de la digitalización sobre los procesos productivos y 
las condiciones laborales. Lo que aquí nos interesa, sin embargo, son sus 
efectos sobre el tiempo de trabajo. El centro de debate sigue girando en 
torno a los presupuestos configuradores de un modelo de trabajo protegi-
do y con derechos. Nada de ello es nuevo. Tradicionalmente las formas 
de trabajo más precarias, con exiguas remuneraciones, ya propiciaron un 
incremento del tiempo dedicado al trabajo para alcanzar un salario digno. 
A la par, el descanso se ha visto potencialmente afectado por la imple-
mentación de las bolsas de horas flexibles o la jornada irregular cuando 
se desenvuelve de la manera más dinámica e incierta. En la actualidad las 
demandas de inmediatez del mercado y el desarrollo de procesos produc-
tivos innovadores han ampliado los márgenes de disponibilidad y dado 
lugar a la aparición de tiempos intermedios. Como ejemplos ilustrativos de 
la fragmentación en la distribución del tiempo de trabajo —acompañada 
aquí de la deslocalización del espacio laboral— pueden mencionarse cier-
tas modalidades de trabajo a distancia y el ecosistema de las tecnologías de 
plataforma, los cuales han favorecido una reconfiguración estructural de la 
organización del trabajo y de los esquemas convencionales de prestación 
de servicios. Ambos son paradigma tangible de un flujo ininterrumpido de 
interacciones y de una conectividad prácticamente constante, lo que no 
responde principalmente al interés del trabajador.
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En efecto, el teletrabajo se desenvuelve bajo grados variables de autoges-
tión en torno a cuándo se presta el servicio y cuándo se descansa. Ahora 
bien, esa pretendida “soberanía sobre el tiempo” (Casas Baamonde, 2019) 
puede ser más ficticia que real. Téngase en cuenta que la flexibilización 
horaria deberá respetar los tiempos de “disponibilidad obligatoria” (art. 13 
LTD) cuya concreción dependerá del acuerdo de trabajo a distancia (art. 7, 
c LTD), lo que suele traducirse en una mera aceptación de la oferta reali-
zada por el empresario, sin que exista una verdadera negociación en torno 
a este aspecto. Asimismo, en este contexto es frecuente la sobreconexión y 
un control empresarial que ya no es estrictamente horario, sino basado en 
la medición del rendimiento del trabajador. De modo que el propio teletra-
bajador, en una engañosa autopercepción de la propia autonomía (Cairós 
Barreto, 2021: 4 y 19), podría deliberadamente consentir una invasión de 
su tiempo libre para hacer frente a cargas de trabajo excesivas. Y esta rela-
tivización del marco temporal a cambio de la toma en consideración de los 
resultados de la prestación es particularmente preocupante en el caso de 
nuevos colectivos de trabajadores a distancia, como son los moderadores 
de contenido, anotadores de datos y trabajadores de IA. Estos empleos de 
la industria tecnológica —capaces de impulsar soluciones sostenibles y 
a la vez acrecentar la contaminación por el alto consumo energético1—, 
están marcados por la externalización más feroz, sobreesfuerzos inasumi-
bles a cambio de exiguos salarios y una verdadera desatención de su salud 
y bienestar. 

Más allá de las específicas fórmulas de trabajo basadas en la digitaliza-
ción, la progresiva accesibilidad tecnológica ha posibilitado el desarrollo 
generalizado de múltiples tareas laborales fuera del horario de trabajo es-
tipulado. Y ello a través de distintas vías: mediante su inicio anticipado 
o finalización tardía por el uso intensivo (y, a menudo, inadecuado) de 
herramientas digitales; el aprovechamiento de los “tiempos de espera” o 
“intervalos inactivos” (como traslados o viajes) para desempeñar labores 
que anteriormente no se realizaban en dichos segmentos temporales; la 
realización de tareas imprevistas en momentos dispersos del día que exi-
gen conexiones con el ámbito profesional sin que obedezcan a previsiones 
anticipadas, sino a resultas de necesidades sobrevenidas; o el asincronis-
mo temporal que comportan conexiones con empleados, proveedores o 
clientes en distintas zonas horarias, lo que impacta en las horas de trabajo 
al obligar a adelantar, extender la conclusión o interrumpir el descanso 
para atender la comunicación.

1	  El empleo de formas de trabajo a distancia puede favorecer la lucha contra el cam-
bio climático (v. gr. reduce la congestión del tráfico y las emisiones vinculadas al transporte), 
pero sus efectos positivos sólo se aprecian cuando se desarrolla bajo determinados paráme-
tros (durante la totalidad de la jornada diaria, evitando desplazamientos para escasas horas 
de trabajo presencial), sin que además pueda asegurar un efecto neutro sobre la huella de 
carbono por el consumo energético de la conexión (FITA ORTEGA, 2024: 200-201).



234	 Rosa María Morato García

En este escenario el esquema tradicional del tiempo de trabajo y de des-
canso afronta importantes desafíos jurídicos que han estado en el origen 
de cuantiosas interpelaciones al TJUE. El cómputo de la jornada efectiva 
de trabajo y el tratamiento de los periodos de disponibilidad, guardias, 
tiempos de espera y similares, no encuentran una respuesta segura en un 
marco normativo más propio de un modelo productivo desfasado. Así, el 
anacrónico planteamiento contenido en la Directiva 2003/88/CE y el art. 
34.5 ET ha forzado un inusualmente abundante corpus de jurisprudencia 
que —“en ocasiones no exenta de buenas dosis de creatividad” (Basterra 
Hernández, 2023: 99)— se ha ido paulatinamente distanciando de enfo-
ques rígidos y reduccionistas en torno a las categorías jurídicas estudiadas, 
en favor de una lectura más dinámica y acorde a la realidad actual. A la 
postre, los fallidos intentos de modificar la Directiva entre 2004 y 2009, 
condujeron a la Comisión a elaborar una Comunicación interpretativa en 
2017, actualizada en 20232, donde se incorporan las principales decisiones 
del TJUE sobre la identificación de un tiempo de trabajo cada vez más 
poroso y volátil. 

El tema que mayor interés suscita para el asunto que nos ocupa tiene que 
ver con el tratamiento de los periodos de espera en las “guardias de lo-
calización”. Parece meridianamente claro que las “guardias de presencia 
física” en dependencias empresariales se conceptúan como tiempo de tra-
bajo en su totalidad, con independencia de que existan periodos de inacti-
vidad o tiempos muertos3. Igualmente, el tiempo de trabajo efectivo abarca 
los periodos de disposición no presencial en los que efectivamente se pres-
ten servicios. Pero es la conocida sentencia Matzak (STJUE 21/02/2018, 
C-518/15) la que invierte la dialéctica originaria para proceder a situar en 
el “centro gravitatorio de la cuestión” al período de descanso dotándolo de 
mayor autonomía y protagonismo (Basterra Hernández, 2023: 108). Pese 
a reiterar la fórmula dualista de la Directiva y descartar la existencia de 
una categoría intermedia, aclara que las guardias en régimen de disponibi-
lidad no presencial formarán también parte del tiempo de trabajo efectivo 
cuando el trabajador deba mantenerse a disposición del empleador, en un 
lugar determinado o indeterminado, si las limitaciones impuestas (como 
la inmediatez en la respuesta) afectan objetiva y significativamente a su 
capacidad para administrar el tiempo durante el que no se requieren sus 
servicios profesionales4. Será determinante entonces una tarea judicial va-
lorativa que de la apreciación global de las circunstancias concurrentes 
observe un condicionamiento de cierta magnitud. 

2	  2023/C 143/06 (DOUE 26/04/2023).
3	  La reciente STS 16/01/2025 (rec. 3719/2022) reafirma que la guardia de presencia 

en el ámbito de los transportes realizados en situación de emergencia o dedicados a misiones 
de socorro se considera tiempo de trabajo efectivo a efectos de la jornada anual y su exceso 
debe abonarse como horas extraordinarias. 

4	  En la misma línea, aun con matizaciones, SSTJUE 9/03/2021, Radiotelevizija Slo-
venija y Stadt Offenbach am Main (C-580/19 y C-344/19) y 9/09/2021, XR (C‑107/19). 
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Y esta doctrina europea desencadena importantes consecuencias en el caso 
concreto de las plataformas digitales. Sus trabajadores, singularmente pre-
carios e inestables, padecen amplios márgenes de desprotección ampara-
dos por la discontinuidad e imprevisibilidad en la asignación y ejecución 
de las tareas. Es en este escenario donde los periodos de disponibilidad y 
espera entre trabajos tienen un protagonismo singular, pues una conectivi-
dad más completa puede ser la llave para mayores oportunidades labora-
les, lo que a menudo conduce a una “(auto)explotación” (Suárez Corujo, 
2018: 54-55). Pues bien, pese a su laboralización (con la limitada fórmula 
del art. 5 de la Directiva 2024/2831), quedan sin resolver importantes in-
terrogantes, como el referido a la medición del tiempo de trabajo. Este 
asunto se menciona únicamente en el Considerando 10 de la norma comu-
nitaria. Sorprende además que el texto no mencione ni siquiera el derecho 
a la desconexión digital, pese a ser un ámbito especialmente afectado por 
la ausencia del mismo5. En cualquier caso, de acuerdo con la argumenta-
ción expuesta del TJUE, nada impide considerar tiempo de trabajo a los 
periodos de espera entre una prestación de servicios y la siguiente cuando 
el trabajador se ve obligado a permanecer en un radio geográfico concreto, 
sin poder dedicarse libremente a sus quehaceres personales y sociales, ni 
tener la posibilidad de prestar servicios para otro empleador durante tales 
periodos inactivos (Gorelli Hernández, 2021: 534-535).

En apretada síntesis, es necesario un tertium genus en el tratamiento nor-
mativo de esta cuestión a la luz de las actuales y probables nuevas zonas 
grises. Desde el casuismo difícilmente podrán despejarse todas las dudas 
que este asunto suscita, amén de ser previsibles los vaivenes interpre-
tativos6. De ahí que se haya demandado la intervención heterónoma co-
munitaria o estatal para abordar esta cuestión o, al menos, una actuación 
desde la negociación colectiva, como fórmula de mejora (ex art. 15 de la 
Directiva 2003/88/CE). “La inclusión de un tercer vector dentro de la 
estructura binaria comunitaria”, se ha indicado, permitiría “la creación 
de otros tiempos de trabajo que sean dirigidos total o parcialmente a su 
cómputo como de trabajo” (Soler Arrebola, 2024: 253-254). Una posibi-
lidad pasaría por aplicar el esquema regulador del art. 8 RD 1561/1995, 
el cual sitúa a las horas de presencia entre el trabajo efectivo y el pe-
riodo de no-trabajo (Basterra Hernández, 2023: 119-121). Sin embar-
go, implementar dicha fórmula en sectores ajenos a la normativa sobre 
jornadas especiales —aunque venga suficientemente retribuida y deli-
mitada cronológicamente— podría comportar una cierta rebaja del es-
tándar de protección comunitario y dar pie a discutibles interpretaciones  

5	  Vid. STSJ Navarra, 7/09/2023 (rec. 190/2023). 
6	  Así ha sucedido en el ámbito de los desplazamientos. La reciente STS 27/11/2024 

(rec. 88/2023) se aparta de la conocida STJUE 10/09/2015, Tyco (C-266/14) y apuesta por 
una interpretación más restrictiva que deja al margen del tiempo de trabajo efectivo los tra-
yectos entre el domicilio del trabajador hacia el primer cliente (o desde el último al domici-
lio) para quienes carezcan de un centro de trabajo fijo o habitual.  
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restrictivas en beneficio del dominio empresarial del tiempo de trabajo. La 
exclusión, per se, de dicho tercer tiempo del cómputo de la duración máxi-
ma de la jornada ordinaria o del límite de horas extraordinarias conduciría 
a adoptar un criterio más reduccionista que el que hoy cabría extraer del 
art. 2 de la Directiva 2003/88 a la luz de los parámetros interpretativos de 
la doctrina sentada en Matzak.

Desde esta perspectiva, es la aplicación analógica de la solución aportada 
por el TJUE para las guardias de localización (en el ámbito de la sanidad, 
emergencias o mantenimiento), a otros tiempos de disponibilidad digital 
en sectores o puestos con una amplia conectividad, la que a día de hoy 
permite apuntalar algunas grietas derivadas de la confección binaria antes 
expuesta. Concretamente se está aludiendo a supuestos en los que no hay 
limitación de la libertad ambulatoria ya que, de ser necesario efectuar la 
prestación, ésta podría desarrollarse de forma móvil o en espacios geo-
gráficos dispares. La disponibilidad entraña inherentemente estar atento a 
posibles comunicaciones, por esporádicas y hasta insignificantes que éstas 
sean. Y si la afectación del tiempo de descanso y de la vida personal llega 
a un cierto grado de intensidad, sería posible su integración en la jornada 
laboral sin necesidad “de esfuerzos adicionales por parte de la persona 
trabajador” (Martínez Barroso, 2022: 79). Téngase además en cuenta que 
la jurisprudencia comunitaria no impide a los acuerdos o convenios co-
lectivos acotar los tiempos de disposición, ni asignar una remuneración 
distinta a la ordinaria para los periodos que no posean un carácter direc-
tamente productivo7. Ahora bien, deberá haber compensación (económica 
o en tiempo de descanso equivalente a dicha atención digital) si las ho-
ras extramuros de la jornada contratada se han dedicado a mantenerse en 
alerta, haya existido o no dicha conexión, cuando no hubiera sido posible 
disfrutar sin ataduras de ese espacio temporal. 

Sentadas las bases conceptuales delimitadoras, solo resta añadir que las 
coordenadas apuntadas descansan sobre una evidencia: la digitalización 
de los espacios laborales (y personales) resulta imparable. Las múlti-
ples ventajas que de ella se derivan hacen impensable una regresión. No 
es extraño entonces que las arraigadas formas de delimitar y medir el 
tiempo de trabajo hayan perdido relevancia frente a nuevas dinámicas. 
La puesta a disposición presencial no puede ser ya el único elemento 
definidor del objeto de la prestación. Factores como los tiempos de dis-
ponibilidad y la dedicación prolongada para la consecución de objetivos 
laborales resquebrajan diariamente las fronteras temporales tradicional-
mente establecidas, ahora más difusas y difíciles de perfilar con precisión.  

7	  Así se desprende de la doctrina Matzak. Previamente, la SJUE 1/12/2005, Dellas 
(C-14/2004) descartaba que la Directiva 93/104 se aplicara en materia retributiva. Asimismo, 
la STS 19/11/2019 (rec. 1249/2017).
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Un “tiempo de trabajo decente”8 exige modelos de organización del tra-
bajo eficientes y favorecedores de un equilibrio vital, acompañados de 
límites claros a la accesibilidad del trabajador que eviten que la asimetría 
de la relación laboral conduzca a un abuso en la posición de poder em-
presarial. De ahí que resulten ineludibles unas políticas claras de desco-
nexión y control horario. Ambos instrumentos son la clave de bóveda de 
un sistema regulador del tiempo de trabajo que habrá de impedir que la 
digitalización propicie una nueva forma de esclavitud.

2. �  EL RETO REGULATORIO Y APLICATIVO DEL DERECHO A 
LA DESCONEXIÓN DIGITAL

2.1. Coordenadas básicas de una realidad problemática

La desconexión digital es una materia viva que conecta con los grandes 
ejes estratégicos del Derecho del Trabajo. Como es sabido, la recepción 
legal del derecho vino de la mano del art. 88 en la Ley 3/2018 (LOPD-
GDD). Ya existía una incipiente jurisprudencia que acotaba en cierto 
modo el hiperpresentismo virtual que desborda los límites de la jornada 
laboral; al fin y al cabo, posee un carácter instrumental y posibilita la 
efectividad de derechos ya reconocidos. De ahí las dudas en torno a la 
prescincibilidad de su positivización jurídica (Blázquez Agudo, 2019: 
11; Vallecillo Gámez, 2017: 177). Pero la ruptura de la anomia legislati-
va en este punto (aun habiéndose efectuado de forma un tanto anómala), 
le otorgó una necesaria visibilidad y vino a completar e integrar una de 
las vertientes del derecho al descanso que había quedado desamparada a 
medida que el imparable ritmo de la digitalización posibilitaba innume-
rables redes de contacto por medio de dispositivos cada vez más avanza-
dos. No se detendrá esta contribución a realizar un análisis exegético del 
precepto, pero sí se pretende hacer notar las conocidas insuficiencias, de 
fondo y forma, que afectan a la calidad técnica de dicha regulación y que 
explican la actual propuesta reformadora. 

Conviene empezar señalando que el planteamiento legal que acoge la 
LOPDGDD gira en torno al reconocimiento de un derecho y obvia la 
condición de deber, lo que es parcialmente enmendado por la LTD. 
Sin embargo, lo dicho no impide reconocer que la desconexión digital 
está ligada a los márgenes que acotan el ejercicio legítimo del poder 
de dirección: restringe entonces la emisión de órdenes e instrucciones 
empresariales en días y horas no laborables (De la Casa Quesada, 2019: 
129 y 132; Cardona Rubert, 2020: 114). Bajo esta premisa, la conectividad 

8	  Acuñado por la OIT en la “Guía para establecer una ordenación del tiempo de tra-
bajo equilibrada” (2019). 
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forzada injustificadamente durante los descansos, vacaciones, permisos, 
incapacidades o excedencias9 constituye un claro abuso del poder direc-
tivo que explica la lícita desatención de la comunicación y la no ejecu-
ción de las tareas a realizar fuera de la jornada. En el fondo es este un 
supuesto análogo al mecanismo dispuesto en el art. 12.5, f ET cuando se 
pretende alterar la jornada a tiempo parcial sin cumplir las exigencias 
normativas que regulan las horas complementarias (Gorelli Hernández, 
2018: 110). Y ello es así, aunque se haya rehuido toda referencia explí-
cita al ius resistentiae como genuina derivación jurídica del ejercicio 
abusivo del poder empresarial. 

Los tribunales se han apresurado a aclarar que la desconexión digital no 
es un derecho fundamental, lo que no contradice su valor multifuncional 
y transversal, pues tiene anclaje en diversos intereses constitucionalmente 
relevantes10. Con frecuencia se aborda desde la óptica de las clásicas cate-
gorías reguladoras del tiempo de trabajo, pero lo cierto es que actúa como 
“nodo” (Lantarón Barquín, 2022: 6) que conecta la protección reforzada 
de la que también son merecedoras la salud, la intimidad y la propia dig-
nidad del trabajador (Calderara, 2024: 94, 178-186). Todo ello sin desme-
recer la implicación de los derechos de conciliación, corresponsabilidad 
e igualdad de género (Selma Penalva, 2022: 5-6), así como su incidencia 
en la sostenibilidad ambiental al estar íntimamente relacionado con patro-
nes de consumo11. Tales consideraciones, con fundamento en la exigencia 
de regularidad reconocida en sede estatutaria (art. 20.2 ET), justifican la 
puesta en marcha de la autotutela individual, exista o no desarrollo con-
vencional al respecto (Monreal Bringsvaerd, 2020: 638). Es más, cabe 
alegar la vulneración de los arts. 14, 15 y 16 LPRL cuando la injerencia 
empresarial frustra la finalidad preventiva y de salud laboral del derecho 
a la desconexión. 

Ahora bien, no es este un andamiaje hermenéutico exento de dificulta-
des, sobre todo entre trabajadores precarios, irregulares o falsos autóno-
mos (Monereo Pérez, Rodríguez Escanciano y Rodríguez Iniesta, 2024: 
20). Procede activar la vía de control jurisdiccional para instrumentar la 

9	  Recuerda la STSJ Cataluña 24/01/2020 (rec. 3024/2019) que la trabajadora en si-
tuación de incapacidad temporal “no tenía necesidad de mantenerse en contacto con la em-
presa”, ni de estar “informada de los sucesos diarios del trabajo”. No obstante, la posterior 
STSJ Galicia 11/04/2024 (rec. 10/2024) precisa que llamar al trabajador de baja por IT para 
preguntar por su estado no vulnera su derecho a la desconexión, salvo que se hubieran pro-
ducido coacciones para reincorporase. Vid. también la STSJ Castilla-La Mancha, 15/02/2024 
(rec. 7/2024). 

10	  STSJ Madrid 4/11/2020 (rec. 430/2020) y STSJ Cataluña 5/05/2023 (rec. 
7704/2022).

11	  Sobre la relación entre tiempo de trabajo y protección del medio ambiente profun-
diza el Informe OIT. (2023). Greening enterprises: transforming processes and workpla-
ces. (https://researchrepository.ilo.org/esploro/outputs/report/Greening-enterprises-transfor-
ming-processes-and-workplaces/995219027102676#details).

https://researchrepository.ilo.org/esploro/outputs/report/Greening-enterprises-transforming-processes-and-workplaces/995219027102676#details
https://researchrepository.ilo.org/esploro/outputs/report/Greening-enterprises-transforming-processes-and-workplaces/995219027102676#details
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nulidad de una sanción impuesta como reacción al ejercicio del derecho, 
pero no siempre habrá actuación disciplinaria frente a la que actuar, sino 
consecuencias más larvadas que normalmente escapan a la judicializa-
ción. Por consiguiente, conviene desprender este asunto de su condición 
estrictamente reactiva para incidir en un enfoque esencialmente proacti-
vo. La práctica ha demostrado que, huérfano este derecho de específicos 
cauces jurídicos, acostumbra a quedar impedido su ejercicio. Así, resulta 
oportuna una intervención normativa que refuerce y haga recaer el peso 
del régimen jurídico de la desconexión en el deber empresarial de mane-
ra generalizada —no sólo para el trabajo a distancia—, sin perjuicio de la 
potestad de hacer valer el derecho individual a no responder a las comu-
nicaciones o conexiones extemporáneas. Para ello habría que actualizar 
el devaluado y minimalista marco legal actual de manera que se dote 
al derecho de mayor protección, aprovechando también para adaptar la 
normativa preventiva al actual escenario tecnológico. Al fin y al cabo, 
la concreción técnica y perfiles identificadores de la desconexión digital 
no deberían descansar por completo en lo dispuesto en la negociación 
colectiva ni, mucho menos, en la actuación unilateral de la empresa si 
aquélla fracasa.

Es sabido que el legislador español abrazó el modelo francés con algu-
na salvedad —la relativa a la relación de subsidiariedad entre autonomía 
colectiva y autonomía individual empresarial— y dejó a los sujetos nego-
ciadores la concreción de los criterios generales que regirán el disfrute del 
derecho. Son comprensibles las razones que están detrás de esta configura-
ción normativa sumaria y de escaso contenido obligacional. Se pretendió 
perfilar su ejercicio en consideración al objeto y naturaleza de la concreta 
prestación de servicios, de acuerdo con las singulares necesidades orga-
nizativas de la empresa, el sector productivo afectado y, cómo no, el tipo 
de dispositivos electrónicos empleados para mantener el contacto una vez 
finalizada la jornada de trabajo. Estamos, además, en un campo necesita-
do de tratamiento continuado y ulteriores garantías (art. 91 LOPDGDD), 
pues cabe la posibilidad de que la vorágine tecnológica en el terreno de 
la conectividad sea origen de potenciales y renovadas formas de evasión 
empresarial de los límites que sujetan el tiempo de trabajo. 

Con todo, tales argumentos no impiden advertir la importante debilidad 
de la técnica legal vigente. A saber: a) no fija un contenido mínimo apli-
cable que impida que el derecho quede desprovisto de proyección efec-
tiva en aquellos supuestos en los que la inacción negocial comporte un 
vacío de previsiones convencionales de desarrollo; y b) rehúye reformar 
el art. 85 ET para incorporar esta cuestión al contenido mínimo de los 
convenios, ni siquiera con la fórmula que empleó en el primer apartado la 
LO 3/2007 o, más recientemente, el RDLey 8/2024, quedando entonces 
la delimitación de sus rasgos configuradores expuesta a la buena voluntad 
de los negociadores. 
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Parece entonces razonable sostener una reformulación legal que supla 
dichas carencias. De un lado, la previsión heterónoma de un contenido 
mínimo se ajustaría a la iniciativa legislativa impulsada por el Parlamento 
europeo que sigue en fase de discusión12 y vendría a paliar las secuelas de 
una inercia negociadora no suficientemente atenta a la desconexión real. 
Se trata, en suma, de soslayar el mecanismo de delegación en varios ins-
trumentos reguladores que hace recaer en los interlocutores sociales y, en 
menor medida, los representantes de personal, la completa responsabilidad 
de hacer efectivo el derecho. De otro, establecer un deber de negociar la 
modelización del derecho permitiría a los trabajadores sin convenio em-
presarial (y puede que hasta sin representación legal constituida) benefi-
ciarse de las garantías establecidas sectorialmente (Gil Plana, 2024: 420). 
Precisamente en este punto hemos de referirnos al Anteproyecto de Ley 
para la reducción de la duración máxima de la jornada ordinaria de tra-
bajo, el registro de jornada y el derecho a la desconexión13. Pese a estar 
en la actualidad en discusión y quedar expuesto a la compleja aritmética 
parlamentaria, resulta apropiado el cambio que aquí se pretende pues in-
corpora un interesante cariz imperativo al contemplar que “mediante la 
negociación colectiva se definirán” las pautas que posibilitan el ejercicio 
del derecho. 

En la actualidad la única exigencia viene referida a la política empresa-
rial interna que habrá de aprobarse en todo caso (art. 88.3 LOPDGDD), 
aunque dicha obligación a menudo haya sido desatendida en la prácti-
ca. La nueva redacción del art. 20, bis ET que se pretende, obvia toda 
mención al cauce individual. Si bien no cabría interpretar dicha omisión 
como una exención de la obligación empresarial de implementar medi-
das para impedir las injerencias profesionales extemporáneas que desen-
cadenan la “fatiga informática”: este es uno más de los aspectos que la 
empresa debe evaluar para integrarlo en la planificación de la actividad 
preventiva y en la formación a los empleados. Así, la reformulación le-
gal de este aspecto se antoja adecuada para evitar las fricciones entre 
acción colectiva e individual derivadas del ambiguo marco legal vigen-
te. Mientras tanto, téngase en cuenta que las dudas que a día de hoy se 
susciten deberán resolverse conforme al principio de jerarquía normativa 
que atañe a ambas fuentes reguladoras. Es la negociación colectiva, en 
sus distintas formas, el eje vertebrador del derecho, lo que nos conduce 
a efectuar las siguientes precisiones: 

12	  Parlamento Europeo, Consejo y Comisión en la “Declaración Europea sobre los De-
rechos y Principios Digitales para la Década Digital” (2023/C 23/01). DOUE 23/01/2023. Sin 
embargo, el fracaso de las negociaciones entre patronales y sindicatos mantiene en el aire la 
Propuesta de Directiva (UE) 2023/2378, hecha pública el 2/03/2023. 

13	  Aprobado por Consejo de Ministros el 4/02/2025, fruto del acuerdo alcanzado 
entre el Gobierno y las organizaciones sindicales CCOO y UGT el 20/12/2024. 
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A)	Las modalidades de ejercicio del derecho definidas internamente 
deben en todo caso sujetarse a los condicionantes y parámetros negociados 
colectivamente. En caso de que coexistan instrumentos colectivos y unila-
terales, la política de empresa deberá de coordinarse con el convencional, 
siendo evidente que los desajustes o discordancias se saldarán en favor de 
este último. No es la autonomía individual empresarial una fuente primi-
genia de regulación, ni está a un nivel equidistante del convenio aplicable 
(o, “en su defecto”, del acuerdo entre representantes de los trabajadores 
y empresa). Ahora bien, en ausencia de regulación colectiva, y pese a ser 
esta una cuestión controvertida (Gil Plana, 2022: 455), la vía unilateral 
no puede emplearse para restringir o anular el ejercicio del derecho (SAN 
22/03/2022, rec. 33/2022)14. 

Tales protocolos o guías han de servir únicamente para promover, faci-
litar y concretar el ejercicio del derecho ya reconocido legalmente, aun 
con ciertos márgenes razonables de maniobra que permitan a la empresa 
introducir ajustes ligados a sus características particulares. De hecho, es 
la herramienta más indicada para: efectuar un diagnóstico a los efectos de 
identificar los puestos con desmesurada carga de trabajo en los que habi-
tualmente se produce una interrupción del descanso; detectar las tareas 
y responsabilidades cuya ejecución entraña considerables dificultades a 
la hora de cuantificar el alcance de la jornada; abordar bajo qué circuns-
tancias se produce la conexión extralaboral (de forma recurrente o espo-
rádica, de corta o larga duración y los medios utilizados); distinguir los 
colectivos principalmente afectados, etc. Y, en todo caso, pues la norma 
así lo requiere, deberá emplearse con un propósito formativo y de concien-
ciación (sobre los riesgos de la sobreconexión, las pautas de ejercicio del 
derecho y sobre el uso razonable de las comunicaciones digitales). 

B)		La norma orgánica de referencia es tan insuficiente que somete 
dicha política empresarial a la simple audiencia previa de los representan-
tes legales de los trabajadores. A primera vista, no parece que la protección 
real del derecho se haga depender de la preceptiva intervención de éstos en 
la fase de discusión, debate y elaboración de los protocolos internos que 
determinan la puesta en práctica de las medidas de desconexión digital. 
Sin embargo, hay que reparar nuevamente en el tercer apartado del art. 88 
LOPDGDD, pues se refiere a la adopción de medidas para evitar la tec-
nofatiga que gozan de un notorio carácter preventivo. No se pretende que 
la vertiente relativa a la prevención de riesgos laborales opaque a las otras 
que también están aquí ínsitamente implicadas, pero lo cierto es que tales 
acciones son fácilmente enmarcables en el art. 14.2 LPRL, de modo que 
habrían de ser merecedoras de una obligación real de consulta como cauce 
formal de participación de acuerdo con el art. 33 LPRL (Miñarro Yanini, 
2019: 7). 

14	  Adopta un enfoque más restrictivo la posterior SAN 6/05/2024 (rec. 62/2024). 
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La implicación activa de quienes representan los intereses de los princi-
pales afectados por la conexión digital continuada es esencial para garan-
tizar que la política corporativa en este ámbito sea verdaderamente útil y 
equilibrada. Cualquier otra interpretación que comporte que gran parte de 
las decisiones que se adopten en este ámbito se tomen sin un verdadero 
diálogo e intercambio de opiniones (equivalente a la consulta del art. 64 
ET en sus apartados 5º y 6º), conduce al escenario más proclive a los ex-
cesos (Gil Plana, 2024: 684). Y en ausencia de regulación convencional se 
estaría dejando enteramente a merced de la decisión unilateral de la em-
presa la salvaguarda y efectividad del derecho —los protocolos no vienen 
registrados ni, por ende, controlados por la ITSS—. No era este el sentir 
del legislador, quien pretendió que la autorregulación colectiva fuera la 
encargada de dotar de contenido a la desconexión digital laboral, aunque 
sin duda alguna una configuración jurídica desafortunada del derecho en 
el texto legal —que ahora se pretende enmendar— así lo haya propiciado. 

2.2. �El cometido integrador y de desarrollo de la regulación 
convencional

El reclamo de mayor contenido heterónomo vinculante no pretende desme-
recer el papel de la negociación colectiva como instancia definidora de las 
eventualidades que rodean el ejercicio del derecho y sus márgenes aplicati-
vos. La diversidad y heterogeneidad son rasgos distintivos de nuestro mode-
lo actual de tiempo de trabajo, lo que conecta perfectamente con la función 
reguladora, protectora y pacificadora de las disposiciones convencionales. 
Para favorecer la implementación armoniosa de las pautas delimitadoras de 
la desconexión (normalmente abonadas a la inequidad y el desequilibrio), la 
negociación colectiva deberá mostrarse garantista y dúctil a la vez, pues de 
lo que se trata es de atender las necesidades productivas más apremiantes 
sin coartar por ello el derecho a unas condiciones de trabajo predecibles y 
respetuosas con los límites de la jornada y los descansos. 

No consta a día de hoy (ni parece que en el texto en discusión) una prefe-
rencia legal por el ámbito de negociación. Resulta entonces razonable pro-
ceder a una articulación combinada entre el sectorial y el empresarial. Es 
en los niveles inferiores donde se está en mejores condiciones de aportar 
soluciones consensuadas que se acomoden a la morfología de la empresa y 
a las realidades particulares existentes. Ahora bien, pueden atravesar dificul-
tades para obtener certeros resultados que aborden todas las perspectivas de 
manera completa, de ahí que la autorregulación sectorial deba actuar como 
guía o referente en este ámbito, sirviendo de cobertura de los coyunturales 
vacíos que puedan detectarse. Sin embargo, como han puesto de manifiesto 
las numerosas aproximaciones al derecho que desde la experiencia negocial 
ha efectuado la doctrina, hasta el momento la actuación de la fuente norma-
tiva más ágil ha sido tímida y claramente mejorable. Cierto es que sobre ella 
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recae una responsabilidad de enorme envergadura (Cruz Villalón, 2024), 
amén de la dificultad para consensuar estos aspectos en un contexto donde la 
correlación de fuerzas no es siempre favorable a los trabajadores. A resultas 
de todo ello, la regulación convencional de estos años no ha mostrado el di-
namismo y capacidad transformadora esperados, ni se ha erigido en soporte 
de ajuste y garantía para un adecuado equilibrio de los intereses enfrentados. 
Esta es la razón por la que conviene subrayar los aspectos nucleares que en 
los próximos años deberían quedar mejor resueltos a partir, ya se avanza, de 
la adopción de un enfoque preventivo y proactivo: 

A)	 La responsabilidad del empresario no es únicamente omisiva (aun 
siendo ésta la principal)15. Debe asegurar el disfrute efectivo del derecho 
al descanso, para lo que tendrá que emplear todos los medios necesarios: 
lo que necesariamente pasa por impedir el flujo ininterrumpido de infor-
mación y comunicación de índole profesional entre quienes comparten la 
esfera laboral —ya sean directivos, mandos intermedios, el resto de emplea-
dos o terceros—, siendo especialmente cuidadosos con los trabajadores más 
expuestos, como son aquellos que tienen una jornada irregular o prestan 
servicios a través de medios digitales (Selma Penalva, 2022: 5). Y en este 
escenario la negociación colectiva ha de poder contribuir a orquestar y com-
binar medidas organizativas y formativas que cristalicen dicho propósito tu-
telar. Algunas de ellas ya están contenidas en el V Acuerdo para el Empleo y 
la Negociación Colectiva de 2023 (opción del envío diferido del email y la 
redirección de los correos a otros compañeros que se encuentran activos en 
su horario de trabajo). Pero otras actuaciones resultan igualmente pertinen-
tes: acción formativa específica sobre el uso responsable de las herramientas 
digitales y estrategias para prevenir y gestionar la tecnofatiga; planificación 
de franjas temporales en las que no cabe enviar ni recibir ningún correo 
electrónico, avisos o llamadas (existe software para configurar y activar avi-
sos que adviertan del fin de la jornada laboral e impedir el acceso al servidor 
corporativo cuando se haya sobrepasado una determinada barrera horaria); 
apagados programados de los sistemas informáticos, accesos remotos y he-
rramientas digitales de control una vez finalizado el horario de trabajo; junto 
a la previsión de mecanismos de compensación de la conectividad finalmen-
te efectuada en los períodos de descanso por razones justificadas. 

B)		Una de las principales causas de la inoperatividad de la des-
conexión tiene origen en factores organizativos. Concretamente, en las 
sobrecargas de trabajo, ya sean estructurales o se manifiesten con espe-
cial intensidad en determinados puestos. Hay que acompasar las horas 
contratadas al volumen de tareas a realizar en el tiempo previsto para 
su ejecución (Thibault Aranda, 2020: 3). No siempre es sencillo efec-
tuar mediciones certeras, principalmente en los puestos que no sólo re-
quieren capacidades manuales y, sobre todo, en el caso del teletrabajo. 

15	  En alusión a dicho deber, STSJ Galicia, 4/03/2024 (rec. 5647/2023). 
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Este tipo de prestación de servicios movible y multifuncional dificulta el 
aislamiento digital al terminar la jornada, lo que hace imprescindible la 
articulación de mecanismos eficaces que pongan a salvo a estos empleados 
de comunicaciones laborales intempestivas, ya sean meramente informa-
tivas o impositivas, procedentes de quienes tienen potestades de mando 
o simplemente de los propios compañeros, proveedores o clientes. A su 
vez, la flexibilidad que demandan estos trabajadores para prestar servicios 
en horarios compatibles con sus circunstancias personales y familiares no 
debe confundirse con una vía libre para una conectividad ilimitada. 

Desde otro punto de vista, se ha apuntado que la posible limitación de 
la jornada máxima legal puede impactar en este ámbito si se mantienen 
las mismas exigencias de producción pese a la cantidad inferior de horas 
trabajadas, lo que redundaría en perjuicio de la desconexión que aquí se 
estudia (Sala Franco y Lahera Forteza, 2024: 273). Será preciso hacer se-
guimiento de este asunto, teniendo en todo caso presente que la necesidad 
de conectarse fuera de la jornada para seguir prestando servicios ya evi-
dencia un exceso que hay que atajar. De lo que se trata, en todo caso, es de 
impedir que los abusos provoquen una involución en este ámbito.

C)		Las excepciones al disfrute del derecho no pueden ser indiscrimi-
nadas. La LTD es la que prevé expresamente la posibilidad de modularlo 
ante “posibles circunstancias extraordinarias” sin ligarlas necesariamente 
a razones de urgencia (Disp. Ad. 1ª). Sorprende que sea precisamente la 
normativa aplicable al ámbito con mayores ratios de conectividad fuera de 
las horas de trabajo la que contemple tal posibilidad. Pero lo cierto es que, 
más allá del trabajo a distancia, aprovechando la deficitaria configuración 
legal, no son pocos los convenios que han empleado una fórmula similar 
de forma extensiva y transversal; y lo han hecho para establecer unos efec-
tos peyorativos que la LOPDGDD no ha previsto16, refiriéndose muchas 
veces a conceptos jurídicos igualmente indeterminados cuya concreción, 
en la práctica, queda en manos del empresario. Urge, por tanto, poner lí-
mite a la normalización de las prestaciones adicionales extemporáneas.

Evidentemente, hay que atender a las particularidades de la conectividad 
extralaboral exigida en concretos sectores y prestaciones donde el rechazo 
absoluto a cualquier tipo de conexión podría poner en peligro la seguridad 
de otros trabajadores, las instalaciones de la empresa o provocar daños para 
el medio ambiente y la ciudadanía en general. Pero fuera de tales situacio-
nes de emergencia, es fundamental reconducir los supuestos de reconexión 
obligatoria a la presencia de circunstancias cualificadas, consustancialmen-
te urgentes, imprevisibles o inevitables, que requieran de forma indubita-
da una respuesta inmediata y que no puedan ser atendidas mediante una 
adecuada planificación de los recursos humanos y materiales disponibles.  

16	  Vid. STS 22/05/2024 (rec. 1317/2023)
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Esto es, sólo cabe acudir a esta vía excepcional cuando la situación ver-
daderamente lo requiera: ante un grave peligro para bienes de relevancia 
intrínseca (Sanguineti Raymond, 2021: 6) o por la concurrencia de una 
causa de fuerza mayor concebida al menos con el mismo nivel de intensi-
dad que en el art. 35.3 ET (Selma Penalva, 2022: 8). 

Al margen deben quedar las situaciones en las que de manera meramente 
oportunista se invade el aislamiento extralaboral al verse comprometido 
un interés económico empresarial o de negocio que, de manera razonable, 
debiera haber sido abordado por otros medios17. Para hacer frente a las 
solicitudes de última hora, los contratiempos productivos, los periodos crí-
ticos de alta actividad, ausencias imprevistas, etc., han de barajarse otras 
posibilidades: como el uso de horas extraordinarias respetando los límites 
normativos y contractuales; la puesta en marcha de equipos de respuesta 
rotatorios; la distribución irregular de la jornada o el empleo de tecnología 
que permita atender las solicitudes de manera asíncrona. Precisamente, 
cada vez en más sectores las aplicaciones de chatbot de IA se integran en 
sistemas de comunicación y respuesta automatizada que a partir de proce-
sos predefinidos filtran, priorizan mensajes de emergencia y ofrecen res-
puesta a consultas rutinarias o de bajo riesgo. 

Hechas estas aclaraciones, a la negociación colectiva debiera correspon-
derle decidir si son admisibles o no en un contexto determinado tales ex-
cepciones a la prohibición de comunicación, pero en ningún caso extender 
la operatividad de las mismas más allá de los confines descritos18. No se 
oculta que la experiencia negociadora actual no ha sido muy exitosa en 
este punto pero, al menos a nivel empresarial, resultaría especialmente 
valiosa la negociación de protocolos de respuesta donde al menos se de-
finieran claramente: las razones habilitantes para que la prestación labo-
ral pueda ser nuevamente requerida; cuándo y quién interviene en cada 
caso; las concretas estrategias que sea necesario implementar para, por 
ejemplo, informar adecuadamente al trabajador del motivo excepcional 
concurrente; así como la renuncia a toda reacción disciplinaria o trato des-
favorable para quien desatiende el contacto y se mantiene aislado en tales 
circunstancias. Huelga señalar que tendrá que computarse y compensarse 
el tiempo que el trabajador dedique en tales conexiones extemporáneas. El 
problema sobreviene con ocasión de los contactos insistentes o incesantes 
que exigen una actividad mínima y prácticamente instantánea. Y es en este 
punto donde nuevamente cabe traer a colación la jurisprudencia comunitaria 
cuando el espacio privado resulte invadido de forma significativa. 

17	  La conocida STC 192/2003, 27 octubre, ya estableció que el tiempo libre del traba-
jador no puede quedar vinculado al interés productivo de la empresa. 

18	  Este sería el caso de las meras notificaciones de cortesía (v.gr. nacimientos y falle-
cimientos) o de interés para el trabajador por estar sujetas a plazos a punto de expirar (vid. 
STSJ Madrid, 7/02/2025, rec. 125/2025)
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2.3. A vueltas con la revisión del marco rector aplicable

De un tiempo a esta parte se ha vuelto más apremiante la necesidad 
de reescribir la desconexión digital a través de una intervención nor-
mativa heterónoma que ordene y complete su régimen jurídico a los 
efectos de garantizar su efectividad. A medida que la tecnología siga 
avanzando e inundando todas las esferas de la vida profesional y per-
sonal, es previsible que este derecho vaya recobrando cada vez más 
relevancia y notoriedad. De modo que se aboga aquí por impulsar 
un reconocimiento más garantista, de acuerdo con el mandato del 
art. 18.4 CE, que dote al ejercicio del derecho —hoy simplemen-
te hilvanado— de mayor certidumbre. También resulta pertinente 
acoger de manera expresa la indemnidad que protege al trabajador 
frente a represalias o un trato desfavorable en estas situaciones19. 

Sin entrar aquí a analizar el completo semblante de las nuevas dis-
posiciones que contempla el Anteproyecto de ley antes referido —es 
evidente que el actual proceso reformador tiene una deriva aún impre-
decible—, sí puede traerse a colación una de las principales medidas 
que incorpora: la irrenunciabilidad del derecho, la cual se sitúa ahora 
en el centro del debate. Es fácil advertir que esta condición se topará 
con importantes contratiempos: a) por un lado, con una desconexión 
fuera del horario laboral “mal vista” en ciertos entornos; de ahí la 
importancia de la sensibilización y formación para apuntalar una “cul-
tura de no culpabilidad” por no estar localizable20; b) por otro, con 
el deseo individual de conectarse; aunque parezca razonable recordar 
que el consentimiento del asalariado a una conexión extemporánea es 
consustancialmente débil. La subordinación jurídica podría disuadirle 
de hacer valer sus derechos21, en particular en contextos de inestabi-
lidad laboral o de alta competitividad con una inadecuada política en 
materia de promoción profesional. No es extraño que en tales casos el 
presupuesto de la libertad de autogestión del tiempo de trabajo discu-
rra paralelamente a un poder empresarial reforzado y a la consiguiente 
renuncia al propio descanso. De ahí que haya que incidir en que sólo 
cabe interrumpir la desconexión cuando se dan las circunstancias ex-
cepcionales antes expuestas o cuando, bajo ciertos límites, se haya 
acordado previamente la disponibilidad del trabajador. 

Es el momento de preguntarnos si, toda vez que el derecho a la desco-
nexión digital ha sido positivizado y es presupuesto para la salvaguar-
da de derechos constitucionales, ¿puede dejarse su disfrute al arbitrio 
de la voluntad de las partes? La primera barrera con la que se topa un 

19	  Sobre la improcedencia del despido por no contestar emails durante las vacaciones, 
STSJ Madrid, 21/02/2022 (rec. 20/2022). 

20	  A ello se refería el “Acuerdo Marco Europeo sobre digitalización”, de 22/06/2020.
21	  STJUE 14/05/2019, Comisiones v. Deutsche Bank (C-55/18)
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régimen pactado son las normas de derecho necesario (art. 3.5 ET). 
Así, hemos de entender que no son admisibles los pactos de libre dis-
ponibilidad cuando dejen indeterminado el objeto del contrato, cosa 
que sucede si se elude concretar los límites a una prestación a deman-
da y las consiguientes condiciones de ejercicio de la desconexión. Se 
ha venido admitiendo el pago de un complemento retributivo a cambio 
de recortar —que no anular— el derecho para hacer frente a factores 
exógenos que el empresario no puede controlar22. Sin embargo, tales 
fórmulas a menudo resultan abusivas o desproporcionadas, sobre todo 
si se pactan contractualmente para no incrementar el volumen de la 
plantilla o, incluso, para hacer viable una eventual reducción de la 
misma. Sea como fuere, habrá que examinar los términos de dicho 
régimen para esclarecer si estos trabajadores tienen verdadero margen 
para rechazar o aceptar el estar localizables. Y aunque se asuma de 
buen grado una amplia disponibilidad, será necesario acotar firme-
mente la infraprotección voluntariamente aceptada que comporta, de 
facto, la restricción de los derechos de entidad constitucional involu-
crados en este ámbito. 

Otro de los interrogantes que se nos plantean es si existe en este ám-
bito una corresponsabilidad entre empleador y trabajadores. Estos úl-
timos tienen la obligación de velar por su propia seguridad (art. 19.5 
LPRL). Además es incuestionable que la interacción con otros compa-
ñeros que también se encuentran fuera de su horario laboral entraña la 
vulneración de derechos ajenos. Ahora bien, no parece razonable que 
un comportamiento irresponsable del trabajador pueda abrir la puerta 
a posibles consecuencias disciplinarias. La intervención legal en este 
punto no se efectúa desde un enfoque punitivo para el trabajador. Lo 
que en verdad se pretende es el establecimiento de garantías (Altés 
Tárrega y Yagüe Blanco, 2020: 72). Es decir, se tata de articular un 
contrapeso a la flexibilidad empresarial para organizar el tiempo de 
trabajo, ayudando a equilibrar la relación laboral. 

Por el contrario, ya se ha señalado que es responsabilidad de la empre-
sa implantar un sistema interno eficaz de desconexión que frene los 
excesos de conectividad. Aun en ausencia de un régimen sancionador 
específico, la desconexión digital es un derecho plenamente exigible 
por mandato del legislador. No cabe duda entonces de que la desaten-
ción de las obligaciones (y prohibiciones) empresariales tendrá con-
secuencias administrativas cuando vaya anudada a alguna infracción 
en materia de tiempo de trabajo, prevención de riesgos laborales o 
del derecho a la intimidad y consideración debida a la dignidad, tal y 
como vienen contempladas en la versión vigente de la LISOS23.

22	  Sobre esta cuestión, la STSJ Madrid, 17/07/2023 (rec. 136/2023)
23	  Actuales arts. 7.5 y 7.10 LISOS (este último ligado al art. 4.2, d ET); arts. 8.11, 11.4 y 12.1 LISOS. 
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3. � SOBRE LA FUNCIÓN “DELIMITADORA” Y “LIMITADORA”  
DEL REGISTRO DE JORNADA

Son evidentes los vasos comunicantes entre las materias hasta aquí abor-
dadas y el registro obligatorio de la jornada previsto en el art. 34.9 ET. 
Este instrumento “de modernización de las relaciones laborales”24 posee 
un carácter bidireccional o recíproco, en la medida que permite cuantificar 
la jornada (de acuerdo con el concepto jurídico de tiempo de trabajo) a la 
vez que el empleador supervisa su cumplimiento. Igualmente, como puso 
de manifiesto la jurisprudencia comunitaria que después ejerció un noto-
rio influjo en la legislación española vigente25, el sistema de seguimiento 
horario integra las dos vertientes —la cuantitativa y cualitativa—, pues 
viabiliza la verificación del cumplimiento normativo (tanto desde el punto 
de vista del total de horas de trabajo efectuadas, como del modo o forma 
de llevarlas a cabo). Tiene entonces un papel protagónico en la tensión 
contemporánea que se sustancia entre la flexibilidad horaria, la dilución 
de los anclajes temporales de la prestación laboral y la creciente preocupa-
ción por la preservación del descanso. 

Cuanto más definidas se tengan las cuestiones relativas al control y super-
visión, en mejores condiciones se estará de abordar la gestión del tiempo de 
trabajo de manera justa y transparente, lo que a su vez garantizará una mayor 
operatividad del derecho a la desconexión en detrimento de los excesos que 
degeneran en prolongaciones indebidas de la jornada. A día de hoy la ley no 
concreta la forma ni modelo al que registro deberá sujetarse. Tan sólo esta-
blece que serán los convenios y acuerdos colectivos —o en el supuesto de 
una negociación infructuosa, las empresas directamente previa consulta con 
la representación legal de los trabajadores— los encargados de su organiza-
ción y documentación. De ahí que quepa llamar la atención sobre la capaci-
dad de la autorregulación colectiva para concretar: la modalidad del registro, 
el tratamiento de las pausas e interrupciones en la prestación o la gestión de 
los archivos. Por su parte, la Guía del Ministerio de Trabajo sobre la aplica-
ción de la normativa de registro de jornada (2019) proporcionó orientación 
y uniformidad en este ámbito, si bien dejó sin resolver ciertos interrogantes. 
De hecho, en relación con la protección de específicos colectivos —como 
el de las empleadas de hogar—, la reciente STJUE 19/12/2024, Loredas (C-
531/23) acaba de corregir el criterio interpretativo imperante. 

Es importante mencionar que la cobertura de los vacíos existentes requie-
re una mirada a la doctrina judicial europea. Conforme a la misma, la 
aplicación del registro deberá ajustarse a los parámetros de objetividad, 
fiabilidad y accesibilidad. Cuestión distinta será identificar cuándo un 
sistema de registro satisface los tres criterios, a sabiendas del carácter in-

24	  SAN 4/12/2015 (rec. 301/2015). 
25	  STJUE 14/05/2019, ya citada
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trínsecamente indeterminado de los dos primeros. En este punto la STS 
18/01/2023 (rec. 78/2021) estimó que la transparencia y seguridad exigi-
bles demandan una anotación imparcial e indiscutible, lo que no impide 
admitir la validez de la autodeclaración del propio trabajador sobre el 
tiempo invertido en el trabajo. Precisa, no obstante, que la empresa debe 
proporcionar instrucciones claras para que el empleado distinga el tiem-
po de trabajo del de descanso y pueda registrarlo correctamente. Sumado 
a ello, recuerda la Guía del Ministerio que las herramientas de control 
empleadas han de posibilitar un seguimiento preciso y permanente de los 
datos, de modo que, una vez registrados, no puedan alterarse. Resulta in-
diferente la modalidad utilizada —manuscrita, digital o híbrida—, siempre 
que proporcione información verificable y exacta.

Siquiera de forma somera hemos de aludir a que la implementación del re-
gistro horario obligatorio no ha resultado todo lo efectiva que cabía esperar. 
Son comunes los registros meramente formales, que no reflejan con exacti-
tud la realidad de las horas realizadas y que se quedan lejos de los umbrales 
de fiabilidad y no manipulación impuestos por el TJUE. Y esta es la princi-
pal razón por la que la versión conocida del Anteproyecto de ley introduce 
en ese punto modificaciones de gran calado transformador. En concreto, 
refunde toda la regulación en un nuevo art. 34 bis ET donde se contempla: 
a) la digitalización del registro; b) cumplimentación de forma personal y 
directa por el trabajador para contrarrestar la influencia del empleador, la 
calificación de las horas en los asientos y el registro de las interrupciones; 
b) garantías de autenticidad y trazabilidad (constancia de las eventuales 
modificaciones de los asientos); d) interoperabilidad automática y accesibi-
lidad remota para la ITSS y los representantes legales de los trabajadores.

El recurso a herramientas digitales de control horario ha venido siendo ha-
bitual, por razones lógicas, en el ámbito del trabajo móvil y teletrabajo. De 
hecho, son las que mejor se acomodan a un horario irregular que puede ir 
variando en función de los intereses individuales o las necesidades de conci-
liación del trabajador. Pese a ello no cabe ignorar las importantes dudas que 
se suscitan desde el punto de vista de la protección de los datos personales y 
la intimidad del trabajador. Algunas ya han quedado resueltas, como las re-
lativas a los sistemas basados en datos de alto riesgo como los biométricos26. 
En el caso de la incorporación de mecanismos de geolocalización al sistema 
de control horario, habrá que estar a lo dispuesto en el art. 90 LOPDGDD, 
a la exigencia de una evaluación de impacto (art. 35.4 RGPD)27 y al respeto 
de los principios de necesidad, minimización y limitación de la finalidad 
por la que se capta la ubicación. En cuanto a la instalación de software de 

26	  Directriz emitida por el Comité Europeo de Protección de Datos (26/04/2023) y la Guía de 
la AEPD sobre Tratamientos de control de presencia mediante sistemas biométricos (2023). Entre 
los pronunciamientos judiciales, vid. SJS nº 2 Alicante, 15/09/2023 (proc. 489/2023).

27	  La AEPD publicó en 2019 el listado de tratamientos de datos personales que requie-
ren dicha evaluación (https://www.aepd.es/sites/default/files/2019-09/listas-dpia-es-35-4.pdf) 

https://www.aepd.es/sites/default/files/2019-09/listas-dpia-es-35-4.pdf
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control horario en dispositivos propiedad del trabajador, hay que remitir a la 
doctrina judicial que considera abusivo y desproporcionado exigir la confi-
guración de aplicaciones de oficina o productivas en terminales privados28. 
De optarse por ese tipo de automatización para supervisar el tiempo de tra-
bajo, la empresa debe dotar a los trabajadores del dispositivo donde habrán 
de descargarse tales herramientas (Aguilera Izquierdo, 2024: 344).

La posible reforma legal que se está negociando deja abiertas algunas 
incógnitas aplicativas que nos inducen a reflexionar sobre los límites de 
la transparencia y la inmediatez en este ámbito. Como premisa debemos 
subrayar que el registro digitalizado solo puede implementarse si no cons-
tituye una carga adicional para los trabajadores29. Hay que garantizar ade-
más que no sea empleado como instrumento de control empresarial capaz 
de invadir ilegítimamente los derechos reconocidos. Y dada la captación 
y almacenamiento masivo de información que conlleva, será preciso cum-
plir las exigencias derivadas de la LOPD y el RGPD. Como ya puso de 
manifiesto la STS 24/09/2024 (rec. 236/2022), la información sobre hora-
rios y posibles ausencias de cada trabajador repercute significativamente 
en su esfera privada, lo que habrá de tenerse necesariamente en cuenta si 
se pretende el acceso automático y remoto por parte de la representación 
legal de los trabajadores (para hacer efectivos el art. 64 ET y art. 10.3 
LOLS)30. Esto es, deben quedar bien definidos el uso y los límites que 
acotan dicha interoperabilidad y accesibilidad inmediata31.

De otra parte, resulta pertinente plantearse: ¿son las herramientas digitales 
lo suficientemente asequibles y accesibles para todos los esquemas orga-
nizativos existentes, con independencia del tamaño de la plantilla, la acti-
vidad desempeñada o el nivel de penetración tecnológica en la empresa? 
Es fácil pensar en las dificultades o desafíos que comporta un registro 
digitalizado, entre otros motivos, por la propia ubicación en la que se de-
sarrolla la prestación laboral si afecta a zonas de escasa conectividad32, 
pero muy especialmente por la inversión material que requiere. Piénse-
se, por ejemplo, en pequeñas empresas de escasos recursos que tengan que 
afrontar la adquisición de sofware, equipamiento adicional, soporte técnico,  
almacenamiento en la nube o, incluso, servicios de consultoría para im-

28	  SSTS 8/02/2021 (rec. 84/2019) y 27/11/2024 (rec. 5/2023). 
29	  La STSJ País Vasco, 12/07/2022 (rec. 402/2022) recuerda que “Es la empleadora 

la que debe llevar el registro del horario del trabajador, de manera que no puede hacer recaer 
sobre este último una pretendida falta de precisión del horario”.

30	  La STS 24/09/2024 (rec. 236/2022) precisa que la puesta a disposición de datos 
relativos a la identidad, provincia y población cumple “con los criterios de cesión de datos 
personales pertinentes, mínimos proporcionados y necesarios”.  

31	  La SAN 9/12/2024 (rec. 54/2022) rechaza que en la actualidad exista la obligación 
legal de habilitar un sistema de registro diario al que puedan acceder en cualquier momento 
y de manera inmediata la representación legal de los trabajadores  

32	  Vid. el Dictamen del CES sobre el Anteproyecto de Ley, sesión ordinaria del Pleno 
de 26/02/2025.



Desconexión y control del tiempo de trabajo en la era digital	 251

plementar correctamente el sistema y evitar sanciones. Es probable que 
la propia evolución tecnológica, el aumento de la competencia y la eco-
nomía de escala comporten una reducción progresiva de tales costes. No 
obstante, conviene valorar estos factores e implementar medidas de apoyo 
técnico, formativo y financiero (Cavas Martínez, 2025: 9) que hagan via-
ble el nuevo sistema; el cual, no podemos olvidar, sí tendrá una importante 
repercusión económica al hacer aflorar horas que venían siendo realizadas, 
pero fraudulentamente no eran pagadas o cotizadas. 

Junto a todo lo que precede corresponde aludir al TJUE en el caso Loredas, 
pues contempla como admisibles las especificidades y excepciones en este 
ámbito siempre que se interpreten de manera restrictiva. En esta línea, la 
pretendida modificación legal prevé la adopción de un futuro marco regla-
mentario que aporte seguridad y aborde las posibles especialidades a te-
ner en cuenta (siempre justificadas, excepcionales y de vigencia temporal). 
Además, la previsión estatutaria de carácter mínimo permite a la negocia-
ción colectiva proporcionar ciertos umbrales de flexibilidad en función de 
los distintos contextos laborales concurrentes, amén de la consabida adap-
tabilidad para afrontar los cambios que sobrevengan. Pero, en honor a la 
verdad, esta reforma sobre la fiscalización diaria de la jornada laboral puede 
llegar a generar un mayor impacto en las empresas que la propia reducción 
del máximo legal, pese a que este último aspecto sea el que haya despertado 
el debate más encendido. Y es que de nada sirven los márgenes limitadores 
si no existe un control efectivo sobre el tiempo trabajado.  

Finalmente hay que mencionar las consecuencias de los incumplimien-
tos, tanto desde el punto de vista jurídico sustantivo por medio de ciertas 
presunciones, como desde la perspectiva sancionadora con la intención de 
que ésta resulte más agravada. Dejando a un lado el aspecto punitivo, el 
Anteproyecto de ley se aparta de la línea jurisprudencial que ha entendido 
que, en ausencia de registro, la carga probatoria recae sobre el empleador 
sólo cuando el trabajador aporte un panorama indiciario suficiente sobre 
los excesos de jornada que reclama y su cuantificación33. Lo que ahora 
se plantea es la operatividad automática de ciertas presunciones que, en 
consonancia con el espíritu protector de los argumentos del TJUE, alivian 
sobremanera las dificultades probatorias a las que se enfrenta el trabajador.  
Recuérdese que es este mismo quien efectúa el asiento registral, lo que 
obliga a la empresa a supervisar que la constancia de los tiempos traba-
jados sea certera —en virtud del ejercicio de los poderes que lícitamente 
tiene atribuidos— . De otro modo, reclamaciones infundadas por haberse 
llevado a cabo este cometido de forma inexacta o poco rigurosa, se salda-
rían con una sentencia estimatoria de la demanda. 

33	  Vid. las SSTSJ Comunidad Valenciana, 12/04/2022 (rec. 4005/2021); Castilla y 
León 14/12/2023 (rec. 495/2023) y Madrid, 19/05/2023 (rec.1381/2022).
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En definitiva, si hay algo indiscutible hoy en día es la escasa fiabilidad del 
registro horario (en ocasiones, incluso, flagrantemente inexistente). Los 
formularios en papel deben carecer de todo valor probatorio, pues son fá-
cilmente manipulables. La digitalización e interoperabilidad son medidas 
indispensables insistentemente demandadas por la ITSS, la cuestión será 
llevarlas cabo con las mayores garantías34. 

34	  Recuérdese que el Considerando 4º de la Directiva 2003/88 afirmaba que la 
protección eficaz de la seguridad y de la salud laboral “no puede subordinarse a considera-
ciones de carácter puramente económico”.
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1. LA SALUD Y SATISFACCIÓN LABORAL

1.1. La Evolución Normativa de la Limitación de la Jornada

8 horas para trabajar, 8 horas para descansar, 8 horas para el recreo. Esta 
fue la exitosa máxima atribuida a Robert Owen —el galés que fue em-
presario de éxito primero, reformador político y socialista utópico des-
pués, considerado un genio de la administración de los recursos humanos 
(Santos Redondo, p. 197)— empleada por el movimiento obrero en nu-
merosas movilizaciones del siglo XIX, incluida la gran huelga obrera en 
Chicago en 1886 que conmemora el 1º de mayo. Así, la consigna básica 
de las reivindicaciones, vinculada al derecho a la salud y la lucha con-
tra la sobreexplotación, fue la limitación de unas jornadas laborales que 
hasta entonces eran extenuantes e inhumanas. De hecho, la limitación 
del tiempo de servicios por cuenta ajena fue uno de los aspectos de la 
relación individual de trabajo a los que ya se refirieron los antecedentes 
pre—liberales de la legislación laboral (Martín Valverde, 1987, p. XXII), 
lo que pone de manifiesto el carácter esencial en nuestra disciplina de 
su regulación, por cuanto ordenará uno de los principales conflictos de 
intereses entre las partes del contrato de trabajo.

Sin perjuicio de algunos antecedentes singulares que afectaron a concre-
tas prestaciones de servicios, es también en el contexto de la revolución 
industrial, aquí más tardía, cuando en España se observa la necesidad 
de limitar la jornada laboral, atendiendo primero al grupo considerado 
más vulnerable. Promovida por el Ministro de Fomento Eduardo Benot 
se aprueba la Ley de 24 de julio 1873 (Gaceta de Madrid de 28 de julio) 
estableciendo que “No excederá de cinco horas cada día, en cualquier 
estación del año, el trabajo de los niños menores de 13, ni de las niñas 
menores de 14” (art. 2º) y que “tampoco excederá de ocho horas el traba-
jo de los jóvenes de 13 a 15 años ni el de las jóvenes de 14 a 17” (art. 3º). 
Se ha observado que, en esta Ley, subyacía a la voluntad filantrópica una 
razón de conservación de los recursos humanos, pues estaba en juego,  
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en palabras del Informe Percival1, “la destrucción de la energía vital de la 
generación naciente” (Martín Valverde, 1987, pp. LI-LII ), de una mano 
de obra que, además, resultaba más barata, pues recuérdese que la incor-
poración de las mujeres y los niños a las fábricas provocó una espiral 
de descenso de los salarios. De hecho, en su exposición a las Cortes, 
recogida en el Diario de sesiones, Benot así lo señaló diciendo que “Los 
fabricantes han fijado privilegiadamente su atención en los niños y las 
mujeres, porque su trabajo pide menor recompensa que el trabajo de los 
hombres” (Martínez Peñas, 2011, p. 30). Lamentablemente, la comen-
tada Ley se caracterizó por su generalizado incumplimiento (Marvaud, 
1975, p. 288 y ss; Martín Valverde, 1987, p. LIV). El camino iniciado 
por ella, de establecer una limitación de la jornada laboral de los niños 
y jóvenes, fue seguido por el Real Decreto de 13 de noviembre de 1900, 
reglamento para la aplicación de la Ley de 13 de marzo, en el que, sin 
embargo, la jornada máxima resultó ampliada, pero sin diferenciar por 
razón de sexo y ofreciendo reglas más pormenorizadas; por ejemplo, 
respecto del trabajo nocturno y el número máximo de horas consecutivas 
sin descanso2. Estas normas se constituyeron en una garantía directa y 
precisa que buscaba proteger la salud y formación básica de estos colec-
tivos. Fue el Real Decreto de 3 de abril de 1919 el que estableció, por fin, 
a nivel general la jornada máxima legal de ocho horas diarias, mínimo de 
derecho necesario que dejaba vigentes las jornadas inferiores existentes 
—como, entre otras, en la Ley de 27 de diciembre de 1910 sobre jornada 
máxima de trabajo en las minas (Ezquerra Escudero, 2006, pp. 30-33) — 
y permitía los pactos de mejora. 

Por otra parte, también la prohibición del trabajo material por cuenta ajena 
en domingo por Ley de 3 de marzo de 1904 (Gaceta de 4 de marzo), en 
las fábricas, talleres, almacenes, tiendas, comercios fijos o ambulantes, 
etc., admitiendo algunas excepciones para las que se señalaba que ese tra-
bajo en domingo del obrero “se le restituirá durante la semana” (art. 1º), 
también contribuyó a reducir la jornada laboral la prohibición del trabajo 
material, etc.. Y lo hizo antes de que el Convenio núm. 14 de la Organi-
zación Internacional del Trabajo (OIT), sobre el descanso semanal en la 
industria, adoptado por la Conferencia General el 25 de octubre de 1921 lo 
fijara en un mínimo de veinticuatro horas en el curso de un período de siete 
días (art. 2.1), previendo que cada miembro pudiera autorizar excepciones 

1	  La Ley de 24 de julio de 1873 tuvo un ámbito de aplicación limitado al sector industrial: 
fábrica, taller, fundición o mina (art. 1º). El Informe Percival, por su parte, fue uno de los informes 
sanitarios sobre la salud de los jóvenes incorporados a filas.

2	  Dispuso el artículo 6º del Decreto que “los niños de ambos sexos mayores de diez y 
menores de catorce años podrán ser admitidos al trabajo por tiempo que no excederá de seis 
horas, en los establecimientos industriales y de ocho en los mercantiles”. No obstante, “los 
mayores de catorce años y menores de dieciséis que estén ocupados en las labores nocturnas 
no podrán trabajar en ellas más de cuatro horas consecutivas, sin los descansos a los que se 
refiere el art. 4º de la Ley”.
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totales o parciales atendiendo a consideraciones de orden económico y hu-
manitario y previa consulta a las asociaciones calificadas de empleadores 
y trabajadores (art. 4.1). Así, ya en las primeras leyes obreras se reflejó 
el doble mecanismo que el poder legislativo puede utilizar, ahora como 
antes, para la reducción de la jornada: limitarla directamente, fijando su 
duración máxima; o incrementar los tiempos de descanso. Para la toma 
de conciencia de la necesidad de intervenir en las relaciones entre patro-
nos y obreros, frente a los postulados liberales, fueron muy relevantes los 
trabajos de la Comisión de Reformas Sociales y, luego, del Instituto del 
mismo nombre, que investigaron cuáles eran, concretamente, las condi-
ciones de trabajo en las que prestaban servicios los obreros en las distintas 
provincias, desarrollando una tarea que se ha dado en denominar inter-
vencionismo científico. El programa de legislación laboral incluido en el 
artículo 2º del Real Decreto de 5 de diciembre de 1883, de creación de la 
Comisión de Reformas Sociales influyó en la génesis de lo que iban a ser 
las instituciones nucleares en la legislación laboral de las primeras décadas 
del siglo XX. Entre las condiciones mínimas, se incluyó, precisamente, la 
limitación de la jornada ordinaria con carácter general.

De la regulación de una rígida jornada máxima diaria se transitó pronto ha-
cia la jornada máxima semanal. En España, la Real Orden de 15 de enero 
de 1920 (Gaceta del 16 de enero) admitía excepcionalmente el cómputo 
semanal de la jornada cuando la naturaleza del trabajo no permitiría la dis-
tribución uniforme o hubiera un acuerdo por conveniencia mutua de obre-
ro y patrono. En el ámbito internacional, el Convenio sobre las horas de 
trabajo en la industria (C001), adoptado por la Conferencia General de la 
OIT el 29 de octubre de 1919, ratificado por España en 1929, dispuso que 
la duración del trabajo no podría exceder de ocho horas por día y cuarenta 
y ocho por semana (art. 2), introduciendo ya elementos de flexibilidad en 
la organización del trabajo por parte de los patronos. 

Curiosamente, ningún rastro sobre la limitación de la jornada laboral o 
el descanso dominical se podía encontrar en el articulado del título I, 
Libro I del Código de Trabajo de 23 de agosto de 1926 (Gaceta de 1 de 
septiembre), por lo que no se alteró con él lo regulado durante la Res-
tauración. Teniendo poco que ver ese Código con los proyectos de ley 
de contrato de trabajo que, impulsados desde el Instituto de Reformas 
Sociales, no consiguieron salir adelante. Por su parte, el Decreto de 1 
de julio de 1931 (Gaceta de 3 de julio) sobre jornada máxima de trabajo 
mantuvo los parámetros previos; máximo de ocho horas diarias; posibi-
lidad de cómputo semanal, siempre que la diaria no excediese de nueve 
horas (art. 2º). Incluyó otro aspecto reseñable en el régimen jurídico de la 
jornada, al permitir exclusiones, reducciones y ampliaciones, como la de 
hasta setenta y dos horas semanales para guardas y vigilantes, previendo 
la realización de horas extraordinarias que se pagarían con un recargo 
mínimo del 25 por 100 —50% en el caso de las mujeres— y 40% si se 
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prestaran durante la noche, en domingo o excedieran de las diez primeras 
diarias (art. 6º). Aunque estudios doctrinales han puesto de manifiesto 
que se admitieron pactos globales de retribución de una jornada ordi-
naria y extraordinaria que, en muchos casos, encubrían una jornada fija 
superior a la legal, compensada con una retribución global que no permi-
tía comprobar si realmente se había abonado el correspondiente recargo 
(Ezquerra Escudero, pp. 44-45).

Vigente el Decreto de 26 de enero de 1944 por el que se aprobó el texto re-
fundido del Libro I de la Ley de Contrato de Trabajo (BOE de 24-05-1944) 
esta norma solo dispuso que el contrato escrito debería contener cláu-
sulas referidas a la fijación de la jornada de trabajo y de los descansos 
con arreglo a la legislación vigente. Aunque no alteró lo establecido por 
su precedente, en esta, como en otras cuestiones, junto a la regulación 
general existieron reglas sectoriales proporcionadas por las reglamenta-
ciones de trabajo, primero, y las ordenanzas laborales, después, en las 
que podían encontrarse jornadas más reducidas. Fue la Ley 16/1976, de 
8 de abril, de Relaciones Laborales (BOE 21 de abril), el primer texto 
que contempló la posible distribución anual de la jornada de trabajo, al 
disponer que “las Ordenanzas Laborales, y de modo especial los con-
venios colectivos sindicales fijarán la jornada laboral, ya sea diaria, por 
semana, por meses o en cómputo anual” (art. 23) aunque estableciendo 
que ningún día se podrían trabajar más de nueve horas y señalando que 
la semana ordinaria de trabajo sería de cuarenta y cuatro horas efectivas. 
Al modo en que se regula en la actualidad, se facultaba al Gobierno, a 
propuesta del Ministerio de Trabajo, a determinar exclusiones, amplia-
ciones o limitaciones, con la particularidad de aludir al previo informe 
de la Organización Sindical, todavía sin tener presente el pluralismo y 
la separación de las organizaciones de representación de intereses de 
empresarios y trabajadores. En lo referido a las horas extraordinarias, 
el incremento se fijó, sin distinción de sexo, en el cincuenta por ciento, 
limitándose a dos horas al día, veinte al mes y ciento veinte al año. El 
descanso semanal pasaba ya a ser de día y medio ininterrumpido (art. 25) y 
las vacaciones de veintiún días naturales como mínimo (art. 27).

Ya en la etapa democrática, en el marco del artículo 40.2 de la Constitu-
ción Española de 1978 que establece que “los poderes públicos […] ve-
larán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso 
necesario, mediante la limitación de la jornada laboral”, el primer texto 
del Estatuto de los Trabajadores (ET), aprobado por Ley 8/1980, de 10 
de marzo, disponía en su artículo 34.2 que “La duración máxima de la 
jornada ordinaria de trabajo será de cuarenta y tres horas semanales de 
trabajo efectivo en jornada partida y de cuarenta y dos horas semanales 
de trabajo efectivo en jornada continuada”. Manteniendo de forma termi-
nante que en ningún caso se podrían realizar más de nueve horas ordinarias 
de trabajo efectivo, esa rigidez en la ordenación del tiempo de trabajo podía 
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atemperarse con las jornadas anuales que podrían regularse en los convenios 
colectivos, aunque deberían respetar el máximo de horas extraordinarias 
diarias (dos, conforme al art 35.3, con la excepción de las trabajadas por 
razones de fuerza mayor) y, claro está, el descanso mínimo entre jornadas 
de doce horas. De nuevo, se dejó la puerta abierta para atender las particu-
laridades sectoriales, facultando al Gobierno para establecer ampliaciones 
-o limitaciones- de la jornada máxima legal, lo que condujo a la regula-
ción de jornadas especiales en el Real Decreto 2001/1983, de 28 de julio.

Pocos años después, en virtud de la reforma del ET por Ley 4/1983, de 29 
de junio, se fija la jornada máxima legal en 40 horas semanales de trabajo 
efectivo (artículo primero), a la vez que se incrementa a un mínimo de 
treinta días naturales el periodo de vacaciones anuales (artículo segun-
do). Y, como ha subrayado tanto el Gobierno cuya apuesta política es la 
reducción a las 37 horas y media semanales, como parte de la doctrina 
científica, sorprendentemente ese pasaje del artículo 34 ET se mantiene 
incólume varias décadas después, tras aprobarse incluso dos nuevos textos 
refundidos del Estatuto de los Trabajadores. Y no es que otros aspectos de 
la jornada no se hayan reformado, porque si se modificó, y de manera muy 
significativa, el elemento cualitativo de la jornada ordinaria. 

Efectivamente, a partir de la Ley 11/1994, de 19 de mayo, se produce un 
cambio de tendencia, de forma que la actuación del legislador lo que preten-
de es una gestión más flexible de los recursos humanos con espacios que se 
abren, primero a la negociación colectiva y después a la decisión unilateral 
del empresario, para la distribución irregular de la jornada anual (Val Tena, 
2022, 835). Además de modificar el artículo 35 ET para, por un lado, eli-
minar el recargo legal del abono de las horas extraordinarias, bastando con 
que en ningún caso tengan un valor inferior al de la hora ordinaria; y, por 
otro, admitiendo el recurso a la compensación de las horas realizadas (ini-
cialmente) como extraordinarias con tiempo equivalente de descanso en los 
cuatro meses siguientes, lo que termina por privarlas de aquella condición a 
los efectos de la aplicación del límite máximo anual que opera sobre ellas. 
Con ello se culmina el camino, iniciado por aquellas normas que, como ex-
plica Basterra Hernández (2017, p.32) desde los albores del trabajo asala-
riado, han respondido al fuerte interés empresarial en adaptar la prestación 
de servicios del personal empleado a las irregularidades de sus necesidades 
productivas, ampliando progresivamente los ciclos temporales en los que 
el empresario podía compensar los incrementos que, en términos relativos, 
hubiese aplicado a la jornada de sus trabajadores siendo con las reformas 
del RDL 7/2011, de 10 de junio, de medidas urgentes para la reforma de la 
negociación colectiva, y la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes 
para la reforma del mercado laboral, cuando la ordenación del tiempo de 
trabajo experimentará una auténtica metamorfosis, llegando con esta última 
a instaurarse la posibilidad, en defecto de pacto con los representantes del 
personal que “la empresa podrá distribuir de manera irregular a lo largo del 
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año el diez por ciento de la jornada de trabajo” (art. 34.2 ET), respetando los 
períodos mínimos de descanso diario y semanal. En palabras muy elocuen-
tes se ha señalado que con ello “de jornadas uniformes para los trabajadores 
entendidos como un colectivo se pasa a la posibilidad de jornadas individua-
les a la carta” (Igartúa Miró, 2018, p. 59).

Cabe dejar apuntado cómo a la más reciente iniciativa legislativa de redu-
cir la jornada laboral precedieron algunos programas políticos y hasta pro-
gramas piloto, a los que aludiremos en el último epígrafe, que apostaban 
por una reducción de la semana laboral a cuatro días —que implicaría li-
mitar la jornada ordinaria a treinta y dos horas semanales de trabajo— ha-
biendo comentado la doctrina sus posibles ventajas y riesgos (Álvarez de 
la Rosa, 2021; Fernández García, 2023; Lahera Forteza, 2023; Toscani 
Giménez, 2024). Propuestas similares se han producido en otros países, 
llegando a ser en algunos una realidad —en una parte, como ensayo 
voluntario— como es el caso de Reino Unido, Suecia, Islandia (en este 
caso, con 36 horas semanales de trabajo) o Japón, que la ha implemen-
tado junto con una reducción de dos horas diarias en la jornada de tra-
bajo, señalando como objetivos aliviar la tensión sobre los trabajadores 
y fomentar la conciliación familiar, como intento de revertir la crisis 
demográfica a la que se enfrenta el país. Además de haberse presentado 
por el Grupo Parlamentario Mixto, con fecha de 12 de febrero de 2025 
una Proposición de Ley para la reducción de la duración máxima de la 
jornada ordinaria de trabajo a 35 horas semanales (Boletín Oficial de las 
Cortes Generales, Congreso de los Diputados, 21 de febrero de 2025).

1.2. �El Proyecto de Reducción de la Jornada Máxima Ordinaria 
Semanal a Treinta y Siete Horas y Media

Son conocidos los problemas que se produjeron para alcanzar un acuer-
do fruto del diálogo social tripartito sobre la reducción de la jornada 
máxima ordinaria semanal, frustrado tras un proceso que duró unos 
once meses por falta de apoyo de las organizaciones empresariales a 
la propuesta del Ministerio de Trabajo. Aduciendo para ello que tiene 
poco sentido por las diferencias entre distintas comunidades autónomas 
y sectores económicos, que llegarían a poner al límite la capacidad de 
organización interna de muchas empresas. Defendiendo, además, que 
supondría una intromisión en la autonomía de la negociación colectiva, 
consagrada en el artículo 37.1 CE. Cabe apuntar que el diálogo social 
bipartito tampoco permitió alcanzar a las organizaciones empresariales 
y sindicales un acuerdo sobre la reducción de la jornada de trabajo en el 
V Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva (V AENC), que 
contiene recomendaciones y criterios sobre otros aspectos como el cóm-
puto anual de la jornada o fórmulas flexibles de ordenación del tiempo 
de trabajo e implantación de la distribución irregular. 
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También es sabido que se llegó al acuerdo bipartito sobre un borrador de 
anteproyecto de ley pactado por la Vicepresidenta Segunda y Ministra 
de Trabajo y Economía Social con los secretarios generales de los sin-
dicatos más representativos, CCOO y UGT, firmado el 20 de diciembre 
de 2024, por el que se modificaría, entre otros preceptos, el art. 34.1 ET 
para establecer “la duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo en 
treinta y siete horas y media semanales de trabajo efectivo de promedio 
en cómputo anual”. Finalmente, pese al reiterado rechazo de la patronal, 
el Consejo de Ministros, reunido el 4 de febrero, decidió seguir adelante 
e iniciar por la vía de urgencia la tramitación del Anteproyecto de Ley 
para la reducción de la duración máxima de la jornada ordinaria de tra-
bajo, el registro de jornada y el derecho a la desconexión.

El 6 de febrero de 2025 el Anteproyecto de Ley tuvo entrada en el Consejo 
Económico y social (CES), al que se le solicitó que emitiera su dictamen 
en el plazo de urgencia de diez días, que, tras una mínima prórroga de cua-
tro, fue aprobado en sesión ordinaria del Pleno de 26 de febrero. El CES, 
poniendo en valor su propia contribución al proceso de elaboración de las 
normas, expresa en él que no comparte que ese plazo fuese el adecuado 
para “una serie de cuestiones de gran complejidad e importancia desde un 
punto de vista socioeconómico y laboral que requieren un debate sosegado 
y en profundidad en su seno” (p. 11). Este órgano realiza algunas observa-
ciones críticas sobre los contenidos de la Memoria del análisis del impacto 
normativo (MAIN) y el procedimiento de consultas, lamentando que el 
Ministerio haya procedido “al cumplimiento meramente formal de la obli-
gación de consultas”, pues considera que hubiera sido deseable que el Mi-
nisterio consultara primero a la ciudadanía y con posterioridad a las orga-
nizaciones empresariales y sindicales más representativas, estableciendo 
una clara distinción entre unas y otras, tal y como reconoce el Pacto para 
el Diálogo Social Europeo. Y señala que habría sido conveniente recabar 
la opinión sobre el texto a distintas organizaciones de carácter sectorial 
como, por ejemplo, de los ámbitos agrario y pesquero. También reprocha 
que no se explique en la MAIN la razón por la cual no se contempla que 
el Anteproyecto vaya a someterse al dictamen por parte del Consejo de 
Estado3. Una vez cumplimentado este preceptivo trámite, el tránsito ini-
ciado por las Cortes Generales tendrá un resultado que es difícil de prever 
mientras escribimos estas líneas, a la vista de las dificultades que ya se 
pusieron de manifiesto para sacar adelante otras iniciativas legislativas y 
obtener mayorías suficientes. 

3	  Al simultanearse las consultas, a juicio del CES se sometió a la consideración de las 
organizaciones empresariales y sindicales un texto provisional y un expediente incompleto. 
Igualmente, reprocha el CES lo ajustado del plazo, que dificultó los adecuados procesos de 
consulta internos y toma de decisiones colegiada con sus representados (pp. 9-10 del Dic-
tamen sobre el Anteproyecto de Ley para la reducción de la duración máxima de la jornada 
ordinaria de trabajo, el registro de jornada y el derecho a la desconexión. Recuperado en 
https://www.ces.es/documents/10180/5350453/Dic012025.pdf)

https://www.ces.es/documents/10180/5350453/Dic012025.pdf
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Si la reforma de nuestra jornada máxima legal llegara a produ-
cirse, conforme a los datos de Eurostat, España subiría hasta la 
parte más alta de la tabla en el conjunto de países de la Unión Eu-
ropea4, para los que la Directiva 2003/88/CE, del Parlamen-
to Europeo y del Consejo, de 4 de noviembre de 2003, estable-
ce todavía una duración máxima del tiempo de trabajo semanal de 
cuarenta y ocho horas —incluidas en ese límite las extraordinarias, 
debe remarcarse— en cómputo cuatrimestral (arts. 6.b y 16.6.b). 
Dicho sea de paso, aunque se ha argumentado que no existe un defecto 
de trasposición de la Directiva (Sempere Navarro, 2010, 380), la falta 
de sintonía entre la norma interna, que para las horas extraordinarias 
solo establece un límite anual, y la norma de la Unión, que aplica una 
limitación conjuntamente a tiempo ordinario y extraordinario de tra-
bajo, llevó a defender un límite de 8 horas extraordinarias semanales 
(Alarcón Caracuel, 2007, 44). Límite semanal que vendría bien para 
evitar que se alcance lo que se ha calificado como la “jornada semanal 
extrema” (Basterra Hernández, 149), puesto que la distribución irre-
gular, en los términos en que aún se fija el límite semanal en cuarenta 
horas, permite llegar a series de trabajo de doce horas de trabajo al 
día durante once días seguidos, a los que seguirían tres de descanso 
semanal acumulado. Posicionándonos en esta línea de pensamiento, no 
compartimos las propuestas que se han realizado de que en el marco de 
la reforma en curso se flexibilice aún más el régimen legal de la distri-
bución irregular, maximizando sus posibilidades vía convenios, consi-
derando durante la tramitación parlamentaria la pertinencia de la aper-
tura a un modelo de jornada “individualizable” e, incluso, valorando 
la conveniencia de levantar el tope general de horas extras (Matorras 
Díaz-Caneja, 2024, pp. 3-4). Como tampoco la contrapartida solicitada 
por la patronal de que se incremente el tope de horas extraordinarias 
legalmente previstas cuando, como se ha puesto de manifiesto “el pro-
blema en el Derecho español de las horas extras […] es el de mejora 
de las garantías de efectividad de cumplimiento, a fin de corregir una 
práctica de gestión anómala, abusiva, que perjudica, además, la opti-
mización de la capacidad de creación de empleo de nuestro mercado de 
trabajo” (Molina Navarrete, 2024, p. 2)

Por otra parte, también se ha señalado la discrepancia existente entre las 
filosofías que estarían en la base de la postura judicial comunitaria y la 
española, cuyos órganos, con escasísimas excepciones, no advierten la 
naturaleza de norma de seguridad y salud de la regulación sobre el tiem-
po de trabajo, frente a la presencia constante de este presupuesto en la 
doctrina judicial comunitaria (Pérez Capitán, 2024, 120).

4	  En 2023, solo en Finlandia (38,8 horas) y Países Bajos (38,3) se registraron jornadas 
medias semanales por debajo de las 40 horas, mientras en España, esta se encontraba en 40,3.
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1.3. �La Reducción de la Jornada desde la Perspectiva  
de la Prevención de los Riesgos Laborales

Tras el apresurado relato de cómo se ha llegado hasta el nuevo proyecto 
de ley de reforma de la norma estatutaria para la reducción de la jornada, 
parece oportuno retomar la idea expresada al inicio: la conexión de la li-
mitación de la jornada laboral, desde que está se instauró en las primeras 
normas que la fijaron, con la mejora de la salud y también de la seguridad 
en el trabajo.

Ciertamente, los trabajos penosos, como los tóxicos o insalubres y los pe-
ligrosos, entendidos como penosidad física, o peligrosidad en un sentido 
tradicional de la siniestralidad laboral, ya cuentan con una regulación que 
les garantiza un mayor o mejor distribuido tiempo de descanso y jornadas 
reducidas atendiendo a los factores que pudieran incidir negativamente en 
las personas trabajadoras. Es una realidad que ya atiende, fundamentalmen-
te, el capítulo III del Real Decreto 1561/1995, de 21 de septiembre, sobre 
jornadas especiales. Ahora bien, preguntémonos lo siguiente: La penosidad 
¿no es un concepto que necesita ser revisado? Y, en esa medida, ¿no hay 
cierto grado que está presente hoy en día en una mayoría de trabajos que, 
sin embargo, no están sujetos —ni deben estarlo, por la generalización del 
tipo de riesgo— al reglamento de jornadas especiales? Como señala Ramos 
Quintana (2024, p.4), la sumisión a mecanismos de producción y vigilancia 
en el cumplimiento de la prestación laboral en entornos digitales e inteligen-
tes expone a las personas trabajadoras a nuevos riesgos físicos y psíquicos 
para su seguridad y salud que permanecen, por el momento, ajenos al siste-
ma de la prevención de riesgos y de la salud laboral que fue diseñado en la 
Ley 31/1995, de 8 de noviembre (LPRL).

La inicialmente denominada seguridad e higiene en el trabajo prestaba 
atención, como es sabido, a los riesgos físicos. Y física era la penosidad 
a la que la limitación de la jornada laboral atendió, tanto en las primeras 
normas laborales que se han comentado como en el RD 1561/1995. Sin 
embargo, la prevención de los riesgos laborales, la seguridad y salud en 
el trabajo como ahora la denominamos, paulatinamente ha prestado una 
mayor atención a la salud mental. Y aunque los riesgos psicosociales no 
han encontrado por ahora un apropiado reflejo en el texto de la LPRL, 
precisamente se insta su reforma para que encuentren en ella la atención 
que requieren. Porque este tipo de riesgos está muy presente en nuestros 
actuales entornos laborales y algunos de ellos no tienen nada de especial, 
por otra parte, por lo que debieran evitarse en lo posible introduciendo 
reglas para ello en la normativa general, también en la ordenación del 
tiempo y otras condiciones de trabajo. Conviene recordar en este punto 
que ya el artículo 15.4 LPRL señala que el empresario debe planificar 
la prevención integrando “la organización del trabajo, las condiciones de 
trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los factores ambientales”. 
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En tanto que el artículo 4.7 define las condiciones de trabajo como todas 
aquellas características que de alguna forma puedan ocasionar riesgos para 
la seguridad y salud, “incluidas las relativas a su organización y ordena-
ción, que influyan en la magnitud de los riesgos a los que esté expuesto el 
trabajador”. Es una obligación empresarial evaluar, por tanto, los riesgos 
psicosociales y, si fuera preciso, adaptar aspectos organizacionales para 
evitarlo ¿Podría, pues, contribuir a eliminar algunos ex ante la reducción 
de la jornada laboral?

Es sabido que estrés en el trabajo es un riesgo laboral emergente, el prin-
cipal riesgo psicosocial. Como explica Díaz Cabrera (2013, pp. 113-116), 
“Los desarrollos tecnológicos han promovido que cada vez sea mayor el 
porcentaje de puestos de trabajo de tipo mental o cognitivo frente a los 
que representan principalmente exigencias de tipo físico”, como ya de-
mostraron los datos de la 4ª Encuesta Europea de Condiciones de Trabajo 
en 2005. A su vez, como resultado de la VI Encuesta de Condiciones de 
Trabajo realizada por el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el 
Trabajo en 2007 se conoció ya que un 67% de los trabajadores deben man-
tener siempre, casi siempre o a menudo un elevado nivel de atención en 
sus trabajos, sumado a que un 43, 8% consideran que sus trabajos exigen 
siempre, casi siempre o a menudo un ritmo de trabajo alto. Ciertamente 
la carga mental de trabajo no es equivalente al estrés laboral. El segundo 
es “la respuesta del organismo a demandas, externas o internas, que el 
individuo percibe y valora como una amenaza, por lo que se activan dis-
tintos recursos fisiológicos y psicológicos para afrontarlas”. Como conse-
cuencia, la persona trabajadora puede experimentar diversas tensiones de 
carácter psicológico, como la ansiedad o el insomnio y conductual, como 
el aumento de consumo de tabaco, alcohol, comida, o frecuentes consultas 
al médico. Provocando si esa experiencia es prolongada tanto enfermeda-
des físicas como los problemas cardíacos o úlceras, como mentales, caso 
de la depresión crónica. En último término, y por lo que también intere-
sa a la contraparte en el contrato, consecuencias comportamentales son 
el absentismo, el bajo rendimiento, los comportamientos inseguros y los 
conflictos interpersonales (Calera, Esteve, Torada et altri, 2004, 251). El 
estrés laboral, debe tenerse en cuenta, “no pertenece a ámbitos sectoriales 
o profesionales aislados, sino que puede afectar potencialmente a cual-
quier trabajador sea cual sea el lugar de trabajo, el tamaño de la empresa, 
el sector de actividad, o incluso el tipo de contrato de trabajo” (Cavas 
Martínez, 2009, 103).

Aunque los estresores principales puedan ser otros, como las altas exigen-
cias psicológicas, el bajo control sobre el contenido de las tareas, el bajo 
apoyo social de compañeros y superiores o la escasez de recompensas o 
compensaciones (Calera, Esteve, Torada et altri, 2004,103), entre ellos se 
encuentran también factores relacionados con la organización del tiempo 
de trabajo, como el trabajo a turnos, los horarios inflexibles, las horas im-
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predecibles, las horas largas o poco sociables, el trabajo fragmentado, o el 
deficiente equilibrio trabajo-vida, con tareas laborales o expectativas que 
hacen que se continúe trabajando en el tiempo propio (González Cobale-
da, 2021, 23 y 25).  Existen informes que acreditan que las largas jorna-
das laborales son, entre otros, un importante riesgo psicosocial (European 
Agency for Safety and Health at Work, 2023, p. 26). Seguramente esta 
convicción sobre la relación existente entre el tiempo de trabajo y algunos 
riesgos laborales explica la proyectada incorporación de un nuevo apar-
tado 30 al artículo 12 de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden 
Social para incluir entre las infracciones graves en materia de prevención 
de riesgos laborales los incumplimientos en materia de organización y or-
denación del tiempo de trabajo que generen un riesgo grave para la segu-
ridad y salud de las personas trabajadoras; y, entre las muy graves (en un 
nuevo apartado 18 del art. 13), el mismo tipo de incumplimientos cuando 
impliquen un riesgo grave e inminente. 

Nos parece incuestionable que un menor tiempo de sometimiento a esos 
elementos estresantes contribuiría a reducir sus efectos tanto sobre la fati-
ga —y su impacto en la seguridad— como sobre la salud mental. Siempre, 
claro está, que los resultados y objetivos que conseguir con la prestación 
de servicios se acomoden de forma razonable, porque en otro caso la carga 
de trabajo por unidad de tiempo (la presión de tiempo) y con ello el estrés 
terminaría por incrementarse. Con una mayor implicación de todos, gesto-
res y personal, hay que combatir el riesgo anunciado de que sin márgenes 
de productividad adecuados se quiera mantener la misma carga de trabajo 
en menos tiempo, con la consecuencia de mayor presión y estrés laboral 
(Lahera Forteza, 2023, p. 10). Porque en el contexto de la revolución 4.0, 
los nuevos empleos que están generándose y los que están por llegar esta-
rán expuestos a este riesgo y, por ello, conviene atajarlo. Evitar el riesgo 
de raíz si fuera posible como postula el art. 15 LPRL.

Descansar más, permitirá trabajar mejor. La fatiga que provoca trabajar 
durante largas jornadas laborales repercute negativamente en la producti-
vidad individual de cada persona trabajadora y, con ello, en la de la empre-
sa en su conjunto, pues “disminuye la motivación, la satisfacción y puede 
provocar un mayor índice de absentismo y de rotación de trabajadores, con 
los costes que todo ello supone para la organización” (Barceló Fernández, 
2022, p. 1306). Como se ha afirmado, “un trabajador más contento es más 
productivo y puede producir lo mismo o más con menos horas de trabajo” 
(Toscani, 2024, p. 24). Un tiempo de trabajo saludable es, en definitiva, un 
tiempo de trabajo más eficiente.

También, es preciso que funcionen eficazmente otros elementos que en-
tran en juego y que son necesarios para que no haya vías de fuga que 
terminen por hacer que la reducción de la jornada sea una quimera en la 
práctica. De ahí que en el Anteproyecto de Ley se refuerce la garantía que 
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representa el control a través del  horario (nuevo art. 34 bis ET), que es 
objeto de atención específica en este Congreso y el libro que se editará 
con sus contribuciones científicas. O que se regule de forma más preci-
sa el derecho a la desconexión digital, puesto que su inadecuada gestión 
por parte de las empresas “origina la disponibilidad permanente, suscitado 
por la cultura del rendimiento continuo (González Cobaleda, 2021, p. 57). 
Como ha puesto de manifiesto una encuesta del CIS, entre otras (Adecco, 
Infojobs, Ranstad) cuyos resultados han sido comentados por los servicios 
de estudios sindicales (Rísquez Ramos y Ponce Ávila, 2024, pp. 24-25), 
debido al uso de los dispositivos digitales se ha producido una ampliación 
de la jornada formalmente establecida, incluso durante el periodo vaca-
cional. La posibilidad de conectarse al trabajo fuera de la oficina aumenta 
el estrés (58% de los encuestados) y empuja a trabajar muchas más horas 
de las formalmente establecidas (63%). Forma parte también de la cultura 
preventiva el respeto al derecho a la desconexión digital, que supone, no 
solo de facto, sino por expresa disposición convencional en algunos ám-
bitos, el derecho del trabajador a no contestar ningún requerimiento de la 
empresa fuera de la jornada y el correlativo deber de la parte empleadora 
de no remitir comunicaciones por cualquier vía a la persona trabajadora 
que invadan su tiempo de descanso (entre otros, Rodríguez-Piñero Royo 
y Calvo Gallego , 2020, p. 1466; Gil Plana, 2021, p. 248). Desde luego, 
los agentes sociales deberán estar también atentos en los nuevos procesos 
de negociación colectiva a que se revisen in peius los tiempos que vienen 
asimilando a trabajo efectivo, pues este es un efecto que cabe esperar para 
diluir el impacto de la reducción de la jornada máxima.

El examen de los convenios colectivos vigentes pone de manifiesto 
que alcanzar el acuerdo entre el banco empresarial y el banco social 
de las mesas de negociación sobre la reducción de la jornada ordina-
ria legal es una práctica ampliamente extendida. La jornada media 
anual pactada en 2024 en nuestro país se sitúa en 1759 horas, 10 más 
que en 2023 (frente a las 1826 horas y veintisiete minutos que resul-
taría de aplicar todas las disposiciones legales sobre jornada ordinaria 
y descansos5); lo que supone que, en términos semanales, fue de 38,5, 
incrementándose ligeramente respecto a las 38,3 de 2023. Por deba-
jo, pues, de la fijada en el artículo 34 ET. Según la EPA, el promedio 
habitual total de horas de trabajo asciende a 37,6 horas semanales, aun-
que casi la mitad de la población trabajadora tiene jornadas superiores 
a las 40 horas por semana; 1,3 millones de personas declararon trabajar 
una media superior a las 50 horas semanales en 2023 (Rísquez Ramos 

5	  Esta cifra para la jornada anual, como recuerda el Dictamen del CES sobre el An-
teproyecto de Ley, se recogía como equivalente a la jornada semanal de cuarenta horas en 
el Acuerdo Interconfederal firmado en febrero de 1983 entre las confederaciones sindicales 
CCOO y UGT y las empresariales CEOE y CEPIME (BOE 1 de marzo).
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y Ponce Avila, pp. 62-63)6. Quizá no sea inoportuno recordar que,  
si la mejora se establece en convenios de empresa, ello conduce a dife-
rentes costes de producción de unas y otras dentro del mismo sector7.

Si hay sectores de actividad para los que resultaría inviable o ineficaz adop-
tar la nueva jornada máxima, más reducida, quizá lo que deba es plantearse 
su incorporación al RD 1561/1995 o revisar las reglas en él establecidas. 
Aprovéchese para ello la, también proyectada, revisión de la normativa so-
bre jornadas especiales de trabajo que el Gobierno procedería a realizar en 
el plazo de dieciocho meses tras la aprobación de la ley con la nueva jornada 
máxima legal (disp. ad. primera). La determinación de qué previsiones sería 
necesario incorporar al reglamento podría ser resultado de la mesa de diálo-
go social con las organizaciones sindicales y empresariales más representa-
tivas prevista para evaluar los resultados de la reducción de jornada acome-
tida en con la proyectada reforma (disp. ad. segunda). Resuélvanse, pues, en 
la norma especial las situaciones particulares, dejando que la norma general 
evolucione en este aspecto como lo ha hecho en otros. Como lo ha hecho la 
economía y el propio estado de la técnica, que en muchos casos permite aho-
ra obtener la misma productividad con menos manos de obra (esa realidad 
a la que atienden, por cierto, tanto el artículo 52.c como el artículo 51 ET); 
pareciera que solo es posible aprovechar este hecho para amortizar puestos 
de trabajo. Pero hay otras estrategias —y otros valores sociales— posibles, 
y una de ellas es la que se propone a continuación.

2. LA DISTRIBUCIÓN EQUITATIVA DEL EMPLEO 
DISPONIBLE

2.1 El Empleo Disponible y su Reparto ¿Crea Empleo la Limitación 
de la Jornada Ordinaria?

Tanto fruto de la crisis de 1929 como de la de los años setenta hubo en 
diferentes países reivindicaciones y propuestas de reducción del tiem-

6	  En el balance de los datos de la EPA ofrecido por dichos autores, en 2023, las ramas 
de actividad en las que la jornada media semanal fue más elevada eran agricultura, silvi-
cultura y pesca (43,7), hostelería (42,8), transporte y almacenamiento (42), comercio al por 
mayor/menor, reparación de vehículos (41,3), construcción (41,2), actividades inmobiliarias 
(41,5), actividades profesionales, científicas y técnicas (40,9), industrias extractivas (40,6) e 
industria manufacturera (40,6).

7	  Explica Alarcón Caracuel (1988, p. 76), que no es casual que en los códigos penales 
del siglo XIX la huelga se tipificara como delito dentro del capítulo “De las maquinaciones 
para alterar el precio de las cosas”, en la medida en que los primeros acuerdos colectivos que 
limitaron la voluntad empresarial como única fuente de regulación, fruto de la movilización 
obrera y presión colectiva, se entendió que desorganizaban el mercado de trabajo al introdu-
cir disparidades entre los costos de producción de unos y otros fabricantes, según estuvieran 
o no sometidos a un acuerdo colectivo de acortamiento de la jornada de trabajo.
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po de trabajo, considerando que el problema del desempleo, generado 
en la segunda por los incrementos de productividad, se solucionaría 
repartiendo el trabajo, esto es “Trabajar menos para trabajar todos”, 
como señaló un célebre eslogan sindical (Maldonado Montoya, 2022, 
p. 71). Es cierto que las reducciones de jornada no tienen necesa-
riamente el efecto de generar empleo, habiendo llegado a señalar la 
conveniencia de destruir ese mito (Durán López, 1980, p. 49). Pero 
como bien puso de relieve el maestro Alonso Olea (1997, p. 10), si-
tuado el trabajo hoy en día ya en límites que parecen razonables, para 
buscar la respuesta a por qué se sigue pidiendo la reducción del tiempo 
de trabajo, incluso con insistencia acrecentada “hay que trasladar la 
pregunta desde cada persona o trabajador al conjunto de personas o 
trabajadores, y hacerla en contemplación de que unos tienen trabajo 
al que dedicar su tiempo y otros carecen de él”. Por lo que ya no se 
trataría, o no solo, de disminuir sino de distribuir el tiempo total de 
trabajo que se oferta. 

Hace tiempo que la reducción del tiempo de trabajo de unos no condu-
ce necesariamente a la contratación de personal, puesto que hay mu-
chos procesos de producción que ya no dependen de manera decisiva 
y perentoria de la mano de obra, de forma que esa reducción podrá 
cubrirse, sin merma de la productividad, mediante el recurso a nuevas 
evoluciones tecnológicas (Monereo Pérez y Gorelli Hernández, 2009, 
p. 58). Con base en los resultados obtenidos por las leyes que redujeron 
la jornada laboral en Francia, se ha pronosticado que una reducción del 
tiempo de trabajo no conlleva un reparto del empleo, señalando que 
existe consenso sobre ello en el ámbito económico (Lahera Forteza, 
2023, p. 11). 

No obstante, quizá convenga recordar a quienes, desde esa ciencia, 
manifestaron que las investigaciones empíricas realizadas acerca de los 
efectos sobre el empleo de reducciones colectivas del tiempo de trabajo 
no arrojan resultados precisos porque lo que terminan reflejando los 
diferentes modelos es que “lo que importa son las medidas tomadas 
después de una reducción del tiempo de trabajo, mucho más que la re-
ducción en sí misma”; medidas que “no son leyes de la naturaleza, sino 
simplemente el resultado de decisiones humanas” (Bosch y Lehndorff, 
1997, p. 343). Además, otros autores señalan que el consenso existe para 
cuantificar el número neto de empleos generados en las cuestionadas me-
didas francesas de reducción del tiempo de trabajo en entre 300  000 y 
350 000 empleos. Como determinante para su creación se apunta a la 
reducción de cotizaciones patronales que fue uno de los elementos de 
la reducción a las treinta y cinco horas a través de la estimulación de 
la negociación colectiva. Algún estudio reveló que el 58% de los asa-
lariados valoró globalmente de forma positiva la reforma, como una 
“mejora de su vida diaria”, en tanto que solo el 13% respondió que 
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había sido un “deterioro”. Pero lo acontecido en el país vecino fue un 
movimiento pendular en la regulación del tiempo de trabajo, que quizá 
explique lo limitado de su éxito. Las treinta y cinco horas originaron 
un incremento de las remuneraciones inferior en los años siguientes 
al que se hubiera producido ante la ausencia de la reforma. Así, desde 
2002, con el cambio de mayoría parlamentaria se pretendió corregir 
las consecuencias negativas imputadas a las reformas Aubry -Leyes de 
13 de junio de 1998 y de 19 de enero de 2000— mediante una política 
de desregulación que condujo a la aprobación de hasta siete leyes, con 
“derogaciones” singulares y el objetivo común de cuestionar la “heren-
cia de las 35 horas”. El tiempo de trabajo se convirtió entonces en un 
instrumento más que de la política de empleo de la política de rentas. 
Y con ello se facilitó la superación de la duración legal y la adecuación 
de los ritmos de trabajo, llegando el contingente de horas extraordina-
rias para todas las empresas a llevarse primero a 180 horas y después 
a 220 y permitiendo al empleador decidir de manera unilateral sobre la 
organización del tiempo de trabajo para unos períodos de cuatro sema-
nas. Sobre todo, con ello se incrementó la diversidad de los ritmos y 
tiempos de trabajo a los que están sometidas las personas trabajadoras 
(Urteaga, 2012, pp. 297-311). Contra este efecto de fragmentación de 
las reglas sobre el tiempo de trabajo, quizá no esté de más recordar 
que una función del derecho del trabajo es procurar la justicia social 
mediante la igualdad de oportunidades y un reparto equilibrado de los 
recursos.

Ya en los años ochenta del siglo XX se planteó la oportunidad de ana-
lizar si la revolución tecnológica de la computadora, denominada “la 
tercera ola”, haría necesaria la reducción del tiempo de trabajo, por los 
cambios productivos que traería consigo (Toffler, 1980, 156). Preocu-
pa, y mucho, el impacto sobre el volumen de empleo que está trayendo 
consigo la digitalización y robotización de los trabajos. Un análisis 
de diferentes estudios realizados en la pasada década (Gómez Salado, 
2021, p. 87) señala que en nuestro país tendrían un riesgo elevado de 
ser automatizados a medio plazo entre un 43 % y un 36% de los puestos 
de trabajo. Ciertamente, el más optimista es el realizado en el seno de 
la OCDE en 2019 que para nuestro país fijó la cifra de empleos que 
corren el riesgo de desaparecer como consecuencia de procesos de au-
tomatización en un 21 %. Por más que también ponga de manifiesto el 
llamado efecto compensación, por el que el crecimiento económico ter-
minará por generar empleo a largo plazo, existiendo otros estudios que 
estiman que en el contexto de la transformación digital la economía 
española podría llegar a crear algo más de 2 millones de empleos netos 
hasta 2030 si se implementan las políticas económicas, formativas y la-
borales más apropiadas. En todo caso, el Consejo Económico y Social 
(CES) en su informe sobre “El futuro del trabajo” señaló que el proceso 
de sustitución de la mano de obra provocado por un avance tecnológico 
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sin precedentes, en términos de velocidad escala e intensidad, podría 
intensificarse por un entorno globalizado en que la disminución de cos-
tes y el incremento de la productividad son esenciales para garantizar 
la competitividad empresarial (2018, p. 52). 

Morrón Salmerón (2016, p. 36-27) ha estimado el efecto automati-
zación sobre una lista de 485 profesiones en España. Considera que, 
en conjunto, un 43% de los puestos de trabajo actualmente existentes 
tienen un riesgo elevado (con una probabilidad superior al 66%) de 
poder ser automatizados a medio plazo, mientras que el resto de los 
puestos de trabajo quedan repartidos a partes iguales entre el grupo de 
riesgo medio (entre el 33% y el 66%) y bajo (inferior al 33%). La pro-
babilidad, por ejemplo, es de un 97 por ciento tanto para empleados de 
contabilidad como para operadores de telemarketing, como grupos de 
riesgo más alto. Entre los grupos de riesgo medio estarían los econo-
mistas (43%), analistas financieros (46%) y transportistas (56,78%). 
Afirma también que sus datos indican una correlación negativa en-
tre la probabilidad de automatización de una profesión y su salario 
anual medio, lo que sugiere un posible aumento de la desigualdad a 
corto plazo. Así, pues, el trabajo se convertirá en un bien más escaso  
todavía. 

Ciertamente, la automatización tendrá menor incidencia en aquellas 
profesiones en las que las relaciones interpersonales y la creatividad 
tienen más importancia (Consejo Económico y Social, 2018, p. 53). 
También podemos utilizar, como argumento a favor de la posible re-
ducción de la jornada de la persona trabajadora que la automatización 
en muchos casos no supondrá la desaparición de su ocupación, sino 
que afectará solo a una parte de sus tareas. Y confiar en aquellas inves-
tigaciones que señalan que en el futuro habrá el ya mencionado efecto 
compensación, que acabará generando más crecimiento económico y 
empleo a largo plazo. Por más que muchas serán nuevas formas de 
prestación de trabajo (crowdsourcing, crowdworking, crowfunding, di-
gital nomad work, work on demand) que harán desaparecer el prototipo 
clásico de empleo estable y de calidad (Gómez Salado, 2021, p. 90 y 
106).

En definitiva, coincidimos con quienes manifestaron que una nueva 
jornada laboral de 32 horas semanales, aplicada como cuatro días de 
trabajo y tres de descanso hubiera favorecido la creación de empleos 
y, con ello, hubiera garantizado que un mayor número de personas pu-
diesen ejercer plenamente su derecho al trabajo (Gómez Salado, 2021, 
p. 138). Limitándose finalmente la reforma proyectada a 37 y media 
hay menos margen para esa generación de empleo; no obstante, algún 
impacto positivo seguramente podrá tener en la calidad del mismo, en 
los términos y con las limitaciones comentadas.
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2.2 Efectos de la Reducción de la Jornada en la Calidad del Empleo

Manifestó Alarcón Caracuel (1988, pp. 14-15) que en coyunturas eco-
nómicamente favorables la parte empresarial está interesada en obtener 
de sus trabajadores el mayor tiempo de trabajo posible, prolongando la 
jornada de trabajo, aunque sea mediante el mecanismo de las horas ex-
traordinarias; por el contrario, en épocas de recesión económica desea 
flexibilidad para adaptarse a las fluctuaciones del mercado y no disponer 
del tiempo del trabajador más que cuando sea estrictamente necesario. 
En definitiva, prefiere más posibilidades de recurrir al trabajo temporal 
y a tiempo parcial. Conforme a esa visión, si la coyuntura económica se 
presenta ahora en España como favorable, se entiende que la patronal se 
resista ferozmente a una reducción de la jornada laboral. Sin embargo, 
aun partiendo de aquel aserto, continúa existiendo una presencia impor-
tante de la contratación a tiempo parcial, significativamente alta en el 
caso de las mujeres8. Al menos en el sector servicios —señaladamente 
en hostelería y hotelería— parece que la semana laboral, al menos para 
el personal que desempeña puestos de trabajo para atender a la cliente-
la, se reduce a unos pocos días, o la jornada diaria a unas pocas horas.  
Al menos en la realidad más cercana de quien escribe, cada vez es más fre-
cuente consultar horarios de negocios que manifiestan abrir, durante todo 
el año o una buena parte de este, solo de jueves a domingo o, incluso, de 
viernes a domingo. Y otros a los que no puedes ir antes de entrar a trabajar 
ni una vez que sales ¿Cómo se explica, entonces, que luego sea tan difícil 
de asumir por las empresas que se reduzca la jornada legal a tiempo com-
pleto? Quizá, en línea con lo ya apuntado antes, lo más operativo sea que, 
tras estudiar los efectos de la reducción de la jornada que generalmente se 
establezca, se incorporen nuevas reglas o algunos ámbitos nuevos a los 
sectores que ya cuentan con ampliaciones de la jornada, en la reforma del 
reglamento de jornadas especiales.

Por supuesto, se podrá aducir que recurriendo al contrato a tiempo parcial 
la minoración que experimente el tiempo de trabajo tiene un efecto propor-
cional sobre las retribuciones y, consecuentemente, sobre el coste para las 
empresas; que de ahí la proliferación de esa modalidad de contratos. Por el 
contrario, la anunciada reducción de la jornada máxima legal, según dispo-
ne la disposición adicional tercera del Anteproyecto, “no podrá tener como 
consecuencia la afectación de las retribuciones, ni la compensación, absor-
ción o desaparición de cualesquiera derechos más favorables o condicio-
nes más beneficiosas que vinieran disfrutando las personas trabajadoras”.  

8	  Ciertamente, la participación de trabajadores a tiempo parcial en España ha sufrido 
un descenso entre 2018 y 2023. Como ponen de manifiesto el INE, a partir de datos de la 
encuesta de población activa, la de los hombres, respecto al empleo total masculino, pasó de 
un 6,8% en 2018 a un 6,6% en 2023, y la de las mujeres sobre el empleo total femenino de 
un 24,0% en 2018 a 21,1% en 2023 (Instituto Nacional de Estadística, Mujeres y hombres 
en España, 2023).
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Consecuentemente, se ha previsto que las personas con contrato a tiempo 
parcial que vayan a seguir efectuando el mismo número de horas que con 
anterioridad tendrán derecho al incremento proporcional de su salario a 
partir de la aplicación de la nueva jornada máxima de treinta y siete horas 
y media semanales (disposición transitoria segunda del Anteproyecto de 
Ley). Efecto este de incremento de las retribuciones que también se pro-
yecta para los supuestos de personas trabajadoras con jornada reducida 
con base en los arts. 37, 47 y 47 bis ET. En suma, este es un primer efecto 
de la reforma que proporcionaría empleo no nuevo, pero sí de mayor ca-
lidad.

Por otra parte, reducir la jornada legal de trabajo podría ayudar a crear 
nuevos empleos en aquellos ámbitos en que se ha puesto de manifiesto 
que existen personas trabajadoras que soportan jornadas semanales exce-
sivas, conforme a los datos estadísticos (Rísquez Ramos y Ponce Ávila, 
2024, p. 64).  En particular, podrían resultar beneficiadas las mujeres que 
desean y pueden trabajar más horas, pues muchas se encuentran en si-
tuación de “subempleo por insuficiencia de horas” (OIT, 2016, p. XV), 
introduciendo y/o aplicando acciones positivas, pues en muchos casos se 
trata de sectores masculinizados. Y, por otra parte, aunque no se creasen 
nuevos empleos, ya resultaría positivo que algunos existentes pasarán a ser 
empleos de mayor calidad, puesto que la norma proyectada prevé que los 
contratos a tiempo parcial con una prestación de trabajo de duración igual 
o superior, de promedio en el período de referencia fijado para el cómputo 
de la jornada de trabajo, a la jornada máxima semanal prevista en la re-
dacción proyectada para el artículo 34 ET se convertirán automáticamente 
en contratos de trabajo a tiempo completo, con los beneficios que ello 
implica. Además, reducir la jornada máxima legal podría tener el efecto de 
aproximar la jornada entre ambos sexos y avanzar hacia una sociedad, y 
unos usos del tiempo, más igualitarios y corresponsables (Baylos, Cabeza, 
Trillo, 2025, p. 3; Serrano Argüeso, 2025, p. 155). 

Por cierto, ante las quejas sobre una reducción de la jornada laboral que, 
por más que se quiera presentar de otro modo, no es tan significativa cuan-
titativamente hablando —máxime si la observamos en su proyección dia-
ria— quizá convenga recordar que existe una previsión estatutaria por la 
que se otorga al Gobierno la facultad de suprimir o reducir el número 
máximo de las horas extraordinarias por razones de reparto de trabajo, in-
cluso con carácter general (párrafo tercero, art. 35.2 ET), aunque solo por 
un tiempo determinado. Ante la posibilidad de activarla ¿qué se preferiría? 
Dejo esa pregunta en el aire, quizá para que la responda mi interlocutor.

Llama la atención, por cierto, que el Gobierno que ha tomado la iniciativa 
de reducir la jornada laboral ordinaria no haya a la vez retocado el régimen 
jurídico de las horas extraordinarias. Para, por lo menos, que el recurso a 
las mismas nunca sobrepase las cuarenta y ocho horas semanales, en línea 
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con lo dispuesto por la Directiva 2003/88CE. Pues, como bien se ha dicho, 
la reducción del tiempo de trabajo tampoco va a tener una gran utilidad 
si al mismo tiempo no se establecen mecanismos de contención del de-
sarrollo de horas extraordinarias” (Monereo Pérez y Gorelli Hernández, 
2009, p. 60). Por lo que compartimos la opinión de que debe evitarse que 
la reducción de la jornada no se compense mediante un aumento de horas 
extraordinarias; más bien, lo que quizá haya que plantearse también es 
reducir por ley su exceso (Serrano Argüeso, 2025, p. 166).

2.2. �La Mitigación del Impacto Económico de la Reforma:  
Medidas y Objetivos

La reducción de la jornada sin disminución de las retribuciones hace que, 
en principio, sean los empresarios quienes asuman económicamente la 
medida. Muchas son las voces que se han alzado, no solo desde ámbitos 
de representación empresarial sino desde la propia academia, señalando 
que la reducción de la jornada con mantenimiento de las retribuciones 
sería una realidad insoportable a la que las empresas no podrían hacer 
frente. Desde luego sus advertencias y argumentos no pueden descono-
cerse. Menos aun cuando el CES ha considerado en su dictamen que la 
justificación económica de la reforma que recoge la MAIN “está basada 
en un análisis de los impactos económicos esperados insuficientemente 
fundado e incompleto” (p. 11). Y, de hecho, señala que debería recoger 
las necesarias referencias a una evaluación más precisa y detallada del 
impacto económico que la entrada en vigor de la norma tendría en las 
diferentes realidades del tejido empresarial español; señaladamente, en 
las microempresas, las pymes y el sector primario (p. 13). La posición 
del CES es la que corresponde a la heterogeneidad de intereses repre-
sentados en ese órgano, enfrentados seguramente más incluso en esta 
nuclear materia en las relaciones de trabajo que en otras. Así, por un 
lado, reconoce la importancia de que se produzcan avances en la reduc-
ción de la jornada laboral; pero, por otro, pone de manifiesto que mien-
tras unas organizaciones destacan que el nuevo límite debe establecerse 
en la ley, otras señalan que debería adoptarse convencionalmente. Ante 
estas discrepancias, no puedo resistirme a contraponer las actitudes de 
las organizaciones frente a dos reformas del mismo precepto, el artículo 
34 ET. Cuando se proyecta ahora modificar el aspecto cuantitativo, el 
consenso resulta imposible y las organizaciones empresariales defienden 
que la fuente de derecho apropiada para introducir una limitación de la 
jornada es el convenio colectivo. Contrariamente a lo ocurrido cuando se 
reformó un aspecto cualitativo, el regulado en el apartado 2, por la Ley 
3/2012, para dotar al empresario de la facultad de distribuir unilateral-
mente de manera irregular a lo largo del año el diez por ciento de la jor-
nada de trabajo —por encima del cinco por ciento que el Gobierno había 
fijado en el previo Real Decreto-Ley. Entonces los empresarios alcan-
zaron un acuerdo con los sindicatos para ello que se incorporaría luego 
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a la ley, que pareció a todos la fuente idónea. Esa regulación comportó  
“una normalización de la jornada laboral irregular «dinámica» o «flexi-
ble», sin distinción de sectores y/o actividades”, en favor de la empresa y 
con ausencia de un real equilibrio en las posiciones entre partes (Igartúa 
Miró, p. 3-4). Seguramente ha llegado el momento de proporcionar, de 
algún modo, una regulación del tiempo de trabajo más equilibrada.

¿Cómo limitar el impacto de la reforma? Una primera posibilidad sería a 
través del diálogo social, alcanzando un acuerdo interprofesional (art. 83.3 
ET) para reestructurar las retribuciones de forma que se asuma el com-
promiso de reducir en los convenios colectivos que después se negocien 
los componentes salariales vinculados al tiempo de trabajo, ampliando los 
calculados sobre la productividad y beneficios, así como sobre el rendi-
miento y la consecución de objetivos. 

Se han manifestado opiniones doctrinales contrarias a que el gasto de la 
reducción de la jornada lo asuma el Estado, o que admiten que solo lo 
haga al principio, especialmente con respecto a las pymes, desconfiando 
de la eficacia de las subvenciones a la contratación (Toscani, 2024, p. 26). 
Pero parece razonable que se acompañe a las empresas en la transición 
hacia la nueva jornada máxima. Proporcionarles un apoyo mediante sub-
venciones para el impulso de la mejora de la productividad sobre todo 
en pequeñas y medianas empresas, como el ya ofrecido por la Orden 
ICT/1238/2022, de 9 de diciembre para las industriales que participaron 
en proyectos piloto de reducción de la jornada laboral9. Yo matizaría 
que, aunque no está en nuestra práctica reguladora, quizá debiera co-
menzar a atenderse no tanto, o no solo, al tamaño de la plantilla, sino a 
que sean empresas “pequeñas” en patrimonio y capital. Porque no puede 
olvidarse que hoy en día en determinados sectores de actividad existen 
organizaciones más que saneadas económicamente, incluso con grandes 
beneficios y con plantillas de reducidas dimensiones. En suma, puede 
acompañarse la reforma de la jornada ordinaria con algún tipo de apoyo 
económico a cargo de fondos públicos para las entidades empleadoras 
que realmente lo necesiten y así lo acrediten; pero las dificultades de al-
gunas no es motivo para obstaculizar una reforma de carácter general. Y, 
para reducir el efecto sustitución del trabajo humano y el desempleo tec-
nológico podrían algunas ser ayudas finalistas dirigidas a la formación 
permanente y recualificación profesional del personal de las empresas 
beneficiarias.

9	  En el preámbulo de esa Orden se manifestó que tras la finalización de los proyectos 
pilotos se realizaría “un estudio que permitiera evaluar y comparar los diferentes tipos de 
medidas que se hayan puesto en marcha, por los diferentes tip0os de empresas y con plan-
teamientos organizativos, tecnológicos o de negocio también diferentes”, lo que permitiría 
disponer de unas conclusiones y extraer recomendaciones para una futura toma de decisiones 
y elaboración de políticas públicas basadas en resultados analíticos reales.
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Quizá en la formulación de las normas, en esta como en otras cuestiones 
podrían introducirse matices para su aplicación en función de los diferen-
tes problemas que representan sus requisitos para pequeñas y medianas 
o grandes empresas. Habría que preguntarse también, si las asociaciones 
empresariales serían proclives en nuestro país a que la norma general reco-
giese esas diferencias, siendo menos exigente con unas que con otras. Ine-
vitablemente, rememoro que en relación con otra cuestión siempre contro-
vertida, la de la supuesta rigidez del ordenamiento laboral español, ya se 
aludió en su día a que en España más que un debate había una campaña 
llevada a cabo por los economistas del trabajo, a la que se criticó que “im-
putar la rigidez solo a las normas cuando existe otro factor importante de 
la misma que es la conducta de los actores sociales es un error de método, 
que puede conducir fácilmente a un error de diagnóstico” (Martín Valver-
de, 1984, 81). ¿Podría ser lo que ocurre de nuevo? Los efectos negativos 
que, en su caso, pudieran imputarse a la reducción de la jornada máxima 
legal, ¿Provendrán realmente de la envergadura —insistimos, reducida— 
de la novedad introducida por la norma o de cómo esta sea recibida y 
aplicada por esos actores?

3.  � EVITAR PERDER LA VIDA EN GANARLA:  
LA AMPLIACIÓN DEL TIEMPO PROPIO QUE SUSTENTA 
LA ECONOMÍA DEL OCIO

3.1 El Derecho al Tiempo Libre, más allá del Descanso

Frente a cierta mitificación del trabajo, la actividad productiva o profesio-
nal, el negocio (nec otium), se define etimológicamente por contraposición 
al ocio (otium), que sería el estado de libertad esencial al ser humano; 
aquel es, pues, un estado de necesidad por el que se sustrae tiempo al ocio 
para sufragarlo (Alarcón Caracuel, 1988, p. 13). El desarrollo de la perso-
nalidad se nos ha presentado siempre como conectado al propio derecho 
al trabajo, que contribuiría a aquel. No es cuestionable, pero sobre todo en 
tanto que se necesite como medio para cubrir las necesidades vitales. Una 
vez cubiertas, hay actividades y trabajos no productivos que seguramente 
pueden ser igual de gratificantes. Tanto en provecho propio como benévo-
los. En el primer supuesto, podrán atender otros intereses, otras variadas 
facetas de la personalidad tanto o más satisfactorias que la profesional. En 
el segundo, hay grupos y comunidades que podrían verse beneficiados de 
que las personas trabajadoras, una vez alcanzado el salario que se consi-
dere adecuado, dispusieran de más tiempo libre para desarrollar, por ejem-
plo, tareas de voluntariado. Ello debiera ser bien visto por las empresas, 
cuando ya en algunas existe un voluntariado corporativo, en el que brindan 
apoyo formal y facilitan al personal el poder dedicar su tiempo y sus ha-
bilidades a algún tipo de servicio a la comunidad (Licandro, 2016, p. 49). 
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La Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 expresó que 
“Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una 
limitación razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas 
pagadas” (art. 24). Y, en términos similares, en el Pacto Internacional de 
los derechos económicos, sociales y culturales de 16 de diciembre de 1966 
se reconoció el derecho de toda persona al goce de condiciones de trabajo, 
equitativas y satisfactorias, entre las que se incluye “El descanso, el dis-
frute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de trabajo y las 
vacaciones periódicas pagadas” (art. 7.d). Por consiguiente, si la garantía 
del tiempo libre fue una conquista social para las personas trabajadoras, 
la evolución del derecho del trabajo debiera traer consigo la mejora de ese 
derecho proporcionándoles cada vez más tiempo propio. Y, como se dijo 
al inicio, no deja de ser llamativo que el límite de la jornada no se haya 
modificado en décadas con ese objetivo. Olvidando que “la cantidad de 
horas trabajadas y la forma en que éstas se distribuyen no solo afectan 
a la calidad del trabajo sino también a la vida fuera del lugar de trabajo” 
(Conferencia Internacional del Trabajo, 2018, p. 2).

Enlaza esa defensa del tiempo libre con la finalidad tuitiva o de protec-
ción del trabajo, que ha sido considerada como una de las ideas de mayor 
proyección de la cultura jurídica contemporánea, con múltiples manifesta-
ciones, tantas como intereses personales o sociales del trabajador pueden 
encontrarse comprometidos e implicados en la prestación del trabajo, en-
tre ellos, el tiempo libre (Martín Valverde, 1987, p. XCVIII). 

Cabe destacar que la Comisión Mundial sobre el futuro del trabajo ela-
boró un informe independiente sobre la forma en que se podrá forjar un 
futuro del trabajo que ofrezca oportunidades de empleo decente y trabajo 
sostenible para todos, presentado en Ginebra el 22 de enero de 2019 bajo 
el título “Trabajar para un futuro prometedor” y que se sometió después 
a la consideración de la Conferencia Internacional del Trabajo en la reu-
nión del centenario. En él destacaba que “los trabajadores necesitan mayor 
soberanía sobre su tiempo”, debiendo “considerarse el tiempo de manera 
más global, de forma que el de trabajo también se amolde al de no trabajo” 
(Rodríguez Rodríguez, 2022, p. 39). Argumento que enlaza con el previo 
estudio general relativo a los instrumentos sobre el tiempo de trabajo, Ga-
rantizar un tiempo de trabajo decente para el futuro”, presentado en 2018 
a la 107ª Conferencia General de la OIT. 

Ese empoderamiento sobre el reparto de los tiempos vitales tiene, como bien 
ha sido puesto de relieve, una clara dimensión de género (Rodríguez Rodrí-
guez, 2022, p. 40), en la medida en que es sobradamente conocido que los 
estudios estadísticos muestran que son las mujeres quienes invierten más 
tiempo en el hogar y en los cuidados; quienes también, por ello, ejercitan 
de forma mayoritaria los derechos para la conciliación de la vida familiar 
y laboral frente a las empresas. Pero esta perspectiva de la ordenación y 
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compaginación del tiempo de trabajo y el tiempo para los cuidados excede 
del objeto de esta ponencia y su comentario ha sido encomendado a otros 
estimados colegas. Sí queremos dejar manifestada nuestra opinión sobre el 
argumento que se ha utilizado contra la posibilidad de concentración de la 
jornada en cuatro días, sobre la que luego volveremos, en el sentido de que 
al implicar el aumento de las jornadas diarias ello perjudicaría a la organi-
zación de la conciliación familiar; no lo comparto. Para procurar la com-
paginación de las responsabilidades profesionales y personales continua-
rán existiendo derechos que ejercitar, ya sea a la reducción de la jornada, a 
la adaptación del tiempo de trabajo mediante una flexibilidad en la entrada 
o salida o al recurso trabajo a distancia. Y aunque también se ha señalado 
que la reforma “siendo disruptiva y costosa para las empresas, tienen un 
impacto modesto en términos de recuperación de tiempo libre por las per-
sonas trabajadoras” (Matorras Díaz-Caneja, 2024, p. 2), sin duda alguna 
contribución para mejorar su vida supone, y si la reducción de la jornada 
propuesta fuera mayor, las críticas desde los entornos empresariales serían 
más feroces, porque los costes serían aún mayores. Por consiguiente, se 
trata de una reforma que se pretende razonable y equilibrada.

El énfasis quiere ponerse aquí en que esa soberanía de la persona trabajadora 
sobre su tiempo debe atender también a la transición hacia un nuevo modelo 
de sociedad, deseado por las nuevas generaciones, que ya no sitúe el trabajo 
en el centro de la existencia, con un planteamiento de la organización de la 
vida más diverso (Baylos, Cabeza, Trillo, 2025, pp. 3-4). Asistimos a un cam-
bio cultural importante en el mundo desarrollado donde la mayor parte de la 
población ha hecho suya la filosofía “tener menos, disfrutar más” (Álvarez 
Alday, Fernández-Villarán Ara, 2012, p. 351). En la jerarquía de valores de la 
ciudadanía, el ocio ha pasado a ocupar un lugar central, dejando de ser una ca-
racterística de los segmentos extremos de la población (infancia y vejez) para 
ser una condición irrenunciable de la edad adulta, en tanto que el trabajo “se 
considera como una servidumbre, un peaje necesario” (Herrero Prieto, 2002, 
p. 151). La razón de ser de la limitación de la jornada laboral no solo consiste, 
pues, en la promoción de la seguridad y salud de las personas trabajadoras, 
proporcionando el necesario descanso, sino también en asegurar el tiempo de 
ocio para su desarrollo personal (López Ahumada, 2022, p. 34). 

3.2. Tiempo Libre y Economía del Ocio

Parece evidente que liberar tiempo de trabajo para ofrecer más tiempo para 
atender los personales intereses de las personas trabajadoras mejora su calidad 
de vida. Y ya hemos argumentado sobre que el tiempo propio del que dispon-
gan les proporcionará un descanso que permitirá luego reanudar la prestación 
de servicios en mejores condiciones físicas y mentales, siendo por ello más pro-
ductivas para beneficio tanto de las personas o entidades empleadoras como, en 
su caso, de las destinatarias de sus productos o servicios. Aparte de esos efectos 
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positivos, que lo son e importantes para el conjunto de sectores de actividad, a 
nuestro juicio puede ser interesante tener en cuenta que ello favorece, en par-
ticular, la consolidación de la evolución que ha experimentado en las últimas 
décadas la economía de la cultura y, más ampliamente, la economía del ocio.

Como ponen de relieve Álvarez Alday y Fernández-Villarán Ara (2012, 
pp. 351-353), el ocio se ha convertido en un importante motor económico 
y la ciencia económica se esfuerza en adaptarse a ese cambio. El ocio se 
presenta, incluso, como una alternativa de desarrollo en regiones con proble-
mas estructurales en los sectores productivos tradicionales. Y afirman que el 
impacto económico de las industrias de ocio, en todas sus variedades10, es 
extraordinario porque se ha convertido en protagonista a futuro de la gene-
ración de PIB, renta y empleo en el mundo rico y, en buena medida, también 
en el mundo pobre, a corto plazo para salir de la pobreza y a largo como for-
ma de crecimiento económico por las posibilidades de diversificación que 
puede abrir. Y eso que el sector de la cultura y ocio está infravalorado, apun-
tan desde la que ya constituye una rama disciplinar específica, la Economía 
de la Cultura, entre otras razones por el denominado popularmente como 
efecto “cocooning”; esto es, hay un tipo de actividades de tiempo libre que 
se realizan en el hogar y que no se computan en la producción de un país, 
porque incrementan no el consumo de servicios, sino el consumo de bienes 
en el hogar. En suma, la cultura y el ocio —cuyo consumo requiere de tiem-
po libre— es una fuente importante de generación de flujos económicos, 
rentas y empleo (Herrero Prieto, 2002, pp. 149-152). 

El caso más claro es, junto al deporte, quizá el del turismo que, como es sa-
bido, constituye una de las actividades económicas de mayor importancia 
en España, y si bien una parte la generación de beneficios y renta proviene 
de visitantes del extranjero, el turismo interno tiene una significativa en-
vergadura. Junto a la muy loable política pública de mejorar la calidad de 
vida de las personas trabajadoras quizá habrá que intensificar las políticas 
públicas que promuevan el uso eficiente del tiempo libre, desde el punto 
de vista de que en él no solo se descanse, sino que, además, se desarrollen 
actividades con impacto en la productividad individual y en la de nues-
tras empresas. Porque quienes son el personal de unas no dejan de ser  
consumidores y usuarios para otras. A lo mejor, desde esta perspectiva, 
también una nueva corresponsabilidad es necesaria, la de las empresas en 
los usos del tiempo.

10	  En su análisis comparado de las industrias de cultura y ocio en diferentes países, las 
autoras arriba citadas manifiestan que solo son consideradas como industrias de la cultura y 
el ocio en todos los países las artes escénicas, musicales, cine y video, televisión y radio, las 
artes plásticas (pintura, escultura, fotografía), la edición e impresión de libros y la publicidad. 
En particular, en España en la industria de la cultura se incluyen a museos y bibliotecas, pa-
trimonio histórico, política lingüística y juventud (las dos últimas, por cierto, solo en nuestro 
país tienen esa consideración), en la de ocio, las actividades deportivas, taurinas, parques 
recreativos, ferias y salones, loterías y apuestas, y juguetes. Por último, también, como in-
dustrias de apoyo, se suman al comercio minorista y mayorista.
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Para que la aplicación de la reducción de la jornada laboral ordinaria tenga 
efectos positivos no solo para las personas trabajadoras individualmente con-
sideradas, sino también sobre la economía del ocio, se precisa que no se apli-
que de cualquier forma. Como señaló hace ya décadas Jané Sola (1975, p. 164), 
debe ser tiempo libre que no se refiera tanto a muchos y cortos espacios no 
ocupados, sino que “lo que hace falta es la acumulación continua e ininterrum-
pida de períodos de tiempo libre”; lo que el Servicio de Estudios del Chase 
Manhattan Bank denominó leisure blocks, “bloques de tiempo disponible”. 
Un período de vacaciones cada vez más largo y una semana laboral cada vez 
más corta, así como un horario de trabajo continuo, generalizado en otros es-
tados, como es el de las ocho de la mañana a las cinco de la tarde, además de 
un horario flexible con eliminación de las tremendas rigideces que todavía 
persisten y provocan entradas y salidas multitudinarias y simultáneas. 

Desde esta perspectiva, de proporcionar bloques de tiempo disponible 
acumulado, seguramente resultaría más útil la semana laboral de cuatro 
días, con tres liberados para el descanso y tiempo propio. Bloques de tiem-
po disponible acumulado que, por cierto, no solo existen, sino que son 
frecuentes en sectores de actividad sujetos al reglamento de jornadas es-
peciales. Y para los que se pusieron en marcha en 2022 programas piloto 
de incentivos públicos a la jornada laboral de cuatro días tanto a nivel 
estatal como en la Comunidad Valenciana, siendo criticados por inyectar 
ayudas públicas a empresas con suficientes márgenes de productividad sin 
un compromiso claro de subir el empleo (Lahera Forteza, 2023, p. 9). 

Ahora bien, como bien se ha puesto de relieve, ello supone “una forma re-
novadora de organizar la prestación de trabajo, pero que necesita responder 
a interrogantes tales como en qué trabajos es posible esa realidad y cómo se 
relaciona con la productividad” (Álvarez de la Rosa, 2021, p. 2). Es para esta 
mayor transformación que supondría la acumulación del tiempo de trabajo 
semanal liberado del trabajo para la que es necesaria “la estrecha y direc-
ta participación de la negociación colectiva, pero con la intervención del 
Estado (ejecutivo y legislativo) en la fijación de los elementos precisos de 
derecho necesario (límite de la jornada diaria, exigencia de descanso entre 
jornada y jornada y fórmula de calcular la jornada en un tiempo dado de re-
ferencia)” (Ibidem, p. 6), que podrá evaluar la posibilidad en cada sector de 
que se articule la reducción legal de la jornada laboral de este modo. 

No obstante, se ha constatado que las todavía escasas experiencias conven-
cionales de jornadas semanales de cuatro días se han establecido en conve-
nios de empresa y, además, en algunas de ellas solo con carácter voluntario 
e impacto sobre una retribución también reducida; siendo más habitual la 
jornada de cuatro días y medio. Y, en esa línea se apostó porque no fuese 
una regulación legal genérica la que disminuyese la jornada máxima legal, 
sino la negociación colectiva, en especial la de empresa, la que continuase 
la senda de reducción del tiempo de trabajo (Lahera Forteza, pp. 5-6 y 12). 
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Un último apunte: la reducción de la jornada tal y como finalmente la ha 
planteado el Gobierno en su Proyecto de Ley no debiera resultar difícil de 
asumir en una mayoría de entornos laborales. De acuerdo con los datos 
de la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos (CCNCC, 
Boletín nº 85) en 2023 los convenios colectivos del sector privado tuvie-
ron medias de 1740 horas anuales, lo que supone unos 38 semanales; la 
medida anual de los de empresa fue de 1700 anuales, unas 37semanales. 
Si bien en los convenios de 2024 la jornada media pactada ha sido un poco 
superior, de 1.709,3 horas en los convenios de empresa —10,9 horas más 
que en el ejercicio anterior— y de 1.759,1 horas en los supraempresariales 
—5,7 horas por encima de la jornada de 2023— según datos que nos ha 
propor cionado (CCNCC, Boletín nº 91). Ciertamente, no puede olvidarse 
que la reducción de la jornada ha avanzado de forma desigual según el 
sector de actividad de que se trate, precisamente por la falta de actuación 
en algunos; como tampoco que lo negociado puede ser modificado en de-
terminadas circunstancias —señaladamente, a través del mecanismo de 
inaplicación del art. 82.3 ET— “por lo que la previsión convencional no 
garantizaría la equidad y homogeneidad que se busca y que se adapta a los 
parámetros europeos” (Serrano Argüeso, 2025, p. 169).

Así las cosas, por múltiples razones la fórmula de distribución flexible del 
tiempo adoptada para reducir la jornada, en el marco de un cómputo anual, 
parece oportuno que sea uno de los elementos de derecho necesario que la 
ley fije como avance social generalizado en la regulación del trabajo asa-
lariado. Quede a la negociación colectiva determinar cómo resulta factible 
su concreción en esa distribución irregular, con respeto siempre a los de-
rechos al descanso, y a una revisión del reglamento de jornadas especiales 
el fijar sus razonables excepciones.

4. CONCLUSIONES

En el análisis precedente nuestra investigación ha explorado las impli-
caciones multifacéticas de la reducción de la jornada laboral máxima en 
España, considerando su evolución histórica y examinando la compleja 
interacción entre las regulaciones laborales, el impacto económico y en 
el empleo, los avances tecnológicos, las cambiantes expectativas de equi-
librio entre la vida laboral y personal, y los cambios socioculturales más 
amplios que están dando forma al lugar de trabajo moderno. Desde ese 
análisis hemos extraído, como conclusiones clave, las siguientes:

1. El análisis histórico subraya una tensión constante entre el impulso 
de reducir la jornada laboral, desde la defensa de los derechos de los 
trabajadores y las preocupaciones de salud pública, y la resistencia de 
los empleadores que priorizan la productividad y la rentabilidad. Si bien 
la legislación ha reducido progresivamente las horas máximas de trabajo 
semanal, las horas reales trabajadas por las personas a menudo difieren 
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significativamente: por un lado, debido a la prevalencia del trabajo a 
tiempo parcial; por otro, por la distribución irregular que conduce a jor-
nadas semanales excesivas e, incluso, a la subdeclaración o mala clasi-
ficación de las horas extraordinarias. El debate en curso sobre el marco 
legal adecuado para regular las horas de trabajo —la legislación frente 
a la negociación colectiva— pone de manifiesto las complejidades inhe-
rentes a encontrar el papel que ha de desempeñar cada fuente, pero se 
apuesta por la necesidad de que, como regla general, se implemente una 
reducción de la jornada máxima ordinaria en la ley y que las realidades 
sectoriales específicas sean consideradas mediante una regulación regla-
mentaria o en el ejercicio de la autonomía colectiva, preferentemente en 
el nivel sectorial.

2. Los resultados demuestran que los avances tecnológicos, especial-
mente la automatización y la digitalización, no solo están desplazando 
puestos de trabajo, sino que están transformando profundamente la na-
turaleza del trabajo en sí misma. Si bien algunos sectores pueden en-
frentarse a pérdidas significativas de empleos, otros experimentarán una 
transformación de las tareas y los roles. Este cambio exige un enfoque 
proactivo para la adaptación de la fuerza laboral, incluyendo la mejora 
de las habilidades, la reconversión profesional y el desarrollo de nuevos 
modelos de empleo que se alineen con el panorama laboral cambian-
te y aborden la posible exacerbación de las desigualdades existentes. 
Las ayudas públicas a las empresas que tengan mayores dificultades 
para la aplicación de la reducción de la jornada podrían destinarse a esa  
finalidad.

3. La investigación destaca un cambio profundo en los valores sociales, 
donde el ocio y el bienestar personal han ganado importancia. La bús-
queda de un mejor equilibrio entre la vida laboral y personal ya no es una 
preocupación marginal sino una expectativa central, especialmente entre 
las generaciones más jóvenes. La regulación legal de las horas de trabajo 
debe reconocer esta realidad y aspirar a fomentar un entorno donde las 
personas puedan gestionar eficazmente su vida profesional y personal 
sin comprometer su bienestar. A lo que contribuiría una reducción razo-
nable de la jornada laboral, sin merma de las retribuciones. El promover 
una cultura que valore la integración entre la vida laboral y personal es 
fundamental para fomentar una sociedad más productiva y equitativa.

4. El debate sobre las implicaciones económicas de la reducción de la jor-
nada laboral revela una complejidad considerable que, debemos recono-
cerlo, escapa en buena medida a la especialización de quien escribe estas 
líneas. Si bien las preocupaciones sobre los posibles impactos negativos 
en la rentabilidad de las empresas son válidas, ignorar los beneficios po-
tenciales de un mayor bienestar y productividad de los trabajadores es, 
a nuestro juicio, un grave error. El análisis subraya la necesidad de una 
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evaluación económica exhaustiva y multifacética que considere tanto los 
efectos inmediatos como los a largo plazo, incluyendo factores como una 
mayor motivación de los trabajadores, una reducción del absentismo y 
la rotación de personal, y la posible estimulación de nuevas actividades 
económicas relacionadas con el ocio y la recreación. Un enfoque holís-
tico, que considere los diversos resultados económicos potenciales, es 
fundamental para la toma de decisiones políticas informadas.

5. La exploración de la jornada de cuatro días, aunque no parece ya 
formar parte de la propuesta de reforma legal, presenta posibilidades 
interesantes, aunque también obstáculos prácticos significativos. Su im-
plementación generalizada requeriría una cuidadosa consideración de 
factores como las expectativas de los empleados, las características de 
la industria, la adaptación de la organización del personal y la posible 
necesidad de ajustar las estructuras salariales. Se necesita más investiga-
ción para determinar la viabilidad y el diseño óptimo de este modelo en 
diversos sectores. Por ello, en este aspecto consideramos que el convenio 
colectivo es fuente de regulación más apropiada que la ley.

Finalmente, la propuesta de reducción de la jornada laboral máxima re-
presenta un paso significativo hacia la modernización de las leyes la-
borales españolas y su alineación con las necesidades y expectativas 
cambiantes de la fuerza laboral del siglo XXI. Sin embargo, el éxito de 
esta iniciativa depende no solo del marco legislativo sino también de me-
didas complementarias que aborden los desafíos más amplios descritos 
anteriormente. Las políticas proactivas que mejoren las habilidades y la 
capacidad de adaptación de las plantillas, promuevan la integración entre 
la vida laboral y personal, fomenten un entorno de corresponsabilidad 
entre empleadores y empleados, y faciliten una transición fluida hacia 
una distribución más equitativa del tiempo de trabajo son fundamentales 
para maximizar los resultados positivos y mitigar las posibles conse-
cuencias negativas. Un diálogo continuo, a nivel interprofesional —con 
la participación del Gobierno— y sectorial, entre representaciones de 
personas trabajadoras y empleadoras será esencial para evaluar la efica-
cia de estos cambios y perfeccionar las políticas según sea necesario. El 
futuro del trabajo en España dependerá, en gran medida, de la eficacia 
con la que se gestione esta transición.
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1. LA LIMITACIÓN JURÍDICA DE LA JORNADA LABORAL 

La limitación de la jornada laboral es una de las principales funciones del 
derecho del trabajo. Se trata de un auténtico principio, formalizado como 
derecho fundamental a la limitación de la duración del trabajo. Se plas-
ma en textos jurídicos tan relevantes como la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos (artículo 24), el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (artículo 7), la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea (artículo 31.2) o la Carta Social Eu-
ropea (Revisada) (artículo 2). La Constitución española, “asumiendo una 
larga tradición de intervención legal en la materia” (STC 210/1990, de 20 
diciembre, FJ 2), hace referencia a la limitación de la jornada laboral en 
relación con la garantía del descanso necesario (art. 40.2), dentro del Ca-
pítulo de principios rectores de la política social y económica.

De textos tan generales como los citados no cabe esperar una concreción 
acerca de qué limitación es la apropiada. La Declaración Universal y el Pac-
to Internacional hablan de una limitación “razonable”. La Carta Social insis-
te en lo de la duración “razonable” de la jornada, y añade que se ha de transi-
tar hacia una progresiva reducción de la “semana laboral”, “en la medida en 
que lo permitan el aumento de la productividad y otros factores pertinentes”.

En la concreción de lo que sea “razonable” se entra en terreno discutible. 
Una prueba histórica de esto la ofrece el escaso éxito del Convenio sobre 
las horas de trabajo (industria), que es el número 1 de la OIT (1919). Pese 
a lo incontrovertido del principio general de limitación de la duración del 
trabajo a que este Convenio responde, lo cierto es que tan solo cuenta con 
52 ratificaciones y que no está en vigor en países de la relevancia de Es-
tados Unidos, China, Alemania, Japón, Francia, Italia o Reino Unido. El 
debate no está en el principio, sino en los estándares, es decir, los niveles o 
umbrales, esencialmente numéricos, en que el principio ha de concretarse 
para tener eficacia regulatoria. La Recomendación de la OIT sobre la re-
ducción de la duración del trabajo, 1962 (núm. 116), indica la semana de 
cuarenta horas como “una norma social que ha de alcanzarse”. La semana 
de cuarenta horas forma parte, como tal, del acervo clásico del derecho 
internacional del trabajo, aunque el Convenio de la OIT sobre las cuarenta 
horas, 1935 (núm. 47), tan solo haya recibido quince ratificaciones.
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Los estándares internacionales parecen oscilar, por tanto, entre, por un 
lado, las 48 horas como duración máxima de la jornada, que es el fijado en 
el citado Convenio núm. 1 de la OIT, y también en la Directiva 2003/88, 
cuyo artículo 2 dice que la duración media del trabajo no deberá exceder 
de 48 horas, incluidas las horas extraordinarias, por cada período de siete 
días, y, por otro lado, las 40 horas, como aspiración de “norma social”.

De lo que aquí se trata es de un estándar normativo “máximo”, que pue-
de ser y seguramente será distinto del tiempo habitualmente trabajado de 
hecho. Por ejemplo, en la UE, con datos de 2023, la jornada semanal más 
“habitual” se ubica entre las 40 y las 44.5 horas de trabajo (es la que tiene 
el 47% de los trabajadores), incluyendo horas extras (Datos de Eurostat. 
File: Comparison of the distribution of average number of usual and actual 
hours of work in the main job, for employed people, 2023, EU (%, aged 
20 to 64)). Para la comprensión de lo que se tratará en este trabajo, es 
importante retener este matiz, porque la distancia entre la jornada máxima 
“legal” y la que realmente opera en la práctica, sea como resultado de 
convenciones colectivas o de acuerdos individuales, pone de manifiesto 
que los sectores, las empresas y los individuos disfrutan de un margen de 
adaptación. La prueba de que un máximo legal más amplio no implica 
mayor duración de la jornada lo ofrece la comparativa entre España y el 
Reino Unido: mientras que en este se permiten jornadas semanales de 48 
horas de media (normalmente en períodos de 17 semanas) y se permite 
que el trabajador pueda incluso descolgarse y trabajar una jornada mayor 
(“opting out”), la jornada media efectiva es menor que la española (según 
datos de la OCDE para 2023, en España la jornada media fue de 1632 ho-
ras, mientras que en el país isleño la media fue de 1524 horas).

En cualquier caso, las referencias internacionales y más las de derecho 
comparado deben tomarse con cuidado, ya que un dato legal como el de 
la duración máxima del trabajo no puede entenderse aislado del siempre 
complejo conjunto normativo en el que se inserta. Esto es especialmente 
aplicable al ejemplo francés, que suele esgrimirse en multitud de informes 
o propuestas. Entre las últimas que lo esgrimen con impropiedad figura, 
por ejemplo, la proposición de ley del G.P. Mixto del Congreso para la re-
ducción de la duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo a 35 ho-
ras semanales (BOCG, Congreso, Serie B, núm. 182-1, 21-2-2025), en la 
que se lee que “la tendencia actual en los distintos países europeos es la de 
reducir la jornada laboral máxima. Destaca el caso de Francia, que desde 
el año 2000 ha fijado por ley la semana laboral en 35 horas semanales sin 
reducción salarial”. Esto dista de reflejar la realidad normativa del vecino 
país. En Francia, aunque la jornada máxima “normal” o “completa” es de 
35 horas semanales, se contemplan extensiones de jornada por la vía de 
las “horas suplementarias”, que pueden conducir a semanas de 48 horas de 
trabajo (art. L3121-20 Code du Travail) y a períodos de 12 semanas conse-
cutivas con una media semanal de hasta 44 horas de trabajo (art. L3121-22 
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Code du Travail); es cierto que estas horas suplementarias conllevan un 
recargo salarial (del 25 por 100 para las primeras 8 horas suplementarias 
semanales), pero también lo es que la empresa puede exigir la realización 
de hasta 220 horas suplementarias al año (art. D3121-24 Code du Travail) 
y que su tratamiento cotizatorio y fiscal es más favorable.

En suma, sobre la premisa de que debe existir un límite a la duración del 
trabajo, la cuestión delicada es la determinación del estándar. Para llevar 
a cabo esta tarea, habría primero que reconocer que el límite a la jornada 
de trabajo tiene un carácter ambivalente. De esto se trata a continuación.

2. LA AMBIVALENCIA DEL LÍMITE A LA JORNADA LABORAL

La exacta determinación de un límite a la jornada laboral exige entender su 
carácter ambivalente. Por un lado, es notorio que la regla sobre duración 
máxima de la jornada tiene un sentido protector de la parte débil del con-
trato, una protección que se fundamenta en consideraciones de dignidad 
y seguridad y salud, entre otras. Una jornada excesiva, en la que el tra-
bajador dedica al trabajo todo su tiempo “útil”, más allá del inesquivable 
descanso biológico, atenta frontalmente a la dignidad humana, en cuanto 
convierte al ser humano en un mero instrumento de producción, en un 
medio para un fin que, además, en el contexto de la relación laboral, le es 
ajeno. Sobre las consideraciones de seguridad y salud no hace falta insistir, 
puesto que las jornadas excesivamente prolongadas propician accidentes 
y, en el medio y largo plazo, pueden ser nocivas para la salud física y men-
tal, especialmente si van acompañadas de otros factores, como el trabajo 
a turnos o el trabajo nocturno (P. Tucker, S. Folkard, 2012). En todo caso, 
es importante subrayar que la conexión entre tiempo de trabajo y riesgos 
laborales va más allá de la mera cuestión de la duración de la jornada en 
cómputo anual, siendo quizá más relevantes cuestiones como la extensión 
de la jornada diaria, determinadas formas de distribución del tiempo de 
trabajo o la previsibilidad de horarios (Aguilar Martín, 2021; Igartua Miró, 
2024). De esto se ocupa extensamente la ponencia de Ana Rosa Argüelles.

Por otro lado, la regla sobre duración máxima de la jornada constituye 
también una prohibición de trabajar: se prohíbe el trabajo más allá del 
límite. La idea de prohibición se capta bien si se entiende que el trabajo 
por cuenta ajena es la única forma realmente disponible de trabajo para 
una amplia mayoría de personas. Esta otra mirada al límite a la jornada 
nos conduce al tema del derecho al trabajo, que comprende “el derecho de 
toda persona de tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un tra-
bajo libremente escogido o aceptado” (artículo 6.1 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales). Esta vertiente del límite, 
la “prohibición de trabajar”, no se aprecia tanto en España porque, de ma-
nera contradictoria con sus fundamentos materiales (seguridad y salud),  
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la prohibición se aplica sobre una única relación laboral, dejando fuera 
de su alcance las situaciones de pluriempleo y pluriactividad. Esto no es 
así en todos los países. En Reino Unido, por ejemplo, el límite de jornada 
laboral se aplica a la suma de trabajos por cuenta ajena de una persona. 
Lo mismo ocurre en Francia: “Aucun salarié ne peut accomplir des tra-
vaux rémunérés au-delà de la durée maximale du travail” (Article L8261-1 
Code du Travail). En España, hay algo de hipocresía legislativa en limitar 
la jornada laboral al tiempo que se permite una jornada sin fin mediante 
el pluriempleo.

La aplicación de la limitación de jornada a la totalidad de los empleos por 
cuenta ajena que una misma persona desempeña en paralelo puede encon-
trar una dificultad jurídica en el aserto de que la dignidad personal incluye:

el derecho de todas las personas a un trato que no contradiga su con-
dición de ser racional igual y libre, capaz de determinar su conducta 
en relación consigo mismo y su entorno, esto es, la capacidad de “au-
todeterminación consciente y responsable de la propia vida” (STC 
53/1985, de 11 de abril, FJ 8), así como el libre desarrollo de su 
personalidad (art. 10.1 CE) (STC 192/2003, de 27 de octubre, FJ 7).

Como señala la propia STC 192/2003, el nuestro es “un sistema jurídico 
presidido por la libertad y el derecho al trabajo (art. 35.1 CE)”, lo que 
“hace posible, entre otros fenómenos, la prestación simultánea de servi-
cios profesionales para dos o más empresarios”.

Sin embargo, un límite fijado en torno a un estándar elevado (48 horas 
semanales para la suma de trabajos por cuenta ajena) puede considerarse 
un equilibrio razonable entre el derecho al trabajo, como manifestación de 
la autodeterminación individual, y la protección de la seguridad y la salud, 
protección que no entiende del número de empleos o relaciones laborales 
en paralelo que una persona mantenga. Cuando nos ubicamos más allá del 
fundamento de la protección de la seguridad y la salud, una restricción en 
el número de horas que una persona puede trabajar debe ponderarse de 
manera mucho más estricta en relación con el derecho al libre desarrollo 
de la personalidad; en concreto, y dicho sea sin curvaturas, no creo que sea 
el Estado el que deba decidir si el tiempo de cada cual ha de dedicarse al 
trabajo o al ocio.

Otro orden de dificultades plantea el trabajo por cuenta propia, del que 
no hay espacio para ocuparse aquí, aunque vale la pena recordar que la 
diferencia de trato entre un tipo de trabajo y otro no puede justificarse 
en razones de seguridad y salud laborales ni de cuidados familiares ni de 
utilización del ocio, sino en una razón de carácter esencialmente técnico, 
configurada por el hecho de que en el trabajo por cuenta ajena existe un su-
jeto al que imputar las obligaciones y las responsabilidades relacionadas con 



292	 Francisco Javier Gómez Abelleira

la limitación de la duración máxima del trabajo. Tan es así que el volunta-
rioso Estatuto del Trabajo Autónomo, tras señalar, con un tosco apoyo lite-
ralista, que la referencia constitucional a la limitación de la jornada laboral 
no tiene “por qué circunscribirse al trabajo por cuenta ajena”, es incapaz 
de establecer una sola regla a este respecto para el trabajo autónomo; e 
incluso para el económicamente dependiente se remite, en lo tocante a la 
cuantía máxima de la jornada de actividad, a lo que se pacte en el contrato 
o en un acuerdo de interés profesional (art. 14.2).

El carácter ambivalente del límite a la duración máxima de la jornada 
provoca una tensión en ese límite. Resulta claro que sin él se multiplica-
rían los casos de explotación laboral, y este riesgo es inasumible, porque 
amplios segmentos de la población asalariada necesitan esta intervención 
heterónoma, especialmente aquellos sin cobertura de negociación colecti-
va. Pero también parece razonable sostener que un límite excesivamente 
reducido supondría una intervención demasiado invasiva en la esfera de la 
libertad individual, una de cuyas proyecciones, como se acaba de referir, 
es la libertad de trabajo. Trabajar puede ser una opción legítima de la per-
sona, puede ser el resultado de una decisión completamente libre, como 
pone de relieve en nuestras sociedades la realidad de muchos individuos 
que trabajan sin que ello responda a una estricta necesidad económica de 
hacerlo. En cualquier caso, corresponde al ámbito de decisión individual 
determinar si la preferencia es por más tiempo libre o por más remunera-
ción, o cuál es el punto de equilibrio en el que ambos aspectos se satisfa-
cen más o menos correctamente.

El tema se complica, además, cuando se introduce la perspectiva empre-
sarial. Aunque no debe ser la perspectiva dominante a la hora de definir el 
límite, las exigencias, necesidades o conveniencias empresariales en orden 
a la cantidad de trabajo han de ser tenidas en cuenta en el debate. La polí-
tica legislativa puede optar aquí por proporcionar elementos de flexibili-
dad directamente sobre el límite cuantitativo (las horas extraordinarias, por 
ejemplo) o sobre las formas de distribución de las horas de trabajo. Parece 
que las organizaciones empresariales vienen poniendo el acento más en esto 
último que en lo primero. Al menos no constan importantes reivindicaciones 
empresariales por una duración mayor de la jornada y sí son insistentes, en 
cambio, las demandas de las empresas por mantener o incrementar la flexi-
bilidad horaria y de calendario, las fórmulas de distribución irregular de la 
jornada, etc. En cualquier caso, las dificultades que existen en muchos sec-
tores para cubrir vacantes debieran ser tenidas en cuenta en un debate social 
y económico acerca de la limitación de la jornada laboral. La proliferación 
de horas extras puede corresponderse con tales dificultades.

Otro aspecto del difícil equilibrio en el límite es el que pone de ma-
nifiesto el Comité Europeo de Derechos Sociales cuando declara que 
abordar la excesiva duración del trabajo sin tener en cuenta su origen 
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económico puede dar lugar a que los trabajadores busquen un segundo 
empleo, formal o informal, convirtiendo en ilusoria la protección que 
se establece (European Committee of Social Rights, Statement of Inter-
pretation: Article 2 [30 September 1975]. Citado por N. Bueno [2023]. 
Esta cara económica del problema de la reducción de jornada es suma-
mente importante, y sería engañoso pensar que se trata de una cara de 
interés exclusivamente empresarial. Al contrario, las mayores víctimas 
de una economía en la que se generan salarios de mera subsistencia son 
siempre los individuos con menos recursos económicos. Como luego 
se argumentará, la garantía “jurídica” de mantenimiento salarial vincu-
lada a la reducción de jornada no constituye una garantía “económica” 
en cualquier plazo significativo que se quiera considerar, porque en ese 
plazo medio o largo la jornada y la remuneración tenderán a reequili-
brarse. Esta es una cuestión clave a la que habrá que dedicar atención 
más adelante.

Una dimensión importante del problema de los límites de duración de la 
jornada surge de las enormes dificultades para medir el tiempo de trabajo. 
Por una parte, estas dificultades pueden tener su origen en la propia con-
ceptualización jurídica de lo que sea tiempo de trabajo. La visión jurídica 
“excesivamente reduccionista” (Basterra, 2023, p. 120) del tiempo como 
binaria, entre tiempo de trabajo y tiempo de descanso, impide apreciar en 
toda su justeza el impacto de los tiempos de espera, transporte o guardias 
en el bienestar del trabajador. Por otra parte, la digitalización permite pasar 
de trabajar a no trabajar y viceversa en espacios temporales muy reduci-
dos. Esta fragmentación del tiempo en tareas diversas, no todas estricta-
mente laborales, es prácticamente ubicua y, en especial, forma parte del 
modo de vida de las personas más jóvenes. Las ganancias de autonomía 
organizativa de las que disfrutan muchas personas en sus trabajos son in-
negables. El impacto de esto último en sectores, actividades o profesiones 
en los que la empresa valora principalmente los resultados (output), más 
que el tiempo dedicado (input), es enorme.

No extraña que, a la vista de todo lo dicho, la idea de reducir la jorna-
da de trabajo de manera generalizada, por ley, puede ser analizada des-
de múltiples perspectivas. Algunas de ellas ya han sido exploradas en la 
ponencia de la profesora Argüelles Blanco, además de en trabajos publi-
cados recientes, como los de las profesoras Matorras (2024) y Serrano 
Argüeso (2025). Lo que esta multiplicidad de perspectivas posibles de 
análisis pone inmediatamente de relieve es la complejidad del tema, que 
solo se incrementa al relacionar la variable cuantitativa (número de ho-
ras de trabajo) con la cualitativa (distribución de tales horas a lo largo 
del tiempo). En este estudio nos centraremos exclusivamente en el as-
pecto cuantitativo de la jornada laboral, pero vale la pena señalar que el 
bienestar laboral no se mide tan solo por el número de horas, sino por 
su distribución o ubicación a lo largo de los días, semanas y meses.  
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En este sentido, una simple limitación en el número de horas puede 
ser insuficiente para lograr mejorar ese concepto cualitativo de bien-
estar laboral. Todo ello al margen de muchos otros elementos no es-
trictamente pertenecientes al ámbito del tiempo de trabajo, pero que 
directamente impactan en dicho bienestar, como el ritmo de trabajo, 
el estrés, las responsabilidades inherentes a la actividad, los factores 
psicosociales, etc.

Aclarado el carácter ambivalente del límite de jornada, es el momento de 
adentrarse en el anteproyecto de ley para reducir la jornada laboral máxi-
ma recientemente aprobado por el Consejo de Ministros.

3.  � EL ANTEPROYECTO DE LEY PARA REDUCIR  
LA JORNADA LABORAL MÁXIMA

A la fecha de cierre de este trabajo —14 marzo 2025—, lo único sobre 
lo que hay certidumbre es que el Consejo de Ministros ha aprobado un 
anteproyecto de ley (en adelante, ALRJ) que trae causa del acuerdo 
que en diciembre de 2024 se suscribió por el Ministerio de Trabajo y 
Economía Social y los sindicatos CCOO y UGT, para la reducción de 
la jornada laboral. No es propiamente un “acuerdo social”, ya que no 
tiene la aprobación de ninguna asociación empresarial. El acuerdo se 
presentó con el lema “trabajar menos, vivir mejor”, y contiene una se-
rie de consideraciones de fundamentación de las medidas que propone, 
figurando estas en forma de propuesta articulada como anexo al propio 
documento.

Sobre el ALRJ ha emitido dictamen el Consejo Económico y Social, en 
sesión celebrada el 26 de febrero de 2025. En él se contienen críticas 
importantes: una muy severa a la deficiente fundamentación económica 
de la iniciativa gubernamental, en particular por lo que respecta a su 
impacto en pequeñas y medianas empresas; y otra a la oscura y poco 
realista regulación de la entrada en vigor y transitoriedad de la medida. 
Por lo demás, en lo relativo al fondo del asunto, el dictamen se limita 
a reflejar la discrepancia entre las organizaciones empresariales y sin-
dicales:

“el Consejo reconoce la importancia de que se produzcan avan-
ces en la reducción de la jornada laboral, si bien persisten di-
ferencias significativas entre las organizaciones representadas 
en este órgano consultivo respecto del instrumento normativo 
para alcanzar estos objetivos. Así, mientras unas organizaciones 
destacan que el nuevo límite debe establecerse en la ley para, en 
su caso, evolucionar en la negociación colectiva, otras señalan 
que debe adoptarse convencionalmente” (Dictamen CES, p. 13).
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En lo que concierne al tema de este trabajo, lo esencial del ALRJ es la 
reducción de la jornada máxima de 40 a 37,5 horas semanales de prome-
dio en cómputo anual, sin afectación a la remuneración que se viniera 
percibiendo. De este modo:

•	 Se modifica el párrafo segundo del artículo 34.1 ET, que pasaría 
a decir: “La duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo 
será de treinta y siete horas y media semanales de trabajo efectivo 
de promedio en cómputo anual”.

•	 Se introduce una disposición adicional 3ª que establece: “La re-
ducción de jornada establecida en la presente ley no podrá tener 
como consecuencia la afectación de las retribuciones ni la com-
pensación, absorción o desaparición de cualesquiera derechos 
más favorables o condiciones más beneficiosas que vinieran dis-
frutando las personas trabajadoras”.

El efecto práctico inmediato de la norma (su entrada en vigor se contempla 
para el día siguiente a la publicación oficial) es distinto según la situación 
de partida:

•	 Para trabajadores con una jornada superior a 37,5 horas, el efecto 
es una reducción de las horas de trabajo hasta las 37,5 semanales 
de promedio en cómputo anual. En el caso de convenios colecti-
vos con una jornada superior a las 37,5 horas, la correspondiente 
comisión negociadora tendrá hasta el 31 de diciembre de 2025 
para realizar las “adaptaciones necesarias”.

•	 Para trabajadores a tiempo parcial, si su jornada de trabajo es su-
perior a las 37,5 horas, el efecto es doble: reducción de las horas 
semanales hasta las 37,5 y conversión del contrato en a tiempo 
completo; y si su jornada de partida es inferior a las 37,5 horas, 
no se producirá reducción de horas de trabajo, sino que se recal-
culará al alza el porcentaje de parcialidad, con el consiguiente 
incremento salarial.

El planteamiento legislativo es susceptible de una lectura doble. Por 
un lado, se trata de una reducción de horas de trabajo, aunque no para 
quienes contaran con una jornada parcial inferior a las 37,5 horas. Por 
otro lado, se trata de un incremento salarial generalizado: evidente en 
el caso del trabajo a tiempo parcial con jornada inferior a las 37,5 ho-
ras; menos evidente, aunque igualmente existente en lo que respecta a 
la remuneración por hora trabajada, para el resto de trabajadores. Este 
incremento salarial generalizado merece un tratamiento más profundo, 
por la importancia que en el sinalagma de la relación laboral tiene el par 
tiempo-salario.
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4. EL PAR TIEMPO-SALARIO

La duración de la jornada es un elemento nuclear de la relación laboral. 
La contraposición de intereses que es propia de todo contrato se manifies-
ta en el de trabajo esencialmente en el par tiempo-salario. El intercam-
bio fundamental que tiene lugar en la relación es tiempo de trabajo (o el 
trabajo prestado durante un cierto tiempo) por remuneración. Es lógico 
afirmar que el bienestar del trabajador es directamente proporcional al 
salario e inversamente proporcional a la duración de la jornada. Por tanto, 
cabría concluir que una medida de reducción de jornada beneficia siempre 
al trabajador.

Las cosas, sin embargo, no son tan simples. Si hablamos de una conexión 
sinalagmática entre tiempo y salario, parece también lógico sostener que 
cualquier afectación al primero tendrá consecuencias en el segundo. Entre 
ambos elementos del par existe una evidente relación proporcional directa, 
como prueba el principio “pro rata temporis”, que es crucial en la regula-
ción del trabajo a tiempo parcial. Al motivar su rechazo a la alegación sin-
dical de que la consecución de unos objetivos productivos es el resultado 
del “esfuerzo colectivo”, la SAN 54/2023 de 24 Abr. 2023, Rec. 67/2023, 
razona que “es evidente que más han participado quienes más horas han 
trabajado”.

La conexión sinalagmática entre tiempo y salario es algo puramente 
abstracto y, por tanto, no nos dice nada acerca del nivel concreto de 
este en relación con aquel. Este nivel concreto se determina, en una 
economía de mercado, por el consentimiento libre de ambas partes, 
condicionado eso sí, por una serie de normas: entre otras, la que fija 
el salario mínimo interprofesional y las que resultan de los convenios 
colectivos aplicables.

Pero la iniciativa gubernamental sobre la reducción de jornada rompe este 
equilibrio o conexión sinalagmática entre tiempo y salario al decretar que 
aquella “no podrá tener como consecuencia la afectación de las retribucio-
nes ni la compensación, absorción o desaparición de cualesquiera derechos 
más favorables o condiciones más beneficiosas que vinieran disfrutando 
las personas trabajadoras” (Disp. Adic. 3ª ALRJ). Este mandato legal po-
drá quebrar el equilibrio jurídico entre tiempo y salario, pero carece de 
eficacia para romper el equilibrio económico entre estos dos factores.

La prueba más clara de ello la proporciona el hecho de que la iniciativa 
gubernamental no se haya decidido a reducir la jornada hasta, por ejem-
plo, las 32 horas semanales, como reivindica ya una organización sindical 
no del todo marginal, como la CIG, la cual ve insuficiente la reducción a 
37,5 horas. Si no hubiera que respetar un equilibrio de tipo económico, 
no se ve la razón para no seguir los planteamientos de la CIG y decretar 
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una reducción del tiempo de trabajo mucho más ambiciosa. Lo cierto es 
que esta conexión económica existe, está en la tozuda realidad de nuestro 
mundo, es insoslayable. La restricción que el Ministerio, CCOO y UGT se 
autoimponen (reducir solo 2,5 horas) es una prueba de que ellos mismos 
son plenamente conscientes de la existencia de esa ineludible conexión.

Son ideas elementales, pero conviene recordarlas. Frente a idealizaciones 
acerca de una “sociedad original rica” (Sahlins, 2017, p. 1), la situación 
por defecto es la pobreza; salvo que llamemos riqueza a contar simple-
mente con abundante caza. Si no producimos, somos pobres, es así de 
sencillo. La “gran huida” es la expresión que utiliza Angus Deaton para 
denominar la historia que protagoniza una parte de la humanidad “huyen-
do” de la pobreza (Deaton, 2013). Toma su libro el título de la película de 
1963 “The great escape”, traducida en España como “La gran evasión”, y 
lo hace para subrayar que, como en la vida real de los concentrados en un 
campo de prisioneros, no toda la humanidad participa ni toda ella tiene el 
mismo éxito en esa aventura de evasión, ya no de una prisión sino del es-
tado de pobreza. Otra idea importante, muy destacada en ese libro, es que 
la desigualdad es una consecuencia del progreso: el estado por defecto es 
la igualdad… en la pobreza.

La pregunta adulta, por tanto, no es si queremos trabajar menos, sino si 
queremos trabajar menos asumiendo, adultamente, las consecuencias de 
trabajar menos. ¿Quién puede responder a esa pregunta? Esta es una de 
las claves de este trabajo, que razona y sostiene que fundamentalmente 
es el individuo quien ha de responderla, aunque reservando un importan-
te papel a la inteligencia colectiva que representa la autonomía colectiva. 
Antes de adentrarnos en estos y otros asuntos, conviene echar un vistazo 
a la fundamentación explícita de la propuesta de reducción de jornada tal 
y como se concertó en diciembre del 24 entre el Ministerio de Trabajo 
y las organizaciones sindicales CCOO y UGT, porque esta fundamenta-
ción nos permite entrever las ideas clave que están detrás de la decisión 
gubernamental y, por supuesto, someterlas a la crítica que es propia del 
trabajo académico.

5.  � SOBRE LA FUNDAMENTACIÓN EXPLÍCITA  
DE LA PROPUESTA MTES-CCOO-UGT

El acuerdo de diciembre de 2024 (en adelante, “el Acuerdo”) contiene un 
preámbulo bajo el rótulo “Manifestamos”. En este preámbulo, las partes 
signatarias tratan de dar fundamento a su propuesta. A tal efecto, plan-
tean varias motivaciones para respaldar la medida de reducir la duración 
máxima de la jornada laboral en España. Espóiler: no está entre ellas la 
del reparto del empleo, esa “falacia de la cantidad fija de trabajo” (Gar-
cía-Perrote, Mercader, 2016) o “fórmula de lucha contra el paro” que es 
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“una opinión sin fundamento estadístico” (Álvarez de la Rosa, 2021), 
que motivó la aprobación de la Ley 4/1983 y que se basa en la premisa 
errónea de la total fungibilidad del trabajo, el cual solo es parcialmente 
fungible y tiene limitaciones de oferta, que son especialmente agudas en 
muchos segmentos del mercado de trabajo (sobre todo, en perfiles hiper-
cualificados). Es cierto que en actividades más fungibles, rutinarias y de 
menor valor añadido, actividades, además, con más oferta de mano de 
obra, se puede dar un efecto de incorporación de más personas al empleo 
como consecuencia de una reducción de las horas que cada persona tra-
baja; pero es que justamente son estas actividades las que pronto estarán 
en retroceso en el mercado, por efecto de la digitalización y la robotiza-
ción. En los perfiles profesionales que escasean, de mayor valor añadido, 
es obvio que una reducción de jornada no implica mayor empleo y sí 
puede implicar menor producción y, por tanto, menor riqueza.

La primera motivación que sí esgrime el Acuerdo constituye una apelación 
a la historia, a la remota de lo ocurrido en las primeras décadas del siglo 
XX y a la más próxima de lo ocurrido en 1983. Como veremos más ade-
lante, la conexión entre la actual propuesta y las limitaciones de jornada de 
las primeras décadas del siglo XX es insostenible, es puramente retórica. 
Y en cuanto a la mención de la Ley 4/1983, habría que recordar que el 
propósito confesado de tal disposición fue “la urgencia de agotar todas las 
posibilidades en orden a la creación de empleo” (Proyecto de Ley, Fijación 
de la jornada máxima legal en cuarenta horas y de las vacaciones anuales 
mínimas en treinta días, BOCG Congreso, Serie A, 4-2-1983). La evolu-
ción del empleo y del desempleo en los siguientes años 80 no validó en 
absoluta esta motivación, más bien al contrario, poniendo de manifiesto que 
no existe una correlación entre menor jornada y menor desempleo, como 
muestran diversos estudios (vgr., Batut et al., 2022). En cualquier caso, la 
fijación de la jornada laboral máxima en 40 horas semanales permanece 
desde entonces, sin que conste que de los efectos de la medida en relación 
con la finalidad perseguida se hubiera realizado una evaluación de impacto.

La segunda motivación que proporciona el Acuerdo es el tiempo 
transcurrido desde la fijación de la jornada máxima en 40 horas se-
manales. Se trata de una consideración en sí misma trivial si no se le 
añaden más datos o algo más de elaboración. De ahí que el Acuerdo 
añada que desde 1983 hasta hoy se han producido “notables incre-
mentos de la productividad”; y aporta datos de la OCDE según los 
cuales desde 1990 hasta 2022 la productividad por hora trabajada au-
mentó un 30 por 100 mientras los salarios reales tan solo lo hicieron, 
dice el acuerdo, un 11,5 por 100. Esta brecha, siempre según los pro-
ponentes, justificaría directamente la reducción de la jornada laboral. 
Esta motivación plantea dos cuestiones. La primera afecta a los datos 
en sí. La segunda tiene que ver con la relación causal que quiere es-
tablecerse entre la brecha referida y la medida de reducir la jornada.
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Respecto de la primera cuestión, el crecimiento de la productividad 
en España se ha deteriorado notablemente en las últimas tres décadas, 
como pone de relieve, por ejemplo, la publicación del propio Minis-
terio de Trabajo y Economía Social (2024), “Reactivar el crecimiento 
ampliamente compartido de la productividad en España”; deterioro que 
se achaca a la baja formación de una parte importante de la población 
y a una exigua inversión empresarial, además de señalar importantes 
desigualdades entre empresas (por tamaño y por sector) y entre regiones. 
En el informe “El comportamiento de la productividad en España (1995-
2022)” (Informe OPCE 2023, BBVA) se dice que “España presenta una 
preocupante trayectoria de su productividad en comparación con otros 
países. Se refleja tanto en el irregular y débil avance de su productividad 
del trabajo —por ocupado o por hora trabajada— y, sobre todo, en el 
retroceso de la productividad total de los factores (PTF)”. En el Informe 
OPCE 2024 (titulado “La productividad en España: los motores de cam-
bio”), se añade que:

la buena noticia de la fuerte creación de empleo entre 2013 y 
2023, tras unos años de elevadísimos niveles de desocupación, 
va acompañada de un estancamiento de la productividad por hora 
trabajada a nivel nacional y un ligero retroceso de la productivi-
dad por persona ocupada. Estos datos no deben olvidarse al con-
siderar objetivos de reducción de la jornada laboral, pues si estos 
no van acompañados de mejoras de la eficiencia podrían acentuar 
los retrocesos de la productividad por trabajador.

Respecto de la segunda cuestión, el hecho del casi nulo incremento de los 
salarios reales en las últimas décadas puede fortalecerse con políticas de 
salario mínimo (como se viene haciendo en los últimos años), de incre-
mento de la capacidad negociadora sindical y de mejora de la movilidad 
entre regiones (vgr., disponibilidad de vivienda en áreas de alta demanda y 
más elevada productividad), pero no hay una relación lógica directa entre 
el problema del nulo crecimiento salarial y la medida de reducción general 
de la jornada. Cosa distinta es que ese nulo crecimiento salarial se utili-
ce como argumento para justificar la prohibición de reducir salarios que 
acompaña a la medida de reducción de jornada. Pero esta, en sí misma, 
requiere una justificación autónoma mucho mejor perfilada u orientada 
hacia el tiempo de trabajo. Lo que parece desprenderse de la propuesta es 
que se busca un incremento salarial generalizado, que como tal supondría 
una vulneración de la garantía de la autonomía colectiva, razón por la cual 
se opta por la reducción de jornada.

Es a partir de esta insuficiencia o inadecuación de la justificación de 
la degradación salarial, que el Acuerdo plantea una tercera motivación. 
Se trata, dice el Acuerdo, de “objetivos menos cuantificables”; 
concretamente, “la ampliación de los espacios de libertad para el disfrute 
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y desarrollo de las personas, más allá del descanso o de la conciliación 
familiar y personal”. En definitiva, se remacha, “ganar tiempo de vida”. 
Es la idea que se utiliza como lema principal del acuerdo: “trabajar me-
nos, vivir mejor”.

Es paradójico que la palabra “libertad” se utilice en el contexto de una 
reforma que intensifica o agrava una “prohibición”: la de trabajar más 
allá de un número determinado de horas, las que el Estado establezca. 
Cierto es que la libertad es polisémica, y así como puede hablarse de una 
libertad “para” trabajar, también cabe hablar de una libertad “frente al” 
trabajo (puede verse N. Bueno, 2021). La concepción que claramente 
trasluce el Acuerdo es que el trabajo se opone a la libertad, o que esta 
comienza donde aquel termina. Del mismo modo, el eslogan “trabajar 
menos, vivir mejor” trasluce una visión profundamente negativa del tra-
bajo, puesto que, se sugiere, cuanto menos haya de este, mejor será la 
vida.

Se trata de consideraciones que nos sitúan en un ámbito filosófico, ne-
cesitado de un pensamiento de más hondo calado o, al menos, más ma-
tizado, y que nos remiten a lo que podríamos llamar la “fundamentación 
moral” de la propuesta. Obviamente, esta fundamentación requiere una 
consideración más profunda que, en sede académica, no podemos eludir 
y que se afronta a continuación.

6. � TRABAJO Y LIBERTAD: DEBATE  
SOBRE LA FUNDAMENTACIÓN MORAL  
DE LA PROPUESTA DE REDUCCIÓN DE JORNADA

El debate sobre la fundamentación moral de la propuesta puede iniciarse 
partiendo de la célebre afirmación de Marx acerca de la libertad y el traba-
jo. Dice en el Capital: “el reino de la libertad comienza allí donde se cesa 
de trabajar por necesidad y por la coacción impuesta desde el exterior” 
(Marx, 1967, p. 1269). La tesis de la separación entre libertad y traba-
jo es característica del pensamiento marxista, que ve en él un espacio de 
alienación y de falta de control y autonomía; y lo que es peor, de explo-
tación económica por la injusticia inherente, según Marx, al intercambio 
trabajo-salario. Son dos, por tanto, las cuestiones que Marx plantea aquí: 
alienación y explotación.

La primera de ellas guarda estrecha relación con el rechazo marxista a la 
división del trabajo: “a partir del momento en que comienza a dividirse 
el trabajo, cada cual se mueve en un determinado círculo exclusivo de 
actividades, que le es impuesto y del que no puede salirse” (Marx, Engels, 
1974, p. 34). Esta reflexión se precipita en el conocido pasaje sobre los 
quehaceres en la utopía marxista:
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En la sociedad comunista, donde cada individuo no tiene acotado 
un círculo exclusivo de actividades, sino que puede desarrollar sus 
aptitudes en la rama que mejor le parezca, la sociedad se encarga de 
regular la producción general, con lo que hace cabalmente posible 
que yo pueda dedicarme hoy a esto y mañana a aquello, que pueda 
por la mañana cazar, por la tarde pescar y por la noche apacentar el 
ganado, y después de comer, si me place, dedicarme a criticar, sin 
necesidad de ser exclusivamente cazador, pescador, pastor o crítico 
(Marx, Engels, loc.cit.).

Dejando a un lado que sea precisamente en el socialismo donde los indi-
viduos tienen más acotado el círculo exclusivo de actividades, en cuanto 
asignadas heterónomamente por el Estado, en un proceso coactivo que 
empieza temprano en las etapas educativas (Kornai, 1992, p. 216), con-
viene ir centrando ya el tiro en la cuestión del tiempo de trabajo. Dice 
al respecto Marx que cuanto más quieren ganar los obreros, “más de su 
tiempo deben sacrificar y, enajenándose de toda libertad, han de realizar, 
en aras de la codicia, un trabajo de esclavos” (Marx, 2022, p. 69). Resulta 
evidente en Marx la oposición entre libertad y trabajo, hasta el punto de 
trazar el símil con la esclavitud.

El carácter antagonista que en el pensamiento marxista tienen el “trabajo” y la 
“libertad” –incluso el “trabajo” y la “dignidad”– lo expresa poéticamente Si-
mone Weil a partir de su propia experiencia fabril: “matar el alma ocho horas 
diarias, el pensamiento, los sentimientos, todo” (Weil, 2010, p. 52). Su pro-
pio pensamiento evolucionaría pocos años después hacia una visión más 
positiva del trabajo, al menos en su potencialidad, afirmando literalmente 
que “la fábrica debería ser un lugar de alegría”, y mostrándose contraria 
a la política de reducción del tiempo de trabajo y favorable, en cambio, a 
mejorar las condiciones sustantivas de su prestación y, en especial, todo lo 
que dota al trabajo de sentido (Weil, 2007, p. 139), entendido, creo, como 
logos o “voluntad de sentido” (Frankl, 2015). Como expresa de nuevo 
Weil, el sentimiento de servidumbre o falta de libertad no proviene de 
“los sufrimientos ligados a las necesidades del trabajo, que uno se puede 
enorgullecer de soportar, sino [de] los que son inútiles” (Weil, 2007, p. 
131). Como escribe Fernández Buey, “en su exaltación de la centralidad 
del trabajo, ella prefería la vía de la desalienación a la vía de la reducción 
temporal” (Fernández Buey, 2007, p. 18).

Volviendo a Marx, en cambio, la reducción de jornada laboral es “la condición 
esencial” para el florecimiento de la libertad humana (Marx, 1967, p. 1269). 
En la tradición del pensamiento a favor de la mejora de las condiciones de 
vida y de trabajo, que tanto Marx como Weil representan bien, es posible 
destacar, por tanto, dos claros hilos: el que Marx personifica es la visión “ne-
gativa” del trabajo realmente existente en la sociedad capitalista, mientras 
que Weil proyectaría una visión en la que el trabajo puede llegar a ser un 



302	 Francisco Javier Gómez Abelleira

factor positivo en la vida (“sentido”, ligado al esfuerzo útil), siempre que se 
avance por la senda de la desalienación. Hay una potencialidad positiva en 
el trabajo, que exige para su activación que al trabajo se le dote de “sentido”.

La tesis de la separación tajante entre el ámbito de la libertad y el laboral, 
enunciado con tanta claridad por Marx, se explica perfectamente cuando 
se proyecta en entornos laborales que podemos llamar “odiosos”. Son los 
característicos de los primeros tiempos de la industrialización, solo ligera-
mente mejorados en la época en que Engels describe un estado de cosas que 
propicia “mutilaciones y heridas” y que da lugar a que “muchos obreros 
laboriosos, por una desgracia, de la que son víctimas en servicio y para mé-
rito de la burguesía, sean abandonados a la miseria y al hambre” (Engels, 
2020, p. 200). En su clásica obra sobre historia de la salud pública, Rosen 
describe el típico barrio obrero de la Inglaterra de mitad de siglo XIX como 
“cloacal inferno” (Rosen, 2015, p. 114). La separación tajante entre el rei-
no de la libertad y el reino de la explotación-alienación es un diagnóstico 
certero, desde luego, cuando se trata de estos “trabajos odiosos”, caracteri-
zados esencialmente por la brutalidad, la peligrosidad, la violencia, la dis-
criminación, el acoso y la explotación. Son trabajos próximos a numerosas 
formas de esclavitud y servidumbre, por lo que es apropiado vincularlos, 
como hace Marx, al “reino de la necesidad”, de la no-libertad.

En muchos países, en España entre ellos, los entornos laborales típicos 
y las actividades laborales mismas distan de parecerse a los odiosos, al 
menos para una gran parte del mercado laboral. Se aproximan muchos 
de ellos al ideal de Weil. No es que no existan entornos laborales odiosos 
(que deben ser severamente reprimidos al abrigo de la normativa vigente), 
pero no son los mayoritarios o prevalentes en la sociedad actual en España 
y países similares. Insisto en esta restricción geográfica, porque no des-
conocemos lo que ocurre en otras partes del mundo. Por otro lado, hemos 
pasado claramente de una sociedad en la que lo prevalente era el trabajo 
rutinario, monótono, extremadamente heterónomo y esencialmente físico 
a otro tipo de sociedad, en la que los trabajos son prevalentemente cogni-
tivos y sociales, con crecientes niveles de autonomía para los trabajadores 
(en espacio, tiempo, organización, creatividad, etc.). En este contexto so-
ciolaboral tan diferente, ¿hay que mantener la tesis de la separación entre 
libertad y trabajo? ¿No puede ser el trabajo una proyección del libre de-
sarrollo de la personalidad? ¿Es que no hay nadie que ame su trabajo y 
quiera libremente dedicarle un número de horas razonable?

Una sociedad organizada en torno al valor supremo que es la libertad de-
bería permitir, como línea de principio, que sean los individuos quienes 
respondan a estas preguntas. Por varias razones. La primera es que no 
existe una respuesta “científica” u “objetiva” a la cuestión de si el trabajo 
puede ser una maldición o una proyección libre de la personalidad. Podría-
mos estar discutiendo siglos sin ponernos de acuerdo. Señala un reciente 
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metaanálisis que “los factores y mecanismos causales que subyacen a las 
preferencias y comportamientos relativos al tiempo de trabajo siguen sien-
do una incógnita” (M. Antal et al., 2024, p. 47). Existen múltiples visiones 
sobre el trabajo, algunas negativas, otras positivas (J.W. Budd, 2014). Hay 
quien se siente seducido por afirmaciones tales como que “nadie debería 
trabajar jamás” o que “el trabajo es la fuente de casi toda la miseria exis-
tente en el mundo” o que “para dejar de sufrir, hemos de dejar de trabajar”, 
por tomar varias de las frases con las que da comienzo el famoso alegato 
antitrabajo de Bob Black (B. Black, 2013). La ergofobia (sin connotaciones 
patológicas aquí) es una línea de pensamiento inagotable y no es discuti-
ble que está muy presente en la sociedad y en la cultura popular (el rock 
está plagado de canciones denostando el trabajo). Pero como dice Lewis 
Mumford, “la vida es mejor que la utopía” (L. Mumford, 2015, p. 15).

La segunda es que la distinción entre “necesidad” y “libertad” no es ni mu-
cho menos nítida. Marx se refiere al trabajo determinado por la necesidad, 
externamente impuesto, pero ¿es esta una descripción universalmente válida 
del trabajo? ¿Acaso no hay “necesidad” en esferas de la vida de no-trabajo? 
¿Cuidar a un familiar dependiente que nos “necesita” nos hace menos li-
bres? ¿Dedicar a nuestros hijos el tiempo que “necesitan” nos hace menos 
libres? La palabra “necesidad” o, mejor en plural, “necesidades” alude a una 
realidad humana sumamente elástica. Cualquier tarea o actividad encami-
nada a satisfacer una de ellas, ¿deja de pertenecer al ámbito de la libertad 
humana? Creo que la respuesta es negativa, porque las necesidades, en una 
sociedad como la española en 2025, son muchas de ellas fruto de decisiones 
libremente tomadas por cada persona, son fruto de la propia libertad. Nece-
sidades pueden ser, simplemente, “las cosas que valoramos” (A. Sen, 2010, 
p. 258), salvo que se proponga un pensamiento tan primitivo como para de-
cir que necesidades son únicamente las estrictamente biológicas o aquellas 
decretadas por una burocracia o casta autoritaria. De este modo, la única 
solución posible a una ecuación de infinita complejidad como la descrita 
es la libertad: que cada persona pueda perseguir sus propios objetivos, esas 
cosas que valore, a las que se refiere Amartya Sen al tratar de proporcionar 
una razón por la que la libertad es valiosa.

Es cierto que la libertad se ejerce dentro de una estructura dada y en el con-
texto de restricciones variadas, siendo unas de orden puramente físico o na-
tural y muchas otras de orden social, legal, económico, etc. En cierto senti-
do se podría decir que libertad y trabajo son contrarios, porque, argumenta 
Giuseppe Rensi, “en el trabajo siempre se produce una supresión parcial de 
la facultad de actuar como a uno le place y, además, es precisamente esta 
supresión la que define el trabajo mismo” (G. Rensi, 2021, p. 47-48). Pero 
este argumento puede predicarse de muchas otras cosas de la vida a las que 
las personas están obligadas, sea en virtud de un contrato, sea en virtud de 
la ley. Seguramente el arrendatario que abona una renta mensual por una 
vivienda tiene suprimida la facultad de hacer con (todo) su dinero lo que le 
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place. Esta “supresión parcial de la facultad de actuar como a uno le place” 
es, en realidad, inherente a cualquier emprendimiento personal valioso, que 
si es libre en su origen supone más tarde un “compromiso” con uno mismo 
o con los demás; y es inherente, en particular, a la vida social organizada; y 
una manera de organizar esta vida social son justamente los contratos, entre 
ellos el de trabajo. Creo, además, con Jonathan Malesic, que “our narrow 
moral vocabulary for describing non-professional pursuits is making our li-
ves worse” (2017) (se refiere, por ejemplo, a la mala costumbre de llamar 
“trabajo” a pasar tiempo con los hijos).

En el ejercicio de la libertad, sí es cierto que, por un lado, como sostiene 
David Dunning, no somos muy buenos en saber lo que no sabemos (Slo-
man / Fernbach, 2017, p. 257), por lo que aquel ejercicio no está exento 
de riesgos. Por otro lado, un rasgo destacado de la postmodernidad es la 
deconstrucción de numerosas restricciones, especialmente las de orden so-
ciocultural. Este es un proceso que exacerba la libertad: las personas no 
tienen roles predeterminados por (sin)razones tales como la etnia, el sexo 
o el origen social. Si a todo ello sumamos un entorno económico, tecnoló-
gico, geopolítico extremadamente incierto, resulta insensato abanderar un 
individualismo extremo: la inteligencia del individuo puede ser comple-
mentada por la inteligencia colectiva, la que, por ejemplo, encarnan en el 
entorno laboral los agentes sociales.

La combinación de decisiones individuales y de decisiones colectivas en 
concretos sectores y empresas responde mejor que la ley a la enorme diver-
sidad de situaciones que han de ser contempladas por la regulación. Como 
señalan Sala y Lahera, la regulación del tiempo de trabajo no se puede con-
templar “desde la uniformidad” (Sala Franco, Lahera Forteza, 2022, p. 15); 
el propio Lahera ha subrayado un factor importante en esta materia: el “fac-
tor singular de la diversidad” (Lahera Forteza, 2023). Por esta razón, es un 
hecho que en España la autonomía colectiva ha tenido un papel decisivo en 
la determinación de la duración máxima de la jornada laboral, ajustada en 
cada situación a las necesidades u oportunidades de sectores y empresas. 
Antes de abordar el papel de la autonomía colectiva, conviene retomar la 
cuestión de la vertiente económica de la reducción de la jornada máxima, 
pues es, después de la cuestión moral ya analizada, la más relevante.

7.  � LA VERTIENTE ECONÓMICA DE LA REDUCCIÓN  
DE LA JORNADA MÁXIMA

Parte del pensamiento económico contemporáneo es directamente parti-
dario del decrecimiento: aboga por un menor consumo de recursos na-
turales (en particular, energéticos); “menos es más”, por tomar el título 
del libro de Jason Hickel. En lo esencial, decrecimiento significa menor 
consumo de energía. Pero la riqueza o, si se prefiere, el bienestar depende 
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directamente del consumo energético. Parafraseando a Vaclav Smil cuan-
do afirma que sin transformación de energía no hay nada, “nada de nada; 
niet” (Smil, 2021, p. 11), cabe decir que sin trabajo humano no hay nada 
“socialmente hablando”. El crecimiento económico es el crecimiento 
energético. Como dice Smil nuevamente (ibid., p. 481), las correlaciones 
a largo plazo entre crecimiento económico y consumo energético tanto a 
nivel mundial como nacional son “impresionantemente fuertes”.

La iniciativa gubernamental para reducir la jornada máxima está clara-
mente en la órbita del decrecentismo; en la literatura decrecentista la re-
ducción de jornada aparece como la reforma estructural llamada a poner 
en práctica el concepto de decrecimiento: 

It is arguably the structural reform poised to translate the 
concept of degrowth into practice, since by reducing the 
amount of time people spend in wage work it liberates us 
for the productive and creative activity essential to a vision 
of sustainable degrowth (A. Levy, 2019, p. 308).

Las propuestas decrecentistas atienden fundamentalmente a la protección 
del medio ambiente (por definición, global, por lo que el sacrificio que 
en tal sentido se haga en España puede no tener el más mínimo impacto 
si otros países, como China, no lo adoptan) y son masiva e intenciona-
damente inflacionarias (de hecho dirigen una de sus críticas al “abarata-
miento” generalizado de bienes y servicios que resulta de las economías 
modernas), por lo que se llevan mal con una realidad social y económica 
de amplia extensión de la pobreza (también es un fenómeno global, pero 
en cada Estado preocupa, sobre todo, su “propia” pobreza). Se plantean a 
menudo en términos tan dramáticos que poco importa todo lo demás, la 
pobreza incluida: “desacelerar o morir” se titula agónicamente otro libro 
de referencia en este ámbito, de Timothée Parrique.

Según el INE, con base en su Encuesta de Condiciones de Vida de 2023:

•	 El porcentaje de población en riesgo de pobreza o exclusión so-
cial aumentó hasta el 26,5%, desde el 26,0% de 2022.

•	 El porcentaje de población que se encontraba en situación de ca-
rencia material y social severa aumentó hasta el 9,0%, frente al 
7,7% del año anterior.

•	 El ingreso medio por persona alcanzó los 14.082 euros en 2022, 
con un crecimiento anual del 8,3%.

•	 El 9,3% de la población llegó a fin de mes con “mucha dificultad”, 
frente al 8,7% de 2022.
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¿Qué supone la reducción de jornada máxima para estas personas 
pobres? Para los millones de personas que viven en niveles de consumo 
ya muy modestos o en viviendas infradotadas, la propuesta tiene un 
impacto muy negativo. Piénsese que una de las claves de la carestía 
de la vivienda resulta de estas propuestas decrecentistas, que ven en la 
construcción de más viviendas algo negativo. Si, como se verá a con-
tinuación, la reducción de jornada puede producir incrementos en los 
precios de los bienes y servicios o un menor crecimiento futuro de los 
salarios, es obvio a quién va a perjudicar más severamente esta medida.

Desde la óptica empresarial, la medida de reducir la jornada máxima 
legal supone un encarecimiento de los costes laborales para un amplí-
simo número de empresas (para todas aquellas cuya jornada máxima 
está por encima de las 37,5 horas semanales). También puede suponer 
para muchas de ellas enfrentarse a mayores dificultades organizativas.

El primer aspecto (encarecimiento de costes) puede, a su vez, conducir 
de forma inmediata a menores márgenes empresariales, menores creci-
mientos salariales en el futuro o a mayores precios de los productos y 
servicios que ponen en el mercado las empresas afectadas. Se pueden 
dar todos o algunos de estos efectos combinados. Por ejemplo, una 
empresa puede subir precios, reducir márgenes y plantearse menores 
crecimientos salariales en el futuro, o bien encajar el impacto en una o 
dos de estas dimensiones. Contra lo que pueda pensarse, la reducción 
de márgenes no es un problema exclusivo de los dueños o accionistas, 
ya que afecta a la capacidad de inversión de las empresas impactadas, 
lastrando su potencial crecimiento y reduciendo las oportunidades de 
aumentar la productividad del trabajo mediante nuevas tecnologías, in-
novación en procesos, gasto en formación, etc.

La única alternativa a este escenario “negativo” es que el incremento de 
costes se compense con ganancias de productividad. Ahora bien, por un 
lado, tenemos muchos sectores donde la productividad “es, en sí misma, 
el tiempo de trabajo” (Conde-Ruiz, Lahera, Viola, 2024, p. 17). Y son 
algunos de esos sectores en los que la negociación colectiva ha persis-
tido en mantener la jornada laboral máxima de 40 horas semanales de 
promedio en cómputo anual (comercio minorista, restauración, etc.), 
en contra de la tendencia a su reducción en otros muchos sectores. Esa 
decisión colectiva por mantener la jornada laboral máxima legal podrá 
tener muchas explicaciones, pero una de ellas será probablemente que 
los negociadores, se supone que en sintonía con sus representados, han 
preferido incrementos salariales a reducciones de jornada. Una prefe-
rencia perfectamente legítima, ni que decir tiene.

Por otro lado, como ya se ha explicado, una reducción de márgenes em-
presariales por incremento de los costes, especialmente en empresas o 
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sectores que encuentren difícil o imposible la subida de precios, aboca 
a menos capacidad de inversión: no solo en nuevas líneas de negocio, 
sino también en mejora del ya existente, vía tecnología, formación, etc. 
Y sin inversión, el incremento de productividad puede ser mero wis-
hful thinking: pensar que una reducción de horas de trabajo trae per se 
más productividad por hora trabajada es ilusorio; como dice Monreal 
Bringsvaerd, “considerar que la reducción de la jornada va a compor-
tar inevitablemente un aumento de la productividad [...], eso hay que 
demostrarlo” (2024, p. 390). Es cierto que en jornadas, especialmente 
diarias, muy extensas (más de 8 horas) se da una caída en la producti-
vidad por fatiga física o mental, pero esto puede seguir ocurriendo en 
España incluso tras la reducción de la jornada laboral máxima, la cual, 
recuérdese, es una medida que se aplica en cómputo anual. Es perfec-
tamente posible que la reducción de la jornada máxima que se plantea 
se acabe transformando, para no pocas personas, en un número mayor 
de días libres al año, lo cual es descanso, sí, pero en módulo anual, y 
no tiene por qué traducirse en una menor jornada diaria o semanal. La 
desorganización del tiempo de trabajo, la concentración del trabajo en 
períodos cortos de tiempo y otras formas de distribución irregular de 
la jornada laboral, además del nocivísimo trabajo nocturno y a turnos, 
por no hablar del estrés y de la intensidad del esfuerzo laboral, tienen 
seguramente mucho más impacto en la salud, en el bienestar y en la 
productividad que el número de horas trabajadas a lo largo de todo un 
año. Pero abordar algo tan complejo como el tiempo de trabajo en su 
integridad exige mucho más que modificar un número en el artículo 
34.1 ET.

El segundo aspecto (dificultades organizativas) afectará especialmente 
a las pequeñas y medianas empresas y a aquellas en sectores donde la 
oferta de trabajo es ya escasa. Las pequeñas y medianas empresas se 
caracterizan por contar con una única persona empleada en cada seg-
mento funcional del organigrama. El caso extremo es el de empresas 
con una sola persona empleada, que no son pocas: cubrir las horas 
dejadas de trabajar como consecuencia de la reducción de jornada la-
boral puede ser en muchos casos imposible, por suponer la creación 
de empleos a tiempo parcial con muy pocas horas, lo que los hace 
especialmente inatractivos en el mercado de trabajo. Pero incluso en 
empresas de mayor tamaño, es frecuente que determinadas funciones 
sean desempeñadas por una sola persona, por lo que el efecto será el 
mismo: las horas dejadas de trabajar serán difícilmente asignables a 
nuevas contrataciones. Otra dificultad organizativa reseñable deriva de 
no encontrar trabajadores especializados o cualificados en múltiples 
ocupaciones: ¿qué efectos tendrá que una cirujana deje de realizar una 
operación quirúrgica a la semana como consecuencia de la reducción 
de jornada? Son 40 cirugías menos al año, que no son fáciles de reali-
zar por personal alternativo.
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En conclusión, la relación entre la reducción de jornada sin merma sa-
larial y el incremento en la productividad del trabajo es básicamente 
unidireccional: este hace posible aquella, pero aquella, per se, y sin más 
consideraciones, no desencadena este. Como señalan Sorman y Giampi-
etro (2013, p. 91),

in an economy operating without the boosting effect of techno-
logy, fossil energy, abundant resources, favorable terms of trade 
(and debt making) it is very naïf to expect that it will be possible 
to reduce the working hours without reducing the income of the 
workers.

Piense el lector en cómo estamos en España en términos de tecnología, 
energía fósil, abundantes recursos, condiciones comerciales favorables y 
capacidad de endeudamiento.

Los claros aspectos negativos de la reducción de jornada no se compen-
san adecuadamente cuando la decisión la toma el Estado (Gobierno o 
Parlamento). Sucede lo contrario con las reducciones de jornada adop-
tadas por la negociación colectiva: en esta, quien asume la reducción de 
jornada (la parte empresarial) asume también sus costes: es una decisión 
enteramente responsable, a diferencia de lo que ocurre con las decisio-
nes heterónomas por parte del Gobierno o Parlamento: su decisión no la 
sufragan ellos, son enteramente irresponsables y los efectos a medio y 
largo plazo de sus medidas nunca se evalúan con rigor. Esta es la virtud 
esencial de la autonomía colectiva, directamente puesta en entredicho en 
el Acuerdo MTES-CCOO-UGT de diciembre de 2024.

8. AUTONOMÍA COLECTIVA Y REDUCCIÓN DE JORNADA

El complejo paisaje del tiempo de trabajo ha sido gestionado durante dé-
cadas esencialmente por la autonomía colectiva. Cada uno de los agentes 
negociadores en su unidad ha podido lograr el equilibrio y determinar, 
por medio del acuerdo, los límites exactos de la duración del tiempo de 
trabajo. Es cierto que la ley que fija límites a la duración de la jornada ha 
tenido siempre dos funciones relevantes: la primera es la de actuar direc-
tamente en aquellas relaciones laborales carentes de convenio colectivo; 
la segunda es la de fijar un techo máximo incluso para la negociación 
colectiva. Pero el protagonismo de la autonomía colectiva durante largos 
años es incuestionable. Es debatible hasta qué punto una intervención 
legislativa de reducción de la jornada máxima supone mostrar descon-
fianza hacia ese sistema negociador.

El amplio protagonismo de la autonomía colectiva en la regulación de 
la duración, ordenación y distribución de la jornada laboral en España  
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resulta fortalecido por el hecho de que el sistema español de negociación 
colectiva presente una de las tasas de cobertura más elevadas del mundo: 
el 92,09 por 100 de los trabajadores se encuentra cubierto por un conve-
nio colectivo, porcentaje que incluso sería mayor si excluimos el empleo 
del hogar y el sector público. Una amplísima mayoría de los trabajadores 
cubiertos (casi 9 de cada 10) lo está, además, por un convenio colectivo 
sectorial (Datos oficiales del Ministerio de Trabajo y Economía Social, 31 
diciembre 2024 [referencia estadística CCT-4.1, “Estadística de Conve-
nios Colectivos de Trabajo”].

La negociación colectiva es el ámbito en el que se adoptan libremente 
los acuerdos en función de los equilibrios que se alcanzan sobre la base 
de los intereses encontrados de ambas partes. Ambas partes jerarquizan 
sus prioridades en la negociación y obtienen o dan en función de ellas. 
Si las empresas o sus representaciones asumen compromisos económicos 
(salariales y extrasalariales) son ellas mismas las que han de cumplirlos. 
Si, como dice Amartya Sen, “tenemos buenas razones para ser escépticos 
sobre la posibilidad de una “justicia indiscutible”” (Sen, 2010, p. 119), lo 
convenido entre empresas y representantes laborales en las negociaciones 
colectivas puede razonablemente presumirse justo.

En el Acuerdo MTES-CCOO-UGT del que trae causa el ALRJ se dice 
que “en algunos territorios y sectores como la hostelería, el comercio, 
la agricultura, o los servicios mantienen en la actualidad jornadas se-
manales de trabajo muy próximas al máximo legal previsto hace más 
de cuarenta años”. Se trata de una crítica directa a la autonomía colec-
tiva de los sectores mencionados, sin tener en cuenta que es muy po-
sible que esa jornada tan próxima a la máxima legal responda a que la 
prioridad “sindical” en estos sectores, normalmente de bajos salarios, 
no es reducir las horas, sino mejorar las remuneraciones. Repárese en 
lo siguiente: en España, trabaja a tiempo parcial el 13,5 por 100 de 
los trabajadores; pues bien, en la hostelería trabaja a tiempo parcial el 
24,8 por 100 de los ocupados. En el comercio y en otras actividades 
de servicios, la incidencia del tiempo parcial es muy elevada también. 
Es muy baja, en cambio, en construcción (4 por 100) e industria (4 por 
100) (datos de la EPA 2023-T4). Si el motivo más declarado para traba-
jar a tiempo parcial es “No haber podido encontrar trabajo de jornada 
completa”, motivo que sextuplica el de “No querer trabajo de jornada 
completa” (el primer motivo lo esgrimen 1.356.200 personas, mientras 
que el segundo solo 234.100 personas [datos de la EPA 2023-T4], ¿no 
cabe deducir que la prioridad no es trabajar menos, sino ganar más? 
Debe de ser, por tanto, muy cierto que, como dice Maldonado Monto-
ya, “el deseo de mayor capacidad de consumo de [los trabajadores] es 
el primer obstáculo para la reducción del tiempo de trabajo, al menos 
mientras que la libertad de trabajo siga formando parte de nuestros 
postulados fundamentales” (2022, p. 69).
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Se dirá que con el ALRJ los salarios de las personas con jornada parcial 
van a incrementarse. Es cierto en el corto plazo. En el medio y largo 
plazo, como ya se explicó, el par tiempo-salario tenderá a reequilibrar-
se, por lo que es esperable que los salarios suban menos de lo que lo 
habrían sin la reducción de la jornada máxima. Esto puede afirmarse 
que es así ceteris paribus. Lógicamente, puede haber factores ajenos 
a este debate que influyan de un modo u otro en la evolución salarial 
(bonanza económica, innovaciones tecnológicas, mejora de la produc-
tividad, etc.).

La intervención estatal en la autonomía colectiva suscita otras dos cues-
tiones. La primera es la de no permitir que sea en la renegociación del 
convenio colectivo en la que se plantee el equilibrio tiempo-salario con-
forme a los criterios, prioridades, aspiraciones y necesidades de las par-
tes negociadoras y, sobre todo, de las entidades y personas a las que 
representan. Sabemos que no hay aquí un problema de inconstituciona-
lidad (STC 210/1990, de 20 de diciembre, FJ 3: “Que la duración de la 
nueva jornada máxima legal se imponga desde la fecha de entrada en vi-
gor de la Ley 4/1983 a los convenios colectivos vigentes en ese momento 
[...] será más o menos oportuno, pero difícilmente puede decirse que sea 
constitucionalmente inadmisible”), pero lo cierto es que se trata de una 
intervención desequilibradora de la negociación colectiva, porque afecta 
al núcleo esencial del intercambio tiempo-remuneración.

La segunda resulta de decretar una subida salarial directa para quienes 
prestan servicios a tiempo parcial, sin alterar ningún otro parámetro de 
la relación laboral. Si hay un ámbito en el que la autonomía colectiva se 
proyecta con la máxima fuerza, ese es el de la fijación de los salarios, su 
estructura, sus cuantías e incrementos, revisiones, etc. La única solución 
que el ALRJ proporciona para el tiempo parcial es el incremento salarial, 
sin considerar alternativas negociadas, en sede colectiva o individual, 
como podría ser la reducción de las horas de trabajo. Esto es algo que 
parece incoherente con el propio lema del Acuerdo (“trabajar menos, 
vivir mejor”). Esta reducción será posible, sin embargo, por la vía de la 
modificación sustancial de las condiciones de trabajo, siempre que se 
cuente con una causa para ella.

9. CONCLUSIONES

La limitación de la jornada laboral es un principio firme e insoslayable. La 
cuestión es dónde ubicar el límite, que debería, además, por razón de su 
fundamento material, aplicarse a la suma de los trabajos que una misma 
persona realice por cuenta ajena. Este límite debe cumplir una función 
tuitiva de la parte débil del contrato de trabajo, orientada a evitar situa-
ciones de explotación, pero también presenta una faceta restrictiva de la 
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libertad de trabajo, que es una proyección directa del libre desarrollo de 
la personalidad. De ahí que el límite haya de mantener un equilibrio entre 
ambas vertientes.

En las páginas que anteceden se ha puesto en entredicho la idea fundamen-
tal que subyace a la propuesta gubernamental de reducción de la jornada 
laboral máxima: “trabajar menos, vivir mejor”. No se ha tratado de discutir 
si esta idea es o no verdadera, correcta o acertada. Puede serlo para mu-
chas personas, puede no serlo para otras. Se trata, por tanto, de una cuestión 
radicalmente subjetiva. Además, su planteamiento solo tiene sentido en el 
margen: cuánto se valora una unidad más de trabajo (con su correspondiente 
remuneración) o de ocio. En general, la utilidad tanto del trabajo como del 
ocio tiende a disminuir a medida que se incrementa la cantidad de cada uno 
de ellos. Pero esto es solo una generalización. Hemos defendido, por tanto, 
en lógica coherencia, que debe ser cada persona la que decida cuánto tiempo 
ha de dedicar al trabajo y cuánto al ocio o a otras actividades, dentro natural-
mente de un marco razonable que establezca un límite.

Sobre este fundamento que podemos llamar moral, debe construirse un 
marco normativo que, estableciendo un límite máximo absoluto al trabajo 
por cuenta ajena (48 horas semanales puede ser ese límite absoluto, ya 
que es el estándar europeo vigente), permita a cada persona decidir cuánto 
quiere trabajar. Las motivaciones para esta decisión individual son varia-
das, pero son estrictamente personales, y a nadie corresponde tampoco en-
trar en su corrección o legitimidad: pueden ser motivos económicos (ganar 
más dinero) o profesionales o gusto por el trabajo o cualquier otro, sin que 
ello importe demasiado. Nos hemos alejado así de la visión reglamentista 
o heterónoma, la que se empeña en decirnos o imponernos cuánto hemos 
de trabajar, etc.

Más allá del límite absoluto, que es materia de la ley, la negociación co-
lectiva está en mejores condiciones para precisar dónde debe situarse la 
jornada normal o completa de trabajo en un sector o en una empresa. 
Afortunadamente, España cuenta con un sistema de negociación colec-
tivo maduro, capaz de producir regulaciones adaptadas a las realidades 
y necesidades de cada sector y empresa. En los sectores o empresas en 
que las preferencias son hacia una menor cantidad de trabajo y no tanto 
a una maximización de las remuneraciones, la reducción de jornada ya 
es un hecho. En esto cuenta también la apreciación empresarial de que 
una reducción de jornada laboral o una semana laboral de cuatro días o 
cualquier otra fórmula de distribución del tiempo de trabajo libremente 
acordada dará lugar a un incremento del bienestar laboral que es superior 
al que se obtendría con una mayor remuneración o que incluso es capaz 
de generar incrementos de productividad que compensan la reducción de 
las horas trabajadas. Estas fórmulas no pueden imponerse mediante una 
norma de talla única.
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Una alternativa legislativa más equilibrada habría de tomar en conside-
ración los aspectos fundamentales que aquí se han planteado: tutela de 
la parte débil, libertad individual, productividad, autonomía colectiva. 
El equilibrio entre todos ellos requiere una norma estatal más abierta y 
flexible, que puede empujar a la negociación colectiva hacia objetivos de 
reducción de jornada (por ejemplo, estableciendo una jornada máxima por 
defecto en 37,5 horas semanales), pero permitiendo que sea en esta sede 
(o, en ausencia de convenio aplicable, en sede de autonomía individual) 
en la que se tome la decisión (permitiendo, por tanto, jornadas máximas 
superiores), sede en la cual se puede priorizar bien la reducción de jornada, 
bien otras mejoras en el empleo (o una combinación de ambas cosas), y 
con un margen de autonomía individual que permita incrementos de jorna-
da dentro de unos límites absolutos, que habrían de aplicarse a la totalidad 
de las relaciones laborales de un mismo trabajador (48 horas semanales). 
De este modo, se acabaría con el absurdo de permitir que un trabajador se 
emplee 37,5 horas en un empleo y otras muchas horas en otro, mientras 
que se prohíbe que pueda trabajar esas mismas horas agregadas para un 
mismo empleador.

Del mismo modo que la autonomía colectiva podría contemplar fórmulas 
para dar cierto margen de libertad a “trabajar más” quien lo desee, también 
debería avanzarse en el derecho a trabajar menos, en la misma lógica de 
libertad. En ese marco colectivo, un trabajador podría contar con el dere-
cho a reducir su jornada más allá de las situaciones ya contempladas legal-
mente, fundamentalmente conectadas con necesidades de conciliación de 
la vida laboral y familiar.
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Si bien estaba previsto que el XXXV Congreso de la AEDTSS se dedicara a “tiempo de trabajo”, los trágicos acon-
tecimientos acaecidos en octubre de 2024 con ocasión de la DANA, que afectó especialmente a levante, hicie-
ron reconsiderar su temática, que pasó a centrarse en el “tiempo de trabajo y el cambio climático”. No podía 
ser de otra forma si se tiene en cuenta que, aunque este tipo de fenómenos meteorológicos son frecuentes 
en esta zona, se están volviendo cada vez más frecuentes y virulentos debido al efecto de la acción humana 
sobre el clima. De esta forma el XXXV Congreso se convirtió en el congreso de la solidaridad con Valencia.

De lo expuesto se deduce que los estudios recopilados en este libro, que constituyen la base del trabajo 
y las discusiones llevadas a cabo en el XXXV Congreso de la AEDTSS, no solo han abordado los aspectos 
fundamentales de las múltiples y complejas dimensiones del tiempo de trabajo, sino que también han 
sabido incorporar un componente novedoso: el cambio climático. Aunque este fue introducido de forma 
inesperada y como un homenaje, ha terminado por enriquecer significativamente los trabajos resultan-
tes del encuentro científico de referencia del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social en España.
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